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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

ANEXO de asignación y transferencia de recursos para el Programa de Registro e Identificación de Población, que 
para el ejercicio fiscal 2021 celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Durango. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación. 

ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA DE RECURSOS PARA EL PROGRAMA DE REGISTRO  E 

IDENTIFICACIÓN DE POBLACIÓN, QUE PARA EL EJERCICIO FISCAL 2021 CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL 

GOBIERNO DE LA REPÚBLICA A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN EN ADELANTE “GOBERNACIÓN”, 

POR CONDUCTO DE ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, SUBSECRETARIO DE DERECHOS HUMANOS, 

POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, CON LA PARTICIPACIÓN DE ROCÍO JUANA GONZÁLEZ HIGUERA, JEFA DE LA UNIDAD 

DE POLÍTICA MIGRATORIA, REGISTRO E IDENTIDAD DE PERSONAS Y JORGE LEONEL WHEATLEY FERNÁNDEZ, 

DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD; Y POR LA OTRA PARTE, EL 

GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE DURANGO EN ADELANTE “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, 

REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR HÉCTOR DAVID FLORES ÁVALOS, SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO, 

CON LA PARTICIPACIÓN DE JESÚS ARTURO DÍAZ MEDINA, SECRETARIO DE FINANZAS Y DE ADMINISTRACIÓN, 

RAQUEL LEILA ARREOLA FALLAD, SECRETARIA DE CONTRALORÍA, Y CON LA ASISTENCIA DE ROBERTO BENITO 

HERNÁNDEZ ANDRADE, DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO CIVIL, A QUIENES AL ACTUAR CONJUNTAMENTE 

SE LES DENOMINARÁ “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

Con fecha 25 de noviembre de 2019, “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Coordinación para el 
Programa de Registro e Identificación de Población, el cual tiene el objeto de establecer los mecanismos de 
coordinación entre “LAS PARTES” para el Fortalecimiento del Registro Civil del Programa de Registro  e 
Identificación de Población, al contribuir a la integración del Registro Nacional de Población y consolidación de 
la Base de Datos Nacional del Registro Civil, a través de la modernización y mejora de los servicios que 
brinda la institución registral en la entidad. Con ello, se obtiene información de manera confiable, homogénea 
y oportuna, que contribuye a acreditar fehacientemente la identidad de las personas y garantizar su registro 
inmediatamente después de su nacimiento. 

Los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, 
publicados en el Diario Oficial de la Federación, (en lo sucesivo DOF), el 11 de octubre de 2018; en los que 
establece en el numeral Octavo. Componentes, Apartado A. Fortalecimiento del Registro Civil, que se podrán 
asignar recursos a las entidades federativas para el desarrollo de las vertientes del componente 
Fortalecimiento del Registro Civil, mediante la suscripción de instrumentos jurídicos, con estricto apego a la 
normatividad que corresponda. 

El Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, publicado el 30 de 
noviembre de 2020, señala el Ramo 04 “GOBERNACIÓN” en el Anexo 18. Recursos para la Atención  de 
Niñas, Niños y Adolescentes, la asignación presupuestal para el “Registro e Identificación de Población”. 
“GOBERNACIÓN” integró el 21 de diciembre de 2020 el Comité de Asignación y Distribución de Recursos 
para el ejercicio fiscal 2021, conforme los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 
Registro e Identificación de Población. 

DECLARACIONES 

I. De “GOBERNACIÓN”: 

I.1 Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (en lo sucesivo LOAPF) y 1 del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Gobernación (en lo sucesivo RISEGOB). 

I.2 Cuenta con facultades para operar el Servicio Nacional de Identificación Personal, de conformidad al 
artículo 27, fracción VI de la LOAPF. 

I.3 La Subsecretaría de Derechos Humanos, Población y Migración es parte integrante de 
“GOBERNACIÓN”, su titular, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo 
establecido por los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracciones IX y XII del RISEGOB. 
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I.4 La Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas es una Unidad Administrativa 
dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Rocío Juana González Higuera, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción VII, 10, fracción V y 55 fracción 
XXXIV del RISEGOB. 

I.5 La Dirección General del Registro Nacional de Población e Identidad en lo sucesivo DGRNPI, es 
una Unidad Administrativa dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Jorge Leonel Wheatley 
Fernández, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente 
instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción XXIX, 
10, fracción V y 58, fracciones I y IV del RISEGOB. 

I.6 Cuenta con los recursos suficientes en la partida 43801 para hacer la asignación prevista en este 
instrumento, de conformidad con la suficiencia presupuestal número 314867. 

I.7 Para efectos legales del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en la 
Calle de Bucareli, número 99, piso 1, Edificio Cobián, Colonia Juárez, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, Código Postal 06600, Ciudad de México. 

II. De “EL GOBIERNO DEL ESTADO”: 

II.1 Es un Estado libre y soberano en todo lo concerniente a su régimen interior, de conformidad con los 
artículos 40, 41, primer párrafo, 42, fracción I, 43 y 116, primer párrafo de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, y el artículo 62 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Durango. 

II.2 Héctor David Flores Ávalos, Secretario General de Gobierno, cuenta con las atribuciones necesarias 
para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo establecido 
por el artículo 99 de la Constitución Política del Estado de Durango, los artículos 1, 3, 26 y 28 
fracción I y 29 fracciones VI, XXXI y XL de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado 
de Durango; los artículos 3, 9 y 10 fracción VI del Reglamento Interior de la Secretaría General de 
Gobierno del Estado de Durango. 

II.3 Jesús Arturo Díaz Medina, Secretario de Finanzas y de Administración, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo 
establecido en el artículo 99 de la Constitución Política del Estado de Durango, y de los artículos 1, 
3 26 y 28 fracción II y artículo 30 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Durango; los artículos 5 fracción II, 7 y 9 fracción VIII del Reglamento Interior de la Secretaría  de 
Finanzas y de Administración. 

II.4 Raquel Leila Arreola Fallad, Secretaria de Contraloría, cuenta con las atribuciones necesarias para 
participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo establecido en el 
artículo 99 de la Constitución Política del Estado de Durango, 1, 3, 26, y 28 fracción VIII y 36 
fracciones III, XXXVII, y LII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Durango; 
los artículos 1, 2, 6, y 19 fracciones XVIII, XIX, y XLIX del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Contraloría del Estado de Durango. 

II.5 La Dirección del Registro Civil, para efectos del presente instrumento jurídico es la Unidad 
Coordinadora Estatal (en lo sucesivo UCE), su titular Roberto Benito Hernández Andrade, cuenta 
con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 35 y 36 fracciones XXXI del Reglamento interior de la 
Secretaría General de Gobierno del Estado de Durango y el artículo 14 fracción XXXV del 
Reglamento del Registro Civil del Estado de Durango. 

II.6 Para efectos del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en Felipe 
Pescador No. 800, Colonia Centro, Oriente 04, Código Postal 34000, Durango, Durango. 

III. De “LAS PARTES”: 

III.1 Se comprometen, en el ámbito de sus atribuciones en materia registral, de identidad y de población, 
a cumplir con las obligaciones establecidas en los Lineamientos de Operación del Programa 
Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población y en las Directrices del Fortalecimiento 
del Registro Civil que sean emitidas por el Consejo Nacional de Funcionarios de Registro Civil (en lo 
sucesivo CONAFREC), a efecto de que contribuyan al objetivo de presente instrumento jurídico y a 
optimizar la calidad en los servicios que brinda el Registro Civil. 
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III.2 Están de acuerdo en suscribir el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos para el 
Ejercicio Fiscal 2021, sin que medie error, dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio que pueda 
afectar en todo o en parte la validez del mismo. 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETIVO. “LAS PARTES” acuerdan establecer y desarrollar a través del presente Anexo de 
Asignación y Transferencia de Recursos para el Ejercicio Fiscal 2021, las acciones y compromisos para el 
fortalecimiento del Registro Civil del Estado de Durango, a fin de garantizar el derecho a la identidad de la 
población y contribuir a la integración del Registro Nacional de Población. 

SEGUNDA.- RESPONSABLES DE LA CONSECUCIÓN DEL OBJETIVO. “LAS PARTES” designan a las 
siguientes personas servidores públicos como responsables para la ejecución, seguimiento y evaluación de 
las actividades, acciones y compromisos para alcanzar el objetivo del presente instrumento jurídico, a: 

Por “GOBERNACIÓN” Por “EL GOBIERNO DEL ESTADO” 

- Al Titular de la Dirección General del Registro 
Nacional de Población e Identidad. 

- Al Titular de la Unidad Coordinadora Estatal 
de Registro Civil. 

“LAS PARTES” acuerdan que las personas responsables del Fortalecimiento del Registro Civil, podrán ser 
asistidas por los enlaces de la ejecución, seguimiento y evaluación, por funcionarios de nivel jerárquico inferior 
denominados Enlaces, así como por asistentes, los cuales se asentarán por escrito en el Acta de la Comisión 
de Seguimiento que corresponda. 

TERCERA.- RECURSOS. Para alcanzar eficazmente el objetivo señalado en la Cláusula Primera,  “LAS 
PARTES” aportarán las siguientes cantidades: 

a) “GOBERNACIÓN” de conformidad con los artículos 82 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y 224 de su Reglamento, así como los Lineamientos de Operación del 
Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, hará una aportación de 
recursos federales a “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, previa entrega del comprobante fiscal emitido 
por este último, por la cantidad de $1’218,869.00 (Un millón doscientos dieciocho mil ochocientos 
sesenta y nueve pesos 00/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria productiva específica 
número 00116419674 del Banco BBVA Bancomer, S.A., Sucursal 7698 Banca de Gobierno y 
Empresas Durango, Plaza 7698 Durango y CLABE No. 012190001164196744. 

b) “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de conformidad con el artículo 7, fracción IV, inciso b) del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, realizará dentro de los 20 
días hábiles contados a partir de la recepción de los recursos federales, una aportación con 
recursos estatales por $522,372.24 (Quinientos veintidós mil trescientos setenta y dos pesos 24/100 
M.N.), que depositará en la cuenta bancaria referida en el último párrafo de la Cláusula Cuarta, 
informando por escrito a la DGRNPI, el depósito de dichos recursos estatales dentro de los 10 días 
hábiles posteriores a su realización. 

CUARTA.- CUENTA BANCARIA. Los recursos federales establecidos en la Cláusula Tercera y sus 
respectivos rendimientos financieros deberán depositarse, permanecer y administrar exclusivamente hasta su 
total aplicación en la cuenta bancaria productiva específica aperturada por la Secretaría de Finanzas y de 
Administración de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, la cual deberá referir al Programa de Registro  e 
Identificación de Población (PRIP) o al Fortalecimiento del Registro Civil (FRC) y al ejercicio fiscal 2021; por lo 
tanto, los recursos no deberán ser transferidos a otra cuenta bancaria, conforme a lo establecido en el artículo 
69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

Asimismo, “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE deberá entregar a la DGRNPI, copia de los 
estados de cuenta mensuales correspondientes a los recursos federales y proporcionará al finalizar la 
administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, a fin de verificar el uso de 
estos hasta su total aplicación. 

Respecto a los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, éstos se depositarán en una 
cuenta bancaria productiva específica, la cual no deberá ser la misma cuenta bancaria productiva específica 
donde fueron depositados los recursos federales; la UCE remitirá a la DGRNPI, copia de los estados de 
cuenta mensuales de la cuenta bancaria donde se administren e identifiquen los recursos aportados y 
proporcionará al finalizar la administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, 
a fin de verificar el uso de estos hasta su total aplicación. 
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QUINTA.- DESTINO DE LOS RECURSOS. Los recursos señalados en la Cláusula Tercera se destinarán 
exclusivamente por conducto de la UCE, para alcanzar las siguientes metas, prioritariamente en beneficio de 
niñas, niños y adolescentes: 

a) La cantidad de $180,000.00 (Ciento ochenta mil pesos 00/100 M.N.) para analizar y validar la 
captura de registros de defunción, de acuerdo a los criterios de captura acordados entre  “LAS 
PARTES”, a fin de incorporarse a la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión Interestatal e 
integrarse a la Base de Datos Nacional del Registro Civil. 

b) La cantidad de $320,000.00 (Trescientos veinte mil pesos 00/100 M.N.) para la actualización 
tecnológica de al menos 8 oficialías, de acuerdo a las especificaciones técnicas que establezca la 
DGRNPI. Una vez concluido el proceso de adquisición, la UCE deberá completar la instalación del 
equipo en un plazo no mayor a tres meses. 

c) La cantidad de $130,000.00 (Ciento treinta mil pesos 00/100 M.N.) para el funcionamiento de la 
solución integral de la Conexión Interestatal, al contratar el servicio de internet con un ancho de 
banda simétrico óptimo y suficiente, o bien el mantenimiento del equipamiento correspondiente, que 
permita integrar y actualizar los registros en la Base de Datos Local y la Base de Datos Nacional del 
Registro Civil operada por la DGRNPI. 

d) La cantidad de $357,000.00 (Trescientos cincuenta y siete mil pesos 00/100 M.N.) para la integridad 
de la información de la Base de Datos Nacional de CURP, a través de los mecanismos de 
asignación y actualización de la CURP, así como para la búsqueda, localización, captura o 
digitalización de aquellos registros de identidad que no se encuentren en la Base de Datos Nacional 
del Registro Civil. 

e) La cantidad de $22,500.00 (Veintidós mil quinientos pesos 00/100 M.N.) para la capacitación del 
personal de la UCE y personal del Registro Civil de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, respecto a los 
conocimientos teóricos y prácticos basados en el marco jurídico y administrativo en materia registral. 
La capacitación deberá ser formalmente solicitada por la UCE y aceptada por la DGRNPI, al menos 
10 días hábiles previos a su realización. 

f) La cantidad de $400,000.00 (Cuatrocientos mil pesos 00/100 M.N.) para implementar campañas 
especiales hacia el subregistro cero, mediante el registro oportuno de nacimiento. 

g) La cantidad de $315,000.00 (Trescientos quince mil pesos 00/100 M.N.) para implementar módulos 
del Registro Civil en instalaciones hospitalarias para el registro oportuno de nacimiento. 

h) La cantidad de $15,000.00 (Quince mil pesos 00/100 M.N.) para implementar campañas especiales 
de regularización del estado civil de personas nacidas en los Estados Unidos de América, de padres 
o madres mexicanos por nacimiento, para el registro del nacimiento y la asignación de la Clave 
Única de Registro de Población (NAPHSIS). 

i) La cantidad de $1,741.24 (Mil setecientos cuarenta y un pesos 24/100 M.N.) para que se destine, en 
caso de ser procedente, a favor de la Secretaría de la Contraloría de “EL GOBIERNO DEL 
ESTADO”, misma que se compromete a realizar la vigilancia, inspección, control y evaluación sobre 
las acciones y servicios ejecutados mediante el presente instrumento jurídico. 

SEXTA.- PROGRAMA DE TRABAJO. Para garantizar que la ministración y aplicación de los recursos 
considerados en la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico se realice con oportunidad, eficiencia, 
eficacia, economía, honradez y transparencia, así como para medir los avances, entregables y su correcta 
ejecución, la UCE deberá elaborar el Programa de Trabajo en el formato que para tal efecto establece la 
DGRNPI, para su revisión y aprobación en la Comisión de Seguimiento, dicha Comisión se integrará conforme 
lo establece la Cláusula Tercera del Convenio de Coordinación citado en el apartado de Antecedentes, en un 
plazo que no excederá de 10 días hábiles a partir de que se hayan transferido los recursos federales. 

Asimismo, durante la vigencia del presente instrumento jurídico, “LAS PARTES” deberán aprobar y 
autorizar en la Comisión de Seguimiento, cualquier modificación en los conceptos de compra previamente 
aprobados en un Programa de Trabajo, excepto cuando no se adquiera algún bien o servicio. 

SÉPTIMA.- ACTUALIZACIÓN DE LA BASE DE DATOS NACIONAL DEL REGISTRO CIVIL. Con el 
propósito de mantener permanentemente actualizada la Base de Datos Nacional del Registro Civil a cargo de 
la DGRNPI, la UCE depositará en la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión Interestatal para su 
transcodificación y transferencia los registros del estado civil de las personas capturados y digitalizados 
conforme a los criterios establecidos por la DGRNPI, y todas aquellas modificaciones de que fueren objeto los 
diferentes actos del Registro Civil, así como los nuevos registros que se hayan generado. 
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La UCE certificará que los registros que se registren exitosamente en la Base de Datos Nacional del 
Registro Civil, son copia fiel de las actas que se encuentran bajo su resguardo. 

Además, la UCE apoyará en la búsqueda, localización y revisión de las actas registrales que le solicite la 
DGRNPI, en apoyo a los proyectos del Registro Nacional de Población. 

OCTAVA.- INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, 
responsable de los datos personales asentados en los actos del estado civil de las personas, autoriza a 
“GOBERNACIÓN” para administrar, compartir, tratar y utilizar la información remitida como elemento de apoyo 
en las atribuciones y facultades de la DGRNPI para el registro y acreditación de la identidad de la población 
del país y de los nacionales residentes en el extranjero; la información compartida se ajustará a la 
correspondiente normatividad de protección de datos personales. 

Además, “LAS PARTES” utilizarán el FTP (File Transfer Protocol) y el SFTP (Secure File Transfer 
Protocol) para el intercambio de la información; la información permanecerá temporalmente en la 
correspondiente carpeta del FTP, misma que “LAS PARTES” se comprometen a depurar trimestralmente. 

NOVENA.- CURP. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, realizará acciones con la finalidad 
de incorporar en sus registros la Clave Única de Registro de Población (en lo sucesivo CURP) y, con ello 
apoyar y dar continuidad a la asignación y uso de la CURP en la Entidad. 

Asimismo, la UCE integrará la CURP en su sistema automatizado para la inscripción y certificación de los 
actos del estado civil de las personas a fin de que la misma obre en cada uno de los registros, particularmente 
en los correspondientes al nacimiento y a la defunción. En este aspecto, la UCE se compromete a realizar las 
modificaciones y ajustes a los Sistemas de Inscripción y Certificación del Registro Civil, que haya a lugar, en 
coordinación con la DGRNPI, a fin de incluir la asignación “en línea” de la CURP, a través de los servicios web 
de la CURP. 

DÉCIMA.- DERECHO A LA IDENTIDAD. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, promoverá 
las acciones necesarias para hacer efectivo el “derecho a la identidad” que toda persona tiene, promoviendo 
el registro universal y oportuno, agilizando y simplificando los trámites correspondientes, así como expidiendo 
gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento; conforme a lo dispuesto en el 
párrafo octavo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adicionado y 
publicado en el DOF el 17 de junio de 2014. 

Además, la UCE, realizará acciones para atender el registro extemporáneo de nacimiento, así como 
facilitar u orientar a la población sobre la rectificación y aclaración de actas del estado civil, a fin de abatir la 
falta de identidad jurídica de la población y la inconsistencia e incongruencia de los datos relacionados con la 
identidad de las personas. 

DÉCIMA PRIMERA.- PROYECTOS DE REGISTRO E IDENTIFICACIÓN DE PERSONAS.  “EL 
GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, apoyará en la instrumentación de los proyectos de Registro e 
Identificación de Personas que “GOBERNACIÓN” diseñe e implemente en beneficio de la población. 

DÉCIMA SEGUNDA.- ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS. La aplicación oportuna, ejecución y 
canalización de los recursos para la adquisición de los bienes o servicios señalados en el Catálogo de Gastos 
y Comprobación, se realizará conforme el Programa de Trabajo y los procedimientos establecidos en la Ley 
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, su Reglamento, así como en la normatividad 
local; para la compra de servicios u otros elementos no contemplados en el citado Catálogo, su adquisición 
procederá previa valoración y acuerdo de la Comisión de Seguimiento. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” se 
compromete a reintegrar a la Tesorería de la Federación los recursos que la DGRNPI determine que  se 
ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA TERCERA.- COMPROBACIÓN DE RECURSOS. Los recursos aportados por “GOBERNACIÓN” 
no pierden el carácter federal, por lo que la UCE informará mensualmente a la DGRNPI las acciones 
efectuadas para su ejercicio; además, de acuerdo con las fechas que la Comisión de Seguimiento establezca, 
la UCE enviará a la DGRNPI para su fiscalización, conforme el Catálogo de Gastos y Comprobación, copia de 
los documentos comprobatorios de las erogaciones realizadas. La documentación comprobatoria deberá ser 
identificada con un sello o marca que indique la leyenda de que dichos recursos corresponden al Programa de 
Registro e Identificación de Población, que su origen es federal o estatal y el Ejercicio Fiscal 2021. 
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Además, de conformidad con el artículo 85, fracción II de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los informes sobre el ejercicio, destino y resultados obtenidos de los recursos 
federales que sean transferidos a las entidades federativas, se publicarán trimestralmente por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” en los órganos locales oficiales de difusión y los pondrán a disposición del público en general 
a través de sus respectivas páginas electrónicas de internet o de otros medios locales de difusión. Lo anterior, 
no exime a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de presentar al Congreso de la Unión y las legislaturas locales, 
los informes que correspondan en cumplimiento a lo establecido en la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental. 

DÉCIMA CUARTA.- ECONOMÍAS. Cuando se acredite que el recurso se encuentra ejercido o 
comprometido formal y documentalmente para el cumplimiento de la o las metas señaladas en la Cláusula 
Quinta y en caso de que existan economías, “LAS PARTES” acordarán mediante la Comisión de Seguimiento 
suscrita dentro de la vigencia del presente instrumento jurídico, continuar con las metas establecidas en la 
Cláusula Quinta u orientar los recursos para alguna de las vertientes relacionadas con los objetivos del 
Fortalecimiento del Registro Civil, para mejorar el servicio registral. 

DÉCIMA QUINTA.- RECURSOS NO EJERCIDOS. Los recursos federales aportados a “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” mediante el presente instrumento jurídico y los rendimientos financieros que al final del 
ejercicio fiscal 2021 no hayan sido ejercidos ni formalmente comprometidos o devengados, deberán 
reintegrarse invariablemente a la Tesorería de la Federación dentro de los 15 días naturales siguientes al 
cierre del ejercicio fiscal. Los recursos formalmente comprometidos y aquellos devengados que no hayan sido 
pagados durante el ejercicio fiscal 2021, se deberán cubrir los pagos respectivos a más tardar durante el 
primer trimestre del ejercicio fiscal siguiente; los recursos devengados deberán contar ineludiblemente con su 
pasivo circulante; una vez cumplido el plazo referido, los recursos remanentes y los rendimientos financieros 
deberán reintegrarse a la Tesorería de la Federación a más tardar dentro de los 15 días naturales siguientes. 

Los recursos se considerarán devengados para “GOBERNACIÓN”, a partir de la entrega de los mismos a 
“EL GOBIERNO DEL ESTADO”; lo anterior conforme lo dispuesto en los artículos 175 y 224 del Reglamento 
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 13 y 17 de la Ley de Disciplina Financiera 
de las Entidades Federativas y los Municipios, respectivamente. 

DÉCIMA SEXTA.- INFORME DE AVANCES Y RESULTADOS. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través 
de la UCE, entregará mensualmente a la DGRNPI, en el formato que para tal efecto establece esta última, un 
informe con los avances obtenidos en virtud del cumplimiento o consecución de las metas y objetivos para el 
Fortalecimiento del Registro Civil. 

Una vez implementado el Sistema Nacional para el Seguimiento del Fortalecimiento del Registro Civil 
(SINAFREC), la UCE informará a través de éste lo referente a los avances del Programa, la administración de 
los recursos y el cumplimento de las metas comprometidas, así también, enviará la documentación probatoria 
de los recursos asignados. La DGRNPI a través del SINAFREC dará puntual seguimiento a la información 
aportada por la UCE en cumplimiento de los acuerdos del presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- ENTREGABLES. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, acreditará el 
cumplimiento de las metas definidas en la Cláusula Quinta del presente instrumento jurídico, mediante los 
métodos, formas y formatos establecidos en el Catálogo de Gastos y Comprobación y aquellos que  “LAS 
PARTES” acuerden en la Comisión de Seguimiento. La presentación de entregables a la DGRNPI se realizará 
una vez concluidas las acciones establecidas en el Programa de Trabajo, o bien, conforme lo acuerde la 
Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA OCTAVA.- CONTROL Y VIGILANCIA. El control, supervisión, vigilancia, evaluación y la calidad 
de la información respecto al ejercicio y destino de los recursos públicos a que se refiere la Cláusula Tercera 
del presente instrumento jurídico, corresponderá en el ámbito de sus atribuciones a “LAS PARTES”, a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público conforme el artículo 31, fracción XXIII de la Ley Orgánica de  la 
Administración Pública Federal, a la Auditoría Superior de la Federación y a los órganos de fiscalización 
superior conforme a las atribuciones de los artículos 1, 2, 3, 4 y 15 de la Ley de Fiscalización y Rendición de 
Cuentas de la Federación, y 82 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 
aplicables; sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que realice la Secretaría de 
Contraloría. 
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“LAS PARTES” convienen que del monto total de los recursos aportados en la Cláusula Tercera del 
presente instrumento jurídico, se destine el uno al millar a favor de la Secretaría de Contraloría, misma que se 
compromete a realizar en el semestre posterior al cierre del presente ejercicio fiscal, la vigilancia, inspección, 
control y evaluación sobre las acciones y servicios ejecutados por administración directa de dichos recursos, 
presentando un informe a la DGRNPI. 

La DGRNPI, efectuará visitas de supervisión y seguimiento a la UCE y a sus oficialías, lo que permitirá 
corroborar la correcta aplicación de los recursos aportados. 

DÉCIMA NOVENA.- SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” acuerdan que los asuntos no 
expresamente previstos en el presente instrumento jurídico, así como las dudas y controversias que pudieran 
surgir con motivo de la interpretación, ejecución y cumplimiento del mismo, se resolverán de común acuerdo 
en el seno de la Comisión de Seguimiento; sin perjuicio de la competencia que corresponda a los órganos 
administrativos de vigilancia o fiscalización federales y estatales, así como a las autoridades judiciales. 

VIGÉSIMA.- MODIFICACIONES AL ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA. “LAS PARTES” 
acuerdan realizar mediante Anexo Modificatorio del presente Anexo de Asignación y Transferencia de 
Recursos, durante la vigencia del mismo y con apego a las disposiciones legales aplicables, aquellas 
modificaciones en las aportaciones económicas que realice “GOBERNACIÓN”, o bien, para establecer las 
medidas o mecanismos que permitan afrontar contingencias que impidan el cumplimiento integral del presente 
instrumento jurídico con la finalidad de dar continuidad al Programa de Registro e Identificación de Población. 

VIGÉSIMA PRIMERA.- TERMINACIÓN ANTICIPADA. “GOBERNACIÓN” terminará anticipadamente el 
presente instrumento jurídico, notificando lo anterior a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” por escrito cuando se 
acredite la causal que corresponda. En tal virtud “EL GOBIERNO DEL ESTADO” como sanción deberá 
reintegrar los recursos federales otorgados no devengados en términos de la normatividad aplicable, sin 
perjuicio de que “GOBERNACIÓN” informe a los Órganos fiscalizadores. 

En el caso específico de que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” desee dar por terminado el presente 
instrumento jurídico, deberá informarlo a “GOBERNACIÓN” de forma inmediata a su determinación, mediante 
escrito en donde queden asentados los motivos de su terminación anticipada, y se determine el grado de 
cumplimiento de las obligaciones pactadas y pendientes de cumplir. 

Para que la terminación anticipada surta efectos, se levantará un acta por parte de la Comisión de 
Seguimiento, que contendrá una descripción de las obligaciones cumplidas y las obligaciones pendientes  de 
cumplir, y en este último caso, se determinará tanto el procedimiento y plazo para su cumplimiento. 

En ambos casos, se deberá realizar un corte de los avances y resultados alcanzados por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO”, realizándose una confronta entre dichos resultados y los recursos ejercidos, a efecto de que 
los recursos federales no ejercidos así como los intereses generados, sean reintegrados a la Tesorería de la 
Federación. 

Entre las causas que determinarán la terminación anticipada del presente instrumento jurídico, se 
encuentran: 

I. Se identifique que los recursos federales fueron depositados, administrados o transferidos a cuentas 
o subcuentas no productivas y específicas, así como contratos o servicios de inversión o bien, que 
los recursos fueron reubicados en otra cuenta bancaria distinta a la señalada en la Cláusula Cuarta 
del presente instrumento jurídico, sin el debido sustento legal. 

II. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no realice en el plazo establecido la aportación de los recursos 
comprometidos, de conformidad con la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico. 

III. Se identifique que los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, fueron depositados y 
administrados conjuntamente con los recursos federales. 

IV. Se haga caso omiso a las solicitudes de “GOBERNACIÓN” respecto al seguimiento y verificación de 
los compromisos suscritos en el presente instrumento jurídico. 

V. El deficiente seguimiento al Programa de Trabajo, así como la adquisición o contratación de bienes 
o servicios no asentados en el Programa de Trabajo. 

VIGÉSIMA SEGUNDA.- SUSPENSIÓN DE LAS ASIGNACIONES. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 223 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
“GOBERNACIÓN” suspenderá a futuro la asignación de los recursos federales a “EL GOBIERNO DEL 
ESTADO”. 
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Dicha suspensión deberá quedar documentada en el acta del Comité de Asignación y Distribución de 
Recursos, en la cual se fundamente y motive las causas que generaron dicha acción y se deberá precisar el 
tiempo de duración de la suspensión para la entidad federativa. 

Entre las causas que determinarán la suspensión del presente instrumento jurídico, se encuentran: 

I. La DGRNPI determine que los recursos se destinaron a fines distintos a los previstos en el presente 
instrumento jurídico o fines no autorizados por “LAS PARTES”. 

II. La falta consecutiva de hasta 6 informes de avances y resultados o bien, de hasta 3 estados de 
cuenta bancarios, conforme lo establecido en la Cláusula Cuarta del presente instrumento jurídico. 

III. Que la totalidad de los recursos se encuentren ociosos o no devengados al término del ejercicio 
fiscal. 

IV. Que la UCE no realice la adecuada comprobación de los recursos y no presente la totalidad de los 
entregables acordados. 

V. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no reintegre a la Tesorería de la Federación los recursos que 
la DGRNPI determine que se ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la 
Comisión de Seguimiento. 

VIGÉSIMA TERCERA.- VIGENCIA. El presente instrumento jurídico tendrá una vigencia a partir de la 
fecha de suscripción y surtirá efectos para “LAS PARTES” una vez que “GOBERNACIÓN” deposite los 
recursos federales a la cuenta bancaria establecida en la Cláusula Tercera y hasta el 31 de diciembre del 
2021. 

En su caso, si “GOBERNACIÓN” está imposibilitada en realizar la aportación de los recursos federales, la 
DGRNPI informará formalmente dicho acto a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” para proceder a la cancelación 
del presente instrumento jurídico. 

VIGÉSIMA CUARTA.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. “LAS PARTES” no serán responsables de 
eventos derivados de caso fortuito o de fuerza mayor, debiéndose entender el caso fortuito o fuerza mayor 
como algo imprevisible que se produce fuera de la esfera de responsabilidad de “LAS PARTES” y que 
ocasione la imposibilidad material de cumplir con las obligaciones del presente instrumento jurídico. Es 
obligación de “LAS PARTES” anunciar el caso fortuito o de fuerza mayor, en el término de 5 días hábiles a 
partir de que se dé dicha situación, misma que quedará debidamente formalizada y circunstanciada a través 
del acta que para tal efecto elabore la Comisión de Seguimiento. 

Una vez que hayan quedado determinadas claramente las causas de fuerza mayor o caso fortuito,  “LAS 
PARTES” se comprometen a coordinar acciones tendientes a restablecer el cumplimiento de sus obligaciones. 
En caso contrario, en donde la Comisión de Seguimiento determine que no existe la posibilidad de restablecer 
el cumplimiento de las obligaciones, el presente instrumento jurídico podrá terminarse anticipadamente, 
conforme lo dispuesto en la Cláusula Vigésima Primera. 

VIGÉSIMA QUINTA.- PUBLICACIÓN.- El presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos 
para el Programa de Registro e Identificación de Población, para el Ejercicio Fiscal 2021, se publicará en el 
Diario Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación, y 
en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 
de la Ley Orgánico de la Administración Pública del Estado de Durango y artículo 30 fracción I del Reglamento 
Interior de la Secretaría General de Gobierno del Estado de Durango, toda vez que deriva del Convenio de 
Coordinación celebrado entre “LAS PARTES”. 

Enteradas las partes del valor y consecuencias legales del presente instrumento jurídico, lo suscriben en 
ocho tantos en la ciudad de Durango, Durango, a los 31 días del mes de marzo de 2021.- Por Gobernación:  
el Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez.- 
Rúbrica.- Jefa de la Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas, Rocío Juana González 
Higuera.- Rúbrica.- El Director General del Registro Nacional de Población e Identidad, Jorge Leonel 
Wheatley Fernández.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: Secretario General de Gobierno, Héctor David 
Flores Ávalos.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas y de Administración, Jesús Arturo Díaz Medina.- Rúbrica.- 
Secretaria de Contraloría, Raquel Leila Arreola Fallad.- Rúbrica.- Director General del Registro Civil, 
Roberto Benito Hernández Andrade.- Rúbrica. 
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ANEXO de asignación y transferencia de recursos para el Programa de Registro e Identificación de Población, que 
para el ejercicio fiscal 2021 celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Guanajuato. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación. 

ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA DE RECURSOS PARA EL PROGRAMA DE REGISTRO  E 

IDENTIFICACIÓN DE POBLACIÓN, QUE PARA EL EJERCICIO FISCAL 2021 CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL 

GOBIERNO DE LA REPÚBLICA A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN EN ADELANTE “GOBERNACIÓN”, 

POR CONDUCTO DE ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, SUBSECRETARIO DE DERECHOS HUMANOS, 

POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, CON LA PARTICIPACIÓN DE ROCÍO JUANA GONZÁLEZ HIGUERA, JEFA DE LA UNIDAD 

DE POLÍTICA MIGRATORIA, REGISTRO E IDENTIDAD DE PERSONAS Y JORGE LEONEL WHEATLEY FERNÁNDEZ, 

DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD; Y POR LA OTRA PARTE, EL 

GOBIERNO DEL ESTADO GUANAJUATO EN ADELANTE “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, REPRESENTADO EN ESTE 

ACTO POR LIBIA DENNISE GARCÍA MUÑOZ LEDO, SECRETARIA DE GOBIERNO, CON LA PARTICIPACIÓN DE 

HÉCTOR SALGADO BANDA, SECRETARIO DE FINANZAS, INVERSIÓN Y ADMINISTRACIÓN, CARLOS SALVADOR 

MARTÍNEZ BRAVO, SECRETARIO DE LA TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS, CON LA ASISTENCIA DE 

JUAN HINOJOSA DIÉGUEZ, DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO CIVIL; A QUIENES AL ACTUAR CONJUNTAMENTE 

SE LES DENOMINARÁ “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y 

CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

Con fecha 18 de diciembre de 2019, “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Coordinación para el 
Programa de Registro e Identificación de Población, el cual tiene el objeto de establecer los mecanismos de 
coordinación entre “LAS PARTES” para el Fortalecimiento del Registro Civil del Programa de Registro  e 
Identificación de Población, al contribuir a la integración del Registro Nacional de Población y consolidación de 
la Base de Datos Nacional del Registro Civil, a través de la modernización y mejora de los servicios que 
brinda la institución registral en la entidad. Con ello, se obtiene información de manera confiable, homogénea 
y oportuna, que contribuye a acreditar fehacientemente la identidad de las personas y garantizar su registro 
inmediatamente después de su nacimiento. 

Los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, 
publicados en el Diario Oficial de la Federación, (en lo sucesivo DOF), el 11 de octubre de 2018; en los que 
establece en el numeral Octavo. Componentes, Apartado A. Fortalecimiento del Registro Civil, que se podrán 
asignar recursos a las entidades federativas para el desarrollo de las vertientes del componente 
Fortalecimiento del Registro Civil, mediante la suscripción de instrumentos jurídicos, con estricto apego a la 
normatividad que corresponda. 

El Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, publicado el 30 de 
noviembre de 2020, señala el Ramo 04 “GOBERNACIÓN” en el Anexo 18. Recursos para la Atención de 
Niñas, Niños y Adolescentes, la asignación presupuestal para el “Registro e Identificación de Población”. 
“GOBERNACIÓN” integró el 21 de diciembre de 2020 el Comité de Asignación y Distribución de Recursos 
para el ejercicio fiscal 2021, conforme los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 
Registro e Identificación de Población. 

DECLARACIONES 

I. De “GOBERNACIÓN”: 

I.1 Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (en lo sucesivo LOAPF) y 1 del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Gobernación (en lo sucesivo RISEGOB). 

I.2 Cuenta con facultades para operar el Servicio Nacional de Identificación Personal, de conformidad al 
artículo 27, fracción VI de la LOAPF. 

I.3 La Subsecretaría de Derechos Humanos, Población y Migración es parte integrante de 
“GOBERNACIÓN”, su titular, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo 
establecido por los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracciones IX y XII del RISEGOB. 
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I.4 La Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas es una Unidad Administrativa 
dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Rocío Juana González Higuera, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción VII, 10, fracción V y 55 fracción 
XXXIV del RISEGOB. 

I.5 La Dirección General del Registro Nacional de Población e Identidad en lo sucesivo DGRNPI, es 
una Unidad Administrativa dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Jorge Leonel Wheatley 
Fernández, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente 
instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción XXIX, 
10, fracción V y 58, fracciones I y IV del RISEGOB. 

I.6 Cuenta con los recursos suficientes en la partida 43801 para hacer la asignación prevista en este 
instrumento, de conformidad con la suficiencia presupuestal número 314868. 

I.7 Para efectos legales del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en la 
Calle de Bucareli, número 99, piso 1, Edificio Cobián, Colonia Juárez, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, Código Postal 06600, Ciudad de México. 

II. De “EL GOBIERNO DEL ESTADO”: 

II.1 Es un Estado libre y soberano en todo lo concerniente a su régimen interior, de conformidad con los 
artículos 40, 41, primer párrafo, 42, fracción I, 43 y 116, primer párrafo de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; y 28 y 29 de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato. 

II.2 Libia Dennise García Muñoz Ledo, Secretaria de Gobierno, cuenta con las atribuciones necesarias 
para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo establecido 
por los artículos 80 párrafo primero de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato; 3 
párrafos primero y segundo, 13, fracción I, 18, 23, fracción V de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo 
para el Estado de Guanajuato; así como 2, 3, 5 y 6, fracciones IV y XXIII del Reglamento Interior de 
la Secretaría de Gobierno. 

II.3 Héctor Salgado Banda, Secretario de Finanzas, Inversión y Administración, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 80 párrafo primero de la Constitución Política para el 
Estado de Guanajuato; 3 párrafos primero y segundo, 13, fracción II, 18 y 24, fracción II inciso a) y 
b) de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo para el Estado de Guanajuato; así como 2, 3, 5 y 6, 
fracción XVIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, Inversión y Administración. 

II.4 Carlos Salvador Martínez Bravo, Secretario de la Transparencia y Rendición de Cuentas, cuenta 
con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 80 párrafo primero de la Constitución Política para el 
Estado de Guanajuato; 3 párrafos primero y segundo, 13 fracción X, 18 y 32 de la Ley Orgánica del 
Poder Ejecutivo para el Estado de Guanajuato; así como 1, 2, fracciones I y II, 3, fracción I, 5 y 6, 
fracciones X y XI del Reglamento Interior de la Secretaría de la Transparencia y Rendición  de 
Cuentas. 

II.5 La Dirección General del Registro Civil, para efectos del presente instrumento jurídico es la Unidad 
Coordinadora Estatal (en lo sucesivo UCE), su titular Juan Hinojosa Diéguez, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 3, numeral II, inciso d), 8, fracción VIII y 66 del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Gobierno. 

II.6 Para efectos del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en Calle Paseo 
de la Presa número 103, Colonia Guanajuato Centro, C.P. 36000, Guanajuato, Guanajuato. 

III. De “LAS PARTES”: 

III.1 Se comprometen, en el ámbito de sus atribuciones en materia registral, de identidad y de población, 
a cumplir con las obligaciones establecidas en los Lineamientos de Operación del Programa 
Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población y en las Directrices del Fortalecimiento 
del Registro Civil que sean emitidas por el Consejo Nacional de Funcionarios de Registro Civil (en lo 
sucesivo CONAFREC), a efecto de que contribuyan al objetivo de presente instrumento jurídico y a 
optimizar la calidad en los servicios que brinda el Registro Civil. 
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III.2 Están de acuerdo en suscribir el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos para el 
Ejercicio Fiscal 2021, sin que medie error, dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio que pueda 
afectar en todo o en parte la validez del mismo. 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETIVO. “LAS PARTES” acuerdan establecer y desarrollar a través del presente Anexo de 
Asignación y Transferencia de Recursos para el Ejercicio Fiscal 2021, las acciones y compromisos para el 
fortalecimiento del Registro Civil del Estado de Guanajuato, a fin de garantizar el derecho a la identidad de la 
población y contribuir a la integración del Registro Nacional de Población. 

SEGUNDA.- RESPONSABLES DE LA CONSECUCIÓN DEL OBJETIVO. “LAS PARTES” designan a las 
siguientes personas servidores públicos como responsables para la ejecución, seguimiento y evaluación de 
las actividades, acciones y compromisos para alcanzar el objetivo del presente instrumento jurídico, a: 

Por “GOBERNACIÓN” Por “EL GOBIERNO DEL ESTADO” 

- Al Titular de la Dirección General del Registro 
Nacional de Población e Identidad. 

- Al Titular de la Unidad Coordinadora Estatal 
de Registro Civil. 

“LAS PARTES” acuerdan que las personas responsables del Fortalecimiento del Registro Civil, podrán ser 
asistidas por los enlaces de la ejecución, seguimiento y evaluación, por funcionarios de nivel jerárquico inferior 
denominados Enlaces, así como por asistentes, los cuales se asentarán por escrito en el Acta de la Comisión 
de Seguimiento que corresponda. 

TERCERA.- RECURSOS. Para alcanzar eficazmente el objetivo señalado en la Cláusula Primera,  “LAS 
PARTES” aportarán las siguientes cantidades: 

a) “GOBERNACIÓN” de conformidad con los artículos 82 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y 224 de su Reglamento, así como los Lineamientos de Operación del 
Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, hará una aportación de 
recursos federales a “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, previa entrega del comprobante fiscal emitido 
por este último, por la cantidad de $1,578,328.00 (Un millón quinientos setenta y ocho mil 
trescientos veintiocho pesos 00/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria productiva 
específica número 1142086455 del Banco Mercantil del Norte, S.A., Sucursal 803 Suc. Guanajuato 
Centro, Plaza 210 Guanajuato, Gto. y CLABE No. 072210011420864552. 

b) “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de conformidad con el artículo 7, fracción IV, inciso b) del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, realizará dentro de los 20 
días hábiles contados a partir de la recepción de los recursos federales, una aportación con 
recursos estatales por $676,426.75 (Seiscientos setenta y seis mil cuatrocientos veintiséis pesos 
75/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria referida en el último párrafo de la Cláusula 
Cuarta, informando por escrito a la DGRNPI, el depósito de dichos recursos estatales dentro de los 
10 días hábiles posteriores a su realización. 

CUARTA.- CUENTA BANCARIA. Los recursos federales establecidos en la Cláusula Tercera y sus 
respectivos rendimientos financieros deberán depositarse, permanecer y administrar exclusivamente hasta su 
total aplicación en la cuenta bancaria productiva específica aperturada por la Secretaría de Finanzas, 
Inversión y Administración de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, la cual deberá referir al Programa de Registro 
e Identificación de Población (PRIP) o al Fortalecimiento del Registro Civil (FRC) y al ejercicio fiscal 2021; por 
lo tanto, los recursos no deberán ser transferidos a otra cuenta bancaria, conforme a lo establecido en el 
artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

Asimismo, “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE deberá entregar a la DGRNPI, copia de los 
estados de cuenta mensuales correspondientes a los recursos federales y proporcionará al finalizar la 
administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, a fin de verificar el uso de 
estos hasta su total aplicación. 

Respecto a los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, éstos se depositarán en una 
cuenta bancaria productiva específica, la cual no deberá ser la misma cuenta bancaria productiva específica 
donde fueron depositados los recursos federales; la UCE remitirá a la DGRNPI, copia de los estados de 
cuenta mensuales de la cuenta bancaria donde se administren e identifiquen los recursos aportados y 
proporcionará al finalizar la administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, 
a fin de verificar el uso de estos hasta su total aplicación. 
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QUINTA.- DESTINO DE LOS RECURSOS. Los recursos señalados en la Cláusula Tercera se destinarán 
exclusivamente por conducto de la UCE, para alcanzar las siguientes metas, prioritariamente en beneficio de 
niñas, niños y adolescentes: 

a) La cantidad de $160,000.00 (Ciento sesenta mil pesos 00/100 M.N.) para analizar y validar la 
captura de registros de defunción, de acuerdo a los criterios de captura acordados entre  “LAS 
PARTES”, a fin de incorporarse a la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión Interestatal e 
integrarse a la Base de Datos Nacional del Registro Civil. 

b) La cantidad de $250,000.00 (Doscientos cincuenta mil pesos 00/100 M.N.) para la actualización 
tecnológica de la UCE y de al menos 2 oficialías, de acuerdo a las especificaciones técnicas que 
establezca la DGRNPI. Una vez concluido el proceso de adquisición, la UCE deberá completar la 
instalación del equipo en un plazo no mayor a tres meses. 

c) La cantidad de $320,000.00 (Trescientos veinte mil pesos 00/100 M.N.) para la Integridad de la 
Información de la Base de Datos Nacional de CURP, a través de los mecanismos de asignación y 
actualización de la CURP; así como para la búsqueda, localización, captura o digitalización de 
aquellos registros de identidad que no se encuentren en la Base de Datos Nacional del Registro 
Civil. 

d) La cantidad de $22,500.00 (Veintidós mil quinientos pesos 00/100 M.N.) para la capacitación del 
personal de la UCE y personal del Registro Civil de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, respecto a los 
conocimientos teóricos y prácticos basados en el marco jurídico y administrativo en materia registral. 
La capacitación deberá ser formalmente solicitada por la UCE y aceptada por la DGRNPI, al menos 
10 días habíles previos a su realización. 

e) La cantidad de $1’370,000.00 (Un millón trescientos setenta mil pesos 00/100 M.N.) para 
implementar campañas especiales hacia el subregistro cero, mediante el registro oportuno de 
nacimiento. 

f) La cantidad de $55,000.00 (Cincuenta y cinco mil pesos 00/100 M.N.) para implementar módulos del 
Registro Civil en instalaciones hospitalarias para el registro oportuno de nacimiento. 

g) La cantidad de $75,000.00 (Setenta y cinco mil pesos 00/100 M.N.) para implementar campañas 
especiales de regularización del estado civil de personas nacidas en los Estados Unidos de 
América, de padres o madres mexicanos por nacimiento, para el registro del nacimiento y la 
asignación de la Clave Única de Registro de Población (NAPHSIS). 

h) La cantidad de $2,254.75 (Dos mil doscientos cincuenta y cuatro pesos 75/100 M.N.) para que se 
destine, en caso de ser procedente, a favor de la Secretaría de la Transparencia y Rendición de 
Cuentas de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, misma que se compromete a realizar la vigilancia, 
inspección, control y evaluación sobre las acciones y servicios ejecutados mediante el presente 
instrumento jurídico. 

SEXTA.- PROGRAMA DE TRABAJO. Para garantizar que la ministración y aplicación de los recursos 
considerados en la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico se realice con oportunidad, eficiencia, 
eficacia, economía, honradez y transparencia, así como para medir los avances, entregables y su correcta 
ejecución, la UCE deberá elaborar el Programa de Trabajo en el formato que para tal efecto establece la 
DGRNPI, para su revisión y aprobación en la Comisión de Seguimiento, dicha Comisión se integrará conforme 
lo establece la Cláusula Tercera del Convenio de Coordinación citado en el apartado de Antecedentes, en un 
plazo que no excederá de 10 días hábiles a partir de que se hayan transferido los recursos federales. 

Asimismo, durante la vigencia del presente instrumento jurídico, “LAS PARTES” deberán aprobar y 
autorizar en la Comisión de Seguimiento, cualquier modificación en los conceptos de compra previamente 
aprobados en un Programa de Trabajo, excepto cuando no se adquiera algún bien o servicio. 

SÉPTIMA.- ACTUALIZACIÓN DE LA BASE DE DATOS NACIONAL DEL REGISTRO CIVIL. Con el 
propósito de mantener permanentemente actualizada la Base de Datos Nacional del Registro Civil a cargo de 
la DGRNPI, la UCE depositará en la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión Interestatal para su 
transcodificación y transferencia los registros del estado civil de las personas capturados y digitalizados 
conforme a los criterios establecidos por la DGRNPI, y todas aquellas modificaciones de que fueren objeto los 
diferentes actos del Registro Civil, así como los nuevos registros que se hayan generado. 
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La UCE certificará que los registros que se registren exitosamente en la Base de Datos Nacional del 
Registro Civil, son copia fiel de las actas que se encuentran bajo su resguardo. 

Además, la UCE apoyará en la búsqueda, localización y revisión de las actas registrales que le solicite la 
DGRNPI, en apoyo a los proyectos del Registro Nacional de Población. 

OCTAVA.- INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, 
responsable de los datos personales asentados en los actos del estado civil de las personas, autoriza a 
“GOBERNACIÓN” para administrar, compartir, tratar y utilizar la información remitida como elemento de apoyo 
en las atribuciones y facultades de la DGRNPI para el registro y acreditación de la identidad de la población 
del país y de los nacionales residentes en el extranjero; la información compartida se ajustará a la 
correspondiente normatividad de protección de datos personales. 

Además, “LAS PARTES” utilizarán el FTP (File Transfer Protocol) y el SFTP (Secure File Transfer 
Protocol) para el intercambio de la información; la información permanecerá temporalmente en la 
correspondiente carpeta del FTP, misma que “LAS PARTES” se comprometen a depurar trimestralmente. 

NOVENA.- CURP. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, realizará acciones con la finalidad 
de incorporar en sus registros la Clave Única de Registro de Población (en lo sucesivo CURP) y, con ello 
apoyar y dar continuidad a la asignación y uso de la CURP en la Entidad. 

Asimismo, la UCE integrará la CURP en su sistema automatizado para la inscripción y certificación de los 
actos del estado civil de las personas a fin de que la misma obre en cada uno de los registros, particularmente 
en los correspondientes al nacimiento y a la defunción. En este aspecto, la UCE se compromete a realizar las 
modificaciones y ajustes a los Sistemas de Inscripción y Certificación del Registro Civil, que haya a lugar, en 
coordinación con la DGRNPI, a fin de incluir la asignación “en línea” de la CURP, a través de los servicios web 
de la CURP. 

DÉCIMA.- DERECHO A LA IDENTIDAD. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, promoverá 
las acciones necesarias para hacer efectivo el “derecho a la identidad” que toda persona tiene, promoviendo 
el registro universal y oportuno, agilizando y simplificando los trámites correspondientes, así como expidiendo 
gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento; conforme a lo dispuesto en el 
párrafo octavo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adicionado y 
publicado en el DOF el 17 de junio de 2014. 

Además, la UCE, realizará acciones para atender el registro extemporáneo de nacimiento, así como 
facilitar u orientar a la población sobre la rectificación y aclaración de actas del estado civil, a fin de abatir la 
falta de identidad jurídica de la población y la inconsistencia e incongruencia de los datos relacionados con la 
identidad de las personas. 

DÉCIMA PRIMERA.- PROYECTOS DE REGISTRO E IDENTIFICACIÓN DE PERSONAS.  “EL 
GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, apoyará en la instrumentación de los proyectos de Registro e 
Identificación de Personas que “GOBERNACIÓN” diseñe e implemente en beneficio de la población. 

DÉCIMA SEGUNDA.- ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS. La aplicación oportuna, ejecución y 
canalización de los recursos para la adquisición de los bienes o servicios señalados en el Catálogo de Gastos 
y Comprobación, se realizará conforme el Programa de Trabajo y los procedimientos establecidos en la Ley 
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, su Reglamento, así como en la normatividad 
local; para la compra de servicios u otros elementos no contemplados en el citado Catálogo, su adquisición 
procederá previa valoración y acuerdo de la Comisión de Seguimiento. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” se 
compromete a reintegrar a la Tesorería de la Federación los recursos que la DGRNPI determine que  se 
ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA TERCERA.- COMPROBACIÓN DE RECURSOS. Los recursos aportados por “GOBERNACIÓN” 
no pierden el carácter federal, por lo que la UCE informará mensualmente a la DGRNPI las acciones 
efectuadas para su ejercicio; además, de acuerdo con las fechas que la Comisión de Seguimiento establezca, 
la UCE enviará a la DGRNPI para su fiscalización, conforme el Catálogo de Gastos y Comprobación, copia de 
los documentos comprobatorios de las erogaciones realizadas. La documentación comprobatoria deberá ser 
identificada con un sello o marca que indique la leyenda de que dichos recursos corresponden al Programa de 
Registro e Identificación de Población, que su origen es federal o estatal y el Ejercicio Fiscal 2021. 
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Además, de conformidad con el artículo 85, fracción II de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los informes sobre el ejercicio, destino y resultados obtenidos de los recursos 
federales que sean transferidos a las entidades federativas, se publicarán trimestralmente por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” en los órganos locales oficiales de difusión y los pondrán a disposición del público en general 
a través de sus respectivas páginas electrónicas de internet o de otros medios locales de difusión. Lo anterior, 
no exime a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de presentar al Congreso de la Unión y las legislaturas locales, 
los informes que correspondan en cumplimiento a lo establecido en la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental. 

DÉCIMA CUARTA.- ECONOMÍAS. Cuando se acredite que el recurso se encuentra ejercido o 
comprometido formal y documentalmente para el cumplimiento de la o las metas señaladas en la Cláusula 
Quinta y en caso de que existan economías, “LAS PARTES” acordaran mediante la Comisión de Seguimiento 
suscrita dentro de la vigencia del presente instrumento jurídico, continuar con las metas establecidas en la 
Cláusula Quinta u orientar los recursos para alguna de las vertientes relacionadas con los objetivos del 
Fortalecimiento del Registro Civil, para mejorar el servicio registral. 

DÉCIMA QUINTA.- RECURSOS NO EJERCIDOS. Los recursos federales aportados a “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” mediante el presente instrumento jurídico y los rendimientos financieros que al final del 
ejercicio fiscal 2021 no hayan sido ejercidos ni formalmente comprometidos o devengados, deberán 
reintegrarse invariablemente a la Tesorería de la Federación dentro de los 15 días naturales siguientes al 
cierre del ejercicio fiscal. Los recursos formalmente comprometidos y aquellos devengados que no hayan sido 
pagados durante el ejercicio fiscal 2021, se deberán cubrir los pagos respectivos a más tardar durante el 
primer trimestre del ejercicio fiscal siguiente; los recursos devengados deberán contar ineludiblemente con su 
pasivo circulante; una vez cumplido el plazo referido, los recursos remanentes y los rendimientos financieros 
deberán reintegrarse a la Tesorería de la Federación a más tardar dentro de los 15 días naturales siguientes. 

Los recursos se considerarán devengados para “GOBERNACIÓN”, a partir de la entrega de los mismos a 
“EL GOBIERNO DEL ESTADO”; lo anterior conforme lo dispuesto en los artículos 175 y 224 del Reglamento 
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 13 y 17 de la Ley de Disciplina Financiera 
de las Entidades Federativas y los Municipios, respectivamente. 

DÉCIMA SEXTA.- INFORME DE AVANCES Y RESULTADOS. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través 
de la UCE, entregará mensualmente a la DGRNPI, en el formato que para tal efecto establece esta última, un 
informe con los avances obtenidos en virtud del cumplimiento o consecución de las metas y objetivos para el 
Fortalecimiento del Registro Civil. 

Una vez implementado el Sistema Nacional para el Seguimiento del Fortalecimiento del Registro Civil 
(SINAFREC), la UCE informará a través de éste lo referente a los avances del Programa, la administración de 
los recursos y el cumplimento de las metas comprometidas, así también, enviará la documentación probatoria 
de los recursos asignados. La DGRNPI a través del SINAFREC dará puntual seguimiento a la información 
aportada por la UCE en cumplimiento de los acuerdos del presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- ENTREGABLES. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, acreditará el 
cumplimiento de las metas definidas en la Cláusula Quinta del presente instrumento jurídico, mediante los 
métodos, formas y formatos establecidos en el Catálogo de Gastos y Comprobación y aquellos que  “LAS 
PARTES” acuerden en la Comisión de Seguimiento. La presentación de entregables a la DGRNPI se realizará 
una vez concluidas las acciones establecidas en el Programa de Trabajo, o bien, conforme lo acuerde la 
Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA OCTAVA.- CONTROL Y VIGILANCIA. El control, supervisión, vigilancia, evaluación y la calidad 
de la información respecto al ejercicio y destino de los recursos públicos a que se refiere la Cláusula Tercera 
del presente instrumento jurídico, corresponderá en el ámbito de sus atribuciones a “LAS PARTES”, a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público conforme el artículo 31, fracción XXIII de la Ley Orgánica de  la 
Administración Pública Federal, a la Auditoría Superior de la Federación y a los órganos de fiscalización 
superior conforme a las atribuciones de los artículos 1, 2, 3, 4 y 15 de la Ley de Fiscalización y Rendición de 
Cuentas de la Federación, y 82 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 
aplicables; sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que realice la Secretaría de la 
Transparencia y Rendición de Cuentas. 
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“LAS PARTES” convienen que del monto total de los recursos aportados en la Cláusula Tercera del 
presente instrumento jurídico, se destine el uno al millar a favor de la Secretaría de la Transparencia y 
Rendición de Cuentas, misma que se compromete a realizar en el semestre posterior al cierre del presente 
ejercicio fiscal, la vigilancia, inspección, control y evaluación sobre las acciones y servicios ejecutados por 
administración directa de dichos recursos, presentando un informe a la DGRNPI. 

La DGRNPI, efectuará visitas de supervisión y seguimiento a la UCE y a sus oficialías, lo que permitirá 
corroborar la correcta aplicación de los recursos aportados. 

DÉCIMA NOVENA.- SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” acuerdan que los asuntos no 
expresamente previstos en el presente instrumento jurídico, así como las dudas y controversias que pudieran 
surgir con motivo de la interpretación, ejecución y cumplimiento del mismo, se resolverán de común acuerdo 
en el seno de la Comisión de Seguimiento; sin perjuicio de la competencia que corresponda a los órganos 
administrativos de vigilancia o fiscalización federales y estatales, así como a las autoridades judiciales. 

VIGÉSIMA.- MODIFICACIONES AL ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA. “LAS PARTES” 
acuerdan realizar mediante Anexo Modificatorio del presente Anexo de Asignación y Transferencia de 
Recursos, durante la vigencia del mismo y con apego a las disposiciones legales aplicables, aquellas 
modificaciones en las aportaciones económicas que realice “GOBERNACIÓN”, o bien, para establecer las 
medidas o mecanismos que permitan afrontar contingencias que impidan el cumplimiento integral del presente 
instrumento jurídico con la finalidad de dar continuidad al Programa de Registro e Identificación de Población. 

VIGÉSIMA PRIMERA.- TERMINACIÓN ANTICIPADA. “GOBERNACIÓN” terminará anticipadamente el 
presente instrumento jurídico, notificando lo anterior a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” por escrito cuando se 
acredite la causal que corresponda. En tal virtud “EL GOBIERNO DEL ESTADO” como sanción deberá 
reintegrar los recursos federales otorgados no devengados en términos de la normatividad aplicable, sin 
perjuicio de que “GOBERNACIÓN” informe a los Órganos fiscalizadores. 

En el caso específico de que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” desee dar por terminado el presente 
instrumento jurídico, deberá informarlo a “GOBERNACIÓN” de forma inmediata a su determinación, mediante 
escrito en donde queden asentados los motivos de su terminación anticipada, y se determine el grado de 
cumplimiento de las obligaciones pactadas y pendientes de cumplir. 

Para que la terminación anticipada surta efectos, se levantará un acta por parte de la Comisión de 
Seguimiento, que contendrá una descripción de las obligaciones cumplidas y las obligaciones pendientes  de 
cumplir, y en este último caso, se determinará tanto el procedimiento y plazo para su cumplimiento. 

En ambos casos, se deberá realizar un corte de los avances y resultados alcanzados por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO”, realizándose una confronta entre dichos resultados y los recursos ejercidos, a efecto de que 
los recursos federales no ejercidos así como los intereses generados, sean reintegrados a la Tesorería de la 
Federación. 

Entre las causas que determinarán la terminación anticipada del presente instrumento jurídico, se 
encuentran: 

I. Se identifique que los recursos federales fueron depositados, administrados o transferidos a cuentas 
o subcuentas no productivas y específicas, así como contratos o servicios de inversión o bien, que 
los recursos fueron reubicados en otra cuenta bancaria distinta a la señalada en la Cláusula Cuarta 
del presente instrumento jurídico, sin el debido sustento legal. 

II. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no realice en el plazo establecido la aportación de los recursos 
comprometidos, de conformidad con la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico. 

III. Se identifique que los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, fueron depositados y 
administrados conjuntamente con los recursos federales. 

IV. Se haga caso omiso a las solicitudes de “GOBERNACIÓN” respecto al seguimiento y verificación de 
los compromisos suscritos en el presente instrumento jurídico. 

V. El deficiente seguimiento al Programa de Trabajo, así como la adquisición o contratación de bienes 
o servicios no asentados en el Programa de Trabajo. 
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VIGÉSIMA SEGUNDA.- SUSPENSIÓN DE LAS ASIGNACIONES. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 223 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
“GOBERNACIÓN” suspenderá a futuro la asignación de los recursos federales a “EL GOBIERNO DEL 
ESTADO”. 

Dicha suspensión deberá quedar documentada en el acta del Comité de Asignación y Distribución de 
Recursos, en la cual se fundamente y motive las causas que generaron dicha acción y se deberá precisar el 
tiempo de duración de la suspensión para la entidad federativa. 

Entre las causas que determinarán la suspensión del presente instrumento jurídico, se encuentran: 

I. La DGRNPI determine que los recursos se destinaron a fines distintos a los previstos en el presente 
instrumento jurídico o fines no autorizados por “LAS PARTES”. 

II. La falta consecutiva de hasta 6 informes de avances y resultados o bien, de hasta 3 estados de 
cuenta bancarios, conforme lo establecido en la Cláusula Cuarta del presente instrumento jurídico. 

III. Que la totalidad de los recursos se encuentren ociosos o no devengados al término del ejercicio 
fiscal. 

IV. Que la UCE no realice la adecuada comprobación de los recursos y no presente la totalidad de los 
entregables acordados. 

V. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no reintegre a la Tesorería de la Federación los recursos que 
la DGRNPI determine que se ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la 
Comisión de Seguimiento. 

VIGÉSIMA TERCERA.- VIGENCIA. El presente instrumento jurídico tendrá una vigencia a partir de la 
fecha de suscripción y surtirá efectos para “LAS PARTES” una vez que “GOBERNACIÓN” deposite los 
recursos federales a la cuenta bancaria establecida en la Cláusula Tercera y hasta el 31 de diciembre del 
2021. 

En su caso, si “GOBERNACIÓN” está imposibilitada en realizar la aportación de los recursos federales, la 
DGRNPI informará formalmente dicho acto a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” para proceder a la cancelación 
del presente instrumento jurídico. 

VIGÉSIMA CUARTA.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. “LAS PARTES” no serán responsables de 
eventos derivados de caso fortuito o de fuerza mayor, debiéndose entender el caso fortuito o fuerza mayor 
como algo imprevisible que se produce fuera de la esfera de responsabilidad de “LAS PARTES” y que 
ocasione la imposibilidad material de cumplir con las obligaciones del presente instrumento jurídico. Es 
obligación de “LAS PARTES” anunciar el caso fortuito o de fuerza mayor, en el término de 5 días hábiles a 
partir de que se dé dicha situación, misma que quedará debidamente formalizada y circunstanciada a través 
del acta que para tal efecto elabore la Comisión de Seguimiento. 

Una vez que hayan quedado determinadas claramente las causas de fuerza mayor o caso fortuito,  “LAS 
PARTES” se comprometen a coordinar acciones tendientes a reestablecer el cumplimiento de sus 
obligaciones. En caso contrario, en donde la Comisión de Seguimiento determine que no existe la posibilidad 
de restablecer el cumplimiento de las obligaciones, el presente instrumento jurídico podrá terminarse 
anticipadamente, conforme lo dispuesto en la Cláusula Vigésima Primera. 

VIGÉSIMA QUINTA.- PUBLICACIÓN.- El presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos 
para el Programa de Registro e Identificación de Población, para el Ejercicio Fiscal 2021, se publicará en el 
Diario Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación, y 
en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato conforme el artículo 50 de la Ley de Planeación 
para el Estado de Guanajuato, toda vez que deriva del Convenio de Coordinación celebrado entre  “LAS 
PARTES”. 

Enteradas las partes del valor y consecuencias legales del presente instrumento jurídico, lo suscriben en 
ocho tantos en la ciudad de Guanajuato, Guanajuato, a los 31 días del mes de marzo de 2021.-  Por 
Gobernación: el Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas 
Rodríguez.- Rúbrica.- Jefa de la Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas, Rocío 
Juana González Higuera.- Rúbrica.- El Director General del Registro Nacional de Población  e Identidad, 
Jorge Leonel Wheatley Fernández.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: Secretaria de Gobierno, Libia 
Dennise García Muñoz Ledo.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas, Inversión y Administración, Héctor Salgado 
Banda.- Rúbrica.- Secretario de la Transparencia y Rendición de Cuentas, Carlos Salvador Martínez Bravo.- 
Rúbrica.- Director General del Registro Civil, Juan Hinojosa Diéguez.- Rúbrica. 
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ANEXO de asignación y transferencia de recursos para el Programa de Registro e Identificación de Población, que 
para el ejercicio fiscal 2021 celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Guerrero. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación. 

ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA DE RECURSOS PARA EL PROGRAMA DE REGISTRO  E 

IDENTIFICACIÓN DE POBLACIÓN, QUE PARA EL EJERCICIO FISCAL 2021, QUE CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL 

GOBIERNO DE LA REPÚBLICA A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN EN ADELANTE “GOBERNACIÓN”, 

POR CONDUCTO DE ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, SUBSECRETARIO DE DERECHOS HUMANOS, 

POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, CON LA PARTICIPACIÓN DE ROCÍO JUANA GONZÁLEZ HIGUERA, JEFA DE LA UNIDAD 

DE POLÍTICA MIGRATORIA, REGISTRO E IDENTIDAD DE PERSONAS Y JORGE LEONEL WHEATLEY FERNÁNDEZ, 

DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD; Y POR LA OTRA, EL GOBIERNO 

DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO EN ADELANTE “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, REPRESENTADO 

EN ESTE ACTO POR CONDUCTO DE FLORENCIO SALAZAR ADAME, SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO DEL 

ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO, CON LA PARTICIPACIÓN DE TULIO SAMUEL PÉREZ CALVO, 

SECRETARIO DE FINANZAS Y ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO DE GUERRERO, Y DE EDUARDO GERARDO LORÍA 

CASANOVA, SECRETARIO DE CONTRALORÍA Y TRANSPARENCIA GUBERNAMENTAL ESTADO DE GUERRERO, 

CON LA ASISTENCIA DE MARÍA ADELA HERRERA DE LA O. , COORDINADORA TÉCNICA DEL SISTEMA ESTATAL 

DEL REGISTRO CIVIL; A QUIENES AL ACTUAR CONJUNTAMENTE SE LES DENOMINARÁ “LAS PARTES”, AL TENOR 

DE LOS ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

Con fecha 27 de noviembre de 2019, “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Coordinación para el 
Programa de Registro e Identificación de Población, el cual tiene el objeto de establecer los mecanismos de 
coordinación entre “LAS PARTES” para el Fortalecimiento del Registro Civil del Programa de Registro  e 
Identificación de Población, al contribuir a la integración del Registro Nacional de Población y consolidación de 
la Base de Datos Nacional del Registro Civil, a través de la modernización y mejora de los servicios que 
brinda la institución registral en la entidad. Con ello, se obtiene información de manera confiable, homogénea 
y oportuna, que contribuye a acreditar fehacientemente la identidad de las personas y garantizar su registro 
inmediatamente después de su nacimiento. 

Los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, 
publicados en el Diario Oficial de la Federación, (en lo sucesivo DOF), el 11 de octubre de 2018; en los que 
establece en el numeral Octavo. Componentes, Apartado A. Fortalecimiento del Registro Civil, que se podrán 
asignar recursos a las entidades federativas para el desarrollo de las vertientes del componente 
Fortalecimiento del Registro Civil, mediante la suscripción de instrumentos jurídicos, con estricto apego a la 
normatividad que corresponda. 

El Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, publicado el 30 de 
noviembre de 2020, señala el Ramo 04 “GOBERNACIÓN” en el Anexo 18. Recursos para la Atención de 
Niñas, Niños y Adolescentes, la asignación presupuestal para el “Registro e Identificación de Población”. 
“GOBERNACIÓN” integró el 21 de diciembre de 2020 el Comité de Asignación y Distribución de Recursos 
para el ejercicio fiscal 2021, conforme los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 
Registro e Identificación de Población. 

DECLARACIONES 

I. De “GOBERNACIÓN”: 

I.1 Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (en lo sucesivo LOAPF) y 1 del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Gobernación (en lo sucesivo RISEGOB). 

I.2 Cuenta con facultades para operar el Servicio Nacional de Identificación Personal, de conformidad al 
artículo 27, fracción VI de la LOAPF. 

I.3 La Subsecretaría de Derechos Humanos, Población y Migración es parte integrante de 
“GOBERNACIÓN”, su titular, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo 
establecido por los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracciones IX y XII del RISEGOB. 
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I.4 La Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas es una Unidad Administrativa 
dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Rocío Juana González Higuera, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción VII, 10, fracción V y 55, 
fracción XXXIV del RISEGOB. 

I.5 La Dirección General del Registro Nacional de Población e Identidad en lo sucesivo DGRNPI, es 
una Unidad Administrativa dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Jorge Leonel Wheatley 
Fernández, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente 
instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción XXIX, 
10, fracción V y 58, fracciones I y IV del RISEGOB. 

I.6 Cuenta con los recursos suficientes en la partida 43801 para hacer la asignación prevista en este 
instrumento, de conformidad con la suficiencia presupuestal número 314892. 

I.7 Para efectos legales del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en la 
Calle de Bucareli, número 99, piso 1, Edificio Cobián, Colonia Juárez, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, Código Postal 06600, Ciudad de México. 

II. De “EL GOBIERNO DEL ESTADO”: 

II.1 Es un Estado Libre y Soberano en su régimen interior y es parte integrante de la Federación, de 
conformidad con lo dispuesto por los artículos 40, 41, primer párrafo, 42, fracción I, 43 y 116, primer 
párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los artículos 1 y 22 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero. 

II.2 Florencio Salazar Adame, Secretario General de Gobierno del Estado Libre y Soberano de 
Guerrero, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente 
instrumento jurídico de conformidad con lo dispuesto en los artículos 87, 88 y 90, numeral 2 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero; 3, 7, 11 y 18, Apartado A, fracción I y 
20, fracciones I, VIII y XXXIV de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Guerrero número 08, 5 y 10, fracciones X y XXXVI del Reglamento Interior de la Secretaría General 
de Gobierno. 

II.3 Tulio Samuel Pérez Calvo, Secretario de Finanzas y Administración del Estado de Guerrero, cuenta 
con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico, 
de conformidad con lo dispuesto por los artículos 87, 88 y 90, numeral 2 de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de Guerrero, 3, 7, 11 y 18, Apartado A, fracción III y 22, fracciones XIX, 
XXVIII y LIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Guerrero número 08; 8 y 
9, fracciones XXIV, LXIV y LXXIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas y 
Administración. 

II.4 Eduardo Gerardo Loría Casanova, Secretario de Contraloría y Transparencia Gubernamental del 
Estado de Guerrero, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del 
presente instrumento jurídico, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 87, 88 y 90, numeral 
2 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero, 3, 7, 11 y 18, Apartado A, 
fracción XX y 39, fracciones VI, VIII, XXV y XXX de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 
Estado de Guerrero número 08; 2, 3, 10, fracción XIV del Reglamento Interior de la Contraloría 
General del Estado. 

II.5 La Coordinación Técnica del Sistema Estatal del Registro Civil, para efectos del presente 
instrumento jurídico es la Unidad Coordinadora Estatal (UCE), su titular María Adela Herrera De la 
O., cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento 
jurídico, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 87, 88 y 90, numeral 2 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero; 8, fracción I, 12, fracción II, 14, 22, fracciones II, X 
y XLV de la Ley número 495 del Registro Civil del Estado de Guerrero, 291 y 293 del Código Civil 
del Estado Libre y Soberano de Guerrero número 358, y 26, fracciones I, II VII, y XVII del 
Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno. 

 Para los efectos legales del presente instrumento jurídico, Zaragoza Esq. 16 de septiembre, Colonia 
Rayón Centro, Código Postal 39000, Chilpancingo, Estado de Guerrero. 
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III. De “LAS PARTES”: 

III.1 Se comprometen, en el ámbito de sus atribuciones en materia registral, de identidad y de población, 
a cumplir con las obligaciones establecidas en los Lineamientos de Operación del Programa 
Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población y en las Directrices del Fortalecimiento 
del Registro Civil que sean emitidas por el Consejo Nacional de Funcionarios de Registro Civil (en lo 
sucesivo CONAFREC), a efecto de que contribuyan al objetivo de presente instrumento jurídico y a 
optimizar la calidad en los servicios que brinda el Registro Civil. 

III.2 Están de acuerdo en suscribir el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos para el 
Ejercicio Fiscal 2021, sin que medie error, dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio que pueda 
afectar en todo o en parte la validez del mismo. 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. – OBJETIVO. “LAS PARTES” acuerdan establecer y desarrollar a través del presente Anexo 
de Asignación y Transferencia de Recursos para el Ejercicio Fiscal 2021, las acciones y compromisos para el 
fortalecimiento del Registro Civil del Estado de Guerrero, a fin de garantizar el derecho a la identidad de la 
población y contribuir a la integración del Registro Nacional de Población. 

SEGUNDA. – RESPONSABLES DE LA CONSECUCIÓN DEL OBJETIVO. “LAS PARTES” designan a las 
siguientes personas servidores públicos como responsables para la ejecución, seguimiento y evaluación de 
las actividades, acciones y compromisos para alcanzar el objetivo del presente instrumento jurídico, a: 

Por “GOBERNACIÓN” Por “EL GOBIERNO DEL ESTADO” 

- Al Titular de la Dirección General del Registro 
Nacional de Población e Identidad. 

- Al Titular de la Unidad Coordinadora Estatal 
de Registro Civil. 

“LAS PARTES” acuerdan que las personas responsables del Fortalecimiento del Registro Civil, podrán ser 
asistidas por los enlaces de la ejecución, seguimiento y evaluación, por funcionarios de nivel jerárquico inferior 
denominados Enlaces, así como por asistentes, los cuales se asentarán por escrito en el Acta de la Comisión 
de Seguimiento que corresponda. 

TERCERA. – RECURSOS. Para alcanzar eficazmente el objetivo señalado en la Cláusula Primera,  “LAS 
PARTES” aportarán las siguientes cantidades: 

a) “GOBERNACIÓN” de conformidad con los artículos 82 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y 224 de su Reglamento, así como los Lineamientos de Operación del 
Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, hará una aportación de 
recursos federales a “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, previa entrega del comprobante fiscal emitido 
por este último, por la cantidad de $1,827,953.00 (Un millón ochocientos veintisiete mil novecientos 
cincuenta y tres pesos 00/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria productiva específica 
número 65508488398 del Banco Santander (México), S.A., Sucursal 8860 Galerías Chilpancingo, 
Plaza 001, Chilpancingo y CLABE No. 014260655084883987. 

b) “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de conformidad con el artículo 7, fracción IV, inciso b) del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, realizará dentro de los 20 
días hábiles contados a partir de la recepción de los recursos federales, una aportación con 
recursos estatales por $607,657.52 (Seiscientos siete mil seiscientos cincuenta y siete pesos  
52/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria referida en el último párrafo de la Cláusula 
Cuarta, informando por escrito a la DGRNPI, el depósito de dichos recursos estatales dentro de los 
10 días hábiles posteriores a su realización. 

CUARTA. – CUENTA BANCARIA. Los recursos federales establecidos en la Cláusula Tercera y sus 
respectivos rendimientos financieros deberán depositarse, permanecer y administrar exclusivamente hasta su 
total aplicación en la cuenta bancaria productiva específica aperturada por la Secretaría de Finanzas y 
Administración de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, la cual deberá referir al Programa de Registro e 
Identificación de Población (PRIP) o al Fortalecimiento del Registro Civil (FRC) y al ejercicio fiscal 2021; por lo 
tanto, los recursos no deberán ser transferidos a otra cuenta bancaria, conforme a lo establecido en el artículo 
69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

Asimismo, “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE deberá entregar a la DGRNPI, copia de los 
estados de cuenta mensuales correspondientes a los recursos federales y proporcionará al finalizar la 
administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, a fin de verificar el uso de 
estos hasta su total aplicación. 
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Respecto a los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, éstos se depositarán en una 
cuenta bancaria productiva específica, la cual no deberá ser la misma cuenta bancaria productiva específica 
donde fueron depositados los recursos federales; la UCE remitirá a la DGRNPI, copia de los estados de 
cuenta mensuales de la cuenta bancaria donde se administren e identifiquen los recursos aportados y 
proporcionará al finalizar la administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, 
a fin de verificar el uso de estos hasta su total aplicación. 

QUINTA. – DESTINO DE LOS RECURSOS. Los recursos señalados en la Cláusula Tercera se destinarán 
exclusivamente por conducto de la UCE, para alcanzar las siguientes metas, prioritariamente en beneficio de 
niñas, niños y adolescentes: 

a) La cantidad de $180,000.00 (Ciento ochenta mil pesos 00/100 M.N.) para analizar y validar la 
captura de registros de defunción e identidad, de acuerdo a los criterios de captura acordados entre 
“LAS PARTES”, a fin de incorporarse a la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión 
Interestatal e integrarse a la Base de Datos Nacional del Registro Civil. 

b) La cantidad de $609,675.00 (Seiscientos nueve mil seiscientos setenta y cinco pesos 00/100 M.N.) 
para la actualización tecnológica de la UCE y de al menos 6 oficialías, de acuerdo a las 
especificaciones técnicas que establezca la DGRNPI. Una vez concluido el proceso de adquisición, 
la UCE deberá completar la instalación del equipo en un plazo no mayor a tres meses. 

c) La cantidad de $130,000.00 (Ciento treinta mil pesos 00/100 M.N.) para el funcionamiento de la 
solución integral de la Conexión Interestatal, al contratar el servicio de internet con un ancho de 
banda simétrico óptimo y suficiente, o bien el mantenimiento del equipamiento correspondiente, que 
permita integrar y actualizar los registros en la Base de Datos Local y la Base de Datos Nacional del 
Registro Civil operada por la DGRNPI. 

d) La cantidad de $476,000.00 (Cuatrocientos setenta y seis mil pesos 00/100 M.N.), para la integridad 
de la información de la Base de Datos Nacional de CURP, a través de los mecanismos de 
asignación y actualización de la CURP, así como para la búsqueda, localización, captura o 
digitalización de aquellos registros de identidad que no se encuentren en la Base de Datos Nacional 
del Registro Civil. 

e) La cantidad de $22,500.00 (Veintidós mil quinientos pesos 00/100 M.N.), para la capacitación del 
personal de la UCE y personal del Registro Civil de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, respecto a los 
conocimientos teóricos y prácticos basados en el marco jurídico y administrativo en materia registral. 
La capacitación deberá ser formalmente solicitada por la UCE y aceptada por la DGRNPI, al menos 
10 días hábiles previos a su realización. 

f) La cantidad de $1,000,000.00 (Un millón de pesos 00/100 M.N.) para implementar campañas 
especiales hacia el subregistro cero, mediante el registro oportuno de nacimiento. 

g) La cantidad de $15,000.00 (Quince mil pesos 00/100 M.N.) para implementar campañas especiales 
de regularización del estado civil de personas nacidas en los Estados Unidos de América, de padres 
o madres mexicanos por nacimiento, para el registro del nacimiento y la asignación de la Clave 
Única de Registro de Población (NAPHSIS). 

h) La cantidad de $2,435.60 (Dos mil cuatrocientos treinta y cinco pesos 60/100 M.N.) para que se 
destine, en caso de ser procedente, a favor de la Secretaría de Contraloría y Transparencia 
Gubernamental de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, misma que se compromete a realizar la 
vigilancia, inspección, control y evaluación sobre las acciones y servicios ejecutados mediante el 
presente instrumento jurídico. 

SEXTA. – PROGRAMA DE TRABAJO. Para garantizar que la ministración y aplicación de los recursos 
considerados en la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico se realice con oportunidad, eficiencia, 
eficacia, economía, honradez y transparencia, así como para medir los avances, entregables y su correcta 
ejecución, la UCE deberá elaborar el Programa de Trabajo en el formato que para tal efecto establece la 
DGRNPI, para su revisión y aprobación en la Comisión de Seguimiento, dicha Comisión se integrará conforme 
lo establece la Cláusula Tercera del Convenio de Coordinación citado en el apartado de Antecedentes, en un 
plazo que no excederá de 10 días hábiles a partir de que se hayan transferido los recursos federales. 

Asimismo, durante la vigencia del presente instrumento jurídico, “LAS PARTES” deberán aprobar y 
autorizar en la Comisión de Seguimiento, cualquier modificación en los conceptos de compra previamente 
aprobados en un Programa de Trabajo, excepto cuando no se adquiera algún bien o servicio. 
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SÉPTIMA. – ACTUALIZACIÓN DE LA BASE DE DATOS NACIONAL DEL REGISTRO CIVIL. Con el 
propósito de mantener permanentemente actualizada la Base de Datos Nacional del Registro Civil a cargo de 
la DGRNPI, la UCE depositará en la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión Interestatal para su 
transcodificación y transferencia los registros del estado civil de las personas capturados y digitalizados 
conforme a los criterios establecidos por la DGRNPI, y todas aquellas modificaciones de que fueren objeto los 
diferentes actos del Registro Civil, así como los nuevos registros que se hayan generado. 

La UCE certificará que los registros que se registren exitosamente en la Base de Datos Nacional del 
Registro Civil, son copia fiel de las actas que se encuentran bajo su resguardo. 

Además, la UCE apoyará en la búsqueda, localización y revisión de las actas registrales que le solicite la 
DGRNPI, en apoyo a los proyectos del Registro Nacional de Población. 

OCTAVA. – INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, 
responsable de los datos personales asentados en los actos del estado civil de las personas, autoriza a 
“GOBERNACIÓN” para administrar, compartir, tratar y utilizar la información remitida como elemento de apoyo 
en las atribuciones y facultades de la DGRNPI para el registro y acreditación de la identidad de la población 
del país y de los nacionales residentes en el extranjero; la información compartida se ajustará a la 
correspondiente normatividad de protección de datos personales. 

Además, “LAS PARTES” utilizarán el FTP (File Transfer Protocol) y el SFTP (Secure File Transfer 
Protocol) para el intercambio de la información; la información permanecerá temporalmente en la 
correspondiente carpeta del FTP, misma que “LAS PARTES” se comprometen a depurar trimestralmente. 

NOVENA. – CURP. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, realizará acciones con la finalidad 
de incorporar en sus registros la Clave Única de Registro de Población (en lo sucesivo CURP) y, con ello 
apoyar y dar continuidad a la asignación y uso de la CURP en la Entidad. 

Asimismo, la UCE integrará la CURP en su sistema automatizado para la inscripción y certificación de los 
actos del estado civil de las personas a fin de que la misma obre en cada uno de los registros, particularmente 
en los correspondientes al nacimiento y a la defunción. En este aspecto, la UCE se compromete a realizar las 
modificaciones y ajustes a los Sistemas de Inscripción y Certificación del Registro Civil, que haya a lugar, en 
coordinación con la DGRNPI, a fin de incluir la asignación “en línea” de la CURP, a través de los servicios web 
de la CURP. 

DÉCIMA. – DERECHO A LA IDENTIDAD. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, promoverá 
las acciones necesarias para hacer efectivo el “derecho a la identidad” que toda persona tiene, promoviendo 
el registro universal y oportuno, agilizando y simplificando los trámites correspondientes, así como expidiendo 
gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento; conforme a lo dispuesto en el 
párrafo octavo del artículo 4º. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adicionado y 
publicado en el DOF el 17 de junio de 2014. 

Además, la UCE, realizará acciones para atender el registro extemporáneo de nacimiento, así como 
facilitar u orientar a la población sobre la rectificación y aclaración de actas del estado civil, a fin de abatir la 
falta de identidad jurídica de la población y la inconsistencia e incongruencia de los datos relacionados con  la 
identidad de las personas. 

DÉCIMA PRIMERA. – PROYECTOS DE REGISTRO E IDENTIFICACIÓN DE PERSONAS.  “EL 
GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, apoyará en la instrumentación de los proyectos  de Registro e 
Identificación de Personas que “GOBERNACIÓN” diseñe e implemente en beneficio  de la población. 

DÉCIMA SEGUNDA. – ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS. La aplicación oportuna, ejecución y 
canalización de los recursos para la adquisición de los bienes o servicios señalados en el Catálogo de Gastos 
y Comprobación, se realizará conforme el Programa de Trabajo y los procedimientos establecidos en la Ley 
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, su Reglamento, así como en la normatividad 
local; para la compra de servicios u otros elementos no contemplados en el citado Catálogo, su adquisición 
procederá previa valoración y acuerdo de la Comisión de Seguimiento. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” se 
compromete a reintegrar a la Tesorería de la Federación los recursos que la DGRNPI determine que  se 
ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA TERCERA. – COMPROBACIÓN DE RECURSOS. Los recursos aportados por 
“GOBERNACIÓN” no pierden el carácter federal, por lo que la UCE informará mensualmente a la DGRNPI las 
acciones efectuadas para su ejercicio; además, de acuerdo con las fechas que la Comisión de Seguimiento 
establezca, la UCE enviará a la DGRNPI para su fiscalización, conforme el Catálogo de Gastos y 
Comprobación, copia de los documentos comprobatorios de las erogaciones realizadas. La documentación 
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comprobatoria deberá ser identificada con un sello o marca que indique la leyenda de que dichos recursos 
corresponden al Programa de Registro e Identificación de Población, que su origen es federal o estatal y el 
Ejercicio Fiscal 2021. 

Además, de conformidad con el artículo 85, fracción II de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los informes sobre el ejercicio, destino y resultados obtenidos de los recursos 
federales que sean transferidos a las entidades federativas, se publicarán trimestralmente por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” en los órganos locales oficiales de difusión y los pondrán a disposición del público en general 
a través de sus respectivas páginas electrónicas de internet o de otros medios locales de difusión. Lo anterior, 
no exime a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de presentar al Congreso de la Unión y las legislaturas locales, 
los informes que correspondan en cumplimiento a lo establecido en la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental. 

DÉCIMA CUARTA. – ECONOMÍAS. Cuando se acredite que el recurso se encuentra ejercido o 
comprometido formal y documentalmente para el cumplimiento de la o las metas señaladas en la Cláusula 
Quinta y en caso de que existan economías, “LAS PARTES” acordaran mediante la Comisión de Seguimiento 
suscrita dentro de la vigencia del presente instrumento jurídico, continuar con las metas establecidas en la 
Cláusula Quinta u orientar los recursos para alguna de las vertientes relacionadas con los objetivos del 
Fortalecimiento del Registro Civil, para mejorar el servicio registral. 

DÉCIMA QUINTA. – RECURSOS NO EJERCIDOS. Los recursos federales aportados a “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” mediante el presente instrumento jurídico y los rendimientos financieros que al final del 
ejercicio fiscal 2021 no hayan sido ejercidos ni formalmente comprometidos o devengados, deberán 
reintegrarse invariablemente a la Tesorería de la Federación dentro de los 15 días naturales siguientes al 
cierre del ejercicio fiscal. Los recursos formalmente comprometidos y aquellos devengados que no hayan sido 
pagados durante el ejercicio fiscal 2021, se deberán cubrir los pagos respectivos a más tardar durante el 
primer trimestre del ejercicio fiscal siguiente; los recursos devengados deberán contar ineludiblemente con su 
pasivo circulante; una vez cumplido el plazo referido, los recursos remanentes y los rendimientos financieros 
deberán reintegrarse a la Tesorería de la Federación a más tardar dentro de los 15 días naturales siguientes. 

Los recursos se considerarán devengados para “GOBERNACIÓN”, a partir de la entrega de los mismos a 
“EL GOBIERNO DEL ESTADO”; lo anterior conforme lo dispuesto en los artículos 175 y 224 del Reglamento 
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 13 y 17 de la Ley de Disciplina Financiera 
de las Entidades Federativas y los Municipios, respectivamente. 

DÉCIMA SEXTA. – INFORME DE AVANCES Y RESULTADOS. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través 
de la UCE, entregará mensualmente a la DGRNPI, en el formato que para tal efecto establece esta última, un 
informe con los avances obtenidos en virtud del cumplimiento o consecución de las metas y objetivos para el 
Fortalecimiento del Registro Civil. 

Una vez implementado el Sistema Nacional para el Seguimiento del Fortalecimiento del Registro Civil 
(SINAFREC), la UCE informará a través de éste lo referente a los avances del Programa, la administración de 
los recursos y el cumplimento de las metas comprometidas, así también, enviará la documentación probatoria 
de los recursos asignados. La DGRNPI a través del SINAFREC dará puntual seguimiento a la información 
aportada por la UCE en cumplimiento de los acuerdos del presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA SÉPTIMA. – ENTREGABLES. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, acreditará el 
cumplimiento de las metas definidas en la Cláusula Quinta del presente instrumento jurídico, mediante los 
métodos, formas y formatos establecidos en el Catálogo de Gastos y Comprobación y aquellos que  “LAS 
PARTES” acuerden en la Comisión de Seguimiento. La presentación de entregables a la DGRNPI se realizará 
una vez concluidas las acciones establecidas en el Programa de Trabajo, o bien, conforme lo acuerde la 
Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA OCTAVA. – CONTROL Y VIGILANCIA. El control, supervisión, vigilancia, evaluación y la calidad 
de la información respecto al ejercicio y destino de los recursos públicos a que se refiere la Cláusula Tercera 
del presente instrumento jurídico, corresponderá en el ámbito de sus atribuciones a “LAS PARTES”, a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público conforme el artículo 31, fracción XXIII de la Ley Orgánica de  la 
Administración Pública Federal, a la Auditoría Superior de la Federación y a los órganos de fiscalización 
superior conforme a las atribuciones de los artículos 1, 2, 3, 4 y 15 de la Ley de Fiscalización y Rendición de 
Cuentas de la Federación, y 82 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 
aplicables; sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que realice la Secretaría de 
Contraloría y Transparencia Gubernamental del Estado de Guerrero. 
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“LAS PARTES” convienen que, del monto total de los recursos aportados en la Cláusula Tercera del 
presente instrumento jurídico, se destine el uno al millar a favor de la Secretaría de Contraloría y 
Transparencia Gubernamental del Estado de Guerrero, misma que se compromete a realizar en el semestre 
posterior al cierre del presente ejercicio fiscal, la vigilancia, inspección, control y evaluación sobre las acciones 
y servicios ejecutados por administración directa de dichos recursos, presentando un informe a la DGRNPI. 

La DGRNPI, efectuará visitas de supervisión y seguimiento a la UCE y a sus oficialías, lo que permitirá 
corroborar la correcta aplicación de los recursos aportados. 

DÉCIMA NOVENA. – SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” acuerdan que los asuntos no 
expresamente previstos en el presente instrumento jurídico, así como las dudas y controversias que pudieran 
surgir con motivo de la interpretación, ejecución y cumplimiento del mismo, se resolverán de común acuerdo 
en el seno de la Comisión de Seguimiento; sin perjuicio de la competencia que corresponda a los órganos 
administrativos de vigilancia o fiscalización federales y estatales, así como a las autoridades judiciales. 

VIGÉSIMA. – MODIFICACIONES AL ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA. “LAS PARTES” 
acuerdan realizar mediante Anexo Modificatorio del presente Anexo de Asignación y Transferencia de 
Recursos, durante la vigencia del mismo y con apego a las disposiciones legales aplicables, aquellas 
modificaciones en las aportaciones económicas que realice “GOBERNACIÓN”, o bien, para establecer las 
medidas o mecanismos que permitan afrontar contingencias que impidan el cumplimiento integral del presente 
instrumento jurídico con la finalidad de dar continuidad al Programa de Registro e Identificación de Población. 

VIGÉSIMA PRIMERA. – TERMINACIÓN ANTICIPADA. “GOBERNACIÓN” terminará anticipadamente el 
presente instrumento jurídico, notificando lo anterior a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” por escrito cuando se 
acredite la causal que corresponda. En tal virtud “EL GOBIERNO DEL ESTADO” como sanción deberá 
reintegrar los recursos federales otorgados no devengados en términos de la normatividad aplicable, sin 
perjuicio de que “GOBERNACIÓN” informe a los Órganos fiscalizadores. 

En el caso específico de que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” desee dar por terminado el presente 
instrumento jurídico, deberá informarlo a “GOBERNACIÓN” de forma inmediata a su determinación, mediante 
escrito en donde queden asentados los motivos de su terminación anticipada, y se determine el grado de 
cumplimiento de las obligaciones pactadas y pendientes de cumplir. 

Para que la terminación anticipada surta efectos, se levantará un acta por parte de la Comisión de 
Seguimiento, que contendrá una descripción de las obligaciones cumplidas y las obligaciones pendientes de 
cumplir, y en este último caso, se determinará tanto el procedimiento y plazo para su cumplimiento. 

En ambos casos, se deberá realizar un corte de los avances y resultados alcanzados por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO”, realizándose una confronta entre dichos resultados y los recursos ejercidos, a efecto de que 
los recursos federales no ejercidos, así como los intereses generados, sean reintegrados a la Tesorería de la 
Federación. 

Entre las causas que determinarán la terminación anticipada del presente instrumento jurídico, se 
encuentran: 

I. Se identifique que los recursos federales fueron depositados, administrados o transferidos a cuentas 
o subcuentas no productivas y específicas, así como contratos o servicios de inversión o bien, que 
los recursos fueron reubicados en otra cuenta bancaria distinta a la señalada en la Cláusula Cuarta 
del presente instrumento jurídico, sin el debido sustento legal. 

II. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no realice en el plazo establecido la aportación de los recursos 
comprometidos, de conformidad con la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico. 

III. Se identifique que los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, fueron depositados y 
administrados conjuntamente con los recursos federales. 

IV. Se haga caso omiso a las solicitudes de “GOBERNACIÓN” respecto al seguimiento y verificación de 
los compromisos suscritos en el presente instrumento jurídico. 

V. El deficiente seguimiento al Programa de Trabajo, así como la adquisición o contratación de bienes 
o servicios no asentados en el Programa de Trabajo. 

VIGÉSIMA SEGUNDA. – SUSPENSIÓN DE LAS ASIGNACIONES. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 223 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
“GOBERNACIÓN” suspenderá a futuro la asignación de los recursos federales a “EL GOBIERNO  DEL 
ESTADO”. 
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Dicha suspensión deberá quedar documentada en el acta del Comité de Asignación y Distribución de 
Recursos, en la cual se fundamente y motive las causas que generaron dicha acción y se deberá precisar el 
tiempo de duración de la suspensión para la entidad federativa. 

Entre las causas que determinarán la suspensión del presente instrumento jurídico, se encuentran: 

I. La DGRNPI determine que los recursos se destinaron a fines distintos a los previstos en el presente 
instrumento jurídico o fines no autorizados por “LAS PARTES”. 

II. La falta consecutiva de hasta 6 informes de avances y resultados o bien, de hasta 3 estados de 
cuenta bancarios, conforme lo establecido en la Cláusula Cuarta del presente instrumento jurídico. 

III. Que la totalidad de los recursos se encuentren ociosos o no devengados al término del ejercicio 
fiscal. 

IV. Que la UCE no realice la adecuada comprobación de los recursos y no presente la totalidad de los 
entregables acordados. 

V. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no reintegre a la Tesorería de la Federación los recursos que 
la DGRNPI determine que se ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la 
Comisión de Seguimiento. 

VIGÉSIMA TERCERA. – VIGENCIA. El presente instrumento jurídico tendrá una vigencia a partir de la 
fecha de suscripción y surtirá efectos para “LAS PARTES” una vez que “GOBERNACIÓN” deposite los 
recursos federales a la cuenta bancaria establecida en la Cláusula Tercera y hasta el 31 de diciembre del 
2021. 

En su caso, si “GOBERNACIÓN” está imposibilitada en realizar la aportación de los recursos federales, la 
DGRNPI informará formalmente dicho acto a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” para proceder a la cancelación 
del presente instrumento jurídico. 

VIGÉSIMA CUARTA. – CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. “LAS PARTES” no serán responsables de 
eventos derivados de caso fortuito o de fuerza mayor, debiéndose entender el caso fortuito o fuerza mayor 
como algo imprevisible que se produce fuera de la esfera de responsabilidad de “LAS PARTES” y que 
ocasione la imposibilidad material de cumplir con las obligaciones del presente instrumento jurídico. Es 
obligación de “LAS PARTES” anunciar el caso fortuito o de fuerza mayor, en el término de 5 días hábiles a 
partir de que se dé dicha situación, misma que quedará debidamente formalizada y circunstanciada a través 
del acta que para tal efecto elabore la Comisión de Seguimiento. 

Una vez que hayan quedado determinadas claramente las causas de fuerza mayor o caso fortuito,  “LAS 
PARTES” se comprometen a coordinar acciones tendientes a reestablecer el cumplimiento de sus 
obligaciones. En caso contrario, en donde la Comisión de Seguimiento determine que no existe la posibilidad 
de restablecer el cumplimiento de las obligaciones, el presente instrumento jurídico podrá terminarse 
anticipadamente, conforme lo dispuesto en la Cláusula Vigésima Primera. 

VIGÉSIMA QUINTA.- PUBLICACIÓN.- El presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos 
para el Programa de Registro e Identificación de Población, para el Ejercicio Fiscal 2021, se publicará en el 
Diario Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación, y 
en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guerrero, de conformidad con el artículo 25, fracción III del 
Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno, toda vez que deriva del Convenio de Coordinación 
celebrado entre “LAS PARTES”. 

Enteradas las partes del valor y consecuencias legales del presente instrumento jurídico, lo suscriben en 
ocho tantos en la ciudad de Chilpancingo, Guerrero, a los 31 días del mes de marzo de 2021.- Por 
Gobernación: el Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas 
Rodríguez.- Rúbrica.- La Jefa de la Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas, Rocío 
Juana González Higuera.- Rúbrica.- El Director General del Registro Nacional de Población e Identidad, 
Jorge Leonel Wheatley Fernández.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: el Secretario General de 
Gobierno del Estado Libre y Soberano de Guerrero, Florencio Salazar Adame.- Rúbrica.- El Secretario de 
Finanzas y Administración del Estado de Guerrero, Tulio Samuel Pérez Calvo.- Rúbrica.- El Secretario de 
Contraloría y Transparencia Gubernamental del Estado de Guerrero, Eduardo Gerardo Loría Casanova.- 
Rúbrica.- La Coordinadora Técnica del Sistema Estatal del Registro Civil, María Adela Herrera  de la O.- 
Rúbrica. 
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ANEXO de asignación y transferencia de recursos para el Programa de Registro e Identificación de Población, que 
para el ejercicio fiscal 2021 celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Hidalgo. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación. 

ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA DE RECURSOS PARA EL PROGRAMA DE REGISTRO E 
IDENTIFICACIÓN DE POBLACIÓN, QUE PARA EL EJERCICIO FISCAL 2021 CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL 
GOBIERNO DE LA REPÚBLICA A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN EN ADELANTE “GOBERNACIÓN”, 
POR CONDUCTO DE ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, SUBSECRETARIO DE DERECHOS HUMANOS, 
POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, CON LA PARTICIPACIÓN DE ROCÍO JUANA GONZÁLEZ HIGUERA, JEFA DE LA UNIDAD 
DE POLÍTICA MIGRATORIA, REGISTRO E IDENTIDAD DE PERSONAS Y JORGE LEONEL WHEATLEY FERNÁNDEZ, 
DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD; Y POR LA OTRA PARTE, EL 
GOBIERNO DEL ESTADO HIDALGO EN ADELANTE “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, REPRESENTADO EN ESTE ACTO 
POR SIMÓN VARGAS AGUILAR, SECRETARIO DE GOBIERNO, CON LA PARTICIPACIÓN DE DELIA JESSICA 
BLANCAS HIDALGO, SECRETARIA DE FINANZAS PÚBLICAS, CÉSAR ROMÁN MORA VELÁZQUEZ, SECRETARIO DE 
CONTRALORÍA, CON LA ASISTENCIA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DEL REGISTRO DEL ESTADO FAMILIAR 
REPRESENTADA POR ROBERTO RICO RUIZ, COORDINADOR GENERAL JURÍDICO; A QUIENES AL ACTUAR 
CONJUNTAMENTE SE LES DENOMINARÁ “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES ANTECEDENTES, 
DECLARACIONES Y CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

Con fecha 14 de noviembre de 2019, “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Coordinación para el 
Programa de Registro e Identificación de Población, el cual tiene el objeto de establecer los mecanismos de 
coordinación entre “LAS PARTES” para el Fortalecimiento del Registro Civil del Programa de Registro  e 
Identificación de Población, al contribuir a la integración del Registro Nacional de Población y consolidación de 
la Base de Datos Nacional del Registro Civil, a través de la modernización y mejora de los servicios que 
brinda la institución registral en la entidad. Con ello, se obtiene información de manera confiable, homogénea 
y oportuna, que contribuye a acreditar fehacientemente la identidad de las personas y garantizar su registro 
inmediatamente después de su nacimiento. 

Los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, 
publicados en el Diario Oficial de la Federación, (en lo sucesivo DOF), el 11 de octubre de 2018; en los que 
establece en el numeral Octavo. Componentes, Apartado A. Fortalecimiento del Registro Civil, que se podrán 
asignar recursos a las entidades federativas para el desarrollo de las vertientes del componente 
Fortalecimiento del Registro Civil, mediante la suscripción de instrumentos jurídicos, con estricto apego a la 
normatividad que corresponda. 

El Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, publicado el 30 de 
noviembre de 2020, señala el Ramo 04 “GOBERNACIÓN” en el Anexo 18. Recursos para la Atención de 
Niñas, Niños y Adolescentes, la asignación presupuestal para el “Registro e Identificación de Población”. 
“GOBERNACIÓN” integró el 21 de diciembre de 2020 el Comité de Asignación y Distribución de Recursos 
para el ejercicio fiscal 2021, conforme los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 
Registro e Identificación de Población. 

DECLARACIONES 

I. De “GOBERNACIÓN”: 

I.1 Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (en lo sucesivo LOAPF) y 1 del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Gobernación (en lo sucesivo RISEGOB). 

I.2 Cuenta con facultades para operar el Servicio Nacional de Identificación Personal, de conformidad al 
artículo 27, fracción VI de la LOAPF. 

I.3 La Subsecretaría de Derechos Humanos, Población y Migración es parte integrante de 
“GOBERNACIÓN”, su titular, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo 
establecido por los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracciones IX y XII del RISEGOB. 

I.4 La Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas es una Unidad Administrativa 
dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Rocío Juana González Higuera, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción VII, 10, fracción V y 55 fracción 
XXXIV del RISEGOB. 
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I.5 La Dirección General del Registro Nacional de Población e Identidad en lo sucesivo DGRNPI, es 
una Unidad Administrativa dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Jorge Leonel Wheatley 
Fernández, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente 
instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción XXIX, 
10, fracción V y 58, fracciones I y IV del RISEGOB. 

I.6 Cuenta con los recursos suficientes en la partida 43801 para hacer la asignación prevista en este 
instrumento, de conformidad con la suficiencia presupuestal número 314869. 

I.7 Para efectos legales del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en la 
Calle de Bucareli, número 99, piso 1, Edificio Cobián, Colonia Juárez, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, Código Postal 06600, Ciudad de México. 

II. De “EL GOBIERNO DEL ESTADO”: 

II.1 Es un Estado libre y soberano en todo lo concerniente a su régimen interior, de conformidad con los 
artículos 40, 41, primer párrafo, 42, fracción I, 43 y 116, primer párrafo de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; y 1 de la Constitución Política del Estado de Hidalgo. 

II.2 Simón Vargas Aguilar, Secretario de Gobierno, cuenta con las atribuciones necesarias para 
participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por los 
artículos 81 de la Constitución Política del Estado de Hidalgo; artículos 3, 13 fracción I, 21 y 24 
fracciones V, XXIII y XXIX de la Ley Orgánica de la Administración Pública para el Estado de 
Hidalgo; y artículos 9 y 12, fracción XXV del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobierno; 

II.3 Delia Jessica Blancas Hidalgo, Secretaria de Finanzas Públicas, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo 
establecido por los artículos 73 de la Constitución Política del Estado de Hidalgo; 3, 13 fracción II, 21 
y 25 de la Ley Orgánica de la Administración Pública para el Estado de Hidalgo; y artículos 11, 14, 
fracción XXXVIII Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas Públicas; 

II.4 César Román Mora Velázquez, Secretario de Contraloría, cuenta con las atribuciones necesarias 
para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo establecido 
por los artículos 73 de la Constitución Política del Estado de Hidalgo; 3, 13 fracción X y 33 fracción 
XXVII de la Ley Orgánica de la Administración Pública para el Estado de Hidalgo; y artículo 9 
fracción LIII del Reglamento Interior de la Secretaría de la Contraloría; 

II.5 La Dirección General del Registro del Estado Familiar, para efectos del presente instrumento jurídico 
es la Unidad Coordinadora Estatal (en lo sucesivo UCE), en su representación suscribe el presente 
instrumento Roberto Rico Ruiz, Coordinador General Jurídico, de conformidad con lo establecido en 
los artículos 392 de la Ley para la Familia del Estado de Hidalgo, 24, fracción XXIII de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública para el Estado de Hidalgo; 18, fracciones VIII y XVIII, 24, 
fracción XIV del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobierno; 

II.6 Para efectos del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en Plaza Juárez 
S/N, Colonia Centro (Pachuca), Código Postal 42000, Pachuca de Soto, Hidalgo. 

III. De “LAS PARTES”: 

III.1 Se comprometen, en el ámbito de sus atribuciones en materia registral, de identidad y de población, 
a cumplir con las obligaciones establecidas en los Lineamientos de Operación del Programa 
Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población y en las Directrices del Fortalecimiento 
del Registro Civil que sean emitidas por el Consejo Nacional de Funcionarios de Registro Civil (en lo 
sucesivo CONAFREC), a efecto de que contribuyan al objetivo de presente instrumento jurídico y a 
optimizar la calidad en los servicios que brinda el Registro Civil. 

III.2 Están de acuerdo en suscribir el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos para el 
Ejercicio Fiscal 2021, sin que medie error, dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio que pueda 
afectar en todo o en parte la validez del mismo. 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETIVO. “LAS PARTES” acuerdan establecer y desarrollar a través del presente Anexo de 
Asignación y Transferencia de Recursos para el Ejercicio Fiscal 2021, las acciones y compromisos para el 
fortalecimiento del Registro Civil del Estado de Hidalgo, a fin de garantizar el derecho a la identidad de la 
población y contribuir a la integración del Registro Nacional de Población. 

SEGUNDA.- RESPONSABLES DE LA CONSECUCIÓN DEL OBJETIVO. “LAS PARTES” designan a las 
siguientes personas servidores públicos como responsables para la ejecución, seguimiento y evaluación de 
las actividades, acciones y compromisos para alcanzar el objetivo del presente instrumento jurídico, a: 
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Por “GOBERNACIÓN” Por “EL GOBIERNO DEL ESTADO” 

- Al Titular de la Dirección General del Registro 
Nacional de Población e Identidad. 

- Al Titular de la Unidad Coordinadora Estatal 
de Registro Civil. 

“LAS PARTES” acuerdan que las personas responsables del Fortalecimiento del Registro Civil, podrán ser 
asistidas por los enlaces de la ejecución, seguimiento y evaluación, por funcionarios de nivel jerárquico inferior 
denominados Enlaces, así como por asistentes, los cuales se asentarán por escrito en el Acta de la Comisión 
de Seguimiento que corresponda. 

TERCERA.- RECURSOS. Para alcanzar eficazmente el objetivo señalado en la Cláusula Primera,  “LAS 
PARTES” aportarán las siguientes cantidades: 

a) “GOBERNACIÓN” de conformidad con los artículos 82 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y 224 de su Reglamento, así como los Lineamientos de Operación del 
Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, hará una aportación de 
recursos federales a “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, previa entrega del comprobante fiscal emitido 
por este último, por la cantidad de $1,012,162.00 (un millón doce mil ciento sesenta y dos pesos 
00/100 m.n.) que depositará en la cuenta bancaria productiva específica número 25600925900, del 
Banco Scotiabank Inverlat S.A., Sucursal 01 Principal Pachuca, Plaza 047 y CLABE  No. 
044290256009259003. 

b) “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de conformidad con el artículo 7, fracción IV, inciso b) del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, realizará dentro de los 20 
días hábiles contados a partir de la recepción de los recursos federales, una aportación con 
recursos estatales por $433,783.94 (cuatrocientos treinta y tres mil setecientos ochenta y tres pesos 
94/100 m.n.), que depositará en la cuenta bancaria referida en el último párrafo de la Cláusula 
Cuarta, informando por escrito a la DGRNPI, el depósito de dichos recursos estatales dentro de los 
10 días hábiles posteriores a su realización. 

CUARTA.- CUENTA BANCARIA. Los recursos federales establecidos en la Cláusula Tercera y sus 
respectivos rendimientos financieros deberán depositarse, permanecer y administrar exclusivamente hasta su 
total aplicación en la cuenta bancaria productiva específica aperturada por la Secretaría de Finanzas Públicas 
de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, la cual deberá referir al Programa de Registro e Identificación de 
Población (PRIP) o al Fortalecimiento del Registro Civil (FRC) y al ejercicio fiscal 2021; por lo tanto, los 
recursos no deberán ser transferidos a otra cuenta bancaria, conforme a lo establecido en el artículo 69 de la 
Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

Asimismo, “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE deberá entregar a la DGRNPI, copia de los 
estados de cuenta mensuales correspondientes a los recursos federales y proporcionará al finalizar la 
administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, a fin de verificar el uso de 
estos hasta su total aplicación. 

Respecto a los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, éstos se depositarán en una 
cuenta bancaria productiva específica, la cual no deberá ser la misma cuenta bancaria productiva específica 
donde fueron depositados los recursos federales; la UCE remitirá a la DGRNPI, copia de los estados de 
cuenta mensuales de la cuenta bancaria donde se administren e identifiquen los recursos aportados y 
proporcionará al finalizar la administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, 
a fin de verificar el uso de estos hasta su total aplicación. 

QUINTA.- DESTINO DE LOS RECURSOS. Los recursos señalados en la Cláusula Tercera se destinarán 
exclusivamente por conducto de la UCE, para alcanzar las siguientes metas, prioritariamente en beneficio de 
niñas, niños y adolescentes: 

a) La cantidad de $624,500.00 (seiscientos veinticuatro mil quinientos pesos 00/100 M.N.) para la 
actualización tecnológica de la UCE, de acuerdo a las especificaciones técnicas que establezca  la 
DGRNPI. Una vez concluido el proceso de adquisición, la UCE deberá completar la instalación del 
equipo en un plazo no mayor a tres meses. 

b) La cantidad de $300,000.00 (trescientos mil pesos 00/100 M.N.) para la Integridad de la Información 
de la Base de Datos Nacional de CURP, a través de los mecanismos de asignación y actualización 
de la CURP, así como para la búsqueda, localización, captura o digitalización de aquellos registros 
de identidad que no se encuentren en la Base de Datos Nacional del Registro Civil. 

c) La cantidad de $300,000.00 (trescientos mil pesos 00/100 M.N.) para implementar campañas 
especiales hacia el subregistro cero, mediante el registro oportuno de nacimiento. 
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d) La cantidad de $200,000.00 (doscientos mil pesos 00/100 M.N.) para implementar campañas 
especiales para la inclusión de la población y para la implementación de los mecanismos que 
permitan la expedición del formato único de las actas de nacimiento en el sistema braille. 

e) La cantidad de $20,000.00 (veinte mil pesos pesos 00/100 M.N.) para implementar campañas 
especiales de regularización del estado civil de personas nacidas en los Estados Unidos de 
América, de padres o madres mexicanos por nacimiento, para el registro del nacimiento y la 
asignación de la Clave Única de Registro de Población (NAPHSIS). 

f) La cantidad de $1,445.94 (un mil cuatrocientos cuarenta y cinco pesos 94/100 M.N.) para que se 
destine, en caso de ser procedente, a favor de la Secretaría de la Contraloría de “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO”, misma que se compromete a realizar la vigilancia, inspección, control y evaluación 
sobre las acciones y servicios ejecutados mediante el presente instrumento jurídico. 

SEXTA.- PROGRAMA DE TRABAJO. Para garantizar que la ministración y aplicación de los recursos 
considerados en la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico se realice con oportunidad, eficiencia, 
eficacia, economía, honradez y transparencia, así como para medir los avances, entregables y su correcta 
ejecución, la UCE deberá elaborar el Programa de Trabajo en el formato que para tal efecto establece la 
DGRNPI, para su revisión y aprobación en la Comisión de Seguimiento, dicha Comisión se integrará conforme 
lo establece la Cláusula Tercera del Convenio de Coordinación citado en el apartado de Antecedentes, en un 
plazo que no excederá de 10 días hábiles a partir de que se hayan transferido los recursos federales. 

Asimismo, durante la vigencia del presente instrumento jurídico, “LAS PARTES” deberán aprobar y 
autorizar en la Comisión de Seguimiento, cualquier modificación en los conceptos de compra previamente 
aprobados en un Programa de Trabajo, excepto cuando no se adquiera algún bien o servicio. 

SÉPTIMA.- ACTUALIZACIÓN DE LA BASE DE DATOS NACIONAL DEL REGISTRO CIVIL. Con el 
propósito de mantener permanentemente actualizada la Base de Datos Nacional del Registro Civil a cargo de 
la DGRNPI, la UCE depositará en la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión Interestatal para su 
transcodificación y transferencia los registros del estado civil de las personas capturados y digitalizados 
conforme a los criterios establecidos por la DGRNPI, y todas aquellas modificaciones de que fueren objeto los 
diferentes actos del Registro Civil, así como los nuevos registros que se hayan generado. 

La UCE certificará que los registros que se registren exitosamente en la Base de Datos Nacional del 
Registro Civil, son copia fiel de las actas que se encuentran bajo su resguardo. 

Además, la UCE apoyará en la búsqueda, localización y revisión de las actas registrales que le solicite la 
DGRNPI, en apoyo a los proyectos del Registro Nacional de Población. 

OCTAVA.- INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, 
responsable de los datos personales asentados en los actos del estado civil de las personas, autoriza a 
“GOBERNACIÓN” para administrar, compartir, tratar y utilizar la información remitida como elemento de apoyo 
en las atribuciones y facultades de la DGRNPI para el registro y acreditación de la identidad de la población 
del país y de los nacionales residentes en el extranjero; la información compartida se ajustará a la 
correspondiente normatividad de protección de datos personales. 

Además, “LAS PARTES” utilizarán el FTP (File Transfer Protocol) y el SFTP (Secure File Transfer 
Protocol) para el intercambio de la información; la información permanecerá temporalmente en la 
correspondiente carpeta del FTP, misma que “LAS PARTES” se comprometen a depurar trimestralmente. 

NOVENA.- CURP. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, realizará acciones con la finalidad 
de incorporar en sus registros la Clave Única de Registro de Población (en lo sucesivo CURP) y, con ello 
apoyar y dar continuidad a la asignación y uso de la CURP en la Entidad. 

DÉCIMA.- DERECHO A LA IDENTIDAD. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, promoverá 
las acciones necesarias para hacer efectivo el “derecho a la identidad” que toda persona tiene, promoviendo 
el registro universal y oportuno, agilizando y simplificando los trámites correspondientes, así como expidiendo 
gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento; conforme a lo dispuesto en el 
párrafo octavo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adicionado y 
publicado en el DOF el 17 de junio de 2014. 

Además, la UCE, realizará acciones para atender el registro extemporáneo de nacimiento, así como 
facilitar u orientar a la población sobre la rectificación y aclaración de actas del estado civil, a fin de abatir la 
falta de identidad jurídica de la población y la inconsistencia e incongruencia de los datos relacionados con  la 
identidad de las personas. 
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DÉCIMA PRIMERA.- PROYECTOS DE REGISTRO E IDENTIFICACIÓN DE PERSONAS.  “EL 
GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, apoyará en la instrumentación de los proyectos de Registro e 
Identificación de Personas que “GOBERNACIÓN” diseñe e implemente en beneficio de la población. 

DÉCIMA SEGUNDA.- ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS. La aplicación oportuna, ejecución y 
canalización de los recursos para la adquisición de los bienes o servicios señalados en el Catálogo de Gastos 
y Comprobación, se realizará conforme el Programa de Trabajo y los procedimientos establecidos en la Ley 
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, su Reglamento, así como en la normatividad 
local; para la compra de servicios u otros elementos no contemplados en el citado Catálogo, su adquisición 
procederá previa valoración y acuerdo de la Comisión de Seguimiento. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” se 
compromete a reintegrar a la Tesorería de la Federación los recursos que la DGRNPI determine que  se 
ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA TERCERA.- COMPROBACIÓN DE RECURSOS. Los recursos aportados por “GOBERNACIÓN” 
no pierden el carácter federal, por lo que la UCE informará mensualmente a la DGRNPI las acciones 
efectuadas para su ejercicio; además, de acuerdo con las fechas que la Comisión de Seguimiento establezca, 
la UCE enviará a la DGRNPI para su fiscalización, conforme el Catálogo de Gastos y Comprobación, copia de 
los documentos comprobatorios de las erogaciones realizadas. La documentación comprobatoria deberá ser 
identificada con un sello o marca que indique la leyenda de que dichos recursos corresponden al Programa de 
Registro e Identificación de Población, que su origen es federal o estatal y el Ejercicio Fiscal 2021. 

Además, de conformidad con el artículo 85, fracción II de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los informes sobre el ejercicio, destino y resultados obtenidos de los recursos 
federales que sean transferidos a las entidades federativas, se publicarán trimestralmente por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” en los órganos locales oficiales de difusión y los pondrán a disposición del público en general 
a través de sus respectivas páginas electrónicas de internet o de otros medios locales de difusión. Lo anterior, 
no exime a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de presentar al Congreso de la Unión y las legislaturas locales, 
los informes que correspondan en cumplimiento a lo establecido en la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental. 

DÉCIMA CUARTA.- ECONOMÍAS. Cuando se acredite que el recurso se encuentra ejercido o 
comprometido formal y documentalmente para el cumplimiento de la o las metas señaladas en la Cláusula 
Quinta y en caso de que existan economías, “LAS PARTES” acordaran mediante la Comisión de Seguimiento 
suscrita dentro de la vigencia del presente instrumento jurídico, continuar con las metas establecidas en la 
Cláusula Quinta u orientar los recursos para alguna de las vertientes relacionadas con los objetivos del 
Fortalecimiento del Registro Civil, para mejorar el servicio registral. 

DÉCIMA QUINTA.- RECURSOS NO EJERCIDOS. Los recursos federales aportados a “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” mediante el presente instrumento jurídico y los rendimientos financieros que al final del 
ejercicio fiscal 2021 no hayan sido ejercidos ni formalmente comprometidos o devengados, deberán 
reintegrarse invariablemente a la Tesorería de la Federación dentro de los 15 días naturales siguientes al 
cierre del ejercicio fiscal. Los recursos formalmente comprometidos y aquellos devengados que no hayan sido 
pagados durante el ejercicio fiscal 2021, se deberán cubrir los pagos respectivos a más tardar durante el 
primer trimestre del ejercicio fiscal siguiente; los recursos devengados deberán contar ineludiblemente con su 
pasivo circulante; una vez cumplido el plazo referido, los recursos remanentes y los rendimientos financieros 
deberán reintegrarse a la Tesorería de la Federación a más tardar dentro de los 15 días naturales siguientes. 

Los recursos se considerarán devengados para “GOBERNACIÓN”, a partir de la entrega de los mismos a 
“EL GOBIERNO DEL ESTADO”; lo anterior conforme lo dispuesto en los artículos 175 y 224 del Reglamento 
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 13 y 17 de la Ley de Disciplina Financiera 
de las Entidades Federativas y los Municipios, respectivamente. 

DÉCIMA SEXTA.- INFORME DE AVANCES Y RESULTADOS. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través 
de la UCE, entregará mensualmente a la DGRNPI, en el formato que para tal efecto establece esta última, un 
informe con los avances obtenidos en virtud del cumplimiento o consecución de las metas y objetivos para el 
Fortalecimiento del Registro Civil. 

Una vez implementado el Sistema Nacional para el Seguimiento del Fortalecimiento del Registro Civil 
(SINAFREC), la UCE informará a través de éste lo referente a los avances del Programa, la administración de 
los recursos y el cumplimento de las metas comprometidas, así también, enviará la documentación probatoria 
de los recursos asignados. La DGRNPI a través del SINAFREC dará puntual seguimiento a la información 
aportada por la UCE en cumplimiento de los acuerdos del presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- ENTREGABLES. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, acreditará el 
cumplimiento de las metas definidas en la Cláusula Quinta del presente instrumento jurídico, mediante los 
métodos, formas y formatos establecidos en el Catálogo de Gastos y Comprobación y aquellos que  “LAS 
PARTES” acuerden en la Comisión de Seguimiento. La presentación de entregables a la DGRNPI se realizará 
una vez concluidas las acciones establecidas en el Programa de Trabajo, o bien, conforme lo acuerde la 
Comisión de Seguimiento. 
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DÉCIMA OCTAVA.- CONTROL Y VIGILANCIA. El control, supervisión, vigilancia, evaluación y la calidad 
de la información respecto al ejercicio y destino de los recursos públicos a que se refiere la Cláusula Tercera 
del presente instrumento jurídico, corresponderá en el ámbito de sus atribuciones a “LAS PARTES”, a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público conforme el artículo 31, fracción XXIII de la Ley Orgánica de  la 
Administración Pública Federal, a la Auditoría Superior de la Federación y a los órganos de fiscalización 
superior conforme a las atribuciones de los artículos 1, 2, 3, 4 y 15 de la Ley de Fiscalización y Rendición de 
Cuentas de la Federación, y 82 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 
aplicables; sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que realice la Secretaría de 
Contraloría. 

“LAS PARTES” convienen que del monto total de los recursos aportados en la Cláusula Tercera del 
presente instrumento jurídico, se destine el uno al millar a favor de la Secretaría de Contraloría, misma que se 
compromete a realizar en el semestre posterior al cierre del presente ejercicio fiscal, la vigilancia, inspección, 
control y evaluación sobre las acciones y servicios ejecutados por administración directa de dichos recursos, 
presentando un informe a la DGRNPI. 

La DGRNPI, efectuará visitas de supervisión y seguimiento a la UCE y a sus oficialías, lo que permitirá 
corroborar la correcta aplicación de los recursos aportados. 

DÉCIMA NOVENA.- SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” acuerdan que los asuntos no 
expresamente previstos en el presente instrumento jurídico, así como las dudas y controversias que pudieran 
surgir con motivo de la interpretación, ejecución y cumplimiento del mismo, se resolverán de común acuerdo 
en el seno de la Comisión de Seguimiento; sin perjuicio de la competencia que corresponda a los órganos 
administrativos de vigilancia o fiscalización federales y estatales, así como a las autoridades judiciales. 

VIGÉSIMA.- MODIFICACIONES AL ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA. “LAS PARTES” 
acuerdan realizar mediante Anexo Modificatorio del presente Anexo de Asignación y Transferencia de 
Recursos, durante la vigencia del mismo y con apego a las disposiciones legales aplicables, aquellas 
modificaciones en las aportaciones económicas que realice “GOBERNACIÓN”, o bien, para establecer las 
medidas o mecanismos que permitan afrontar contingencias que impidan el cumplimiento integral del presente 
instrumento jurídico con la finalidad de dar continuidad al Programa de Registro e Identificación de Población. 

VIGÉSIMA PRIMERA.- TERMINACIÓN ANTICIPADA. “GOBERNACIÓN” terminará anticipadamente el 
presente instrumento jurídico, notificando lo anterior a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” por escrito cuando se 
acredite la causal que corresponda. En tal virtud “EL GOBIERNO DEL ESTADO” como sanción deberá 
reintegrar los recursos federales otorgados no devengados en términos de la normatividad aplicable, sin 
perjuicio de que “GOBERNACIÓN” informe a los Órganos fiscalizadores. 

En el caso específico de que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” desee dar por terminado el presente 
instrumento jurídico, deberá informarlo a “GOBERNACIÓN” de forma inmediata a su determinación, mediante 
escrito en donde queden asentados los motivos de su terminación anticipada, y se determine el grado de 
cumplimiento de las obligaciones pactadas y pendientes de cumplir. 

Para que la terminación anticipada surta efectos, se levantará un acta por parte de la Comisión de 
Seguimiento, que contendrá una descripción de las obligaciones cumplidas y las obligaciones pendientes  de 
cumplir, y en este último caso, se determinará tanto el procedimiento y plazo para su cumplimiento. 

En ambos casos, se deberá realizar un corte de los avances y resultados alcanzados por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO”, realizándose una confronta entre dichos resultados y los recursos ejercidos, a efecto de que 
los recursos federales no ejercidos así como los intereses generados, sean reintegrados a la Tesorería de la 
Federación. 

Entre las causas que determinarán la terminación anticipada del presente instrumento jurídico, se 
encuentran: 

I. Se identifique que los recursos federales fueron depositados, administrados o transferidos a cuentas 
o subcuentas no productivas y específicas, así como contratos o servicios de inversión o bien, que 
los recursos fueron reubicados en otra cuenta bancaria distinta a la señalada en la Cláusula Cuarta 
del presente instrumento jurídico, sin el debido sustento legal. 

II. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no realice en el plazo establecido la aportación de los recursos 
comprometidos, de conformidad con la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico. 

III. Se identifique que los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, fueron depositados y 
administrados conjuntamente con los recursos federales. 
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IV. Se haga caso omiso a las solicitudes de “GOBERNACIÓN” respecto al seguimiento y verificación de 
los compromisos suscritos en el presente instrumento jurídico. 

V. El deficiente seguimiento al Programa de Trabajo, así como la adquisición o contratación de bienes 
o servicios no asentados en el Programa de Trabajo. 

VIGÉSIMA SEGUNDA.- SUSPENSIÓN DE LAS ASIGNACIONES. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 223 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
“GOBERNACIÓN” suspenderá a futuro la asignación de los recursos federales a “EL GOBIERNO DEL 
ESTADO”. 

Dicha suspensión deberá quedar documentada en el acta del Comité de Asignación y Distribución de 
Recursos, en la cual se fundamente y motive las causas que generaron dicha acción y se deberá precisar el 
tiempo de duración de la suspensión para la entidad federativa. 

Entre las causas que determinarán la suspensión del presente instrumento jurídico, se encuentran: 

I. La DGRNPI determine que los recursos se destinaron a fines distintos a los previstos en el presente 
instrumento jurídico o fines no autorizados por “LAS PARTES”. 

II. La falta consecutiva de hasta 6 informes de avances y resultados o bien, de hasta 3 estados de 
cuenta bancarios, conforme lo establecido en la Cláusula Cuarta del presente instrumento jurídico. 

III. Que la totalidad de los recursos se encuentren ociosos o no devengados al término del ejercicio 
fiscal. 

IV. Que la UCE no realice la adecuada comprobación de los recursos y no presente la totalidad de los 
entregables acordados. 

V. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no reintegre a la Tesorería de la Federación los recursos que 
la DGRNPI determine que se ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la 
Comisión de Seguimiento. 

VIGÉSIMA TERCERA.- VIGENCIA. El presente instrumento jurídico tendrá una vigencia a partir de la 
fecha de suscripción y surtirá efectos para “LAS PARTES” una vez que “GOBERNACIÓN” deposite los 
recursos federales a la cuenta bancaria establecida en la Cláusula Tercera y hasta el 31 de diciembre del 
2021. 

En su caso, si “GOBERNACIÓN” está imposibilitada en realizar la aportación de los recursos federales, la 
DGRNPI informará formalmente dicho acto a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” para proceder a la cancelación 
del presente instrumento jurídico. 

VIGÉSIMA CUARTA.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. “LAS PARTES” no serán responsables de 
eventos derivados de caso fortuito o de fuerza mayor, debiéndose entender el caso fortuito o fuerza mayor 
como algo imprevisible que se produce fuera de la esfera de responsabilidad de “LAS PARTES” y que 
ocasione la imposibilidad material de cumplir con las obligaciones del presente instrumento jurídico. Es 
obligación de “LAS PARTES” anunciar el caso fortuito o de fuerza mayor, en el término de 5 días hábiles a 
partir de que se dé dicha situación, misma que quedará debidamente formalizada y circunstanciada a través 
del acta que para tal efecto elabore la Comisión de Seguimiento. 

Una vez que hayan quedado determinadas claramente las causas de fuerza mayor o caso fortuito,  “LAS 
PARTES” se comprometen a coordinar acciones tendientes a reestablecer el cumplimiento de sus 
obligaciones. En caso contrario, en donde la Comisión de Seguimiento determine que no existe la posibilidad 
de restablecer el cumplimiento de las obligaciones, el presente instrumento jurídico podrá terminarse 
anticipadamente, conforme lo dispuesto en la Cláusula Vigésima Primera. 

VIGÉSIMA QUINTA.- PUBLICACIÓN.- El presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos 
para el Programa de Registro e Identificación de Población, para el Ejercicio Fiscal 2021, se publicará en el 
Diario Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación, y 5, 
fracción XIII de la Ley del Periódico Oficial del Estado de Hidalgo, toda vez que deriva del Convenio de 
Coordinación celebrado entre “LAS PARTES”. 

Enteradas las partes del valor y consecuencias legales del presente instrumento jurídico, lo suscriben en 
ocho tantos en la ciudad de Pachuca, Hidalgo, a los 31 días del mes de marzo de 2021.- Por Gobernación: 
Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez.- 
Rúbrica.- Jefa de la Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas, Rocío Juana González 
Higuera.- Rúbrica.- Director General del Registro Nacional de Población e Identidad, Jorge Leonel Wheatley 
Fernández.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: Secretario de Gobierno, Simón Vargas Aguilar.- Rúbrica.- 
Secretaria de Finanzas Públicas, Delia Jessica Blancas Hidalgo.- Rúbrica.- Secretario de Contraloría, César 
Román Mora Velázquez.- Rúbrica.- Dirección General del Registro del Estado Familiar: Representada por el 
Coordinador General Jurídico, Roberto Rico Ruiz.- Rúbrica. 
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ANEXO de asignación y transferencia de recursos para el Programa de Registro e Identificación de Población, que 
para el ejercicio fiscal 2021 celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Jalisco. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación. 

ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA DE RECURSOS PARA EL PROGRAMA DE REGISTRO  E 
IDENTIFICACIÓN DE POBLACIÓN, QUE PARA EL EJERCICIO FISCAL 2021 CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL 
GOBIERNO DE LA REPÚBLICA A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN EN ADELANTE “GOBERNACIÓN”, 
POR CONDUCTO DE ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, SUBSECRETARIO DE DERECHOS HUMANOS, 
POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, CON LA PARTICIPACIÓN DE ROCÍO JUANA GONZÁLEZ HIGUERA, JEFA DE LA UNIDAD 
DE POLÍTICA MIGRATORIA, REGISTRO E IDENTIDAD DE PERSONAS Y JORGE LEONEL WHEATLEY FERNÁNDEZ, 
DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD; Y POR LA OTRA, EL GOBIERNO 
DEL ESTADO JALISCO EN ADELANTE “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR JUAN 
ENRIQUE IBARRA PEDROZA, SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO, CON LA PARTICIPACIÓN DE JUAN PARTIDA 
MORALES, SECRETARIO DE LA HACIENDA PÚBLICA, Y DE MARÍA TERESA BRITO SERRANO, CONTRALOR  DEL 
ESTADO DE JALISCO, CON LA ASISTENCIA DE ENRIQUE CÁRDENAS HUEZO, DIRECTOR GENERAL DEL 
REGISTRO CIVIL DEL ESTADO; A QUIENES AL ACTUAR CONJUNTAMENTE SE LES DENOMINARÁ “LAS PARTES”, 
AL TENOR DE LOS SIGUIENTES ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

Con fecha 25 de noviembre de 2019, “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Coordinación para el 
Programa de Registro e Identificación de Población, el cual tiene el objeto de establecer los mecanismos de 
coordinación entre “LAS PARTES” para el Fortalecimiento del Registro Civil del Programa de Registro  e 
Identificación de Población, al contribuir a la integración del Registro Nacional de Población y consolidación de 
la Base de Datos Nacional del Registro Civil, a través de la modernización y mejora de los servicios que 
brinda la institución registral en la entidad. Con ello, se obtiene información de manera confiable, homogénea 
y oportuna, que contribuye a acreditar fehacientemente la identidad de las personas y garantizar su registro 
inmediatamente después de su nacimiento. 

Los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, 
publicados en el Diario Oficial de la Federación, (en lo sucesivo DOF), el 11 de octubre de 2018; en los que 
establece en el numeral Octavo. Componentes, Apartado A. Fortalecimiento del Registro Civil, que se podrán 
asignar recursos a las entidades federativas para el desarrollo de las vertientes del componente 
Fortalecimiento del Registro Civil, mediante la suscripción de instrumentos jurídicos, con estricto apego a la 
normatividad que corresponda. 

El Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, publicado el 30 de 
noviembre de 2020, señala el Ramo 04 “GOBERNACIÓN” en el Anexo 18. Recursos para la Atención de 
Niñas, Niños y Adolescentes, la asignación presupuestal para el “Registro e Identificación de Población”. 
“GOBERNACIÓN” integró el 21 de diciembre de 2020 el Comité de Asignación y Distribución de Recursos 
para el ejercicio fiscal 2021, conforme los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 
Registro e Identificación de Población. 

DECLARACIONES 

I. De “GOBERNACIÓN”: 

I.1 Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (en lo sucesivo LOAPF) y 1 del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Gobernación (en lo sucesivo RISEGOB). 

I.2 Cuenta con facultades para operar el Servicio Nacional de Identificación Personal, de conformidad al 
artículo 27, fracción VI de la LOAPF. 

I.3 La Subsecretaría de Derechos Humanos, Población y Migración es parte integrante de 
“GOBERNACIÓN”, su titular, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo 
establecido por los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracciones IX y XII del RISEGOB. 

I.4 La Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas es una Unidad Administrativa 
dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Rocío Juana González Higuera, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción VII, 10, fracción V y 55, 
fracción XXXIV del RISEGOB. 
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I.5 La Dirección General del Registro Nacional de Población e Identidad en lo sucesivo DGRNPI, es 
una Unidad Administrativa dependiente de “GOBERNACIÓN”, su titular, Jorge Leonel Wheatley 
Fernández, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente 
instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción XXIX, 
10, fracción V y 58, fracciones I y IV del RISEGOB. 

I.6 Cuenta con los recursos suficientes en la partida 43801 para hacer la asignación prevista en este 
instrumento, de conformidad con la suficiencia presupuestal número 314870. 

I.7 Para efectos legales del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en la 
Calle de Bucareli, número 99, piso 1, Edificio Cobián, Colonia Juárez, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, Código Postal 06600, Ciudad de México. 

II. De “EL GOBIERNO DEL ESTADO”: 

II.1 Es un Estado libre y soberano en todo lo concerniente a su régimen interior, de conformidad con los 
artículos 40, 41, primer párrafo, 42, fracción I, 43 y 116, primer párrafo de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, y 1° de la Constitución Política del Estado de Jalisco. 

II.2 Juan Enrique Ibarra Pedroza, Secretario General de Gobierno, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo 
establecido por los artículos 46 de la Constitución Política del Estado de Jalisco; 5, numeral 1, 
fracción II, 7, numeral 1, fracción III, 15, numeral 1, fracción VI, 16, numeral 1, fracción I y 17, 
numeral 1, fracciones I, II, XI, XVI y XXIX de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de 
Jalisco; 1, 3 y 4 del Reglamento Interno de la Secretaría General de Gobierno del Estado de Jalisco. 

II.3 Juan Partida Morales, Secretario de la Hacienda Pública, cuenta con las atribuciones necesarias 
para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo establecido 
por los artículos 46 de la Constitución Política del Estado de Jalisco; 5, numeral 1, fracción II, 7, 
numeral 1, fracción III, 15, numeral 1, fracción VI, 16, numeral 1, fracción II, 18, numeral 1, 
fracciones XVIII. XIX, XXVII, XXXIV y XXXV de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de 
Jalisco; 1°, 2°, 4° y 11, fracciones IX, LII, LXII y LXXXVII del Reglamento Interno de la Secretaría de 
la Hacienda Pública del Gobierno del Estado de Jalisco. 

II.4 María Teresa Brito Serrano, Contralor del Estado de Jalisco, cuenta con las atribuciones necesarias 
para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad a lo establecido 
por los artículos 46 de la Constitución Política del Estado de Jalisco; 5, numeral 1, fracción II, 7, 
numeral 1, fracción VIII de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco; 1, 2 y 6, 
fracción XXII del Reglamento Interior de la Contraloría del Estado de Jalisco. 

II.5 La Dirección General del Registro Civil del Estado, para efectos del presente instrumento jurídico es 
la Unidad Coordinadora Estatal (en lo sucesivo UCE), su titular Enrique Cárdenas Huezo, cuenta 
con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad a lo establecido por los artículos 1º, 4º, fracción I, 5º, 6º y 13 de la Ley del Registro Civil 
del Estado de Jalisco; 14, fracción II y 17 del Reglamento Interno de la Secretaría General de 
Gobierno del Estado de Jalisco. 

II.6 Para efectos del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en Calle Pedro 
Moreno 281, Colonia Centro Guadalajara, Guadalajara, Estado de Jalisco. 

III. De “LAS PARTES”: 

III.1 Se comprometen, en el ámbito de sus atribuciones en materia registral, de identidad y de población, 
a cumplir con las obligaciones establecidas en los Lineamientos de Operación del Programa 
Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población y en las Directrices del Fortalecimiento 
del Registro Civil que sean emitidas por el Consejo Nacional de Funcionarios de Registro Civil (en lo 
sucesivo CONAFREC), a efecto de que contribuyan al objetivo de presente instrumento jurídico y a 
optimizar la calidad en los servicios que brinda el Registro Civil. 

III.2 Están de acuerdo en suscribir el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos para el 
Ejercicio Fiscal 2021, sin que medie error, dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio que pueda 
afectar en todo o en parte la validez del mismo. 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETIVO. “LAS PARTES” acuerdan establecer y desarrollar a través del presente Anexo de 
Asignación y Transferencia de Recursos para el Ejercicio Fiscal 2021, las acciones y compromisos para el 
fortalecimiento del Registro Civil del Estado de Jalisco, a fin de garantizar el derecho a la identidad de la 
población y contribuir a la integración del Registro Nacional de Población. 



Miércoles 21 de julio de 2021 DIARIO OFICIAL   

SEGUNDA.- RESPONSABLES DE LA CONSECUCIÓN DEL OBJETIVO. “LAS PARTES” designan a las 
siguientes personas servidores públicos como responsables para la ejecución, seguimiento y evaluación de 
las actividades, acciones y compromisos para alcanzar el objetivo del presente instrumento jurídico, a: 

Por “GOBERNACIÓN” Por “EL GOBIERNO DEL ESTADO” 

- Al Titular de la Dirección General del Registro 
Nacional de Población e Identidad. 

- Al Titular de la Unidad Coordinadora Estatal 
de Registro Civil. 

“LAS PARTES” acuerdan que las personas responsables del Fortalecimiento del Registro Civil, podrán ser 
asistidas por los enlaces de la ejecución, seguimiento y evaluación, por funcionarios de nivel jerárquico inferior 
denominados Enlaces, así como por asistentes, los cuales se asentarán por escrito en el Acta de la Comisión 
de Seguimiento que corresponda. 

TERCERA.- RECURSOS. Para alcanzar eficazmente el objetivo señalado en la Cláusula Primera,  “LAS 
PARTES” aportarán las siguientes cantidades: 

a) “GOBERNACIÓN” de conformidad con los artículos 82 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y 224 de su Reglamento, así como los Lineamientos de Operación del 
Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, hará una aportación de 
recursos federales a “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, previa entrega del comprobante fiscal emitido 
por este último, por la cantidad de $1,840,040.00 (Un millón ochocientos cuarenta mil cuarenta 
pesos 00/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria productiva específica número 
0116485561 del Banco BBVA Bancomer S.A., Sucursal Banca de Gobierno Jalisco (0687), Plaza 
Guadalajara, Jalisco y CLABE No. 012320001164855619. 

b) “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de conformidad con el artículo 7, fracción IV, inciso b) del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021, realizará dentro de los 20 
días hábiles contados a partir de la recepción de los recursos federales, una aportación con 
recursos estatales por $830,310.35 (Ochocientos treinta mil trescientos diez pesos 35/100 M.N.), 
que depositará en la cuenta bancaria referida en el último párrafo de la Cláusula Cuarta, informando 
por escrito a la DGRNPI, el depósito de dichos recursos estatales dentro de los 10 días hábiles 
posteriores a su realización. 

CUARTA.- CUENTA BANCARIA. Los recursos federales establecidos en la Cláusula Tercera y sus 
respectivos rendimientos financieros deberán depositarse, permanecer y administrar exclusivamente hasta su 
total aplicación en la cuenta bancaria productiva específica aperturada por la Secretaría de la Hacienda 
Pública de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, la cual deberá referir al Programa de Registro e Identificación de 
Población (PRIP) o al Fortalecimiento del Registro Civil (FRC) y al ejercicio fiscal 2021; por lo tanto, los 
recursos no deberán ser transferidos a otra cuenta bancaria, conforme a lo establecido en el artículo 69 de la 
Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

Asimismo, “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE deberá entregar a la DGRNPI, copia de los 
estados de cuenta mensuales correspondientes a los recursos federales y proporcionará al finalizar la 
administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, a fin de verificar el uso de 
estos hasta su total aplicación. 

Respecto a los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, éstos se depositarán en una 
cuenta bancaria productiva específica, la cual no deberá ser la misma cuenta bancaria productiva específica 
donde fueron depositados los recursos federales; la UCE remitirá a la DGRNPI, copia de los estados de 
cuenta mensuales de la cuenta bancaria donde se administren e identifiquen los recursos aportados y 
proporcionará al finalizar la administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, 
a fin de verificar el uso de estos hasta su total aplicación. 

QUINTA.- DESTINO DE LOS RECURSOS. Los recursos señalados en la Cláusula Tercera se destinarán 
exclusivamente por conducto de la UCE, para alcanzar las siguientes metas, prioritariamente en beneficio de 
niñas, niños y adolescentes: 

a) La cantidad de $397,800.00 (Trescientos noventa y siete mil ochocientos pesos 00/100 M.N.) para 
analizar y validar la captura de registros de defunción, de acuerdo a los criterios de captura 
acordados entre “LAS PARTES”, a fin de incorporarse a la Vista Local de la Solución Integral de la 
Conexión Interestatal e integrarse a la Base de Datos Nacional del Registro Civil. 

b) La cantidad de $240,000.00 (Doscientos cuarenta mil pesos 00/100 M.N.) para la actualización 
tecnológica de la UCE, de acuerdo a las especificaciones técnicas que establezca la DGRNPI. Una 
vez concluido el proceso de adquisición, la UCE deberá completar la instalación del equipo en un 
plazo no mayor a tres meses. 

c) La cantidad de $954,720.00 (Novecientos cincuenta y cuatro mil setecientos veinte pesos  00/100 
M.N.) para la Integridad de la Información de la Base de Datos Nacional de CURP, a través de los 
mecanismos de asignación y actualización de la CURP, así como para la búsqueda, localización, 
captura o digitalización de aquellos registros de identidad que no se encuentren en la Base de Datos 
Nacional del Registro Civil. 
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d) La cantidad de $397,800.00 (Trescientos noventa y siete mil ochocientos pesos 00/100 M.N.) para 
implementar campañas especiales hacia el subregistro cero, mediante el registro oportuno de 
nacimiento. 

e) La cantidad de $200,000.00 (Doscientos mil pesos 00/100 M.N.) para implementar campañas 
especiales para la inclusión de la población y para la implementación de los mecanismos que 
permitan la expedición del formato único de las actas de nacimiento en el sistema braille. 

f) La cantidad de $477,360.00 (Cuatrocientos setenta y siete mil trescientos sesenta pesos  00/100 
M.N.) para implementar campañas especiales de regularización del estado civil de personas nacidas 
en los Estados Unidos de América, de padres o madres mexicanos por nacimiento, para el registro 
del nacimiento y la asignación de la Clave Única de Registro de Población (NAPHSIS). 

g) La cantidad de $2,670.35 (Dos mil seiscientos setenta pesos 35/100 M.N.) para que se destine, en 
caso de ser procedente, a favor de la Contraloría de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, misma que se 
compromete a realizar la vigilancia, inspección, control y evaluación sobre las acciones y servicios 
ejecutados mediante el presente instrumento jurídico. 

SEXTA.- PROGRAMA DE TRABAJO. Para garantizar que la ministración y aplicación de los recursos 
considerados en la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico se realice con oportunidad, eficiencia, 
eficacia, economía, honradez y transparencia, así como para medir los avances, entregables y su correcta 
ejecución, la UCE deberá elaborar el Programa de Trabajo en el formato que para tal efecto establece la 
DGRNPI, para su revisión y aprobación en la Comisión de Seguimiento, dicha Comisión se integrará conforme 
lo establece la Cláusula Tercera del Convenio de Coordinación citado en el apartado de Antecedentes, en un 
plazo que no excederá de 10 días hábiles a partir de que se hayan transferido los recursos federales. 

Asimismo, durante la vigencia del presente instrumento jurídico, “LAS PARTES” deberán aprobar y 
autorizar en la Comisión de Seguimiento, cualquier modificación en los conceptos de compra previamente 
aprobados en un Programa de Trabajo, excepto cuando no se adquiera algún bien o servicio. 

SÉPTIMA.- ACTUALIZACIÓN DE LA BASE DE DATOS NACIONAL DEL REGISTRO CIVIL. Con el 
propósito de mantener permanentemente actualizada la Base de Datos Nacional del Registro Civil a cargo de 
la DGRNPI, la UCE depositará en la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión Interestatal para su 
transcodificación y transferencia los registros del estado civil de las personas capturados y digitalizados 
conforme a los criterios establecidos por la DGRNPI, y todas aquellas modificaciones de que fueren objeto los 
diferentes actos del Registro Civil, así como los nuevos registros que se hayan generado. 

La UCE certificará que los registros que se registren exitosamente en la Base de Datos Nacional del 
Registro Civil, son copia fiel de las actas que se encuentran bajo su resguardo. 

Además, la UCE apoyará en la búsqueda, localización y revisión de las actas registrales que le solicite la 
DGRNPI, en apoyo a los proyectos del Registro Nacional de Población. 

OCTAVA.- INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, 
responsable de los datos personales asentados en los actos del estado civil de las personas, autoriza a 
“GOBERNACIÓN” para administrar, compartir, tratar y utilizar la información remitida como elemento de apoyo 
en las atribuciones y facultades de la DGRNPI para el registro y acreditación de la identidad de la población 
del país y de los nacionales residentes en el extranjero; la información compartida se ajustará a la 
correspondiente normatividad de protección de datos personales. 

Además, “LAS PARTES” utilizarán el FTP (File Transfer Protocol) y el SFTP (Secure File Transfer 
Protocol) para el intercambio de la información; la información permanecerá temporalmente en la 
correspondiente carpeta del FTP, misma que “LAS PARTES” se comprometen a depurar trimestralmente. 

NOVENA.- CURP. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, realizará acciones con la finalidad 
de incorporar en sus registros la Clave Única de Registro de Población (en lo sucesivo CURP) y, con ello 
apoyar y dar continuidad a la asignación y uso de la CURP en la Entidad. 

DÉCIMA.- DERECHO A LA IDENTIDAD. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, promoverá 
las acciones necesarias para hacer efectivo el “derecho a la identidad” que toda persona tiene, promoviendo 
el registro universal y oportuno, agilizando y simplificando los trámites correspondientes, así como expidiendo 
gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento; conforme a lo dispuesto en el 
párrafo octavo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adicionado y 
publicado en el DOF el 17 de junio de 2014. 

Además, la UCE, realizará acciones para atender el registro extemporáneo de nacimiento, así como 
facilitar u orientar a la población sobre la rectificación y aclaración de actas del estado civil, a fin de abatir la 
falta de identidad jurídica de la población y la inconsistencia e incongruencia de los datos relacionados con la 
identidad de las personas. 
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DÉCIMA PRIMERA.- PROYECTOS DE REGISTRO E IDENTIFICACIÓN DE PERSONAS.  “EL 
GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, apoyará en la instrumentación de los proyectos de Registro e 
Identificación de Personas que “GOBERNACIÓN” diseñe e implemente en beneficio de la población. 

DÉCIMA SEGUNDA.- ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS. La aplicación oportuna, ejecución y 
canalización de los recursos para la adquisición de los bienes o servicios señalados en el Catálogo de Gastos 
y Comprobación, se realizará conforme el Programa de Trabajo y los procedimientos establecidos en la Ley 
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, su Reglamento, así como en la normatividad 
local; para la compra de servicios u otros elementos no contemplados en el citado Catálogo, su adquisición 
procederá previa valoración y acuerdo de la Comisión de Seguimiento. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” se 
compromete a reintegrar a la Tesorería de la Federación los recursos que la DGRNPI determine que se 
ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA TERCERA.- COMPROBACIÓN DE RECURSOS. Los recursos aportados por “GOBERNACIÓN” 
no pierden el carácter federal, por lo que la UCE informará mensualmente a la DGRNPI las acciones 
efectuadas para su ejercicio; además, de acuerdo con las fechas que la Comisión de Seguimiento establezca, 
la UCE enviará a la DGRNPI para su fiscalización, conforme el Catálogo de Gastos y Comprobación, copia de 
los documentos comprobatorios de las erogaciones realizadas. La documentación comprobatoria deberá ser 
identificada con un sello o marca que indique la leyenda de que dichos recursos corresponden al Programa de 
Registro e Identificación de Población, que su origen es federal o estatal y el Ejercicio Fiscal 2021. 

Además, de conformidad con el artículo 85, fracción II de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los informes sobre el ejercicio, destino y resultados obtenidos de los recursos 
federales que sean transferidos a las entidades federativas, se publicarán trimestralmente por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” en los órganos locales oficiales de difusión y los pondrán a disposición del público en general 
a través de sus respectivas páginas electrónicas de internet o de otros medios locales de difusión. Lo anterior, 
no exime a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de presentar al Congreso de la Unión y las legislaturas locales, 
los informes que correspondan en cumplimiento a lo establecido en la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental. 

DÉCIMA CUARTA.- ECONOMÍAS. Cuando se acredite que el recurso se encuentra ejercido o 
comprometido formal y documentalmente para el cumplimiento de la o las metas señaladas en la Cláusula 
Quinta y en caso de que existan economías, “LAS PARTES” acordaran mediante la Comisión de Seguimiento 
suscrita dentro de la vigencia del presente instrumento jurídico, continuar con las metas establecidas en la 
Cláusula Quinta u orientar los recursos para alguna de las vertientes relacionadas con los objetivos del 
Fortalecimiento del Registro Civil, para mejorar el servicio registral. 

DÉCIMA QUINTA.- RECURSOS NO EJERCIDOS. Los recursos federales aportados a “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” mediante el presente instrumento jurídico y los rendimientos financieros que al final del 
ejercicio fiscal 2021 no hayan sido ejercidos ni formalmente comprometidos o devengados, deberán 
reintegrarse invariablemente a la Tesorería de la Federación dentro de los 15 días naturales siguientes al 
cierre del ejercicio fiscal. Los recursos formalmente comprometidos y aquellos devengados que no hayan sido 
pagados durante el ejercicio fiscal 2021, se deberán cubrir los pagos respectivos a más tardar durante el 
primer trimestre del ejercicio fiscal siguiente; los recursos devengados deberán contar ineludiblemente con su 
pasivo circulante; una vez cumplido el plazo referido, los recursos remanentes y los rendimientos financieros 
deberán reintegrarse a la Tesorería de la Federación a más tardar dentro de los 15 días naturales siguientes. 

Los recursos se considerarán devengados para “GOBERNACIÓN”, a partir de la entrega de los mismos a 
“EL GOBIERNO DEL ESTADO”; lo anterior conforme lo dispuesto en los artículos 175 y 224 del Reglamento 
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 13 y 17 de la Ley de Disciplina Financiera 
de las Entidades Federativas y los Municipios, respectivamente. 

DÉCIMA SEXTA.- INFORME DE AVANCES Y RESULTADOS. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través 
de la UCE, entregará mensualmente a la DGRNPI, en el formato que para tal efecto establece esta última, un 
informe con los avances obtenidos en virtud del cumplimiento o consecución de las metas y objetivos para el 
Fortalecimiento del Registro Civil. 

Una vez implementado el Sistema Nacional para el Seguimiento del Fortalecimiento del Registro Civil 
(SINAFREC), la UCE informará a través de éste lo referente a los avances del Programa, la administración de 
los recursos y el cumplimento de las metas comprometidas, así también, enviará la documentación probatoria 
de los recursos asignados. La DGRNPI a través del SINAFREC dará puntual seguimiento a la información 
aportada por la UCE en cumplimiento de los acuerdos del presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- ENTREGABLES. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, acreditará el 
cumplimiento de las metas definidas en la Cláusula Quinta del presente instrumento jurídico, mediante los 
métodos, formas y formatos establecidos en el Catálogo de Gastos y Comprobación y aquellos que  “LAS 
PARTES” acuerden en la Comisión de Seguimiento. La presentación de entregables a la DGRNPI se realizará 
una vez concluidas las acciones establecidas en el Programa de Trabajo, o bien, conforme lo acuerde la 
Comisión de Seguimiento. 
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DÉCIMA OCTAVA.- CONTROL Y VIGILANCIA. El control, supervisión, vigilancia, evaluación y la calidad 
de la información respecto al ejercicio y destino de los recursos públicos a que se refiere la Cláusula Tercera 
del presente instrumento jurídico, corresponderá en el ámbito de sus atribuciones a “LAS PARTES”, a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público conforme el artículo 31, fracción XXIII de la Ley Orgánica de  la 
Administración Pública Federal, a la Auditoría Superior de la Federación y a los órganos de fiscalización 
superior conforme a las atribuciones de los artículos 1, 2, 3, 4 y 15 de la Ley de Fiscalización y Rendición de 
Cuentas de la Federación, y 82 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 
aplicables; sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que realice la Contraloría del 
Estado. 

“LAS PARTES” convienen que del monto total de los recursos aportados en la Cláusula Tercera del 
presente instrumento jurídico, se destine el uno al millar a favor de la Contraloría del Estado, misma que se 
compromete a realizar en el semestre posterior al cierre del presente ejercicio fiscal, la vigilancia, inspección, 
control y evaluación sobre las acciones y servicios ejecutados por administración directa de dichos recursos, 
presentando un informe a la DGRNPI. 

La DGRNPI, efectuará visitas de supervisión y seguimiento a la UCE y a sus oficialías, lo que permitirá 
corroborar la correcta aplicación de los recursos aportados. 

DÉCIMA NOVENA.- SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” acuerdan que los asuntos no 
expresamente previstos en el presente instrumento jurídico, así como las dudas y controversias que pudieran 
surgir con motivo de la interpretación, ejecución y cumplimiento del mismo, se resolverán de común acuerdo 
en el seno de la Comisión de Seguimiento; sin perjuicio de la competencia que corresponda a los órganos 
administrativos de vigilancia o fiscalización federales y estatales, así como a las autoridades judiciales. 

VIGÉSIMA.- MODIFICACIONES AL ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA. “LAS PARTES” 
acuerdan realizar mediante Anexo Modificatorio del presente Anexo de Asignación y Transferencia de 
Recursos, durante la vigencia del mismo y con apego a las disposiciones legales aplicables, aquellas 
modificaciones en las aportaciones económicas que realice “GOBERNACIÓN”, o bien, para establecer las 
medidas o mecanismos que permitan afrontar contingencias que impidan el cumplimiento integral del presente 
instrumento jurídico con la finalidad de dar continuidad al Programa de Registro e Identificación de Población. 

VIGÉSIMA PRIMERA.- TERMINACIÓN ANTICIPADA. “GOBERNACIÓN” terminará anticipadamente el 
presente instrumento jurídico, notificando lo anterior a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” por escrito cuando se 
acredite la causal que corresponda. En tal virtud “EL GOBIERNO DEL ESTADO” como sanción deberá 
reintegrar los recursos federales otorgados no devengados en términos de la normatividad aplicable, sin 
perjuicio de que “GOBERNACIÓN” informe a los Órganos fiscalizadores. 

En el caso específico de que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” desee dar por terminado el presente 
instrumento jurídico, deberá informarlo a “GOBERNACIÓN” de forma inmediata a su determinación, mediante 
escrito en donde queden asentados los motivos de su terminación anticipada, y se determine el grado de 
cumplimiento de las obligaciones pactadas y pendientes de cumplir. 

Para que la terminación anticipada surta efectos, se levantará un acta por parte de la Comisión de 
Seguimiento, que contendrá una descripción de las obligaciones cumplidas y las obligaciones pendientes  de 
cumplir, y en este último caso, se determinará tanto el procedimiento y plazo para su cumplimiento. 

En ambos casos, se deberá realizar un corte de los avances y resultados alcanzados por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO”, realizándose una confronta entre dichos resultados y los recursos ejercidos, a efecto de que 
los recursos federales no ejercidos así como los intereses generados, sean reintegrados a la Tesorería de la 
Federación. 

Entre las causas que determinarán la terminación anticipada del presente instrumento jurídico, se 
encuentran: 

I. Se identifique que los recursos federales fueron depositados, administrados o transferidos a cuentas 
o subcuentas no productivas y específicas, así como contratos o servicios de inversión o bien, que 
los recursos fueron reubicados en otra cuenta bancaria distinta a la señalada en la Cláusula Cuarta 
del presente instrumento jurídico, sin el debido sustento legal. 

II. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no realice en el plazo establecido la aportación de los recursos 
comprometidos, de conformidad con la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico. 

III. Se identifique que los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, fueron depositados y 
administrados conjuntamente con los recursos federales. 
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IV. Se haga caso omiso a las solicitudes de “GOBERNACIÓN” respecto al seguimiento y verificación de 
los compromisos suscritos en el presente instrumento jurídico. 

V. El deficiente seguimiento al Programa de Trabajo, así como la adquisición o contratación de bienes 
o servicios no asentados en el Programa de Trabajo. 

VIGÉSIMA SEGUNDA.- SUSPENSIÓN DE LAS ASIGNACIONES. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 223 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
“GOBERNACIÓN” suspenderá a futuro la asignación de los recursos federales a “EL GOBIERNO DEL 
ESTADO”. 

Dicha suspensión deberá quedar documentada en el acta del Comité de Asignación y Distribución de 
Recursos, en la cual se fundamente y motive las causas que generaron dicha acción y se deberá precisar el 
tiempo de duración de la suspensión para la entidad federativa. 

Entre las causas que determinarán la suspensión del presente instrumento jurídico, se encuentran: 

I. La DGRNPI determine que los recursos se destinaron a fines distintos a los previstos en el presente 
instrumento jurídico o fines no autorizados por “LAS PARTES”. 

II. La falta consecutiva de hasta 6 informes de avances y resultados o bien, de hasta 3 estados de 
cuenta bancarios, conforme lo establecido en la Cláusula Cuarta del presente instrumento jurídico. 

III. Que la totalidad de los recursos se encuentren ociosos o no devengados al término del ejercicio 
fiscal. 

IV. Que la UCE no realice la adecuada comprobación de los recursos y no presente la totalidad de los 
entregables acordados. 

V. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no reintegre a la Tesorería de la Federación los recursos que 
la DGRNPI determine que se ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la 
Comisión de Seguimiento. 

VIGÉSIMA TERCERA.- VIGENCIA. El presente instrumento jurídico tendrá una vigencia a partir de la 
fecha de suscripción y surtirá efectos para “LAS PARTES” una vez que “GOBERNACIÓN” deposite los 
recursos federales a la cuenta bancaria establecida en la Cláusula Tercera y hasta el 31 de diciembre  del 
2021. 

En su caso, si “GOBERNACIÓN” está imposibilitada en realizar la aportación de los recursos federales, la 
DGRNPI informará formalmente dicho acto a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” para proceder a la cancelación 
del presente instrumento jurídico. 

VIGÉSIMA CUARTA.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. “LAS PARTES” no serán responsables de 
eventos derivados de caso fortuito o de fuerza mayor, debiéndose entender el caso fortuito o fuerza mayor 
como algo imprevisible que se produce fuera de la esfera de responsabilidad de “LAS PARTES” y que 
ocasione la imposibilidad material de cumplir con las obligaciones del presente instrumento jurídico. Es 
obligación de “LAS PARTES” anunciar el caso fortuito o de fuerza mayor, en el término de 5 días hábiles a 
partir de que se dé dicha situación, misma que quedará debidamente formalizada y circunstanciada a través 
del acta que para tal efecto elabore la Comisión de Seguimiento. 

Una vez que hayan quedado determinadas claramente las causas de fuerza mayor o caso fortuito,  “LAS 
PARTES” se comprometen a coordinar acciones tendientes a reestablecer el cumplimiento de sus 
obligaciones. En caso contrario, en donde la Comisión de Seguimiento determine que no existe la posibilidad 
de restablecer el cumplimiento de las obligaciones, el presente instrumento jurídico podrá terminarse 
anticipadamente, conforme lo dispuesto en la Cláusula Vigésima Primera. 

VIGÉSIMA QUINTA.- PUBLICACIÓN.- El presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos 
para el Programa de Registro e Identificación de Población, para el Ejercicio Fiscal 2021, se publicará en el 
Diario Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación, y 
en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”, de conformidad con el artículo 17, numeral 1, fracción XXI de la 
Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco y 8, fracción VI de Ley del Periódico Oficial “El Estado 
de Jalisco”, toda vez que deriva del Convenio de Coordinación celebrado entre “LAS PARTES”. 

Enteradas las partes del valor y consecuencias legales del presente instrumento jurídico, lo suscriben en 
ocho tantos en la ciudad de Guadalajara, Jalisco, a los 31 días del mes de marzo de 2021.- Por Gobernación: 
el Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez.- 
Rúbrica.- La Jefa de la Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas, Rocío Juana 
González Higuera.- Rúbrica.- El Director General del Registro Nacional de Población e Identidad, Jorge 
Leonel Wheatley Fernández.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: el Secretario General de Gobierno, Juan 
Enrique Ibarra Pedroza.- Rúbrica.- El Secretario de la Hacienda Pública, Juan Partida Morales.- Rúbrica.- 
El Contralor del Estado de Jalisco, María Teresa Brito Serrano.- Rúbrica.- El Director General del Registro 
Civil del Estado, Enrique Cárdenas Huezo.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE SEGURIDAD Y PROTECCION CIUDADANA 
DECLARATORIA de Desastre Natural por la presencia de lluvia severa e inundación pluvial el 8 y 9 de julio de 
2021, en 1 municipio del Estado de Tamaulipas. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SEGURIDAD.- Secretaría 
de Seguridad y Protección Ciudadana. 

LIC. LAURA VELÁZQUEZ ALZÚA, Coordinadora Nacional de Protección Civil, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 26 y 30 Bis fracción XX de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 2 

fracciones XVI y XXIV, 7 fracción IV, 19 fracción XI, 21, 58, 60, 61, 62, 63 y 74 de la Ley General de 

Protección Civil; 102 y 103 del Reglamento de la Ley General de Protección Civil; 22 fracciones II, V y XX del 

Reglamento Interior de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana; 6 fracción II, incisos d) y e), 7, 8, 9 

y 10 del “Acuerdo por el que se emiten las Reglas Generales del Fondo de Desastres Naturales” (Reglas 

Generales), publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de diciembre de 2010; así como el numeral 4 

primer párrafo y demás relativos aplicables de los “Lineamientos de Operación específicos del Fondo de 

Desastres Naturales” (Lineamientos de Operación), publicados en el referido órgano de difusión del Gobierno 

de México el día 31 de enero de 2011, y 

CONSIDERANDO 

Que mediante oficio número SGG/0078/2021 de fecha 12 de julio de 2021, en cumplimiento al artículo 7 

de las Reglas Generales, el Secretario General de Gobierno del Estado de Tamaulipas, Ing. César Augusto 

Verasteguí Ostos, solicitó a la Comisión Nacional del Agua (CONAGUA) la corroboración del fenómeno 

natural perturbador que acaeció en el municipio de Matamoros de dicha Entidad Federativa, descrito como 

inundación fluvial, inundación pluvial y lluvia severa ocurridas los días 8 y 9 de julio de 2021. 

Que con oficio B00.8.-180, de fecha 14 de julio de 2021, la CONAGUA emitió su opinión técnica en 

atención al similar SGG/0078/2021 señalado en el párrafo inmediato anterior, disponiendo en su parte 

conducente que se corrobora el fenómeno de lluvia severa el 8 de julio de 2021 e inundación pluvial el 9 de 

julio de 2021, para el municipio de Matamoros del Estado de Tamaulipas. 

Que con fecha 15 de julio de 2021 y con fundamento en el artículo 11 de las Reglas Generales, se llevó a 

cabo la correspondiente sesión de instalación del Comité de Evaluación de Daños, en la cual el Gobierno del 

Estado de Tamaulipas presentó la solicitud de Declaratoria de Desastre Natural respectiva. 

Con base en lo anterior, se consideró procedente en este acto emitir la siguiente: 

DECLARATORIA DE DESASTRE NATURAL POR LA PRESENCIA DE LLUVIA SEVERA E INUNDACIÓN 

PLUVIAL EL 8 Y 9 DE JULIO DE 2021, EN 1 MUNICIPIO DEL ESTADO DE TAMAULIPAS 

Artículo 1o.- Se declara como zona de desastre al municipio de Matamoros del Estado de Tamaulipas, 

por la presencia de lluvia severa el 8 de julio de 2021 e inundación pluvial el 9 de julio de 2021. 

Artículo 2o.- La presente Declaratoria de Desastre Natural se expide para efectos de poder acceder a los 

recursos del Fondo de Desastres Naturales, de acuerdo con lo dispuesto por la Ley General de Protección 

Civil y las Reglas Generales. 

Artículo 3o.- La presente Declaratoria se publicará en el Diario Oficial de la Federación de conformidad 

con el artículo 61 de la Ley General de Protección Civil y su Reglamento, y en cumplimiento a lo dispuesto por 

el numeral 10 de las Reglas Generales. 

Ciudad de México, a quince de julio de dos mil veintiuno.- Coordinadora Nacional de Protección Civil, Lic. 

Laura Velázquez Alzúa.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
DECRETO por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones del Reglamento de Supervisión de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 
facultad que me confiere el artículo 89, fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
y con fundamento en los artículos 31 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 5 de la Ley de 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores; 110 Bis 2, 110 Bis 11 y 117, primer párrafo de la Ley de 
Instituciones de Crédito; 350, 399 y 408 de la Ley del Mercado de Valores; 18, 62, 120 y 129 de la Ley para 
Regular las Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo; 120, 146 y 155 de la Ley de 
Ahorro y Crédito Popular; 75, 133 y 142 de la Ley de Uniones de Crédito; 56, 101 Bis 3 y 101 Bis 12 de la Ley 
General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito; 102, 165 y 173 de la Ley para Regular las 
Agrupaciones Financieras; 17 de la Ley para Regular las Sociedades de Información Crediticia; 80, 87 Bis 2 y 
87 Bis 11 de la Ley de Fondos de Inversión, y 71, 134 y 142 de la Ley para Regular las Instituciones de 
Tecnología Financiera, he tenido a bien expedir el siguiente 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL REGLAMENTO DE 

SUPERVISIÓN DE LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se REFORMAN los artículos 20, fracción V y 108 y, se ADICIONA un artículo 109 al 
Reglamento de Supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, para quedar como sigue: 

Artículo 20.- ... 

I. a IV. ... 

V.  La fecha en la cual se iniciará la visita, así como la duración de esta. Dichas visitas no podrán tener 
una duración superior a seis meses, prorrogables por una única vez por un período igual, siempre 
que existan causas justificadas que lo motiven; 

VI. a X. ... 

... 

Artículo 108.- Las notificaciones de los actos administrativos y demás resoluciones previstas en el 
presente ordenamiento que emita la Comisión en el ejercicio de sus funciones, se llevarán a cabo de 
conformidad con las disposiciones legales que al efecto resulten aplicables para cada Entidad Supervisada o 
Persona, y con las establecidas en este Reglamento. Dichas notificaciones podrán hacerse a la Entidad 
Supervisada o Persona por medios electrónicos cuando estas o su representante así lo hayan aceptado o 
solicitado expresamente por escrito a la Comisión. 

Artículo 109.- La Comisión determinará los medios electrónicos a través de los cuales podrá notificar a las 
Entidades Supervisadas y Personas, los actos administrativos que emita en el ejercicio de sus facultades de 
supervisión. Los medios electrónicos que determine la Comisión también podrán ser utilizados por las 
Entidades Supervisadas o Personas para enviar a la Comisión las comunicaciones que requieran hacer a esta 
última durante el proceso de supervisión. 

Lo previsto en el párrafo anterior se realizará en términos de la regulación que para dicho efecto emita la 
Comisión, la cual deberá publicarse en el Diario Oficial de la Federación. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

SEGUNDO.- Los procedimientos administrativos iniciados por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto, serán concluidos conforme a las disposiciones 
aplicables vigentes a su inicio. 

Dado en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México a 15 de julio de 2021.- 
Andrés Manuel López Obrador.- Rúbrica.- El Secretario de Hacienda y Crédito Público, Arturo Herrera 
Gutiérrez.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE BIENESTAR 
ACUERDO por el que se modifica el diverso por el que se emiten las Reglas de Operación del Programa Pensión 
para el Bienestar de las Personas con Discapacidad Permanente, para el ejercicio fiscal 2021, publicado el 22 de 
diciembre de 2020. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- BIENESTAR.- Secretaría 
de Bienestar. 

JAVIER MAY RODRÍGUEZ, Secretario de Bienestar, con fundamento en los artículos 32 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; 77 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria; 4 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 1, 3 y 5 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Bienestar; y 

CONSIDERANDO 

Que el artículo 77 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, dispone que la 
Cámara de Diputados en el Presupuesto de Egresos, podrá señalar los programas, a través de los cuales se 
otorguen subsidios, que deberán sujetarse a Reglas de Operación con el objeto de asegurar que la aplicación 
de los recursos públicos se realice con eficiencia, eficacia, economía, honradez y transparencia. Asimismo, se 
señalarán en el Presupuesto de Egresos los criterios generales a los cuales se sujetarán las Reglas de 
Operación de los programas; 

Que los programas de subsidios del Ramo Administrativo 20, "Bienestar", entre ellos, el Programa Pensión 
para el Bienestar de las Personas con Discapacidad Permanente, se destinarán, en las entidades federativas, 
en los términos de las disposiciones aplicables, exclusivamente a la población en condiciones de pobreza, de 
vulnerabilidad, de adultos mayores, de rezago y de marginación, de acuerdo con los criterios que defina el 
Consejo Nacional de Población y a las evaluaciones del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de 
Desarrollo Social, en los programas que resulte aplicable y la Declaratoria de Zonas de Atención Prioritaria 
formulada por la Cámara de Diputados, mediante acciones que promuevan la superación de la pobreza a 
través de la educación, la salud, la alimentación, la generación de empleo e ingreso, autoempleo y 
capacitación; protección social y programas asistenciales; y el fomento del sector social de la economía; 
conforme lo establece el artículo 14 de la Ley General de Desarrollo Social, y tomando en consideración los 
criterios que propongan las entidades federativas; 

Que en este marco, las dependencias son responsables de emitir las Reglas de Operación de los 
Programas que inicien su operación en el ejercicio fiscal siguiente o, en su caso, las modificaciones a aquéllas 
que continúen vigentes, previa autorización presupuestaria de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y 
dictamen de la Comisión Nacional de Mejora Regulatoria; 

Que el 22 de diciembre de 2020, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo por el que se 
emiten las Reglas de Operación del Programa Pensión para el Bienestar de las Personas con Discapacidad 
Permanente, para el ejercicio fiscal 2021; 

Que tomando en consideración que las personas con discapacidad enfrentan condiciones de escasos 
ingresos económicos y limitado acceso a los sistemas de protección social y de salud, el Acuerdo por el que 
se emiten las Reglas de Operación del Programa Pensión para el Bienestar de las Personas con 
Discapacidad Permanente, para el ejercicio fiscal 2021, se modifica con la finalidad de, enfocar los esfuerzos 
del programa en la atención de la población de personas con discapacidad de 0 y 64 años de edad, ya que a 
partir de los 65 años o más de edad, podrán acceder a los beneficios que otorga el Programa Pensión para el 
Bienestar de las Personas Adultas Mayores, y 

Que en términos de lo dispuesto en el artículo 77 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, se cuenta con el Oficio No. 312.A.- 1354 de fecha 16 de junio de 2021, en el que la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público emitió la autorización presupuestaria correspondiente a las Reglas de Operación 
del Programa Pensión para el Bienestar de las Personas con Discapacidad Permanente, para el ejercicio 
fiscal 2021, y la Comisión Nacional de Mejora Regulatoria mediante Oficio No. CONAMER/21/3006 de fecha 
02 de julio de 2021, emitió el dictamen respectivo, he tenido a bien expedir el siguiente: 

ACUERDO POR EL QUE SE MODIFICA EL DIVERSO POR EL QUE SE EMITEN LAS REGLAS  DE 
OPERACIÓN DEL PROGRAMA PENSIÓN PARA EL BIENESTAR DE LAS PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD PERMANENTE, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2021, PUBLICADO EN EL  DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 22 DE DICIEMBRE DE 2020 

ÚNICO.- SE MODIFICAN el numeral 1. Introducción; numeral 2.1 Objetivo General; numeral 2.2 Objetivo 
Específico; numeral 3.2 Población Objetivo; tabla del numeral 3.3 Criterios de Elegibilidad y Requisitos de 
Acceso; tabla del numeral 3.5 Tipos y Montos de Apoyo; la primera y cuarta viñetas del numeral 3.7.2 
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Suspensión del Padrón de Personas Derechohabientes; numero 5. del numeral 3.7.3 Baja Definitiva del 
Padrón de Personas Derechohabientes; primer párrafo del numeral 3.10.1 Instancias Ejecutoras; incisos a), b) 
y c) del numeral 3.10.2 Instancia Normativa; primer y segundo párrafos del numeral 4.1 Proceso de 
Operación; inciso a) del numeral 4.2 Proceso de Acceso; inciso c) del numeral 4.4.2 La Difusión de la Pensión 
se hará a través de; numeral 5.1 Cierre de Ejercicio; segundo, tercer y cuarto párrafos del numeral 6. 
Evaluación; primer párrafo del numeral 8.1 Seguimiento; primer párrafo del numeral 9.3.1 Aviso de Privacidad; 
el título del original numeral 10. Integración del Padrón Único de Personas Beneficiarias y Derechohabientes 
para quedar como: Integración del Padrón de Beneficiarios; primero, segundo y tercer párrafos del numeral 
10. Integración del Padrón de Beneficiarios; Anexo 1 Glosario de Términos; Anexo 2 tabla de Matriz de 
Indicadores para Resultados 2021; SE ADICIONA un penúltimo párrafo al numeral 1. Introducción; y, SE 
ELIMINAN el original penúltimo párrafo del numeral 1. Introducción; primer párrafo del numeral 3.4 Criterios 
de Priorización; Definición Discapacidad Evidente del numeral Anexo 1 Glosario de Términos; último párrafo 
Secretario rúbrica del numeral Anexo 1 Glosario de Términos; todo lo anterior correspondiente al “Acuerdo por 
el que emiten las Reglas de Operación del Programa Pensión para el Bienestar de las Personas con 
Discapacidad Permanente, para el ejercicio fiscal 2021”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 
de diciembre de 2020, para quedar como sigue: 

1. Introducción 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

Aunado a lo anterior, es importante señalar que, la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera al 
Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, como a un Órgano creado con el propósito de 
promover, proteger y garantizar el disfrute pleno y por igual del conjunto de los derechos humanos, así como 
las libertades fundamentales por las personas con discapacidad, por lo cual, se debe acudir a su contenido a 
efecto de alcanzar una plena y efectiva aplicabilidad que se refleje dentro el orden jurídico interno y, por ende, 
las observaciones aludidas resultan de una importancia jurídica fundamental. De acuerdo con el Informe 
Mundial sobre la Discapacidad de la Organización Mundial de la Salud (OMS), se reportó que, en el año 2010, 
15% de la población mundial tenía alguna discapacidad. Tal cifra representa un incremento de 5% de la 
población mundial con relación a la medición realizada por la OMS en el año de 1970, cuando la cifra de 
personas con discapacidad representaba 10%. 

A nivel nacional, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), a través de la Encuesta Nacional 
de la Dinámica Demográfica (ENADID), estimó que para 2018, habitaban 7.9 millones de personas con 
discapacidad en México; de las cuales 4.3 millones son mujeres y 3.6 millones son hombres, representando 
6.7% y 5.9% de la población total de cada género respectivamente. 

Con respecto a su concentración, el 51.5% de la población con discapacidad reside en 8 entidades de la 
república: Ciudad de México, Guanajuato, Guerrero, Jalisco, México, Michoacán, Puebla y Veracruz; mientras 
que el 32.9% reside en 12 entidades: Baja California, Coahuila, Chiapas, Chihuahua, Hidalgo, Nuevo León, 
Oaxaca, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tabasco y Tamaulipas; y el 15.6% residen en Aguascalientes, Baja 
California Sur, Campeche, Colima, Durango, Morelos, Nayarit, Querétaro, Quintana Roo, Tlaxcala, Yucatán y 
Zacatecas. 

Por grupo poblacional a nivel nacional, de los 7.9 millones de personas con discapacidad, el 7.2% son 
niñas, niños y adolescentes de cero a catorce años, 9.2% son jóvenes de 15 a 29 años, 33.6% son personas 
adultas de 30 a 59 años y 49.9% son personas adultas mayores de 60 años o más de edad. 
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En lo que respecta a la prevalencia de la discapacidad en los pueblos indígenas, el INEGI señala que, la 
población que habla alguna lengua indígena de 3 años y más con discapacidad es de 484 mil personas, 
equivalente al 6.9% del total de la población indígena. Asimismo, este grupo poblacional tiene una doble 
condición de vulnerabilidad; sin embargo, es un grupo que hasta ahora, tenía poca importancia dentro de las 
políticas de desarrollo y combate a la pobreza, lo que representa un reto fundamental para la atención de este 
sector de la población. 

... 

... 

Actualmente, los paradigmas sociales, culturales y económicos dominantes generan un importante 
rechazo hacia las personas con discapacidad, generando barreras en todas las esferas de la vida cotidiana de 
las personas que dificultan el ejercicio pleno de sus derechos y su participación en la sociedad, esto se 
traduce en que las personas con discapacidad permanente de cero a sesenta y cinco años de edad 
cumplidos, enfrentan barreras económicas, físicas y sociales que limitan el disfrute pleno del ejercicio de sus 
derechos sociales. A continuación, se expone por qué estas características hacen que esta población se 
considere un grupo de atención prioritaria para la política social del estado mexicano y por lo tanto se diseña 
un modelo de atención específico para esta. 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

De acuerdo con la medición multidimensional de la pobreza 2018 (CONEVAL 2018), del total de personas 
con discapacidad, 46.9% presentan carencia por rezago educativo, que contrasta con la proporción de 
personas sin discapacidad donde únicamente 14.5% presentan rezago educativo. 

... 

Con relación a la actividad económica de la población con discapacidad mayor de quince años, el INEGI 
indica que sólo 4 de cada 10 personas con discapacidad participa en alguna actividad económica, mientras 
que, en el caso de personas sin discapacidad, son 7 de cada 10; esta problemática impacta aún más a las 
personas con discapacidad de forma diferenciada a mujeres y hombres, ya que de la población de sexo 
femenino con discapacidad, sólo 27.6% participa en alguna actividad económica, mientras que a nivel 
nacional el porcentaje de participación en el mercado laboral es 47.9% de la población femenina sin 
discapacidad o limitación. 

De acuerdo con el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL), en 
2018 84.6% de la población con discapacidad se encontraba en situación de vulnerabilidad, 9.8% en pobreza 
extrema, 38.8% en pobreza moderada, 6.5% no presenta carencias sociales, pero es vulnerable por ingresos, 
mientras que 29.4% no es vulnerable por ingresos, pero presenta una o más carencias sociales. Sólo 15.4% 
de la población no estaba en situación de pobreza ni de vulnerabilidad. Cabe destacar el incremento 
constante en el número de personas con discapacidad en situación de pobreza, pues de 2012 a 2018 pasó de 
3.5 a 4.5 millones de personas. 

... 

... 

... 

... 

Asimismo, se vincula con los Objetivos Prioritarios, Estrategias Prioritarias y Líneas de Acción Puntuales 
del Programa Sectorial de Bienestar 2020-2024, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 26 de junio 
de 2020, de acuerdo con el Objetivo 1. Contribuir a garantizar un conjunto básico de derechos humanos de 
manera efectiva y progresiva comenzando por quienes más lo necesitan, Estrategia 1.2 Instrumentar las 
pensiones solidarias no contributivas, con pertinencia cultural, para personas con discapacidad y adultas 
mayores a fin de mejorar su bienestar y al Objetivo 2. Reducir las brechas de desigualdad socioeconómica 
entre territorios, en las Estrategias 2.1 Priorizar en la atención de los programas sociales a las personas que 
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habiten en municipios y alcaldías marginados para disminuir sus niveles de marginación y 2.3 Apoyar los 
esfuerzos de la Secretaría de Bienestar a través de los Módulos de Atención por medio de la atención e 
información coordinada y articulada a la población para el ejercicio de sus derechos. 

(se elimina) 

El Estado garantizará la entrega de un apoyo económico a las personas que tengan discapacidad 
permanente en los términos que fije la Ley. Para recibir esta prestación tendrán prioridad las y los menores de 
dieciocho años, las y los indígenas y las y los afromexicanos hasta la edad de sesenta y cuatro años y las 
personas que se encuentren en condición de pobreza. 

Por otro lado, el programa contribuye al cumplimiento de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, en 
su objetivo 1. Poner fin a la pobreza en todas sus formas en todo el mundo, en su meta 1. Para 2030, 
erradicar la pobreza extrema para todas las personas en el mundo, actualmente medida por un ingreso por 
persona inferior a 1,25 dólares al día y al objetivo 10. Reducir la desigualdad en y entre los países, en su meta 
2. Para 2030, potenciar y promover la inclusión social, económica y política de todas las personas, 
independientemente de su edad, sexo, discapacidad, raza, etnia, origen, religión o situación económica  u otra 
condición. 

2. Objetivos 

2.1 Objetivo General 

Mejorar el nivel de ingreso monetario de los hogares de las personas mexicanas con discapacidad 
permanente de cero a 29 años de edad y personas de 30 y hasta un día antes de cumplir los 65 años de 
edad, que habite en municipios y localidades con población mayoritariamente indígena o afromexicana o con 
alto o muy alto grado de marginación. 

2.2 Objetivo Específico 

Otorgar apoyos económicos a la población objetivo del programa a través de una transferencia monetaria 
de manera bimestral y directa. 

3. Lineamientos 

3.1 Cobertura 

... 

3.2 Población Objetivo 

Las personas con Discapacidad Permanente mexicanas por nacimiento o naturalización, con domicilio 
actual en la República Mexicana de: niñas, niños, adolescentes y jóvenes de cero a 29 años de edad 
cumplidos; y personas de 30 y hasta un día antes de cumplir los 65 años de edad que habiten en municipios o 
localidades indígenas o afromexicanas o en municipios o localidades con alto y muy alto grado de 
marginación. 

3.3 Criterios de Elegibilidad y Requisitos de Acceso 

Criterios de Elegibilidad Requisitos de Acceso 

ORDEN DE PREFERENCIA 

1. Niñas, niños, adolescentes y jóvenes de cero a 
veintinueve años de edad cumplidos. 

2. Personas de treinta y hasta un día antes de 
cumplir los 65 años de edad. 

Cumplir con los criterios de elegibilidad y presentar 
copia y original para cotejo los siguientes 
documentos comprobatorios: 

Persona solicitante con Discapacidad 
Permanente 

1. Acta de nacimiento. 

2. Documento de Identificación vigente. 

 -Credencial para votar. - En caso de no contar 
con este documento, puede presentar pasaporte 
vigente o credencial del Instituto Nacional de las 
Personas Adultas Mayores (INAPAM), u otros 
documentos que acrediten identidad expedidos 
por la autoridad correspondiente. 

 A falta de identificación del solicitante, 
identificación oficial de la persona adulta auxiliar 
de la persona con discapacidad permanente. 
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 3. Clave Única de Registro de Población (CURP). 

4. Certificado médico que acredite la discapacidad 
permanente emitido por alguna institución 
pública del sector salud federal, estatal o 
municipal. 

 El cual deberá contener los requisitos mínimos 
de certificado médico por la institución pública y 
en el que se señale la discapacidad permanente.

5. Comprobante de domicilio (máximo 6 meses de 
antigüedad) o constancia de residencia de la 
autoridad local. 

6. Llenado del Formato Único de Bienestar (Anexo 
3 de las presentes Reglas de Operación). 

7. Llenado de la Cédula de Verificación de 
Discapacidad (Anexo 4 de las presentes Reglas 
de Operación). 

 Personas Adultas Auxiliares: 

1. Documento de Identificación vigente: 

 -Credencial para votar. - En caso de no contar 
con este documento, puede presentar pasaporte 
vigente o credencial del Instituto Nacional de las 
Personas Adultas Mayores (INAPAM), u otros 
documentos que acrediten identidad expedidos 
por la autoridad correspondiente. 

2. Clave Única de Registro de Población (CURP). 

3. Comprobante de domicilio (máximo 6 meses de 
antigüedad) o constancia de residencia de la 
autoridad local. 

4. Documento que acredite el parentesco con la 
persona con discapacidad permanente, de 
acuerdo con lo establecido en el Formato Único 
de Bienestar (Anexo 3 de las presentes Reglas 
de Operación). 

Para las Personas con Discapacidad Permanente Indígenas de 0 a 64 años de edad cumplidos, el 
domicilio deberá pertenecer a los Municipios o Localidades A y B, de acuerdo con la clasificación del 
Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas (INPI), disponibles en la liga electrónica: 

https://www.gob.mx/bienestar/documentos/personas-con-discapacidad-250279?state=published 

• Para las Personas con Discapacidad Permanente Afromexicanas de 0 a 64 años de edad, el 
domicilio deberá pertenecer a los Municipios o Localidades en donde su población es afrodescendiente, de 
acuerdo con la clasificación del Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas (INPI), disponible en la liga 
electrónica: 

 https://www.gob.mx/bienestar/documentos/personas-con-discapacidad-250279?state=published 

NOTA ACLARATORIA. Para efectos de la Pensión, la edad se considerará cumplida dentro del bimestre 
de incorporación. 

 

... 

... 
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3.4 Criterios de Priorización 

(se elimina) 

... 

3.5 Tipos y Montos de Apoyo 

... 

1. Apoyos Económicos Directos 

Descripción Monto del Apoyo Población Objetivo 

Apoyo económico mensual. 

Entrega bimestral. 
$1,350.00 M.N. 

1. Niñas, niños, adolescentes y jóvenes de 
cero a veintinueve años de edad 
cumplidos. 

2. Personas de treinta y hasta un día antes 
de cumplir los sesenta y cinco años de 
edad. 

Apoyo económico de Pago de 
Marcha por única ocasión. 

$1,350.00 M.N. 
Se otorgará al adulto auxiliar de la persona 
derechohabiente fallecida, perteneciente al 
Padrón de Personas Derechohabientes. 

 

3.6 Derechos y Obligaciones de las Personas Derechohabientes a 3.7.1 Retención de la Pensión ... 

3.7.2 Suspensión del Padrón de Personas Derechohabientes 

• Cuando después de dos bimestres consecutivos de pago, la persona derechohabiente o su adulto 
auxiliar no se presenten a aclarar la situación de retención de sus apoyos económicos. En este caso, los 
bimestres se contabilizarán ya sea del ejercicio fiscal actual, o del inmediato anterior según corresponda. 

• ... 

• ... 

• Para el caso de duplicidad no imputable a la persona derechohabiente, se cancelará un registro y 
permanecerá el más actual, dicho trámite se realizará por la Delegación de Programas para el Desarrollo con 
la autorización de la Unidad para la Atención de Grupos Prioritarios. 

• ... 

... 

... 

... 

3.7.3 Baja Definitiva del Padrón de Personas Derechohabientes 

... 

... 

... 

... 

... 

5. Cuando la persona derechohabiente o a través de su adulto auxiliar soliciten la baja voluntaria de la 
Pensión por medio de un escrito libre dirigido al personal responsable de la Pensión y con el llenado del 
Formato Único de Bienestar (Anexo 3 de las presentes Reglas de Operación), con los siguientes datos: 

• ... 

• ... 

• ... 

• ... 

• ... 

• ... 

• ... 
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6. ... 

7. ... 

8. ... 

... 

3.8 Reexpedición de la Pensión a 3.9 Reincorporación y Reactivación ... 

3.10 Instancias Participantes 

3.10.1 Instancias Ejecutoras 

La Instancia Ejecutora y responsable de esta Pensión será la Unidad para la Atención de Grupos 
Prioritarios. 

... 

... 

3.10.2 Instancia Normativa 

... 

... 

a) Presidencia. - Titular de la Subsecretaría de Bienestar. 

b) Secretaría Técnica. - Titular de la Unidad para la Atención de Grupos Prioritarios. 

c) Vocal. - Titular de la Dirección General de Seguimiento y Evaluación. 

3.11 Coordinación Institucional a 3.12 Resguardo de Documentación 

4. Mecánica Operativa 

4.1 Proceso de Operación 

La Pensión estará a cargo de la Secretaría de Bienestar a través de la Subsecretaría de Bienestar, con 
domicilio en Avenida Paseo de la Reforma Número 51, piso PH2, colonia Tabacalera, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, código postal 06030, Ciudad de México, teléfono 55 53 28 50 00. 

Las áreas que implementan y operan la Pensión son: la Unidad para la Atención de Grupos Prioritarios y 
las Coordinaciones del Programa en las Delegaciones de Programas para el Desarrollo en las entidades 
federativas. 

4.2 Proceso de Acceso 

... 

a) La identificación de las Personas con Discapacidad Permanente que residen en los Municipios y 
Localidades de las entidades federativas y en las Demarcaciones Territoriales de la Ciudad de México, será 
con información obtenida a través de la compulsa de datos en sitio que realicen las personas prestadoras de 
servicios o servidoras públicas, de los registros de las dependencias y del registro e inscripción en los 
Módulos de Atención que se señalan en el numeral 4.4.2 inciso c) de las presentes Reglas de Operación. 

b) ... 

c) ... 

d) ... 

... 

... 

... 

... 

... 

 ... 



Miércoles 21 de julio de 2021 DIARIO OFICIAL   

4.3 Entrega de los Apoyo Económicos a 4.4.1 Difusión ... 

4.4.2 Difusión de la Pensión se hará a través de: 

a) ... 

b) ... 

c) Los Módulos de Atención que puede consultar en el portal de internet de la Secretaría de Bienestar: 
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/604113/Cat_logo_M_dulos_de_Atenci_n.pdf 

d) ... 

4.5 Pago de Marcha a 5. Gastos de Operación ... 

5.1 Cierre de Ejercicio 

Las Coordinaciones del Programa en las Delegaciones de Programas para el Desarrollo en las entidades 
federativas integrarán y remitirán, a la Dirección General de Seguimiento y Evaluación, el cierre de ejercicio de 
los recursos ejercidos por el Programa, verificando su congruencia con la información remitida a la UR, para la 
integración de la Cuenta Pública. 

6. Evaluación 

... 

Las evaluaciones externas que se realicen al Programa serán coordinadas por la Dirección General de 
Monitoreo y Evaluación para el Desarrollo (DGMED), en conjunto con el Programa, conforme a lo señalado en 
los “Lineamientos generales para la evaluación de los Programas Federales de la Administración Pública 
Federal” (Lineamientos) publicados en el Diario Oficial de la Federación el 30 de marzo de 2007 y deberán 
realizarse de acuerdo con lo establecido en el PAE. Los Lineamientos y el PAE pueden consultarse en el 
portal de internet: http://www.coneval.org.mx 

Adicionalmente a las evaluaciones establecidas en el PAE y conforme a lo dispuesto en el Numeral 
Vigésimo Cuarto de los Lineamientos, se podrán llevar a cabo evaluaciones complementarias que resulten 
apropiadas conforme a las necesidades del Programa y los recursos disponibles, las cuales también serán 
coordinadas por la DGMED en conjunto con el Programa. 

La DGMED publicará los resultados de las evaluaciones externas de acuerdo con los plazos y términos 
previstos en la normatividad vigente, a través del portal de internet de la Secretaría de Bienestar 
(http://www.gob.mx/bienestar). Asimismo, para el caso de las entidades sectorizadas, adicionalmente éstas 
deberán publicar en sus portales de internet los resultados en comento. 

7. Indicadores 

... 

... 

... 

 ... 

8. Seguimiento, Control y Auditoría 

8.1 Seguimiento 

Para la mejora permanente del Programa, así como para la integración de informes, la Dirección General 
de Seguimiento y Evaluación llevará a cabo el seguimiento a los recursos asignados al Programa, tanto a 
nivel central como en las Delegaciones de Programas para el Desarrollo en las entidades federativas. 

... 

8.2 Control y Auditoría a 9.2 Contraloría Social ... 

9.3 Protección de Datos Personales 

9.3.1 Aviso de Privacidad 

Los datos personales recabados serán utilizados con las finalidades siguientes: validar que se cumplan los 
requisitos de elegibilidad para ser derechohabiente de este Programa, asimismo serán integrados en los 
sistemas de datos personales de la Secretaría de Bienestar y podrán ser transmitidos a otros entes públicos 
de los tres niveles de gobierno en el ejercicio de facultades propias, compatibles o análogas, para la 
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realización de compulsas y la integración del Padrón de Beneficiarios. Por lo tanto, se garantiza la protección 
de los datos personales que sean recabados, en cumplimiento con las disposiciones en materia de 
transparencia y acceso a la información pública aplicables. 

... 

... 

... 

... 

9.4 Acciones de Blindaje Electoral 

... 

... 

... 

10. Integración del Padrón de Beneficiarios 

La Secretaría de Bienestar, a través de la Dirección General de Padrones de Beneficiarios, se encargará 
de integrar el Padrón de Beneficiarios, el cual permite la implementación de acciones transversales, 
tendientes a contemplar de forma estructurada, actualizada y sistematizada la información de las personas 
Beneficiarias y Derechohabientes de los Programas Sociales de la Administración Pública Federal, 
considerando los elementos técnicos y la información proporcionada por las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, que operan o ejecutan los Programas de la Administración Pública Federal. 

El Padrón de Beneficiarios, se integra con los Padrones constituidos a partir de los padrones de cada uno 
de los programas sociales que proporcionen las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal, correspondiente a las personas beneficiarias y derechohabientes y demás instancias que participen 
en cada Programa. 

Las Delegaciones de Programas para el Desarrollo apoyarán conforme a la normatividad aplicable en la 
integración del Padrón Beneficiarios. 

... 

... 

11. Perspectiva de Género a 15. Anexos ... 

ANEXO 1 

GLOSARIO DE TÉRMINOS 2021 

PENSIÓN PARA EL BIENESTAR DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD PERMANENTE 

Del término COMITÉ TÉCNICO DEL PROGRAMA PENSIÓN PARA EL BIENESTAR DE LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD PERMANENTE al término DISCAPACIDAD: ... 

DISCAPACIDAD EVIDENTE: (se elimina) 

Del término DISCAPACIDAD PERMANENTE al término PADRÓN DE PERSONAS 
DERECHOHABIENTES ... 

PADRÓN DE BENEFICIARIOS: Es una base de datos que contiene la información de todos los padrones 
de beneficiarios de los programas de desarrollo social a cargo de la Secretaría de Bienestar, entidades 
sectorizadas y sus órganos administrativos desconcentrados. 

PAGO DE MARCHA: ... 

PENSIÓN: Pensión para el Bienestar de las Personas con Discapacidad Permanente, que consistente en 
otorgar un apoyo económico a través de una transferencia monetaria mensual, a la población con 
Discapacidad Permanente de niñas, niños, adolescentes y jóvenes de cero a veintinueve años de edad 
cumplidos y personas de treinta y hasta un día antes de cumplir los sesenta y cinco años de edad. 

Del término PERSONA ADULTA AUXILIAR al término SECRETARÍA ... 

UR: Unidad Responsable del Programa será la Unidad para la Atención de Grupos Prioritarios, en 
términos de las presentes Reglas de Operación. 

(se elimina) 
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ANEXO 2 

MATRIZ DE INDICADORES PARA RESULTADOS 2021 

PENSIÓN PARA EL BIENESTAR DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD PERMANENTE 

Nivel Nombre Fórmula 
Unidad de 

Medida 

Frecuencia de 

Medición 

Propósito 
Porcentaje de Cobertura del 

Programa 

(Total de personas con discapacidad 

permanente atendidas por el 

programa en el periodo t/Población 

objetivo en el periodo t)*100 

Porcentaje Anual 

Propósito 

Tasa de variación del 

ingreso promedio, a precios 

contantes, de las Personas 

con Discapacidad que 

forman parte de la población 

objetivo (PD)  

[(Ingreso promedio, a precios 

constantes, de las PD en el año 

t/I(Ingreso promedio, a precios 

constantes, de las PD en el año t-2)-

1]*100 

Tasa de 

Variación 
Bienal 

Propósito 

Cambio porcentual de la 

brecha promedio de ingresos 

monetarios entre Personas 

Sin Discapacidad (PSD) y 

Personas con Discapacidad 

(PD) 

{[(Promedio de ingresos reales de 

las PSD en el periodo t – Promedio 

de ingresos reales de las PD en el 

periodo t)/(Promedio de ingresos 

reales de las PSD en el periodo t-2 – 

Promedio de ingresos reales de las 

PD en el periodo  t-2)] -1}*100 

Tasa de 

Variación 
Bienal 

Componente 

Porcentaje de personas 

derechohabientes con 

apoyos económicos 

cobrados respecto a las 

personas derechohabientes 

a las que se les han emitido 

apoyos económicos 

(Total de personas 

derechohabientes con apoyos 

económicos cobrados/Total de 

personas derechohabientes con 

apoyos económicos emitidos)*100 

Porcentaje Trimestral 

Componente 

Porcentaje de pagos de 

marcha otorgados a las 

personas adultas auxiliares 

de las Personas con 

Discapacidad Permanente 

respecto de las bajas de 

derechohabientes del padrón 

por fallecimiento 

identificadas 

(Número de pagos de marcha 

otorgados en el año a las personas 

adultas auxiliares de las Personas 

con Discapacidad 

Permanente/Número de bajas de 

derechohabientes del padrón por 

fallecimiento identificadas)*100 

Porcentaje Anual 

Componente 

Razón por sexo de personas 

con discapacidad 

permanente 

derechohabientes con 

apoyos económicos emitidos 

(Número de mujeres con 

discapacidad permanente 

derechohabientes con apoyos 

económicos emitidos/Número de 

hombres con discapacidad 

permanente derechohabientes con 

apoyos económicos emitidos) 

Razón Trimestral 

 

Del ANEXO 3 al ANEXO 6 ... 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  de la 
Federación. 

Dado en la Ciudad de México, a los 5 días del mes de julio de dos mil veintiuno.- El Secretario de 
Bienestar, Javier May Rodríguez.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE ENERGIA 
NORMA Oficial Mexicana NOM-033-ENER-2019, Eficiencia energética de motores de corriente alterna, enfriados 
con aire, en potencia nominal mayor o igual que 1 W y menor que 180 W. Límites, método de prueba y marcado. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Energía.- 
Comisión Nacional para el Uso Eficiente de la Energía.- Comité Consultivo Nacional de Normalización para la 
Preservación y Uso Racional de los Recursos Energéticos (CCNNPURRE). 

NOM-033-ENER-2019, EFICIENCIA ENERGÉTICA DE MOTORES DE CORRIENTE ALTERNA, ENFRIADOS CON 

AIRE, EN POTENCIA NOMINAL MAYOR O IGUAL QUE 1 W Y MENOR QUE 180 W. LÍMITES, MÉTODO DE PRUEBA Y 

MARCADO. 

ODÓN DEMÓFILO DE BUEN RODRÍGUEZ, Presidente del Comité Consultivo Nacional de Normalización 
para la Preservación y Uso Racional de los Recursos Energéticos (CCNNPURRE) y Director General de la 
Comisión Nacional para el Uso Eficiente de la Energía, con fundamento en los artículos: 17, 33, fracción X de 
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 17, 18, fracciones IV, V y XIX y 36, fracción IX de la Ley 
de Transición Energética; 38, fracciones II y IV, 40, fracciones I, II, X y XII, 41 y 47, fracción IV de la Ley 
Federal sobre Metrología y Normalización; 28 y 34 del Reglamento de la Ley Federal sobre Metrología y 
Normalización; CUARTO Transitorio de la Ley de Infraestructura de la Calidad; 2, apartado F, fracción II, 8, 
fracciones XIV, XV y XXX, 39 y 40 del Reglamento Interior de la Secretaría de Energía y Artículo único del 
ACUERDO por el que se delegan en el Director General de la Comisión Nacional para el Uso Eficiente de la 
Energía, las facultades que se indican, publicado en el Diario Oficial de la Federación, el día 21 de julio de 
2014; y 

CONSIDERANDO 

Que la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, define las facultades de la Secretaría de 
Energía, entre las que se encuentra la de expedir normas oficiales mexicanas que promueven la eficiencia del 
sector energético; 

Que la Ley de Transición Energética, establece que corresponde a la Comisión Nacional para el Uso 
Eficiente de la Energía expedir normas oficiales mexicanas en materia de eficiencia energética; 

Que la Ley Federal sobre Metrología y Normalización señala como una de las finalidades de las normas 
oficiales mexicanas, el establecimiento de criterios y/o especificaciones que promuevan el mejoramiento del 
medio ambiente, la preservación de los recursos naturales y salvaguardar la seguridad al usuario; 

Que en el Cuarto Transitorio de la Ley de Infraestructura de la Calidad, se indica que “Las Propuestas, 
Anteproyectos y Proyectos de Normas Oficiales Mexicanas y Estándares que a la fecha de entrada en vigor 
del presente Decreto se encuentren en trámite y que no hayan sido publicados, deberán ajustarse a lo 
dispuesto por las Ley Federal sobre Metrología y Normalización, su Reglamento y demás disposiciones 
secundarias vigentes al momento de su elaboración y hasta su conclusión.” 

Que habiéndose cumplido el procedimiento establecido en la Ley Federal sobre Metrología y 
Normalización para la elaboración de proyectos de normas oficiales mexicanas, el Presidente del Comité 
Consultivo Nacional de Normalización para la Preservación y Uso Racional de los Recursos Energéticos, con 
fundamento en las atribuciones que tiene establecidas en el artículo 47, fracción I, del ordenamiento legal en 
cita, ordenó la publicación del Proyecto de Norma Oficial Mexicana PROY-NOM-033-ENER-2018, Eficiencia 
energética de motores de corriente alterna, enfriados con aire, en potencia nominal mayor o igual que 1 W y 
menor que 180 W. Límites, método de prueba y marcado; lo que se realizó en el Diario Oficial de la 
Federación el 12 de diciembre de 2018, con el objeto de que los interesados presentaran sus comentarios al 
citado Comité Consultivo que lo propuso; 

Que durante el plazo de 60 días naturales, contados a partir de la fecha de publicación de proyecto de 
Norma Oficial Mexicana, la Manifestación de Impacto Regulatorio a que se refiere el artículo 45 de la Ley 
Federal sobre Metrología y Normalización, estuvo a disposición del público en general para su consulta; y que 
dentro del mismo plazo, los interesados presentaron comentarios sobre el contenido del Proyecto de Norma 
Oficial Mexicana, mismos que fueron analizados por el Comité, realizándose las modificaciones conducentes y 
que las respuestas a los comentarios recibidos, fueron publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 21 
de diciembre de 2020. 



Miércoles 21 de julio de 2021 DIARIO OFICIAL   

Por lo expuesto y fundado, se expide la siguiente: 

NORMA OFICIAL MEXICANA NOM-033-ENER-2019, EFICIENCIA ENERGÉTICA DE MOTORES DE 
CORRIENTE ALTERNA, ENFRIADOS CON AIRE, EN POTENCIA NOMINAL MAYOR O IGUAL QUE 1 W 

Y MENOR QUE 180 W. LÍMITES, MÉTODO DE PRUEBA Y MARCADO 

La presente Norma Oficial Mexicana fue elaborada por el Comité Consultivo Nacional de Normalización 
para la Preservación y Uso Racional de los Recursos Energéticos (CCNNPURRE), con la colaboración de los 
siguientes instituciones y empresas: 

 Ampliequipos S.A. de C.V. 

 Asociación de Normalización y Certificación, A.C. 

 Asociación Nacional de Fabricantes para la Industria de la Refrigeración (ANFIR) 

 Compañía de Motores Domésticos, S.A. de C.V. (NIDEC Corporation) 

 Ebm Industrial, S. de R.L. de C.V. 

 Industria de Motores Eléctricos, S.A. de C.V. (IMESA _ Maker of Mcmillan) 

 Minalum de México, S.A. de C.V. 

 NEMA, por sus siglas en inglés (National Electrical Manufacturers Association) 

 Normalización y Certificación NYCE, S.C. 

 Regal Beloit de México, S. de R.L. de C.V. 

 Siemens, S.A. de C.V. 

 UL de México S.A. de C.V. 

 Weg México, S.A. de C.V. 

 Wellington Latin América Services S.A. de C.V. 
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0. Introducción 

El uso de los motores de baja capacidad se ha venido incrementando fuertemente en los últimos años, en 
la industria de la refrigeración, ventiladores, extractores y otros aparatos (electrodomésticos o herramientas); 
por lo que se consideró necesario elaborar una Norma Oficial Mexicana para determinar la eficiencia 
energética de estos equipos con lo que se podrá disminuir el consumo de energía por este concepto y 
contribuir a la preservación de los recursos naturales no renovables. 

1. Objetivo y campo de aplicación 

Esta Norma Oficial Mexicana tiene como objeto establecer los valores mínimos de eficiencia energética, el 
método de prueba, el marcado y el procedimiento para evaluar la conformidad; de los motores eléctricos de 
corriente alterna (c.a.) enfriados con aire, en tensión eléctrica nominal de hasta 240 V, con potencia nominal, 
mayor o igual que 1 W y menor que 180 W; de 2, 4 y 6 polos, de inducción tipo jaula de ardilla; así como los 
electrónicamente conmutados, que se importen, fabriquen o comercialicen, dentro del territorio de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

2. Referencias 

Para la correcta aplicación esta Norma Oficial Mexicana debe consultarse y aplicarse la siguiente norma 
vigente o la que la sustituya: 

NOM-008-SCFI-2002, Sistema general de unidades de medida. 

3. Definiciones 

Para los fines de esta Norma Oficial Mexicana se establecen las siguientes definiciones. 

3.1 Dinamómetro 

Aparato para aplicar carga mecánica a un motor eléctrico en forma continua y controlada y que puede 
incluir dispositivos para medir el par torsional y la frecuencia de rotación desarrollados por dicho motor 
eléctrico. 

3.2 Eficiencia 

Relación entre la potencia de salida y la potencia de entrada del motor eléctrico. Se expresa en por ciento 
y se calcula de la manera siguiente: 
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3.3 Motor eléctrico 

Máquina rotatoria que convierte energía eléctrica en energía mecánica. 

3.4 Motor con capacitor 

Motor eléctrico monofásico cuyo embobinado principal se conecta directamente a la fuente de energía y su 
embobinado auxiliar, desplazado 90° eléctricos respecto al embobinado principal, se conecta en serie con un 
capacitor. 

3.4.1 Motor de capacitor permanente 

Motor con capacitor en el que el capacitor siempre está conectado a su embobinado, durante el arranque y 
la operación. 

Nota: se debe entender por capacitor un valor de capacitancia que no es proporcionado necesariamente 
por un solo capacitor, sino que pueden ser arreglos de varios capacitores. 

3.5 Motor eléctrico de inducción 

Aquel en el cual solamente una parte, el rotor o el estator, se conecta a la fuente de energía y la otra 
trabaja por inducción electromagnética. 

3.6 Motor eléctrico monofásico 

Aquel que utiliza para su operación energía eléctrica de tensión alterna monofásica 

3.7 Motor tipo jaula de ardilla 

Motor eléctrico de inducción, en el cual los conductores del rotor son barras colocadas en las ranuras del 
núcleo secundario, que se conectan en circuito corto por medio de anillos en sus extremos semejando una 
jaula de ardilla. 

3.8 Motor de polo sombreado 

Motor eléctrico de inducción en el que el devanado auxiliar; en corto circuito, desplazados en posición 
magnética con respecto al devanado principal y se compone de un anillo de cobre o una barra que rodea una 
porción de cada polo. Este devanado auxiliar de una sola vuelta se denomina bobina de sombra. 

3.9 Motor electrónicamente conmutado (Motor EC) 

Motor eléctrico de inducción que se conecta a un suministro de c.a., que opera en corriente directa (c.d.) y 
sin escobillas. Tiene imanes permanentes en rotor, estator o ambos y utiliza electrónica integrada 
(microprocesador, etapa de control de potencia conmutada y un programa de control o Software) 
internamente, externamente o ambas, para regular: el voltaje aplicado, la potencia de salida y la velocidad 
angular según el programa que esté ejecutándose. Es normalmente cerrado y funciona a cualquier tensión y 
frecuencia nominales. 

3.10 Potencia de entrada 

Potencia eléctrica que el motor toma de la fuente o suministro de energía eléctrica. 

3.11 Potencia de salida 

Potencia mecánica disponible en el eje del motor eléctrico. 

3.12 Potencia nominal 

Potencia mecánica de salida indicada en la placa de datos del motor eléctrico. 

3.13 Torsiómetro 

Aparato acoplado entre los ejes del motor eléctrico y del dinamómetro, que trasmite y mide el par torsional. 
Algunos tipos de torsiómetros miden además la frecuencia de rotación y permiten determinar la potencia 
mecánica desarrollada por el motor eléctrico. 

4. Símbolos y abreviaturas 

cp  Caballo de potencia (hp) 

nm Frecuencia de rotación medida a la potencia nominal, en min-1 (Velocidad rotacional en r/min) 

Pe Potencia de entrada a la potencia nominal, en W 

Ps Potencia de salida a la potencia nominal, en W 

Tm Par torsional medido en el eje del motor a su potencia nominal, en Nꞏm 

ƞm Eficiencia del motor calculada a partir de la prueba a la potencia nominal del motor, en por ciento 
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5. Clasificación 

Para los fines de esta Norma Oficial Mexicana, los motores eléctricos se clasifican de acuerdo con su 

principio de funcionamiento y construcción, considerando su potencia y número de polos como se indica en 

las tablas 1, 2 y 3, se tienen: 

a) Motores de polo sombreado 

b) Motores de capacitor Permanente 

c) Motores electrónicamente conmutados 

6. Especificaciones 

Los motores que se encuentran dentro del campo de aplicación de esta Norma Oficial Mexicana deben 

cumplir con el valor de la eficiencia nominal, indicado en su placa de datos, igual o mayor a la especificada en 

la Tabla 1, 2 o 3, según corresponda por su clasificación. Para determinar la eficiencia de estos motores, se 

precisa como prueba única, el método descrito en el capítulo 8 del presente. 

Tabla 1 - Eficiencia energética de los motores de polo sombreado. 

Potencia nominal W (cp) Eficiencia energética mínima (%) 

Mayor o igual que: Menor que: 2 polos 4 polos 6 polos 

1,492 (1/500) 5,968 (1/125) 15 18 -- 

5,968 (1/125) 10,657 (1/70) 17 20 -- 

10,657 (1/70) 18,650 (1/40) 20 27 28 

18,650 (1/40) 37,300 (1/20) 20 29 30 

37,300 (1/20) 49,733 (1/15) 27 30 32 

49,733 (1/15) 74,600 (1/10) 29 33 33 

74,600 (1/10) 106,571 (1/7) 30 34 33 

106,571 (1/7) 124,333 (1/6) -- 34 34 

124,333 (1/6) 149,200 (1/5) -- 34 34 

149,200 (1/5) 180,000 (menor que 1/4) -- 35 35 

 

Tabla 2 - Eficiencia energética de los motores de capacitor permanente. 

Potencia nominal W (cp) Eficiencia energética mínima (%) 

Mayor o igual que: Menor que: 2 polos 4 polos 6 polos 

1,492 (1/500) 5,968 (1/125) 26 20 -- 

5,968 (1/125) 10,657 (1/70) 35 20 -- 

10,657 (1/70) 18,650 (1/40) 45 28 -- 

18,650 (1/40) 37,300 (1/20) 47 36 39 

37,300 (1/20) 49,733 (1/15) 48 41 42 

49,733 (1/15) 74,600 (1/10) 48 45 45 

74,600 (1/10) 106,571 (1/7) 50 46 46 

106,571 (1/7) 124,333 (1/6) 51 49 49 

124,333 (1/6) 149,200 (1/5) 52 50 51 

149,200 (1/5) 180,000 (menor que 1/4) 55 52 52 
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Tabla 3 - Eficiencia energética de los motores electrónicamente conmutados. 

Potencia nominal W (cp) Eficiencia energética 
mínima (%) 

Mayor o igual que: Menor que: 

1,492 (1/500) 5,968 (1/125) 40 

5,968 (1/125) 10,657 (1/70) 53 

10,657 (1/70) 18,650 (1/40) 53 

18,650 (1/40) 37,300 (1/20) 58 

37,300 (1/20) 49,733 (1/15) 58 

49,733 (1/15) 74,600 (1/10) 63 

74,600 (1/10) 106,571 (1/7) 63 

106,571 (1/7) 124,333 (1/6) 68 

124,333 (1/6) 149,200 (1/5) 68 

149,200 (1/5) 180,000 (menor que 1/4) 70 

 

7. Muestreo 

Estará sujeto a lo dispuesto en el capítulo 12 de esta Norma Oficial Mexicana. 

8. Método de prueba 

8.1 Fundamento del método 

Los motores eléctricos se prueban por el método de medición directa de la potencia de entrada y de 
salida, a potencia nominal y en condiciones normales de operación. 

8.2 Condiciones generales para la prueba. 

8.2.1 Instrumentos de medición y equipo de prueba 

Los instrumentos de medición deben seleccionarse para que el valor leído esté dentro del intervalo de la 
escala recomendada por el fabricante del instrumento o, en su defecto, en el tercio superior de la escala del 
mismo. 

Los instrumentos analógicos o digitales deben estar calibrados con una incertidumbre máxima de ± 0,25 % 
a plena escala. 

Cuando se utilicen transformadores de corriente, se deben realizar las correcciones necesarias para 
considerar los errores de relación y fase en las lecturas de corriente eléctrica. Estos errores no deben ser 
mayores de 0,25 %. 

Los instrumentos de medición, equipos y aparatos para aplicar este método de prueba son los siguientes: 

1) Equipo para controlar la tensión de alimentación; 

2) Frecuencímetro; 

3) Vóltmetro; 

4) Medidor de distorsión armónica total; 

5) Wattmetro monofásico (analizador de potencia); 

6) Torsiómetro o aparato para medir el par torsional; 

7) Tacómetro y, 

8) Cronómetro. 

8.2.2 Recinto para efectuar las pruebas. 

Las pruebas deben efectuarse dentro de un recinto con una temperatura ambiente controlada de 23,0 °C ± 
5,0 °C medidas y mantenidas en esos intervalos durante el transcurso de la prueba. No se debe suministrar al 
motor eléctrico bajo prueba, ningún tipo de enfriamiento intencional ya sea por medio de ventiladores, 
climatizadores o algún elemento que pudiera disipar el calor del motor. 
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8.2.3 Tensión eléctrica y frecuencia de prueba. 

La frecuencia eléctrica de alimentación para la prueba debe ser de 60,0 Hz ± 0,5%. 

La tensión eléctrica de corriente alterna de alimentación para la prueba, debe ser la indicada en la Tabla 4; 
sin exceder una variación de ± 1,0 %. 

Tabla 4 - Tensión eléctrica para las pruebas. 

Tensión eléctrica nominal indicada en la  placa 
de datos 

(V) 

Tensión eléctrica de 
prueba 

(V) 

Única 
Menor que 200 127 

Mayor o igual que 200 220 

Múltiple, en un rango de:
110 a 240 127 

200 a 240 220 

 
La Distorsión Armónica Total (DAT) de la onda de tensión eléctrica no debe ser mayor al 5,0 %. 

Nota: La DAT es un indicador del contenido de armónicas en una onda de tensión eléctrica. Se expresa 
como un porcentaje de la fundamental y se define como: 

 
donde: 

Vi es la amplitud de cada armónica 

V1 es la amplitud de la fundamental 

Las magnitudes eléctricas que varíen senoidalmente, deben expresarse en valores eficaces, a menos que 
se especifique otra cosa. 

8.2.4 Condiciones de la carga para demandar la potencia de salida. 

Todos los motores eléctricos deben contar con un marcado o placa en donde se encuentre registrada la 
potencia nominal. Este valor se utiliza para determinar la condición de carga nominal. 

Para los motores que son diseñados para operar en un rango de potencia y se encuentran marcados para 
operar en varias potencias eléctricas, se debe utilizar la potencia más baja marcada para realizar la prueba de 
eficiencia energética. 

La condición de carga requerida se debe definir a la frecuencia de rotación nm, en min-1. (velocidad 
rotacional en r/min), indicada en el marcado o placa del motor. Esta condición se obtiene utilizando una carga 
mecánica, por ejemplo: un dinamómetro, freno neumático o mecánico, etcétera. 

8.3 Procedimiento de prueba 

8.3.1 Precalentamiento del motor eléctrico. 

Energizar el motor eléctrico operándolo al 100,0 % ± 5,0 % de la carga nominal, potencia nominal; 
comenzar la medición del tiempo llevando el cronómetro a “ceros”; al mostrar el cronómetro que han 
transcurrido 5,0 minutos, se cumple con el periodo de precalentamiento, previo a la realización de las pruebas. 

8.3.2 Prueba de funcionamiento 

Transcurrido el periodo de precalentamiento del motor eléctrico a su potencia nominal. Se miden y 
registran: 

1) La tensión eléctrica de alimentación en las terminales del motor eléctrico, en el caso de los “Motores 
EC” la medición se realiza antes del control integrado, en V; 

2) La frecuencia eléctrica de alimentación, en Hz; 

3) La potencia de entrada Pe, en W; 

4) El par torsional en el eje del motor eléctrico Tm, en Nꞏm, y 

5) La frecuencia de rotación nm, en min-1. (velocidad rotacional en r/min), en el caso de los “Motores 
EC”, se debe probar a la frecuencia de rotación indicada en la placa de datos. 
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8.4 Cálculo de la eficiencia 

Se calcula la eficiencia nm del motor eléctrico a su potencia nominal utilizando la fórmula siguiente: 

 

En donde: 

Pe Potencia de entrada a la potencia nominal medida en el inciso 8.3.2, en W. 

Ps Potencia de salida a la potencia nominal, en W; calculada mediante la siguiente fórmula: 

 

En donde: 

Tm Es el par torsional medido en el eje del motor eléctrico a su potencia nominal, en el inciso 8.3.2 en 
Nꞏm 

nm Frecuencia de rotación medida a la potencia nominal en el inciso 8.3.2, en min-1 

9. Criterios de aceptación 

Los motores comprendidos dentro del campo de aplicación de esta Norma Oficial Mexicana cumplen con 
la especificación de eficiencia energética mínima, si se satisface con lo establecido en los incisos 9.1 y 9.2. 

9.1 Resultado de la prueba 

El resultado del método de prueba, descrito en el capítulo 8, para el cálculo de eficiencia del motor, 
expresado en 2 dígitos enteros, aplicando las reglas de redondeo progresivo a la primera cifra del valor 
decimal, debe ser igual o mayor que el valor de eficiencia energética mínima indicado en el capítulo 6, 
conforme a la clasificación del motor eléctrico del que se trate, indicado en la Tabla 1, 2 o 3. 

9.2 Placa de datos o marcado 

El titular (fabricante, importador o comercializador) es quien propone el valor de eficiencia nominal, que 
debe marcarse al modelo o familia que desee certificar; este valor debe cumplir con las siguientes 
condiciones: 

a) Ser igual o mayor que el valor de eficiencia energética mínima indicado en el capítulo 6, conforme a 
la clasificación del motor eléctrico del que se trate, expresado en 2 dígitos enteros. 

b) El valor de eficiencia indicado en la placa de datos o marcado, debe ser igual o mayor que el valor de 
eficiencia del motor obtenido, mediante el método de prueba descrito en el capítulo 8, en cualquier prueba 
(certificación inicial, renovación, ampliación, etc.). En caso contrario, sólo se debe permitir una disminución de 
hasta el 5% con respecto al valor de eficiencia nominal, siempre y cuando el valor de eficiencia del motor 
obtenido en la prueba cumpla con el valor de eficiencia energética mínima indicada en el capítulo 6, conforme 
a la clasificación del motor eléctrico del que se trate. 

En caso de no cumplirse los requisitos establecidos en los incisos 9.1 y 9.2, se permite repetir la prueba a 
partir de una segunda muestra, de las mismas características; si esta segunda muestra no satisface con las 
condiciones establecidas, el modelo no cumple con lo especificado. 

10. Marcado 

10.1 Permanencia 

Todos los motores deben de ser provistos con al menos una placa de datos o marcado, ésta debe ser 
permanente, legible e indeleble y contener la información del inciso 10.2, debe estar adherida o sujeta 
mecánicamente a la envolvente o carcasa en el cuerpo principal y en un lugar visible, no se admite la 
colocación de ésta, en tapas, bridas o accesorios, que puedan ser retirados del cuerpo principal del motor, 
provocando la pérdida de rastreabilidad del motor. 

El marcado se debe realizar en un material que garantice la legibilidad de la información permanentemente 
y no se degrade con el tiempo bajo condiciones ambientales normales. 

Lo indeleble se verifica por inspección, frotando el marcado manualmente durante 15 s con un paño 
empapado en agua, si después de este tiempo la información es legible se determina cumplimiento de la 
verificación. 
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El fabricante o importador debe garantizar que el material, estilo, tipografía y distribución de información en 
el marcado ingresado al momento de evaluar la conformidad del producto con esta norma, sea la misma que 
se utilice durante la comercialización de éste. 

10.2 Información 

Toda la información contenida en la placa de datos debe estar en idioma español y la información mínima 
que se debe marcar es: 

 Nombre del fabricante o del distribuidor, o logotipo o marca registrada; 

 Modelo designado por el fabricante o distribuidor utilizado para identificación comercial; 

 Tipo de motor conforme a su clasificación de funcionamiento; de acuerdo con lo establecido en el 
inciso 5; 

 País de origen de fabricación; 

 La eficiencia nominal, en por ciento, precedida del símbolo η (2 dígitos enteros); 

 La tensión eléctrica nominal en V; 

 La frecuencia eléctrica nominal en Hz, 

 La potencia nominal en W; (dígitos enteros y por lo menos 2 decimales) 

 La frecuencia de rotación nominal en min-1 o r/min. 

Además de la información especificada por otras normas oficiales mexicanas vigentes que sean 
aplicables. 

11. Vigilancia 

La Secretaría de Energía, a través de la Comisión Nacional para Uso Eficiente de la Energía y la 
Procuraduría Federal del Consumidor, conforme a sus atribuciones y en el ámbito de sus respectivas 
competencias, son las autoridades a cargo de vigilar el cumplimiento de esta Norma Oficial Mexicana. 

12. Procedimiento para la evaluación de la conformidad (PEC) 

De conformidad con los Artículos 68 Primer Párrafo, 70 Fracción I y 73 de la Ley Federal sobre Metrología 
y Normalización, se establece el presente Procedimiento para la Evaluación de la Conformidad (PEC), que 
determina los procedimientos y requisitos que deben seguir los organismos de certificación para producto, el 
cual es aplicable a los productos que importen, fabriquen o comercialicen en el territorio nacional. 

La evaluación de la conformidad de los productos (motores de corriente alterna, enfriados con aire, en 
potencia nominal mayor o igual que 1 W y menor que 180 W) con las especificaciones de la presente Norma 
Oficial Mexicana, se realiza por personas acreditadas y aprobadas en términos de la Ley Federal sobre 
Metrología y Normalización y su Reglamento. 

12.1 Objetivo 

Este PEC se establece para facilitar y orientar a los organismos de certificación para producto, laboratorios 
de prueba, fabricantes, importadores y/o comercializadores, en la aplicación de la Norma Oficial Mexicana 
NOM-033-ENER-2019, Eficiencia energética de motores de corriente alterna, enfriados con aire, en potencia 
nominal mayor o igual que 1 W y menor que 180 W. Límites, método de prueba y marcado, en adelante se 
referirá como NOM. 

12.2 Referencias 

Para la correcta aplicación de este PEC es necesario consultar los siguientes documentos vigentes: 

• Ley Federal sobre Metrología y Normalización (LFMN). 

• Reglamento de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización (RLFMN). 

12.3 Definiciones 

Para los efectos de este PEC, se entiende por: 

12.3.1 Ampliación o reducción del certificado de conformidad: Documento que expide el organismo de 
certificación para producto, para extender o reducir el alcance del certificado de conformidad, otorgado con 
antelación a un producto o familia de productos, esta modificación al certificado se puede realizar siempre y 
cuando se cumplan con los criterios de agrupación de familia indicado en el subinciso 12.5.2.1. 

NOTA: El organismo de certificación de producto debe vigilar y comprobar que durante la vigencia del 
certificado el producto o familia de productos cumplan con lo dispuesto en las especificaciones de la presente 
NOM, en caso contrario, se debe cancelar su vigencia. 



Miércoles 21 de julio de 2021 DIARIO OFICIAL   

12.3.2 Autoridad competente: la Secretaría de Energía por conducto de la Comisión Nacional para el Uso 
Eficiente de la Energía. 

12.3.3 Cancelación del certificado de conformidad: Acto por medio del cual el organismo de certificación 
para producto deja sin efectos de modo definitivo el certificado de conformidad. 

12.3.4 Certificación: Procedimiento por el cual se asegura que un producto cumple con las 
especificaciones establecidas en una norma oficial mexicana. 

12.3.5 Certificación mediante pruebas periódicas a productos y seguimiento: Opción para evaluar la 
conformidad de los productos que pertenecen a un modelo o familia de productos, presentados por el 
interesado, basándose para ello en la selección y pruebas de laboratorio periódicas de uno o más productos. 

12.3.6 Certificación mediante el sistema de gestión de la calidad: Opción para evaluar la conformidad de 
los productos que pertenecen a un modelo o familia de productos, presentado por el interesado, basándose 
en pruebas de laboratorio periódicas y en el sistema de gestión de la calidad de las líneas de producción en 
las que se ensambla ese modelo de producto. 

12.3.7 Certificado de la conformidad del producto: Documento mediante el cual, un organismo de 
certificación para producto acreditado y aprobado hace constar, que un producto o una familia de productos 
determinados cumple con las especificaciones establecidas en la NOM. 

NOTA: El organismo de certificación de producto debe vigilar y comprobar que durante la vigencia del 
certificado el producto o familia de productos cumplan con lo dispuesto en las especificaciones de la presente 
NOM, en caso contrario, se debe cancelar su vigencia. 

12.3.8 Especificaciones técnicas: La información técnica de los productos que describe que éstos cumplen 
con los criterios de agrupación de familia de producto y que ayudan a demostrar cumplimiento con las 
especificaciones establecidas en la NOM. 

12.3.9 Evaluación de la conformidad: La determinación del grado de cumplimiento con la NOM. 

12.3.10 Certificado del sistema de gestión de la calidad de las líneas de producción: El que otorga un 
organismo de certificación de sistemas de gestión de la calidad, a efecto de hacer constar, que el sistema de 
aseguramiento de calidad de las líneas de producción del producto que se pretende certificar contempla 
procedimientos para asegurar el cumplimiento con la NOM. 

12.3.11 Familia de productos: Un grupo de productos del mismo tipo en el que las variantes son de 
carácter estético o de apariencia, pero conservan las características de diseño que aseguran el cumplimiento 
con la NOM y que cumplan con lo establecido en el subinciso 12.5.2.1. 

12.3.12 Informe de pruebas: El documento que emite un laboratorio de pruebas acreditado y aprobado en 
los términos de la LFMN y su Reglamento, mediante el cual se presentan los resultados obtenidos en las 
pruebas realizadas a la muestra seleccionada. La vigencia del informe de pruebas es de noventa días a partir 
de su fecha de emisión. 

12.3.13 Interesado: Persona moral o una persona física, que solicita la certificación de los productos que 
se encuentran en el campo de aplicación de la NOM. 

12.3.14 Laboratorio de pruebas: Persona moral acreditada y aprobada para realizar pruebas de acuerdo 
con la NOM, conforme lo establece la LFMN y su Reglamento. 

12.3.15 Organismo de Certificación para Producto: La persona moral acreditada y aprobada conforme a la 
LFMN y su Reglamento, que tenga por objeto realizar funciones de certificación a los productos referidos en la 
NOM. (En adelante se le llama “OCP”) 

12.3.16 Organismo de certificación para sistemas de aseguramiento de la calidad: La persona moral 
acreditada conforme a la LFMN y su Reglamento, que tenga por objeto realizar funciones de certificación de 
sistemas de aseguramiento de la calidad. 

12.3.17 Producto: Motores de corriente alterna, enfriados con aire, en potencia nominal mayor o igual que 
1 W y menor que 180 W, que se encuentran comprendidos en el campo de aplicación de esta NOM. 

12.3.18 Renovación del certificado de conformidad: La emisión de un nuevo certificado de conformidad, 
que se otorga al demostrarse mediante el seguimiento, que los productos siguen cumpliendo con los 
requisitos establecidos en esta NOM. Se otorga por un periodo igual al que se otorgó la certificación original. 

12.3.19 Seguimiento: La comprobación a la que están sujetos los productos certificados de acuerdo con la 
NOM, así como, de ser el caso, el sistema de aseguramiento de la calidad, a los que se les otorgó un 
certificado de la conformidad con el objeto de constatar que continúan cumpliendo con esta NOM y del que 
depende la vigencia de dicha certificación. 
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12.4 Disposiciones generales 

12.4.1 Todo producto comprendido en el campo de aplicación de esta NOM que se importe, fabrique o 
comercialice dentro del territorio nacional, debe contar con certificado de conformidad de producto de acuerdo 
con esta NOM. Los certificados de conformidad se otorgarán a los productores, fabricantes, importadores y/o 
comercializadores, de acuerdo con las disposiciones legales aplicables o a personas con las que nuestro país 
tenga acuerdos de libre comercio. 

12.4.2 Los trámites, documentación y requisitos que se presenten al OCP, deben estar en idioma español, 
sin perjuicio de que además se expresen en otros idiomas. 

12.4.3 La evaluación de la conformidad debe realizarse por laboratorios de prueba y OCP, acreditados y 
aprobados en la NOM, conforme a lo dispuesto en la LFMN y su Reglamento. Así como por organismos de 
certificación de sistemas de gestión de la calidad acreditados en las normas mexicanas de sistemas de 
gestión de la calidad. 

12.4.4 El interesado debe solicitar la evaluación de la conformidad con la NOM, al OCP, cuando lo 
requiera para dar cumplimiento a las disposiciones legales o para otros fines de su propio interés y el OCP 
debe entregar al interesado la solicitud de servicios de certificación, el contrato de prestación de servicios y la 
información necesaria para llevar a cabo el proceso de certificación de producto. 

12.4.5 Una vez que el interesado ha analizado la información proporcionada por el OCP, debe presentar la 
solicitud con la información respectiva, así como el contrato de prestación de servicios de certificación que 
celebra con el OCP. 

12.4.6 El interesado debe elegir un laboratorio de pruebas, con objeto de someter a pruebas de laboratorio 
una muestra. 

12.4.7 Los OCP debe analizar la información y requisitos que presenten los interesados en la certificación 
en alguna de sus dos modalidades y con base en ello otorgarán o negarán la certificación correspondiente. 

12.4.8 Cuando las solicitudes de los interesados no cumplan con los requisitos o no se acompañen de la 
información correspondiente, el OCP debe prevenir a los interesados por escrito y por una sola vez, para que 
subsanen la omisión correspondiente. 

12.4.9 El OCP, debe contar con los procedimientos para dar respuesta a las solicitudes de certificación, 
ampliación y reducción del alcance de la certificación, así como para la suspensión o cancelación de 
certificados de conformidad, según proceda. 

12.4.10 La Secretaría de Energía a través de la Comisión Nacional para el Uso Eficiente de la Energía, es 
la autoridad competente para resolver cualquier controversia en la interpretación o resolución de los casos no 
previstos en la NOM y la actualización del presente PEC. 

12.5 Procedimiento y requisitos 

12.5.1 Para obtener el certificado de la conformidad del producto, el interesado puede optar por alguna de 
las siguientes modalidades: 

I. Certificación mediante pruebas periódicas al producto (por modelo o por familia). 

II. Certificación mediante el sistema de gestión de la calidad de la línea de producción. 

12.5.1.1 Requisitos generales para obtener el certificado de la conformidad en cualquiera de las 
modalidades establecidas en el subinciso 12.5.1. 

 Copia de la identificación de la persona física solicitante o del acta constitutiva que acredite al 
interesado como una persona moral, formalmente establecida en los Estados Unidos Mexicanos. 

 Copia del documento notarial que acredite a la persona que firme las solicitudes de certificación como 
representante del interesado quien debe tener domicilio en los Estados Unidos Mexicanos. Este 
representante es la persona responsable de dar respuesta a averiguaciones relacionadas con la 
certificación y de proveer muestras para el seguimiento posterior a la certificación. 

 Carta compromiso de uso de contraseña oficial firmada por el representante del interesado. 

 Copia del alta del RFC del solicitante, expedida por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
(SHCP). 

 Dos originales debidamente firmados del contrato de prestación de servicios de certificación que 
celebre el solicitante con el OCP, un tanto para cada una de las partes. 

Estos requisitos generales se presentan sólo cuando sea la primera vez que se va a solicitar el servicio de 
certificación o cuando cambien las circunstancias o las personas a que se refieren. 
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12.5.1.2 Requisitos particulares para obtener el certificado de la conformidad por la modalidad de 
certificación mediante pruebas periódicas al producto (por modelo o por familia), los interesados deben 
presentar, al organismo de certificación como mínimo para cada certificado, los requisitos siguientes: 

 Declaración bajo protesta de decir verdad, por medio de la cual el interesado manifestará que el 
producto presentado a pruebas de laboratorio es representativo de la familia de productos que se 
pretende certificar. 

 Solicitud de certificación de producto, debidamente requisitada y firmada por el representante del 
interesado. 

 Original del informe de pruebas realizadas por un laboratorio de prueba acreditado y aprobado, en los 
términos que establece la LFMN. 

 Copia del certificado de la conformidad de producto otorgado con anterioridad, en su caso; 

 Marcado con la información requerida en el inciso 10 (En su caso, Prototipo de la placa de datos); 

 Instructivo o manual de uso. 

 Fotografía del producto a certificar. 

 Los descritos en el subinciso 12.5.1.1 (sólo si el solicitante no ha entregado anteriormente dicha 
documentación al organismo de certificación correspondiente) 

El OCP determina, con base en la información entregada, la procedencia o no de la certificación. 

12.5.1.3 Requisitos particulares para obtener el certificado de la conformidad por la modalidad de 
certificación mediante el sistema de gestión de la calidad, los interesados deben cumplir con los siguientes 
requisitos: 

 Los descritos en el subinciso 12.5.1.2 (sólo si el solicitante no ha entregado anteriormente dicha 
documentación al organismo de certificación correspondiente) 

 Copia del certificado vigente del sistema de gestión de la calidad expedido por un organismo de 
certificación de sistemas de gestión de la calidad acreditado en términos de la LFMN y su 
Reglamento; el certificado debe contar con los siguientes elementos: sistema de aseguramiento de la 
calidad, control de procesos, control de producto no conforme, control de registros de calidad, 
auditorías de calidad internas, adquisiciones, inspección y prueba, control de equipos de inspección y 
prueba y capacitación. El certificado debe mostrar cumplimiento de las líneas de producción con las 
especificaciones establecidas en la NOM. 

El OCP determina, con base en la información entregada, la procedencia o no de la certificación. 

12.5.2 Muestreo 

Selección de la muestra: Se deben seleccionar dos muestras de forma aleatoria conforme a lo establecido 
en la Tabla 5 por cada certificado, para la realización de las pruebas de laboratorio. 

12.5.2.1 Para el proceso de certificación, los motores de corriente alterna, enfriados con aire, de inducción, 
tipo jaula de ardilla; se agrupan por familias de productos, siempre y cuando cumplan los siguientes criterios: 

a) Mismo tipo: 

 Motores de polo sombreado 

 Motores de capacitor permanente 

 Motores electrónicamente conmutados 

b) Que se encuentre en el mismo rango de potencia de nominal, conforme a la Tabla 5. 

Tabla 5– Rango de potencia de nominal que deben cumplir los motores para la agrupación de familias 

Potencia nominal W (cp) 

Mayor o igual que: Menor que: 

1,492 (1/500) 18,650 (1/40) 

18,650 (1/40) 74,600 (1/10) 

74,600 (1/10) 180,000 (menor que ¼ cp) 

c) Misma marca comercial; 

No se considera de la misma familia a aquellos productos que no cumplan con uno o más de los criterios 
aplicables a la definición antes expuesta. Se permiten cambios estéticos, gráficos y variaciones de color. 
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12.5.3 Vigencia de los certificados de cumplimiento del producto. 

12.5.3.1 Un año a partir de la fecha de su emisión, para los productos certificados en la modalidad de 
certificación mediante pruebas periódicas a productos y seguimiento. 

12.5.3.2 Tres años a partir de la fecha de emisión, para los productos certificados en la modalidad de 
certificación mediante el sistema de gestión de la calidad. 

12.5.4 Seguimiento 

12.5.4.1 El OCP debe realizar el seguimiento para comprobar el cumplimiento de los productos 
certificados con la NOM, una vez durante el periodo de vigencia del certificado, tanto de manera documental 
como por revisión, muestreo y prueba de los productos certificados. El seguimiento se realiza con cargo al 
titular del certificado de conformidad. 

12.5.4.2 El seguimiento se realiza sobre dos muestras, diferentes a la certificación previa, tomada de la 
fábrica o bodega o de los lugares que indique el titular del certificado de conformidad, considerando los 
subincisos 12.5.2 e inciso y 10.2. Para el caso de los productos certificados en la modalidad sistemas de 
gestión de la calidad de las líneas de producción, la muestra puede tomarse de dichas líneas de producción. 

12.5.4.3 Para la modalidad mediante pruebas periódicas a productos y seguimiento, el seguimiento se 
realiza al menos una vez durante la vigencia del certificado. Para el caso de la modalidad sistema de gestión 
de la calidad, el seguimiento se realiza una vez al año durante la vigencia del certificado de conformidad de 
producto; el seguimiento al sistema de gestión de la calidad de las líneas de producción se realizará conforme 
a las reglas establecidas por el organismo de certificación de producto. 

12.5.4.4 De los resultados del seguimiento correspondiente, el OCP dictamina la suspensión, cancelación 
o renovación del certificado de conformidad del producto. Los OCP deben mantener permanentemente 
informada a la Conuee y a las instancias que correspondan de los certificados que otorguen, amplíen, 
suspendan o cancelen y de los seguimientos que realicen. 

12.6 Suspensión y cancelación del certificado de la conformidad del producto 

Sin perjuicio de las condiciones contractuales de la prestación del servicio de certificación, el OCP debe 
aplicar los criterios siguientes para suspender o cancelar un certificado. 

12.6.1 Se procede a la suspensión del certificado: 

a) Por incumplimiento con los requisitos de marcado establecidos en la presente NOM. 

b) Cuando el seguimiento no pueda llevarse a cabo por causas imputables al titular del certificado. 

c) Cuando el titular del certificado no presente al OCP el informe de pruebas derivado del seguimiento, 
antes de 30 días naturales contados a partir de la fecha de emisión del informe de pruebas y dentro 
de la vigencia del certificado. 

d) Por cambios o modificaciones a las especificaciones o diseño de los productos certificados que no 
hayan sido evaluados por causas imputables al titular del certificado. 

e) Cuando la dependencia lo determine con base en el artículo 112, fracción V de la LFMN y 102 de su 
Reglamento. 

El OCP debe informar al titular del certificado sobre la suspensión, otorgando un plazo de 30 días 
naturales para hacer aclaraciones pertinentes o subsanar las deficiencias del producto o del proceso de 
certificación. Pasado el plazo otorgado y en caso de que no se hayan subsanado los incumplimientos, el OCP 
procede a la cancelación inmediata del certificado de la conformidad del producto. 

12.6.2 Se procede a la cancelación inmediata del certificado: 

a) Por cancelación del certificado del sistema de gestión de la calidad de la línea de producción, para la 
modalidad II del subinciso 12.5.1. 

b) Cuando se detecte falsificación o alteración de documentos relativos a la certificación. 

c) A petición del titular de la certificación, siempre y cuando se hayan cumplido las obligaciones 
contraídas en la certificación, al momento en que se solicita la cancelación. 

d) Cuando se incurra en declaraciones engañosas en el uso del certificado. 

e) Por incumplimiento con especificaciones en la presente NOM, que no sean aspectos de marcado e 
información. 

f) Una vez notificada la suspensión al titular, y no se corrija el motivo de ésta en el plazo establecido. 
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g) Cuando la dependencia lo determine con base en el artículo 112, fracción V de la LFMN y 102 de su 
Reglamento. 

h) Se hayan efectuado modificaciones al producto sin haber notificado al OCP correspondiente. 

i) No se cumpla con las características y condiciones establecidas en el certificado. 

j) Cuando el documento donde consten los resultados de la evaluación de la conformidad pierda su 
utilidad o se modifiquen o dejen de existir las circunstancias que dieron origen al mismo, previa 
petición de parte. 

En todos los casos de cancelación se procede a dar aviso a las autoridades correspondientes, informando 
los motivos de ésta. El OCP debe mantener el expediente de los productos con certificados cancelados por 
incumplimiento en la presente NOM. 

12.7 Renovación 

Para obtener la renovación de un certificado de la conformidad del producto en cualquier modalidad que 
resulte aplicable, se procede a lo siguiente. 

12.7.1 Debe presentarse los documentos siguientes: 

a) Solicitud de renovación. 

b) Actualización de la información técnica debido a modificaciones en el producto en caso de haber 
ocurrido. 

12.7.2 La renovación está sujeta a lo siguiente: 

a) Haber cumplido en forma satisfactoria con los seguimientos y pruebas establecidas en 12.5.4. 

b) Que se mantienen las condiciones de la modalidad de certificación, bajo la cual se emitió el 
certificado de cumplimiento inicial. 

Una vez renovado el certificado de la conformidad del producto, estará sujeto a los seguimientos 
correspondientes a cada modalidad de certificación, así como las disposiciones aplicables del presente 
procedimiento para la evaluación de la conformidad. 

12.8 Ampliación o reducción del certificado de la conformidad del producto 

Una vez otorgado el certificado de la conformidad del producto se puede ampliar, reducir o modificar su 
alcance, a petición del titular del certificado, siempre y cuando se demuestre que se cumple con los requisitos 
de la NOM, mediante análisis documental y, de ser el caso, pruebas tipo. 

Para el caso de la presente NOM queda prohibida la ampliación de la titularidad del certificado de la 
conformidad del producto. 

El titular de la certificación puede ampliar, modificar o reducir en los certificados, modelos, marcas, 
especificaciones técnicas o domicilios, entre otros, siempre y cuando se cumpla con los criterios generales en 
materia de certificación y correspondan a la misma familia de productos. 

Los certificados emitidos como consecuencia de una ampliación quedan condicionados tanto a la vigencia 
y seguimiento de los certificados de la conformidad del producto iniciales. 

Los certificados emitidos pueden contener la totalidad de modelos y marcas del certificado base, o bien 
una parcialidad de éstos. 

Para ampliar, modificar o reducir el alcance del certificado de la conformidad del producto, deben 
presentarse los documentos siguientes: 

a) Información técnica que justifique los cambios solicitados y que demuestre el cumplimiento con las 
especificaciones establecidas en la presente NOM, con los requisitos de agrupación de familia y con 
la modalidad de certificación correspondiente. 

b) En caso de que el producto sufra alguna modificación, el titular del certificado debe notificarlo al 
organismo de certificación correspondiente, para que se compruebe que se siga cumpliendo con la 
NOM. 

12.9 Diversos 

12.9.1 La lista de los laboratorios de prueba y los OCP pueden consultarse en la página de Internet de la 
entidad mexicana de acreditación y en la página de la Conuee. 

12.9.2 Los gastos que se originen por los servicios de certificación y pruebas de laboratorio, por actos de 
evaluación de la conformidad, son a cargo del usuario conforme a lo establecido en el artículo 91 de la LFMN. 
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13. Sanciones 

El incumplimiento de esta Norma Oficial Mexicana será sancionado conforme a lo dispuesto por la Ley 
Federal sobre Metrología y Normalización y demás disposiciones legales aplicables. 

14. Concordancia con normas internacionales 

Esta Norma Oficial Mexicana no es equivalente (NEQ) con ninguna norma internacional, por no existir esta 
última al momento de su elaboración. 

Apéndice A 

(Informativo) 

Tabla A.1 - Equivalencia de potencia 

W cp * 

1,492 1/500 

2,984 1/250 

5,968 1/125 

7,460 1/100 

10,657 1/70 

14,920 1/50 

18,650 1/40 

24,867 1/30 

37,300 1/20 

49,733 1/15 

74,600 1/10 

82,889 1/9 

93,250 1/8 

106,571 1/7 

124,333 1/6 

149,200 1/5 

186,500 1/4 

 

Apéndice B 

(Informativo) 

Consideraciones para obtener la potencia mecánica 

Desarrollo de la ecuación que define la magnitud de la potencia mecánica, entregada por un motor 
eléctrico rotatorio. 

Unidades: 

 
�



Miércoles 21 de julio de 2021 DIARIO OFICIAL   

 



 DIARIO OFICIAL Miércoles 21 de julio de 2021 

Tabla B.1 - Factores de conversión para dimensiones de par expresadas en unidades diferentes a N•m 

Unidad Equivalencia en N•m 

lb•ft 0.73756 

lb•in 8.85075 

oz•ft 11.8009 

oz•in 141.6119 

 

15. Bibliografía 
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16. Transitorios 

Primero. Esta Norma Oficial Mexicana entrará en vigor a los 120 días naturales posteriores a su 

publicación y a partir de su entrada en vigor, todos los motores de corriente alterna enfriados por aire, 

comprendidos dentro del campo de aplicación de esta Norma Oficial Mexicana, deben ser certificados con 

base en la misma. 

Segundo. Los productos comprendidos dentro del campo de aplicación de esta Norma Oficial Mexicana 

que hayan ingresado legalmente al país antes de la entrada en vigor de la misma, o bien que se encuentren 

en tránsito, de conformidad con el conocimiento de embarque correspondiente, podrán importarse y ser 

comercializados hasta su agotamiento, sin mostrar cumplimiento con la misma. 

Tercero. Los laboratorios de prueba y los organismos de certificación de producto podrán iniciar los 

trámites de acreditación y aprobación en la presente Norma Oficial Mexicana una vez que esta sea publicada 

en el Diario Oficial de la Federación. 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

Ciudad de México, a 7 de julio de 2021.- Presidente del Comité Consultivo Nacional de Normalización para 

la Preservación y Uso Racional de los Recursos Energéticos (CCNNPURRE) y Director General de la 

Comisión Nacional para el Uso Eficiente de la Energía, Odón Demófilo de Buen Rodríguez.- Rúbrica. 



Miércoles 21 de julio de 2021 DIARIO OFICIAL  

SECRETARIA DE CULTURA 
ACUERDO por el que se delega en el Titular del Instituto Nacional de Antropología e Historia, la facultad para 
elaborar, suscribir y gestionar todas las acciones tendientes a la celebración de Acuerdos Interinstitucionales e 
instrumentos que deriven de los mismos, con órganos gubernamentales extranjeros u organizaciones o instituciones 
internacionales que tengan por objeto el traslado temporal, al territorio nacional, de bienes muebles que, de 
conformidad con la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos y su 
Reglamento, se consideren o pudieran declararse como monumentos arqueológicos, artísticos o históricos, con fines 
de estudio o exhibición pública en el país. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- CULTURA.- Secretaría de 
Cultura. 

ACUERDO DELEGATORIO DE FACULTADES 
La suscrita Alejandra Frausto Guerrero, en mi carácter de Secretaria de Cultura, con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos 14, 16, 41 Bis, fracciones IV y XVII de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, 6 del Reglamento Interior de la Secretaría de Cultura y 37 Ter del Reglamento a la Ley Federal sobre 
Monumentos y Zonas Arqueológicos Artísticos e Históricos, y: 

CONSIDERANDO 
Que, de conformidad con el artículo 16 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, los 

Titulares de las Secretarías de Estado, para la mejor organización del trabajo, podrán delegar facultades en 
los funcionarios a los que refiere el artículo 14 del mismo ordenamiento. 

Que la misma Ley Orgánica de la Administración Pública Federal prevé en su artículo 41 bis, fracciones IV 
y XVII que la Secretaría de Cultura tiene a su cargo la coordinación de las acciones que realizan unidades 
administrativas e instituciones públicas pertenecientes a la Administración Pública Federal centralizada y 
paraestatal en materia de investigación científica, antropológica e histórica, principalmente en aquellas 
actividades tendientes a la conservación y restauración del patrimonio cultural, arqueológico, histórico y 
paleontológico; la protección, conservación, recuperación, restauración de dicho patrimonio, y la promoción  y 
difusión de dichas materias, así como ejercer todas las atribuciones que la Ley General de Bienes Nacionales 
y la Ley Federal sobre Monumentos Arqueológicos, Artísticos e Históricos establecen respecto de 
monumentos arqueológicos, artísticos e históricos, así como respecto de las zonas de monumentos 
arqueológicos, artísticos e históricos. 

Que el Reglamento Interior de la Secretaría de Cultura dispone en su artículo 6, que la persona Titular de 
la Secretaría de Cultura, para la mejor organización del trabajo, podrá delegar, mediante acuerdos que 
deberán ser publicados en el Diario Oficial de la Federación, facultades en servidores públicos subalternos, 
salvo aquéllas que las disposiciones jurídicas señalen como indelegables, sin perjuicio de su ejercicio directo. 

Que el Reglamento a la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos Artísticos e Históricos, 
prevé en su artículo 37 ter. que La Secretaría de Cultura, previo acuerdo con el Presidente de la República y 
con la opinión favorable de la Secretaría de Relaciones Exteriores, podrá celebrar Acuerdos 
Interinstitucionales con órganos gubernamentales extranjeros u organizaciones o instituciones internacionales 
que tengan por objeto el traslado temporal, al territorio nacional, de bienes muebles que, de conformidad con 
dicho Reglamento, se consideren o pudieran declararse como monumentos arqueológicos, artísticos o 
históricos, con fines de estudio o exhibición pública en el país. 

Que con motivo de la conmemoración de siete siglos de Historia de la Ciudad de México, 500 años de la 
toma de México Tenochtitlán por los conquistadores españoles y el inicio de la resistencia indígena, y 200 
años de la Consumación de la Independencia de México, se realizará una magna exposición denominada 
“México Diverso, Territorios, Culturas y Civilizaciones”, por lo que, mediante acuerdo suscrito por el Presidente 
de los Estados Unidos Mexicanos, Andrés Manuel López Obrador, emitido con fecha 15 de junio del año en 
curso, se autoriza a la Secretaría de Cultura a celebrar los Acuerdos Interinstitucionales que resulten 
necesarios para facilitar el traslado temporal, al territorio nacional, y su posterior retorno a los lugares de 
resguardo, de diversos bienes arqueológicos e históricos que representan el valor cultural de nuestra nación. 
Por lo que se emite el siguiente: 

ACUERDO 
PRIMERO.- Se delega en el Titular del Instituto Nacional de Antropología e Historia, sin perjuicio de que la 

suscrita la ejerza directamente, la facultad para elaborar, suscribir y gestionar todas las acciones tendientes a 
la celebración Acuerdos Interinstitucionales e instrumentos que deriven de los mismos, con órganos 
gubernamentales extranjeros u organizaciones o instituciones internacionales que tengan por objeto el 
traslado temporal, al territorio nacional, de bienes muebles que, de conformidad con la Ley Federal sobre 
Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos y su Reglamento, se consideren o pudieran 
declararse como monumentos arqueológicos, artísticos o históricos, con fines de estudio o exhibición pública 
en el país. 

Lo anterior, sin menoscabo de las atribuciones específicas que la Ley Orgánica del Instituto Nacional de 
Antropología e Historia y su Reglamento le otorgan al Titular del Instituto Nacional de Antropología e Historia. 

SEGUNDO.- En el ejercicio de las facultades delegadas, deberá observar estrictamente los lineamientos y 
criterios administrativos que para tal efecto se encuentran vigentes a fin de salvaguardar los principios de la 
Administración Pública Federal, de transparencia, legalidad, honradez, eficacia y eficiencia. 

TERCERO.- En cada uno de los documentos que emita ejerciendo estas facultades y atribuciones 
delegadas, deberá mencionar que lo hace de conformidad con el presente acuerdo. 

CUARTO.- El Titular del Instituto Nacional de Antropología e Historia, mantendrá permanentemente 
informada a la suscrita sobre el ejercicio de las facultades que mediante este Acuerdo se delegan. 

Ciudad de México, a 16 de junio de 2021.- Titular de la Secretaría de Cultura, Licenciada Alejandra 
Frausto Guerrero.- Rúbrica. 
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COMISION NACIONAL PARA LA PROTECCION Y DEFENSA DE 
LOS USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS 

ACUERDO por el que la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros 
hace del conocimiento del público en general, que ante la contingencia por el virus SARS-CoV2 suspende los 
términos y plazos, así como la atención personal en la Unidad de Atención a Usuarios BC7, con sede en el Estado 
de Campeche, por el periodo comprendido entre el 29 de junio al 02 de julio de 2021. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios 
Financieros. 

OSCAR ROSADO JIMÉNEZ, Presidente de la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los 
Usuarios de Servicios Financieros (CONDUSEF), con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59, 
fracciones I y V de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales; 28 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo; 5, 16 y 26, fracciones I y XX de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios 
Financieros, y 12 del Estatuto Orgánico de la CONDUSEF, y 

CONSIDERANDO 

Que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consagra el principio de seguridad jurídica 
que deben tener los particulares frente a las actuaciones de la autoridad, y que es fundamental brindar certeza 
en los procedimientos que en ejercicio de sus atribuciones realiza la CONDUSEF. 

Que la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, la Ley General de 
Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, la Ley de Instituciones de Crédito, la Ley para la 
Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros, la Ley para Regular las Sociedades de 
Información Crediticia y la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, establecen los términos y plazos en 
los que la CONDUSEF debe substanciar los procedimientos administrativos de su competencia, en los que los 
usuarios de servicios financieros y las instituciones financieras pueden presentar promociones, solicitudes o 
recibir notificaciones y tratándose de las instituciones financieras cumplir con las obligaciones previstas en la 
citada normatividad, cuya supervisión está cargo de esta Comisión Nacional. 

Que el artículo 28, primer y segundo párrafo de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, establece 
que las actuaciones y diligencias administrativas se practicarán en días y horas hábiles; que no se 
considerarán días hábiles aquéllos que se harán del conocimiento público a través de publicación en el Diario 
Oficial de la Federación, mediante acuerdo que dicte el titular. 

Que de conformidad con lo previsto en el tercer párrafo del artículo 28 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, los términos podrán suspenderse por causa de fuerza mayor o caso fortuito, debidamente 
fundado y motivado. 

Que el Consejo de Salubridad General emitió el “Acuerdo por el que se declara como emergencia sanitaria 
por causa de fuerza mayor, a la epidemia de enfermedad generada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19)” y la 
Secretaría de Salud, el “Acuerdo por el que se establecen las medidas preventivas que se deberán 
implementar para la mitigación y control de los riesgos para la salud que implica la enfermedad por el virus 
SARS-CoV2 (COVID-19)”, el “Acuerdo por el que se establecen acciones extraordinarias para atender la 
emergencia sanitaria generada por el virus SARS-CoV2”, así como el “Acuerdo por el que se establece una 
estrategia para la reapertura de las actividades sociales, educativas y económicas, así como un sistema de 
semáforo por regiones para evaluar semanalmente el riesgo epidemiológico relacionado con la reapertura de 
actividades en cada entidad federativa, así como se establecen acciones extraordinarias”. 

Que la CONDUSEF ha considerado necesario la adopción de diversas acciones para prevenir los efectos 
del COVID-19, entre las que se encuentran la suspensión de actividades de atención personal en la Unidad de 
Atención a Usuarios BC7 con sede en el Estado de Campeche, así como la suspensión de los términos y 
plazos en los procedimientos administrativos a cargo de la CONDUSEF que se lleven a cabo en dicha Unidad 
de Atención a Usuarios, con el fin de procurar la seguridad en la salud de los usuarios de servicios financieros, 
del personal de las instituciones financieras, de los servidores públicos y del público en general, que acuden a 
las citada Unidad de Atención a Usuarios con el propósito de mitigar la dispersión y transmisión del virus 
SARS-COV2. 
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Que por la causa de fuerza mayor referida y de acuerdo con la solicitud de la Vicepresidencia de Unidades 
de Atención a Usuarios de la CONDUSEF, así como con el fin de brindar certeza y seguridad jurídica a los 
usuarios de servicios financieros y a las instituciones financieras que tienen asuntos en trámite ante la Unidad 
de Atención Usuarios BC7 de la CONDUSEF, con sede en el Estado de Campeche, así como al público en 
general, resulta necesario que esta Comisión Nacional haga del conocimiento los días en los cuales 
suspenderá la atención personal, así como los términos y plazos referentes a los procedimientos 
administrativos que se realizan y desahogan ante la citada Unidad de Atención a Usuarios, durante el periodo 
comprendido entre el 29 de junio al 02 de julio de 2021; por lo que he tenido a bien expedir el siguiente: 

ACUERDO POR EL QUE LA COMISIÓN NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS 
USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS HACE DEL CONOCIMIENTO DEL PÚBLICO EN GENERAL, 

QUE ANTE LA CONTINGENCIA POR EL VIRUS SARS-COV2 SUSPENDE LOS TÉRMINOS Y PLAZOS, ASÍ 
COMO LA ATENCIÓN PERSONAL  EN LA UNIDAD DE ATENCIÓN A USUARIOS BC7, CON SEDE EN EL 
ESTADO DE CAMPECHE,  POR EL PERIODO COMPRENDIDO ENTRE EL 29 DE JUNIO AL 02 DE JULIO 

DE 2021 

ARTÍCULO PRIMERO.- Para efectos de los actos y procedimientos administrativos que en ejercicio de sus 
atribuciones realizan y se desahogan ante la Unidad de Atención a Usuarios BC7 de la Comisión Nacional 
para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, con sede en el Estado de Campeche, 
en términos de las disposiciones contenidas en la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios 
Financieros, en la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, en la Ley de 
Instituciones de Crédito, en la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros, en la 
Ley para Regular las Sociedades de Información Crediticia y en la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, se considerarán como inhábiles para todos los efectos legales los días comprendidos entre el 
29 de junio al 02 de julio de 2021, por lo que no se computarán en los términos y plazos legales 
correspondientes. 

Quedan exceptuados de lo dispuesto en el párrafo anterior, las quejas que se tramiten vía remota 
mediante el uso de la plataforma de Queja Electrónica. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se suspende la atención personal a usuarios de servicios financieros y 
representantes de las instituciones financieras en la Unidad de Atención a Usuarios BC7, con sede en el 
Estado de Campeche, durante el periodo comprendido entre el 29 de junio al 02 de julio de 2021 de 2021. 

La atención personal a usuarios de servicios financieros y representantes de las instituciones financieras 
en la Unidad de Atención a Usuarios BC7, con sede en el Estado de Campeche, se reanudará a partir del día 
05 de julio de 2021, únicamente a través de citas que se generen por los medios señalados en el portal de 
internet de la CONDUSEF https://www.condusef.gob.mx. 

No obstante, durante dicho periodo los usuarios de servicios financieros por vía remota, podrán iniciar 
trámites y dar seguimiento a los procedimientos que se llevan a cabo ante la CONDUSEF, así como solicitar 
asesoría a través de los distintos medios que se señalan en el portal de internet de la CONDUSEF 
https://www.condusef.gob.mx. 

ARTÍCULO TERCERO.- Las actuaciones, requerimientos, solicitudes o promociones realizadas durante el 
periodo comprendido entre el 29 de junio al 02 de julio de 2021, ante la Unidad de Atención a Usuarios BC7, 
con sede en el Estado de Campeche, en su caso, se entenderán realizadas hasta el día hábil siguiente. 

Quedan exceptuados de lo anterior, los procedimientos de conciliación desahogados por vía telefónica, en 
términos del último párrafo del Artículo Primero del presente Acuerdo. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente Acuerdo entrará en vigor el 29 de junio de 2021. 

SEGUNDO.- Publíquese en el Diario Oficial de la Federación para su observancia. 

TERCERO.- La interpretación para efectos administrativos del presente Acuerdo corresponderá a la 
Dirección General de Servicios Legales de la CONDUSEF. 

Atentamente, 

Ciudad de México, 29 de junio de 2021.- Presidente de la Comisión Nacional para la Protección y Defensa 
de los Usuarios de Servicios Financieros, Oscar Rosado Jiménez.- Rúbrica. 
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INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL 
AVISO mediante el cual se designa a la Jefa de Servicios Jurídicos Lic. Liliana Rodallegas Fuentes para que supla 
las ausencias del Doctor Julio Gutiérrez Méndez, Titular del Órgano de Operación Administrativa Desconcentrada 
Estatal Durango del Instituto Mexicano del Seguro Social, autorizándole a firmar y despachar la documentación 
incluyendo la suscripción de las resoluciones que debe emitir este Órgano. 

Al margen un logotipo, que dice: Instituto Mexicano del Seguro Social.- Órgano de Operación Administrativa 
Desconcentrada Estatal Durango. 

AVISO MEDIANTE EL CUAL SE DESIGNA A LA JEFA DE SERVICIOS JURÍDICOS LIC. LILIANA RODALLEGAS 

FUENTES PARA QUE SUPLA LAS AUSENCIAS DEL DOCTOR JULIO GUTIÉRREZ MÉNDEZ, TITULAR DEL ÓRGANO 

DE OPERACIÓN ADMINISTRATIVA DESCONCENTRADA ESTATAL DURANGO DEL INSTITUTO MEXICANO DEL 

SEGURO SOCIAL, AUTORIZÁNDOLE A FIRMAR Y DESPACHAR LA DOCUMENTACIÓN INCLUYENDO LA 

SUSCRIPCIÓN DE LAS RESOLUCIONES QUE DEBE EMITIR ESTE ÓRGANO. 

H. Autoridades Federales, Estatales y Municipales 

Con sede en el Estado de Durango, 

Patrones, asegurados y público en general. 

AVISO: 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251-A de la Ley del Seguro Social, artículos 138, 139, 144, 

155 fracción IX incisos a) y b)  del Reglamento Interior del Instituto Mexicano del Seguro Social, en ejercicio 

de las facultades de Titular del Órgano de Operación Administrativa Desconcentrada Estatal Durango del 

Instituto Mexicano del Seguro Social, conforme a la designación que el H. Consejo Técnico del propio Instituto 

hiciera en mi favor, mediante Acuerdo ACDO.DN.HCT.150120/9.P.DG, de fecha 15 de enero del 2020 y, para 

los efectos del artículo 158 del Reglamento Interior del Instituto Mexicano del Seguro Social, comunico que  he 

designado a la Licenciada Liliana Rodallegas Fuentes, Titular de la Jefatura de Servicios Jurídicos, como la 

persona que suplirá mis ausencias, autorizándole para firmar y despachar la documentación que a éste 

órgano corresponde, incluyendo la suscripción de las resoluciones que deba emitir el Órgano de Operación 

Administrativa Desconcentrada Estatal Durango. 

Atentamente 

Durango, Durango a 19 de abril de 2021.- Titular del Órgano de Operación Administrativa Desconcentrada 

Estatal Durango, Dr. Julio Gutiérrez Méndez.- Rúbrica. 

(R.- 508931) 



Miércoles 21 de julio de 2021 DIARIO OFICIAL  

PETROLEOS MEXICANOS 
AVISO por el que se dan a conocer las direcciones electrónicas en donde podrán ser consultadas las Políticas y 
Lineamientos para el Desarrollo de la Debida Diligencia en Petróleos Mexicanos, sus empresas productivas 
subsidiarias y, en su caso empresas filiales, en materia de Ética e Integridad Corporativa. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBIERNO DE MÉXICO.- 
Petróleos Mexicanos. 

Con fundamento en los artículos 46, fracción XVIII, 109 de la Ley de Petróleos Mexicanos, 10, fracción X, 

y 165 del Estatuto Orgánico de Petróleos Mexicanos, el Director General de Petróleos Mexicanos, emitió las 

Políticas y Lineamientos para el Desarrollo de la Debida Diligencia en Petróleos Mexicanos, sus Empresas 

Productivas Subsidiarias y, en su caso Empresas Filiales, en materia de Ética e Integridad Corporativa, con el 

propósito de definir responsabilidades y fomentar entre el personal de Pemex y sus empresas, un proceso que 

permita prevenir riesgos tales como: corrupción, soborno, lavado de dinero, financiamiento al terrorismo, 

reputacionales, entre otros, en los Acuerdos Comerciales. 

En ese sentido, se expide el siguiente: 

AVISO POR EL QUE SE DAN A CONOCER LAS DIRECCIONES ELECTRÓNICAS EN DONDE PODRÁN 

SER CONSULTADAS LAS POLÍTICAS Y LINEAMIENTOS PARA EL DESARROLLO DE LA DEBIDA 

DILIGENCIA EN PETRÓLEOS MEXICANOS, SUS EMPRESAS PRODUCTIVAS SUBSIDIARIAS Y, EN SU 

CASO EMPRESAS FILIALES, EN MATERIA DE ÉTICA E INTEGRIDAD CORPORATIVA 

https://www.pemex.com/Documents/dof/debida-diligencia2021.pdf 

www.dof.gob.mx/2021/PEMEX/debida-diligencia2021.pdf 

Ciudad de México, a 6 de julio de 2021.- Directora Jurídica, Dra. Luz María Zarza Delgado.- Rúbrica. 

(R.- 508924) 

 

 

AVISO por el que se dan a conocer las direcciones electrónicas en donde podrán ser consultadas las Políticas y 
Lineamientos Anticorrupción para Petróleos Mexicanos, sus empresas productivas subsidiarias y, en su caso, 
empresas filiales. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBIERNO DE MÉXICO.- 
Petróleos Mexicanos. 

Con fundamento en los artículos 46, fracción XVIII, 109 de la Ley de Petróleos Mexicanos, 10, fracción X, 

y 165 del Estatuto Orgánico de Petróleos Mexicanos, el Director General de Petróleos Mexicanos, emitió las 

Políticas y Lineamientos Anticorrupción para Petróleos Mexicanos, sus Empresas Productivas Subsidiarias y, 

en su caso, Empresas Filiales, las cuales tienen como propósito que, la toma de decisiones del personal de 

Pemex se lleve a cabo de manera imparcial, para promover un mercado competitivo y otorgar certeza jurídica 

en la actuación del personal de Pemex en su interacción o intervención con terceros. 

En ese sentido, se expide el siguiente: 

AVISO POR EL QUE SE DAN A CONOCER LAS DIRECCIONES ELECTRÓNICAS EN DONDE PODRÁN 

SER CONSULTADAS LAS POLÍTICAS Y LINEAMIENTOS ANTICORRUPCIÓN PARA PETRÓLEOS 

MEXICANOS, SUS EMPRESAS PRODUCTIVAS SUBSIDIARIAS Y, EN SU CASO, EMPRESAS FILIALES 

https://www.pemex.com/Documents/dof/politica-anticorrupcion.pdf 

www.dof.gob.mx/2021/PEMEX/politica-anticorrupcion.pdf 

Ciudad de México, a 6 de julio de 2021.- Directora Jurídica, Dra. Luz María Zarza Delgado.- Rúbrica. 

(R.- 508918) 
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PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 
Inconstitucionalidad 104/2019, así como los Votos Concurrentes de los señores Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 104/2019 

PROMOVENTE: COMISIÓN NACIONAL DE LOS 
DERECHOS HUMANOS 

PONENTE: MINISTRO LUIS MARÍA AGUILAR MORALES 

SECRETARIOS: OLIVER CHAIM CAMACHO 

 JAVIER EDUARDO ESTREVER RAMOS 

Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión 
correspondiente al dieciocho de enero de dos mil veintiuno, emite la siguiente: 

SENTENCIA 

Que resuelve la acción de inconstitucionalidad 104/2019, promovida por la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, a través de su Presidente Luis Raúl González Pérez, quien solicitó la invalidez de los 
artículos 6 y 54, fracción VIII, de la Ley en materia de desaparición forzada de Personas y Desaparición 
Cometida por Particulares para el Estado de Baja California Sur, reformados mediante Decreto publicado en el 
Periódico Oficial del Gobierno del Estado el dieciséis de agosto de dos mil diecinueve. 

I. TRÁMITE 

1. Demanda. Mediante escrito que se recibió el diecisiete de septiembre de dos mil diecinueve en la 
Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación1, 
Luis Raúl González Pérez, Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, promovió 
acción de inconstitucionalidad. 

2. Órganos legislativo y ejecutivo que emitieron y promulgaron las normas generales que se 
impugnan: Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Baja California Sur. 

3. Normas generales cuya invalidez se reclama: Se impugna la validez de los artículos 6 y 54, 
fracción VIII, de la Ley en materia de desaparición forzada de personas y desaparición cometida por 
particulares para el Estado de Baja California Sur, reformados mediante Decreto publicado en el 
Periódico Oficial del Gobierno del Estado el dieciséis de agosto de dos mil diecinueve. 

4. Preceptos violados. Se señalaron como preceptos violados los artículos 1, 14 y 16, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y, 1, 2 y 8 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. Todos ellos en relación con el derecho a la seguridad jurídica, al principio de 
legalidad y a la obligación del Estado de promover, respetar y garantizar los derechos humanos. 

5. Concepto de invalidez. El promovente hizo valer dos conceptos de invalidez, en los que, en 
síntesis, manifestó lo siguiente: 

 En el primero de ellos se pronunció en relación con el contenido del artículo 6 de la Ley en materia 
de desaparición forzada de personas y desaparición cometida por particulares para el Estado de Baja 
California Sur, pues consideró que al establecer la supletoriedad de la Ley General en la materia y 
del Código Nacional de Procedimientos Penales vulnera el derecho de seguridad jurídica y el 
principio de legalidad, conforme a lo que sigue: 

● En principio, señaló que la Ley General en materia de desaparición forzada de personas, 
desaparición cometida por particulares y del Sistema Nacional de búsqueda de personas es la que 
define el contenido de la local, siendo aplicable en primer lugar y no supletoriamente. El Código 
Nacional de Procedimientos Penales tampoco puede preverse como supletorio ya que es el código 
único de la materia. 

● Luego, indicó, de la interpretación armónica y congruente de los artículos 14 y 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevén el derecho a la seguridad jurídica y 
el principio de legalidad, sobre ellos descansa el sistema jurídico mexicano y buscan que el 
gobernado jamás se encuentre en una situación de incertidumbre que lo coloque en un estado de 
indefensión. 

 
1 Página 26 vuelta del cuaderno en que se actúa. 
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● Su contenido, en esencia, radica en que los gobernados sepan “a qué atenerse” y por ende, 
conlleva una protección a actos arbitrarios de la autoridad, es decir, la ratio essendi es la 
proscripción de la discrecionalidad y arbitrariedad en todos los casos en que el Estado realice las 
actuaciones que le corresponden en aras de salvaguardar el interés y el orden público. 

● Es principio general de derecho que la autoridad solo puede hacer lo que la ley le autoriza, por 
ende, la actuación de las autoridades debe estar determinada y consignada en el texto de la 
norma, caso contrario dotaría de un poder arbitrario incompatible con el régimen de legalidad. 

● Consideró que el derecho a la seguridad jurídica y el principio de legalidad se pueden ver 
transgredidos en los siguientes supuestos: a) cuando la actuación por parte de cualquier autoridad 
del Estado no se encuentra debidamente acotada o encauzada conforme a la constitución o leyes 
secundarias que resultan acordes a la norma fundamental; b) cuando la autoridad estatal actúa 
con base en disposiciones legales que contradicen el texto constitucional; y, c) cuando la autoridad 
afecta la esfera jurídica de los gobernados sin un sustento legal que respalde su actuación. 

● Además, en términos del artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, prevé en que todo aquello que no están expresamente concedido por la ley suprema a 
los funcionarios federales se entiende reservado a los Estados o a la Ciudad de México en los 
ámbitos de sus respectivas competencias. 

● Por ende, las entidades federativas, en el ámbito legislativo, solo pueden legislar en todo aquello 
que no está expresamente concedido al Congreso de la Unión pues de lo contrario transgreden el 
orden constitucional al realizar actos que están fuera de su competencia. 

● Expuesto lo anterior, la demandante consideró que el contenido del artículo controvertido 
actualiza una infracción al derecho de seguridad jurídica y al principio de legalidad, toda vez que 
establece una indebida supletoriedad normativa respecto de ordenamientos como la Ley General 
en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del 
Sistema Nacional de búsqueda de personas y el Código Nacional de Procedimientos Penales. 

● Para ello, retomó el contenido del artículo 73, fracción XXI, inciso a), de la norma fundamental2 y 
puntualizó que de su contenido se desprende con claridad que es facultad del Congreso de la 
Unión expedir la Ley General en materia de desaparición de personas, en la que debe establecer, 
como mínimo, lo siguiente: a) los tipos penales y sus sanciones; b) la distribución de competencias 
entre la Federación, las entidades federativas y los municipios; y, c) las formas de coordinación 
entre los órdenes de gobierno. Y se mantuvieron solamente aquellas facultades que el legislador 
federal les otorgó conforme al régimen de concurrencia y coordinación. 

● El diecisiete de noviembre de dos mil diecisiete se publicó en el Diario Oficial de la Federación, la 
Ley General en materia de desaparición forzada de personas, desaparición cometida por 
particulares y el Sistema Nacional de búsqueda de personas de la que destacó el contenido del 
artículo 23, pues indicó que de él se desprende que, si bien las entidades federativas son 
competentes para investigar, procesar y sancionar los delitos, en los supuestos que no le 
correspondan a la Federación, la propia Ley General establece categóricamente, conforme a su 

 
2 “Artículo 73. El Congreso tiene facultad:  
(...)  
XXI. Para expedir:  
a) Las leyes generales que establezcan como mínimo, los tipos penales y sus sanciones en las materias de secuestro, desaparición forzada 
de personas, otras formas de privación de la libertad contrarias a la ley, trata de personas, tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes, así como electoral.  
Las leyes generales contemplarán también la distribución de competencias y las formas de coordinación entre la Federación, las entidades 
federativas y los Municipios; (...)”. 
3 “Artículo 2... 
I. Establecer la distribución de competencias y la forma de coordinación entre las autoridades de los distintos órdenes de gobierno, para 
buscar a las Personas Desaparecidas y No Localizadas, y esclarecer los hechos; así como para prevenir, investigar, sancionar y erradicar los 
delitos en materia de desaparición forzada de personas y desaparición cometida por particulares, así como los delitos vinculados que 
establece esta Ley;  
II. Establecer los tipos penales en materia de desaparición forzada de personas y desaparición cometida por particulares, así como otros 
delitos vinculados y sus sanciones;  
III. Crear el Sistema Nacional de Búsqueda de Personas;  
IV. Crear la Comisión Nacional de Búsqueda y ordenar la creación de Comisiones Locales de Búsqueda en las Entidades Federativas;  
V. Garantizar la protección integral de los derechos de las Personas Desaparecidas hasta que se conozca su suerte o paradero; así como la 
atención, la asistencia, la protección y, en su caso, la reparación integral y  
las garantías de no repetición, en términos de esta Ley y la legislación aplicable;  
VI. Crear el Registro Nacional de Personas Desaparecidas y No Localizadas, y  
VII. Establecer la forma de participación de los Familiares en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de las acciones de búsqueda 
e identificación de Personas Desaparecidas y No Localizadas; así como garantizar la coadyuvancia en las etapas de la investigación, de 
manera que puedan verter sus opiniones, recibir información, aportar indicios o evidencias”. 
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artículo 6, que son aplicables supletoriamente las disposiciones del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, el Código Penal Federal y las legislaciones civiles aplicables, así como la 
Ley General de Víctimas y los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano es parte, 
con lo cual no se deja margen de regulación, ni siquiera procesal, a las entidades federativas en 
este aspecto. 

● Con base en ello, indicó, no resulta congruente con el sistema normativo que la norma estatal 
prevea que la Ley General en materia de desaparición forzada de personas, desaparición cometida 
por particulares y del Sistema Nacional de búsqueda de personas, sea supletoria de la local. Lo 
anterior, puesto que la Ley General define el contenido de la local, siendo ambas obligatorias para 
las autoridades de las entidades federativas respecto de aquellas cuestiones propias y 
diferenciadas que cada una regula. 

● Así, únicamente el Congreso de la Unión es el facultado para distribuir competencias y 
establecer en qué términos participará cada uno de los órdenes de gobierno en la materia, siendo 
aplicable, a nivel local, en primer lugar, la ley general y, posteriormente, las normas emitidas por 
los Congresos locales, en ejercicio de la competencia que aquélla les haya conferido 

● En mérito de ello, no es admisible que la legislatura estatal haya dispuesto que en primer término 
serán aplicables las normas que expidió y, de manera supletoria, aquéllas que emitió el Congreso 
Federal en uso de su facultad constitucional exclusiva, toda vez que es este último órgano 
legislativo quien define, por conducto de la ley general correspondiente, el parámetro de actuación 
que tienen los legisladores de las entidades federativas. 

● Similares consideraciones, dijo, son aplicables a la supletoriedad del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, puesto que la legislación local no puede regular cuestiones relacionadas 
con la investigación, procedimiento y sanción de delitos, que el Congreso de la Unión reservó a la 
ley general, la cual prevé, en el artículo 73, fracción XXI, inciso c), de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

● Es por ello que el Congreso de Baja California Sur no está habilitado para establecer la 
supletoriedad de leyes que son de observancia general en toda la República Mexicana tanto para 
las autoridades federales como para las entidades federativas. Es decir, las legislaciones 
nacionales no pueden ser supletorias de las leyes locales, al ser precisamente éstas dos primeras, 
en sus respectivos ámbitos de aplicación, las que definen el contenido de las locales, por lo cual 
los operadores jurídicos deben aplicarlas de manera directa respecto de las cuestiones que le son 
propias 

● Para respaldar sus anteriores argumentos, la demandante, recordó que este Tribunal Pleno ya 
ha emitido pronunciamientos relativos en la acción de inconstitucionalidad 22/2015 y su acumulada 
23/2015, los que consideró aplicables. 

● Con base en ello, agregó, el artículo 6 impugnado infringe la Norma Fundamental al vulnerar el 
derecho a la seguridad jurídica de las personas, toda vez que trasgrede la esfera competencial que 
la Constitución otorga para legislar, al establecer un régimen indebido de supletoriedad respecto 
de normas que son de observancia general y aplicación espacial en todo el territorio de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

En el segundo concepto de invalidez, el denunciante procedió al análisis del contenido del artículo 
58, fracción VIII, de la Ley en materia de desaparición forzada de personas y desaparición cometida 
por particulares para el Estado de Baja California Sur, en la que se establece como una de las 
atribuciones de la Fiscalía Especializada solicitar a la autoridad judicial competente la autorización 
para ordenar la intervención de comunicaciones. 

Esencialmente, estima, dicha disposición vulnera el derecho humano a la seguridad jurídica y al 
principio de legalidad puesto que es contraria al contenido del artículo 16 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos en el que se establece que esa atribución, en el ámbito local, 
corresponde exclusivamente al titular del Ministerio Público de la entidad federativa. En síntesis, 
indicó: 

 La determinación del legislador local de otorgar a la Fiscalía de personas desaparecidas la 
facultad de solicitar a la autoridad judicial competente la autorización para ordenar la intervención 
de comunicaciones privadas es contraria a lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y lejos de constituir una contradicción con el texto constitucional 
puede implicar un obstáculo y una dilación para la adecuada investigación y sanción del delito de 
desaparición forzada de personas. 
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 Lo anterior, en virtud de que dicha facultad es exclusiva de la autoridad judicial federal a petición 
de la autoridad federal que faculte la ley, o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa 
correspondiente (autorizar la intervención de cualquier comunicación privada). 

 Es decir, de la comparación entre el texto constitucional y el del ordenamiento local que por esta 
vía se impugna, se obtiene que la Carta Magna indica que la intervención de comunicaciones 
exclusivamente puede ser decretada por la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad 
federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa, es decir, 
cualquier otra autoridad carece de competencia para realizar dicha solicitud. 

 Por su parte, la ley especial local permite que la Fiscalía Especializada del Estado de Baja 
California Sur pueda solicitar a la autoridad judicial competente la autorización para ordenar la 
intervención de comunicaciones privadas. 

 Con base en ello, concluye, la disposición impugnada transgrede lo previsto en el artículo 16 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos puesto que en todo caso, de conformidad 
con la Constitución Política del Estado de Baja California Sur, la Titularidad del Ministerio Público 
en esta entidad federal recae en el Procurador General de Justicia, hoy Fiscal General, era el único 
facultado para tales efectos, tal y como se precisa en el artículo 85, letra A)4 y no puede 
considerarse propia de la Fiscalía de personas desaparecidas por no estar facultada por la Carta 
Magna. 

 Lo anterior, agregó, sin que pase inadvertido que el artículo 70, fracción VIII, de la Ley General 
en materia de desaparición forzada desaparición cometida por particulares y del Sistema Nacional 
de búsqueda de personas5, establece que la Fiscalía Especializada de la Fiscalía General de la 
República, tiene entre sus facultades “Solicitar a la autoridad judicial competente la autorización 
para ordenar la intervención de comunicaciones…;”. 

 Y el diverso arábigo 71 de ese ordenamiento6 señala que las Fiscalías Especializadas de las 
Entidades Federativas deben contar, al menos, con las características y atribuciones previstas en 
el artículo 70 antes referido. 

 Sin embargo, la correcta interpretación de esas disposiciones debe ser, aseveró, conforme al 
artículo 16 del texto constitucional, que es tajante en señalar que exclusivamente la autoridad 
judicial federal, a petición del titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, 
podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación privada. 

Por último, para robustecer sus consideraciones, la accionante aseveró que las normas impugnadas 
constituyen una grave restricción para el ejercicio pleno del derecho humano de seguridad jurídica y 
el principio de legalidad, así como para alcanzar los objetivos planteados en la resolución 70/1 de la 
Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, aprobada el veinticinco de septiembre 
de dos mil quince, denominada “Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible”. 

6. Admisión y trámite. En relación con la instrucción del asunto, destaca que recibida la demanda de 
acción de inconstitucionalidad, mediante acuerdo de diecinueve de septiembre de dos mil diecinueve, 
el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación tuvo por interpuesta la demanda y la 
registró bajo el número de expediente 104/2019, designando como instructor del asunto al Ministro 
Luis María Aguilar Morales7. 

7. En esa data, el Ministro instructor admitió a trámite la acción de inconstitucionalidad y dio vista a los 
Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Baja California Sur para que rindieran su informe 
dentro del plazo de quince días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surtiera efectos 
la notificación del citado acuerdo; asimismo, requirió al Poder Legislativo de esa entidad a enviar 
copia certificada de los antecedentes legislativos de la norma general impugnada y, a su vez, requirió 
al Poder Ejecutivo a exhibir un ejemplar del Periódico Oficial de la entidad. Por último, ordenó dar 
vista a la Fiscalía General de la República para la formulación del pedimento correspondiente8. 

 
4 “Artículo 85...  
A. El Ministerio Público estará a cargo del Procurador General de Justicia, de agentes del Ministerio Público y de la Policía Ministerial, en los 
términos de su Ley Orgánica...” 
5 “Artículo 70. La Fiscalía Especializada de la Procuraduría tiene, en el ámbito de su competencia, las atribuciones siguientes:  
(...)  
VIII. Solicitar a la autoridad judicial competente la autorización para ordenar la intervención de comunicaciones, en términos de las 
disposiciones aplicables;...” 
6 “Artículo 71. Las Fiscalías Especializadas de las Entidades Federativas deben contar al menos, con las características y atribuciones 
previstas en el artículo anterior”. 
7 Página 32 del cuaderno en que se actúa. 
8 Ibídem, páginas 33 a 36. 
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8. En relación con las opiniones e informes de las autoridades demandadas, se advierte lo siguiente: 

9. Informe del Poder Ejecutivo del Estado de Baja California Sur. A través de escrito recibido el 
veintidós de octubre de dos mil diecinueve9, Miguel Ángel Esquinca Kuri, quien se ostentó como 
Subsecretario de la Consejería Jurídica dependiente de la Secretaría General de Gobierno de esa 
entidad en representación del Gobernador del Estado de Baja California Sur, señaló que es cierto 
que publicó el Decreto 2621 en el que se emitió la Ley de Desaparición Forzada de Personas y 
Desaparición Cometida por Particulares para ese Estado y se adicionan o derogan diversas 
disposiciones del Código Penal y de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia de esa 
entidad federativa. 

10. Lo anterior, agregó, se materializó en el Boletín Oficial extraordinario de dieciséis de agosto de dos 
mil diecinueve, tomo XLVI, número 36 y que de conformidad con sus artículos transitorios entró en 
vigor al día siguiente de tal acto. 

11. Informe del Poder Legislativo. El Poder Legislativo de la Entidad, a través del Oficial Mayor, Rubén 
Atilio Perea de la Peña, por escrito recibido el seis de noviembre de dos mil diecinueve10, rindió 
informe en el que argumentó: 

a) Que las normas impugnadas fueron emitidas por el Poder Legislativo que representa, 
aprobadas en sesión pública de veintisiete de junio de dos mil diecinueve y expedidas a través 
del Decreto 2621. 

b) En relación con el primer concepto de invalidez informó que estiman que le asiste la razón a la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos. 

c) Por lo que hace al segundo de ellos, estima que debe declararse infundado y, por lo tanto, 
desestimar las alegaciones del demandante. 

 Aseguró que, si bien la interpretación del contenido del artículo 54, fracción VIII, de la Ley en 
materia de desaparición forzada de personas y desaparición cometida por particulares para el 
Estado de Baja California Sur pudiera hacerse a la luz del artículo 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y concluir que no tiene facultades expresas para 
solicitarla, cierto es que no debe soslayarse que dicha fiscalía depende directamente del 
Procurador General de Justicia del Estado de Baja California Sur quien representa al 
Ministerio Público y por ese solo hecho, la fiscalía especializada puede, por conducto de su 
superior jerárquico, solicitar al juez federal la intervención de comunicaciones en términos de 
los ordinales 52 y 53 de la legislación local en comento en concordancia con los arábigos 6, 
12, 13, 20 y 79 bis de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado de 
Baja California Sur. 

 Es por ello que la solicitud que formule debe considerarse válida puesto que lo hace en el 
desempeño de sus funciones y con el objeto de desempeñar a cabalidad su encomienda. En 
esa línea, un juez federal no aceptará solicitud, ni obsequiará orden para intervenir 
comunicaciones privadas si ésta no es formulada por el Procurador General de Justicia quien 
preside el ministerio público y ejerce la autoridad jerárquica sobre todo el personal de la 
Procuraduría, entre ellos, la Fiscalía Especializada para la investigación y persecución de los 
delitos de desaparición forzada de personas, desaparición cometida por particulares y delitos 
vinculados. 

 Por ende, la falta de disposición expresa no implica que se vulnera la norma constitucional 
federal, pues como lo expuso, el Procurador, de quien depende la fiscalía, puede hacer la 
petición para cumplir a cabalidad la tarea de procurar justicia a través de la institución del 
ministerio público con lo que se cumple lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 Así, el no vulnerar el contenido de los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la 
norma impugnada debe declararse válida. 

12. Cierre de la instrucción. Realizado el trámite legal correspondiente y la presentación de alegatos, 
por acuerdo de cuatro de febrero de dos mil veinte, se declaró cerrada la instrucción del asunto y se 
envió el expediente al Ministro instructor para la elaboración del proyecto de resolución11. 

 
9 Ibídem, páginas 69 y 70. 
10 Ibídem, páginas 107 a 120. 
11 Ibídem, página 549. 
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II. COMPETENCIA 

13. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la 
presente acción de inconstitucionalidad, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, 
fracción II, inciso g), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 10, fracción I, de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación12, toda vez que se plantea la posible infracción 
de disposiciones de la Ley en materia de desaparición forzada de personas y desaparición cometida 
por particulares para el Estado de Baja California Sur a artículos de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

III. OPORTUNIDAD 

14. El artículo 60 de la ley reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución 
Federal13 dispone que el plazo para promover una acción de inconstitucionalidad es de treinta días 
naturales contados a partir del día siguiente al en que se haya publicado en el correspondiente medio 
oficial, la norma general o tratado internacional impugnado, considerando para el cómputo cuando se 
trate de materia electoral, todos los días como hábiles. En el caso de que el último día del plazo sea 
inhábil, podrá presentarse el primer día hábil siguiente. 

15. En el caso, se controvierten artículos de la Ley en materia de desaparición forzada de personas y 
desaparición cometida por particulares para el Estado de Baja California Sur, reformados mediante 
Decreto 2621 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el dieciséis de agosto de dos 
mil diecinueve. 

16. Así, el plazo para impugnarlo transcurrió del diecisiete de agosto al quince de septiembre de dos mil 
diecinueve pero, al ser día inhábil, el plazo concluyó el diecisiete de septiembre de ese año, puesto 
que también fue inhábil el dieciséis de ese mes y año. 

17. Por lo que, si la acción de inconstitucionalidad se presentó el diecisiete de septiembre de dos mil 
diecinueve, se arriba al convencimiento de que es oportuna. 

IV. LEGITIMACIÓN 

18. El artículo 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
prevé que este medio de control podrá iniciarse por la Comisión Nacional de Derechos Humanos 
como órgano legitimado para impugnar leyes de las entidades federativas que estime violatorias de 
derechos humanos. 

19. Así, el escrito inicial fue signado por Luis Raúl González Pérez, quien acreditó su personalidad con 
copia certificada del oficio DGPL-1P3A.-4858, de trece de noviembre de dos mil catorce, signado por 
el Presidente de la Mesa Directiva del Senado de la República, que lo reconoce como el Presidente 
de dicha Comisión14. 

20. Ahora bien, en términos del artículo 11 de la ley reglamentaria de la materia, el promovente debe 
comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que legalmente estén facultados. 

21. Por tanto, si el artículo 15, fracción XI de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos15 
confiere a su Presidente la facultad de presentar acciones de inconstitucionalidad, es de concluirse 
que este medio de control constitucional fue promovido por un órgano legitimado a través de su 
representante. 

 
12 “Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes: 
[...]. II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y 
esta Constitución. Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de 
publicación de la norma, por:  
[...] g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de 
tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de 
los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas...” 
“Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno: I. De las controversias constitucionales y acciones de 
inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;...” 
13 “Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la 
fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese 
inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. 
En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles”. 
14 Página 49 del cuaderno en que se actúa. 
15 “Artículo 15. El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 
... 
XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados 
internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte, y...” 
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V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA 

22. Las partes no hicieron valer causales de improcedencia y esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación no advierte de oficio la actualización de alguna. 

23. Adquiere relevancia señalar que las normas impugnadas fueron objeto de una reforma posterior a la 
que se analiza en la presente acción. 

24. En efecto, el veinte de enero de dos mil veinte se publicó en el Boletín Oficial del Gobierno del 
Estado de Baja California Sur el Decreto 2698 por el que se reforman los artículos 6 y 54, fracción 
VIII, de la Ley en materia de desaparición forzada de personas y desaparición cometida por 
particulares para el Estado de Baja California Sur16. 

25. Los textos impugnados quedaron en los siguientes términos: 

Texto a partir del Decreto 2621 (impugnado) Texto a partir de la reforma publicada el 20 de enero 
de 2020 

Decreto 2698 

 

“Artículo 6°. En todo lo no previsto en la presente 
Ley, son aplicables supletoriamente las 
disposiciones establecidas en la Ley General en 
Materia de Desaparición Forzada de Personas, 
Desaparición Cometida por Particulares y del 
Sistema Nacional de Búsqueda de Personas, el 
Código Nacional de Procedimientos Penales, el 
Código Penal Federal, el Código Civil para el 
Estado Libre y Soberano de Baja California Sur, así 
como la Ley de Atención a Víctimas para el Estado 
de Baja California Sur y los Tratados 
Internacionales de los que el Estado Mexicano 
sea parte”. 

 

 

“Artículo 6°. En todo lo no previsto en la presente 
Ley, son aplicables supletoriamente las 
disposiciones establecidas en el Código Penal 
Federal, el Código Civil para el Estado Libre y 
Soberano de Baja California Sur, así como la Ley de 
Atención a Víctimas para el Estado de Baja 
California Sur y los Tratados Internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea parte.” 

 

“Artículo 54. La Fiscalía Especializada tiene, en el 
ámbito de su competencia, las atribuciones 
siguientes: 

… 

VIII. Solicitar a la autoridad judicial competente la 
autorización para ordenar la intervención de 
comunicaciones, en términos de las disposiciones 
aplicables;…” 

 

“Artículo 54. La Fiscalía Especializada tiene, en el 
ámbito de su competencia, las atribuciones 
siguientes: 

… 

VIII. Solicitar a la autoridad judicial competente, la 
autorización para ordenar la intervención de 
comunicaciones, en términos de lo dispuesto por 
el artículo 16, párrafo décimo tercero, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y demás disposiciones aplicables;…” 

 

26. De lo anterior, se obtiene que el legislador local, por medio del Decreto 2698, modificó el contenido 
de los artículos 6 y 54, fracción VIII, de la Ley en materia de desaparición forzada de personas y 
desaparición cometida por particulares para el Estado de Baja California Sur. 

27. En el caso del primero de los numerales en comento, decidió suprimir la aplicación supletoria de la 
Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por 
Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas y del Código Nacional de 
Procedimientos Penales. Sin embargo, en el texto que actualmente se encuentra vigente, el Código 
Penal Federal y los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte continúan 

 
16 Al respecto se hace constar que la Comisión Nacional de Derechos Humanos promovió acción de inconstitucionalidad contra el Decreto 
2698 por considerar que las disposiciones reformadas atentan contra lo dispuesto por los artículos 1, 14 y 16, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; y, 1, 2 y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Todos ellos en relación con el derecho a la 
seguridad jurídica y al principio de legalidad. 
La demanda se radicó y admitió con el consecutivo 114/2020 y en la actualidad se encuentra en trámite. 
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siendo instrumentos jurídicos a los que los destinatarios de esa Ley pueden acudir para integrar una 
omisión en la ley o para interpretar sus disposiciones en forma que se integren con otras normas o 
principios generales contenidos en otras leyes. 

28. Ahora, en el caso del artículo 54, fracción VIII, el constituyente local decidió puntualizar que la 
Fiscalía Especializada seguirá contando con la facultad de solicitar a la autoridad judicial competente, 
la autorización para ordenar la intervención de comunicaciones pero en su texto vigente puntualizó 
que ello atenderá a lo dispuesto por el artículo 16, párrafo décimo tercero, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones aplicables. 

29. Es de señalarse que conforme al artículo primero transitorio del Decreto 2698 la vigencia de esa 
modificación inició al día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado 
de Baja California Sur, es decir, el martes veintiuno de enero de la presente anualidad. 

30. Sin embargo, se estima que en atención a la naturaleza penal de las disposiciones legales 
combatidas, no es dable estimar alguna causa de improcedencia de la acción de inconstitucionalidad 
con motivo de la publicación de la reforma en comento17. 

31. Máxime que, ante una eventual declaratoria de invalidez, en términos de lo dispuesto en los artículos 
105, fracción III, párrafo segundo y 45, segundo párrafo, de la Ley Reglamentaria podrían generarse 
efectos retroactivos. 

32. Consecuentemente, procede el análisis de los conceptos de invalidez. 

VI. ESTUDIO 

33. Como se ha relatado, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos impugna la regularidad 
constitucional de los artículos 6 y 54, fracción VIII, de la Ley en materia de desaparición forzada de 
personas y desaparición cometida por particulares para el Estado de Baja California Sur; por ende, 
se procede al análisis de los conceptos de invalidez formulados, lo que se hace en los siguientes 
términos. 

I. Análisis de la constitucionalidad del artículo 54, fracción VIII, de la Ley en materia de 
desaparición forzada de personas y desaparición cometida por particulares para el Estado de 
Baja California Sur 

34. La disposición legal en comento, indica: 

“Artículo 54. La Fiscalía Especializada tiene, en el ámbito de su competencia, las 
atribuciones siguientes: 

… 

VIII. Solicitar a la autoridad judicial competente la autorización para ordenar la 
intervención de comunicaciones, en términos de las disposiciones aplicables;…” 

35. Sustancialmente, la accionante estima que esa disposición legal es contraria al contenido del artículo 
16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dado que la facultad para solicitar la 
intervención de comunicaciones privadas únicamente le corresponde a la autoridad federal facultada 
por la ley o al titular del ministerio público de la entidad federativa correspondiente, y no a la Fiscalía 
Especializada del Estado. 

 
17 En apoyo a esas consideraciones se invoca la tesis IV/2014 sustentada por el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 
aparece en la página 227 de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 4, Marzo de 2014, Tomo I, Materia Constitucional, 
Décima Época, dada a conocer bajo los siguientes términos: 

“ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. NO SE ACTUALIZA LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA POR CESACIÓN DE EFECTOS, 
CUANDO SE IMPUGNA UNA NORMA DE NATURALEZA PENAL QUE POSTERIORMENTE SE REFORMA, MODIFICA, DEROGA 
O ABROGA. Conforme al criterio del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, contenido en las tesis de 
jurisprudencia P./J. 8/2004 y P./J. 24/2005, la acción de inconstitucionalidad es improcedente cuando hayan cesado los efectos de la 
norma impugnada, supuesto que se actualiza cuando ésta se reforma, modifica, deroga o abroga y que provoca la causa de 
improcedencia prevista en el artículo 19, fracción V, en relación con el 65, ambos de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 
Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Dicho criterio es inaplicable cuando la norma impugnada 
es de naturaleza penal, ya que, acorde con los artículos 105, párrafo penúltimo, de la Constitución Federal y 45 de la ley citada, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación puede dar efectos retroactivos a la declaración de invalidez que emita en relación con la 
impugnación de normas legales de esa naturaleza, los cuales tendrán eficacia desde la entrada en vigor de la legislación declarada 
inconstitucional y bajo la estricta condición de que la expulsión de la norma tienda a beneficiar, y nunca a perjudicar, a todos los 
individuos directamente implicados en los procesos penales respectivos. Además, debe tenerse presente que uno de los principios 
que rigen en la materia penal obliga a aplicar la ley vigente al momento en que se cometió el delito, lo que implica que aun cuando 
una norma impugnada se haya reformado, modificado, derogado o abrogado, sigue surtiendo efectos respecto de los casos en los 
que el delito se hubiera cometido bajo su vigencia. Por ello, cuando en una acción de inconstitucionalidad se impugne una norma 
penal que posteriormente se modifica, reforma, abroga o deroga, este Alto Tribunal deberá analizarla en sus términos y bajo los 
conceptos de invalidez hechos valer, ya que una potencial declaratoria de inconstitucionalidad puede llegar a tener impacto en los 
procesos en los que dicha norma haya sido aplicada durante su vigencia”. 
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36. Al respecto, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación arriba al convencimiento de que ese 
concepto de invalidez es fundado. 

37. Para ello, es oportuno señalar que este Tribunal Constitucional retoma las consideraciones 
expuestas al resolver las Acciones de Inconstitucionalidad 77/201818 y 5/201919, en las que se 
analizaron disposiciones de la Ley Número 677 en Materia de Desaparición de Personas para el 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave y de la Ley en Materia de Desaparición de Personas del 
Estado de Coahuila de Zaragoza, respectivamente, cuyo contenido es similar a la norma que ahora 
se estudia y que también fueron confrontados con lo dispuesto por el artículo 16 de la Carta Magna. 

38. En ambos casos se analizó el contenido y desarrollo del arábigo en comento del pacto federal y se 
destacó que entre otros aspectos, reconoce el derecho a la inviolabilidad de comunicaciones 
privadas; de igual forma, puntualiza los requisitos para autorizar y efectuar la intervención de 
comunicaciones privadas20. 

39. Lo anterior, puesto que la evolución legislativa ha dejado patente la intención de los poderes 
ejecutivo y legislativo de introducir en el texto constitucional la regulación para la intervención de 
comunicaciones privadas, estableciendo particularmente que la autoridad competente para 
intervenirlas es únicamente la autoridad judicial federal y que las intervenciones deben ajustarse a 
los requisitos que las leyes prevean; ello, con la finalidad de limitar y restringir el uso de tal diligencia 
pero a la vez, fortaleciendo las herramientas y estrategias para enfrentar la delincuencia. 

40. Ahora, en relación con los sujetos legitimados para solicitarla adquiere relevancia el contenido del 
Dictamen de veintiocho de marzo de mil novecientos noventa y seis, emitido por las “Comisiones 
Unidas de Puntos Constitucionales, de Justicia, del Distrito Federal y, de Estudios Legislativos 
Primera Sección” de la Cámara de Senadores, quienes asentaron la importancia de que el texto 
constitucional reflejara expresamente que serían los titulares de la representación social de cada 
entidad federativa quienes estarían facultados para solicitar ante una autoridad judicial federal la 
intervención de comunicaciones privadas sin que exista la posibilidad de atribuir o delegar esa 
facultad reservada a esos funcionarios. 

41. Por tanto, es facultad exclusiva de la autoridad judicial federal autorizar la intervención de 
comunicaciones privadas a solicitud de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del 
Ministerio Público de las entidades federativas. 

42. Así, para determinar en quien recae la Titularidad del Ministerio Público en el Estado de Baja 
California Sur, es necesario acudir a la Constitución Política de ese Estado. 

 
18 Resuelta en sesión correspondiente al once de noviembre de dos mil diecinueve por unanimidad de nueve votos de los Ministros González 
Alcántara Carrancá (quien formuló voto concurrente), Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del estudio consistente en declarar la invalidez del 
artículo 54, fracción VIII, de la Ley Número 677 en Materia de Desaparición de Personas para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, 
publicada en la Gaceta Oficial de dicha entidad federativa el veinte de agosto de dos mil dieciocho. 
19 Aprobado en sesión de veintiuno de abril de dos mil veinte por unanimidad de once votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 
Alcántara Carrancá (lo que hizo con voto concurrente), Esquivel Mossa, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos 
Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán, Presidente Zaldívar Lelo de Larrea y Aguilar Morales (los dos últimos por diversos argumentos), 
respecto del estudio consistente en declarar la invalidez del artículo 58, fracción XI, de la Ley en Materia de Desaparición de Personas para el 
Estado de Coahuila de Zaragoza, expedida mediante Decreto Número 155, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el 
catorce de diciembre de dos mil dieciocho. 
20 “Artículo 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de 
la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en 
los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y 
del cumplimiento de lo previsto en este párrafo. 
... 
Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará penalmente cualquier acto que atente contra la libertad y privacía de las 
mismas, excepto cuando sean aportadas de forma voluntaria por alguno de los particulares que participen en ellas. El juez valorará el alcance 
de éstas, siempre y cuando contengan información relacionada con la comisión de un delito. En ningún caso se admitirán comunicaciones 
que violen el deber de confidencialidad que establezca la ley. 
Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad 
federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación privada. Para ello, la autoridad competente deberá 
fundar y motivar las causas legales de la solicitud, expresando además, el tipo de intervención, los sujetos de la misma y su duración. La 
autoridad judicial federal no podrá otorgar estas autorizaciones cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral 
o administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido con su defensor. 
Los Poderes Judiciales contarán con jueces de control que resolverán, en forma inmediata, y por cualquier medio, las solicitudes de medidas 
cautelares, providencias precautorias y técnicas de investigación de la autoridad, que requieran control judicial, garantizando los derechos de 
los indiciados y de las víctimas u ofendidos. Deberá existir un registro fehaciente de todas las comunicaciones entre jueces y Ministerio 
Público y demás autoridades competentes. 
Las intervenciones autorizadas se ajustarán a los requisitos y límites previstos en las leyes. Los resultados de las intervenciones que no 
cumplan con éstos, carecerán de todo valor probatorio...” 
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43. El artículo 85.A de la constitución local indica que el Ministerio Público estará a cargo del Procurador 
General de Justicia. Incluso, el numeral 15, párrafo séptimo, última parte, reconoce que dicho 
funcionario podrá solicitar a la autoridad judicial federal la intervención de comunicaciones privadas. 

44. Por su parte, el artículo 6 de Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Baja 
California Sur, establece que la Procuraduría General de Justicia del Estado es la dependencia del 
Ejecutivo del Estado, dotada de autonomía técnica, operativa y de criterio jurídico, en la que se 
deposita la Institución del Ministerio Público. 

45. Y que es el Procurador, el titular de la institución del Ministerio Público del Estado, ello en términos 
del arábigo 20 de ese ordenamiento. 

46. Entre sus facultades se encuentran la de establecer los lineamientos generales del Ministerio 
Público, así como las estrategias que deben orientar la investigación de hechos que se estimen 
delictivos y los criterios para el ejercicio de la acción penal; dirigir, organizar, administrar, controlar y 
supervisar el funcionamiento de la Procuraduría y ejercer la disciplina entre sus integrantes; así como 
solicitar al Juez de Control Federal la intervención de comunicaciones privadas cuando resulte 
necesario dentro de la investigación de un hecho delictivo. 

47. Consecuentemente, en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la Constitución Política del Estado libre y soberano de Baja California Sur y la Ley 
Orgánica de la Procuraduría General de esa entidad federativa, se arriba a la conclusión de que es el 
Procurador General de Justicia del Estado de Baja California Sur quien se encuentra facultado para 
solicitar la autorización de las comunicaciones privadas a la autoridad judicial federal, en caso de 
delitos locales, y no el Fiscal Especializado. 

48. En mérito de lo anterior, si el artículo 54, fracción VIII, de la Ley en materia de desaparición forzada 
de personas y desaparición cometida por particulares para el Estado de Baja California Sur dispone 
que la Fiscalía Especializada en esa materia tiene la atribución de solicitar a la autoridad competente 
la autorización para la intervención de comunicaciones privadas, resulta indudable que tal disposición 
no guarda armonía con el ordenamiento constitucional federal y debe declararse inconstitucional. 

49. Asimismo, como se estableció en las Acciones de Inconstitucionalidad 77/2018 y 5/2019, es de 
indicarse que no se soslaya que la Ley General en materia de desaparición forzada de personas, 
desaparición cometida por particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas en su 
artículo 70 prevé las atribuciones que le corresponden en el ámbito de su competencia a la Fiscalía 
Especializada de la Procuraduría, incorporando la facultad para solicitar a la autoridad judicial 
competente la autorización para ordenar la intervención de comunicaciones en términos de las 
disposiciones aplicables21. Por su parte, el ordinal 71 de ese cuerpo normativo establece que las 
Fiscalías Especializadas de las Entidades Federativas deben contar al menos, con las características 
y atribuciones previstas en el artículo 70 indicado22. 

50. Sin embargo, lo dispuesto por la Ley General no puede concretarse en perjuicio de la previsión 
expresa del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Ni siquiera en 
su actual redacción. 

51. Es por ello que el artículo 54, fracción VIII, de la Ley en materia de desaparición forzada de personas 
y desaparición cometida por particulares para el Estado de Baja California Sur es inconstitucional. 

52. Esencialmente, en atención a que le atribuye al Fiscal Especializado una facultad que por mandato 
expreso del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos le corresponde 
exclusivamente al titular del Ministerio Público de la entidad federativa, es decir, al titular de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Baja California Sur. 

 
21 “Artículo 70. La Fiscalía Especializada de la Procuraduría tiene, en el ámbito de su competencia, las atribuciones siguientes: 
... 
VIII. Solicitar a la autoridad judicial competente la autorización para ordenar la intervención de comunicaciones, en términos de las 
disposiciones aplicables;...” 
22 “Artículo 71. Las Fiscalías Especializadas de las Entidades Federativas deben contar al menos, con las características y atribuciones 
previstas en el artículo anterior. 
Las Fiscalías Especializadas de las Entidades Federativas deben remitir inmediatamente a la Fiscalía Especializada de la Procuraduría los 
expedientes de los que conozcan cuando se actualicen los supuestos previstos en el artículo 24 de la presente Ley, o iniciar inmediatamente 
la carpeta de investigación, cuando el asunto no esté contemplado expresamente como competencia de la Federación”. 
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II. Análisis de la constitucionalidad del artículo 6 de la Ley en materia de desaparición forzada 

de personas y desaparición cometida por particulares para el Estado de Baja California Sur 

53. El ordenamiento legal materia de impugnación reza: 

“Artículo 6°. En todo lo no previsto en la presente Ley, son aplicables 

supletoriamente las disposiciones establecidas en la Ley General en Materia de 

Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del 

Sistema Nacional de Búsqueda de Personas, el Código Nacional de Procedimientos 

Penales, el Código Penal Federal, el Código Civil para el Estado Libre y Soberano de 

Baja California Sur, así como la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de Baja 

California Sur y los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea 

parte”. 

54. La accionante estima, sustancialmente, que las remisiones que realizó el legislador local a la Ley 

General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y 

del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas y al Código Nacional de Procedimientos Penales, 

son inconstitucionales por transgredir los artículos 14 y 16 constitucionales en relación con el 

derecho a la seguridad jurídica y a la legalidad. 

55. Puesto que la disposición legal controvertida no es congruente con el orden jurídico nacional, ya que 

no es admisible que la legislatura local haya establecido que su norma debe aplicarse en primer 

orden y, en su caso, los operadores jurídicos podrán acudir a disposiciones cuya emisión y 

regulación son exclusivas del Congreso de la Unión. 

56. Al respecto, este Tribunal Constitucional arriba al convencimiento de que el concepto de invalidez 

formulado es fundado. 

57. Esto es así, pues el legislador del Estado de Baja California Sur carece de competencia para decidir 

en torno al régimen de supletoriedad de norma generales cuando éstas son determinadas por el 

legislador federal. 

58. Previamente, es oportuno indicar, como se hizo con antelación, la aplicación supletoria de una ley 

respecto de otra es la relación que surge para integrar una omisión en la ley o para interpretar sus 

disposiciones y que se integren con otras normas o principios generales contenidos en leyes 

diversas. 

59. Ahora bien, para que sea procedente dicha supletoriedad, debe satisfacerse lo siguiente: 

a) El ordenamiento legal a suplir debe establecer expresamente esa posibilidad, indicando la ley 

o normas que pueden aplicarse supletoriamente, o que un ordenamiento establezca que 

aplica, total o parcialmente, de manera supletoria a otros; 

b) La ley a suplir no debe contemplar la institución o las cuestiones jurídicas que pretenden 

aplicarse supletoriamente o, aun estableciéndolas, debe desarrollarlas o regularlas 

deficientemente; 

c) Esa omisión o vacío legislativo haga necesaria la aplicación supletoria de un ordenamiento 

diverso para solucionar la controversia o el problema jurídico planteado, sin que sea válido 

atender a cuestiones jurídicas que el legislador no tuvo intención de establecer en la ley a 

suplir; y, 

d) Las normas aplicables supletoriamente no deben contrariar el ordenamiento legal a suplir, sino 

que deben ser congruentes con sus principios y con las bases que rigen específicamente la 

institución de que se trate23. 

 
23 Como se desprende de la Jurisprudencia 34/2013, visible en la página 1065 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro 
XVIII, Marzo de 2013, Tomo 2, Materia Constitucional, Décima Época que dio a conocer la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, bajo el rubro: “SUPLETORIEDAD DE LAS LEYES. REQUISITOS PARA QUE OPERE”. 
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60. Ahora bien, en el caso de la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, 
Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas es de 
ingente relevancia señalar que de conformidad con el artículo 73, fracción XXI, inciso a), de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos24, corresponde al Congreso de la Unión su 
expedición, ya que, entre otros aspectos, dicha legislación establece los tipos penales y sus 
sanciones, así como la distribución de competencias y las formas de coordinación entre los tres 
órdenes de gobierno25. 

61. Incluso, en su artículo 6 establece su régimen de supletoriedad para los casos no previstos en la ley, 
los operadores jurídicos podrán acudir a las disposiciones del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, el Código Penal Federal y las legislaciones civiles aplicables, así como la Ley General de 
Víctimas y los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte. 

62. En este sentido, a diferencia de otras leyes generales que únicamente establecen bases de 
coordinación y principios, la ley general de la materia actúa como parámetro de regularidad de la Ley 
en materia de desaparición forzada de personas y desaparición cometida por particulares para el 
Estado de Baja California Sur, en virtud de que aquélla establece reglas sustantivas y adjetivas 
relativas a los tipos penales y sus sanciones, establece la distribución competencial y las bases de 
coordinación26. 

63. Por tanto, si el ordinal 73, fracción XXI, inciso a), constitucional reserva como facultad exclusiva del 
Congreso de la Unión el expedir la Ley General en materia de desaparición forzada de personas, se 
sigue que se privó a las entidades federativas de la atribución con la que anteriormente contaban, en 
términos del artículo 124 de la Constitución Federal, para legislar sobre esta materia, quedando 
limitadas a aquellas facultades que, conforme al régimen de concurrencia y coordinación, les 
otorgara el Congreso de la Unión. 

64. Incluso, la disposición en comento cuya expedición se reserva a la Federación, no puede ser 
supletoria a la normatividad local, dado que aquélla define el contenido de esta última. 

65. Similares argumentos son aplicables para el caso del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
ya que la ley local tampoco puede prever la supletoriedad de esa codificación en lo no previsto por 
ella. 

66. Ello, en atención a que el Congreso de la Unión tiene reservada de manera exclusiva legislar sobre la 
materia procedimental penal de conformidad con la fracción XXI, inciso c), del artículo 73 de la 
Constitución Federal27. 

67. Robustece esta línea argumentativa el hecho de que el artículo 19 de la Ley General en Materia de 
Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional 
de Búsqueda de Personas expresamente reconoce que la persecución, investigación, procesamiento 

 
24 “Artículo 73. El Congreso tiene facultad: [...] 
XXI. Para expedir:  
a) Las leyes generales que establezcan como mínimo, los tipos penales y sus sanciones en las materias de secuestro, desaparición forzada 
de personas, otras formas de privación de la libertad contrarias a la ley, trata de personas, tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes, así como electoral. 
Las leyes generales contemplarán también la distribución de competencias y las formas de coordinación entre la Federación, las entidades 
federativas y los Municipios...” 
25 En este sentido, la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición cometida por Particulares y del Sistema 
Nacional de Búsqueda de Personas, estableció: 
“Artículo 1. La presente Ley es de orden público, interés social y observancia general en todo el territorio nacional, de conformidad con el 
mandato establecido en el artículo 73, fracción XXI, inciso a) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos...” 
“Artículo 3. La aplicación de la presente Ley corresponde a las autoridades de los tres órdenes de gobierno, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, y se interpretará de conformidad con los principios de promoción, respeto, protección y garantía de los derechos humanos 
establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano 
sea parte, favoreciendo en todo tiempo el principio pro persona”. 
26 El Congreso de la Unión al estar facultado para emitir la ley que estableciera “como mínimo, los tipos penales y sus sanciones”, así como 
la “distribución de competencias y las formas de coordinación”, goza de un amplio margen para determinar en la ley general el funcionamiento 
de ese sistema, más allá de tener que limitarse a establecer únicamente principios generales y distribución competencial. 
27 “Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 
... 
XXI. Para expedir: 
... 
c) La legislación única en materia procedimental penal, de mecanismos alternativos de solución de controversias en materia penal, de 
ejecución de penas y de justicia penal para adolescentes, que regirá en la República en el orden federal y en el fuero común...” 
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y sanción de los delitos previstos en ella será conforme a las reglas de autoría, participación y 
concurso previstas en la legislación penal aplicable, y las reglas de acumulación de procesos 
previstas en el Código Nacional de Procedimientos Penales28. 

68. Por tanto, el legislador local únicamente tiene competencia para llevar su actividad respecto de la 
normatividad complementaria que permita la implementación del Código Nacional de Procedimientos 
Penales29, no así prever a dicha codificación como una norma de aplicación supletoria al 
ordenamiento local. 

69. En suma, debe declararse la invalidez del artículo 6 de Ley en materia de desaparición forzada de 
personas y desaparición cometida por particulares para el Estado de Baja California Sur, en la 
porción normativa que indica “la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, 
Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas, el Código 
Nacional de Procedimientos Penales,” por ser contraria a los derechos humanos a la seguridad 
jurídica y a la legalidad en virtud de que fue emitida por una autoridad que no contaba con 
competencia para hacerlo. 

70. Es oportuno señalar que las consideraciones expuestas en este apartado son similares a las que 
sustentó este Pleno del Tribunal Constitucional al resolver, como lo destacó la demandante, la acción 
de inconstitucionalidad 22/2015 y su acumulada 23/201530, en la que se analizó, entre otros, la 
inconstitucionalidad del artículo 2 de la Ley para prevenir, atender, combatir y erradicar la trata de 
personas en el Estado de Zacatecas, el cual preveía como normas de aplicación supletoria a la Ley 
General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la 
Protección y Asistencia de las Víctimas de estos Delitos y al Código Nacional de Procedimientos 
Penales. 

71. De igual forma, la acción de inconstitucionalidad 79/2019, que analizó entre otros, el artículo 6 de la 
Ley en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del 
Sistema de Búsqueda de Personas para el Estado de Tabasco y se aprobó por unanimidad de once 
votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco 
González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, 
Pérez Dayán y Zaldívar Lelo de Larrea por la invalidez de dicho precepto en las porciones normativas 
que indican “la Ley General, el Código Nacional de Procedimientos Penales, el Código Penal 
Federal”, “la Ley General de Víctimas y” y “así como los Tratados Internacionales de los que el 
Estado mexicano sea parte”31. 

VII. EFECTOS 

72. De conformidad con el artículo 41, fracción IV, y 73 de la Ley Reglamentaria de la materia, en 
relación con el Decreto 2621 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Baja 
California Sur el dieciséis de agosto de dos mil diecinueve, se declara: 

I. La invalidez de la fracción VIII del artículo 54 de la Ley en materia de desaparición forzada de 
personas y desaparición cometida por particulares para el Estado de Baja California Sur. 

 
28 Para robustecer dichos señalamientos es de destacarse que los artículos 1 y 2 del Código Nacional de Procedimientos Penales, en 
relación con el ámbito de aplicación y el objeto indican que la codificación en comento es de orden público y de observancia general en toda 
la República Mexicana, por los delitos que sean competencia de los órganos jurisdiccionales federales y locales en el marco de los principios 
y derechos consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los Tratados Internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte. 
Asimismo, su objeto es establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para 
esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el 
acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a 
los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 
29 Así se desprende el artículo octavo transitorio que indica: “Legislación complementaria En un plazo que no exceda de doscientos setenta 
días naturales después de publicado el presente Decreto, la Federación y las entidades federativas deberán publicar las reformas a sus leyes 
y demás normatividad complementaria que resulten necesarias para la implementación de este ordenamiento”. 
30 Correspondiente a la sesión de cuatro de junio de dos mil dieciocho y aprobada por unanimidad de diez votos de los Ministros Cossío 
Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas con reservas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández con salvedades en 
algunas consideraciones, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Aguilar Morales, respecto del estudio de fondo, consistente en 
declarar la invalidez de los artículos 2, párrafo segundo, 3, fracción IX, 7, 8 y 47 de la Ley para Prevenir, Atender, Combatir y Erradicar la 
Trata de Personas en el Estado de Zacatecas. 
31 Los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Pérez Dayán y Zaldívar Lelo de Larrea, votaron 
por la invalidez total del precepto. 
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II. La invalidez de la porción normativa “la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de 
Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de 
Personas, el Código Nacional de Procedimientos Penales,” del artículo 6 de la Ley en materia de 
desaparición forzada de personas y desaparición cometida por particulares para el Estado de Baja 
California Sur. 

III. Ahora bien, por contener idéntico vicio de inconstitucionalidad, por extensión de efectos también 
se declara la invalidez de las porciones normativas “el Código Penal Federal” y “y los Tratados 
Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte” del artículo 6 impugnado. 

73. La invalidez decretada surtirá efectos retroactivos al diecisiete de agosto de dos mil diecinueve, fecha 
en que entró en vigor el Decreto impugnado (2621). 

74. La anterior declaración de invalidez con efectos retroactivos surtirá efectos una vez que sean 
notificados los puntos resolutivos de esta sentencia al Poder Legislativo del Estado de Baja California 
Sur. 

75. Corresponderá a los operadores jurídicos competentes decidir y resolver, en cada caso concreto 
sujeto a su conocimiento, de acuerdo con los principios generales y disposiciones legales aplicables 
en esta materia. 

76. Para el eficaz cumplimiento de esta sentencia también deberá notificarse al Titular del Poder 
Ejecutivo del Estado de Baja California Sur, al Tribunal Superior de Justicia de dicha entidad, a los 
Tribunales Colegiado y Unitario del Vigésimo Sexto Circuito, al Centro de Justicia Penal Federal, a 
los Juzgados de Distrito en esa entidad federativa y a la Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Baja California Sur. 

77. Por lo expuesto y fundado, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

RESUELVE: 

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad. 

SEGUNDO. Se declara la invalidez de los artículos 6, en sus porciones normativas ‘la Ley General en 
Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema 
Nacional de Búsqueda de Personas’ y ‘el Código Nacional de Procedimientos Penales’ y 54, fracción VIII, de 
la Ley en Materia de Desaparición Forzada de Personas y Desaparición Cometida por Particulares para el 
Estado de Baja California Sur, expedida mediante el Decreto 2621, publicado en el Boletín Oficial de dicha 
entidad federativa el dieciséis de agosto de dos mil diecinueve y, por extensión, la del referido artículo 6, en 
sus porciones normativas ‘el Código Penal Federal’, así como ‘y los Tratados Internacionales de los que el 
Estado Mexicano sea parte’, en los términos de los apartados VI y VII de esta decisión, la cual surtirá sus 
efectos retroactivos a la fecha que se precisa en el apartado VII de esta ejecutoria, a partir de la notificación 
de estos puntos resolutivos al Congreso del Estado de Baja California Sur. 

TERCERO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Boletín Oficial del 
Estado de Baja California Sur, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Notifíquese, haciéndolo por medio de oficio a las partes, y, en su oportunidad, archívese el expediente 
como asunto concluido. 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto de los apartados I, II, III y IV relativos, respectivamente, al trámite, a la competencia, a la oportunidad 
y a la legitimación. 

Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas con reserva de criterio, Aguilar 
Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea 
con razones adicionales, respecto del apartado V, relativo a las causas de improcedencia. El señor Ministro 
Laynez Potisek votó en contra y anunció voto particular. El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea 
anunció voto concurrente. 
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En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas con reserva de criterio, 
Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek obligado por la mayoría, 
Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado VI, relativo al estudio, en su parte 
primera, consistente en declarar la invalidez del artículo 54, fracción VIII, de la Ley en Materia de Desaparición 
Forzada de Personas y Desaparición Cometida por Particulares para el Estado de Baja California Sur, 
expedida mediante el Decreto 2621, publicado en el boletín oficial de dicha entidad federativa el dieciséis de 
agosto de dos mil diecinueve. El señor Ministro González Alcántara Carrancá anunció voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas con reserva de criterio, 
Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente 
Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado VI, relativo al estudio, en su parte segunda, consistente en 
declarar la invalidez del artículo 6, en sus porciones normativas “la Ley General en Materia de Desaparición 
Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de 
Personas” y “el Código Nacional de Procedimientos Penales”, de la Ley en Materia de Desaparición Forzada 
de Personas y Desaparición Cometida por Particulares para el Estado de Baja California Sur, expedida 
mediante el Decreto 2621, publicado en el boletín oficial de dicha entidad federativa el dieciséis de agosto de 
dos mil diecinueve y, por extensión, la de sus diversas porciones normativas “el Código Penal Federal”, así 
como “y los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte”. 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Pérez 
Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado VII, relativo a los efectos, consistente en: 
1) determinar que la declaratoria de invalidez referente al Decreto 2621 surtirá efectos retroactivos al 
diecisiete de agosto de dos mil diecinueve, fecha en que entró en vigor, 2) determinar que las declaratorias de 
invalidez decretadas en este fallo surtan sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de 
esta sentencia al Congreso del Estado de Baja California Sur y 3) determinar que corresponderá a los 
operadores jurídicos competentes decidir y resolver, en cada caso concreto sujeto a su conocimiento, de 
acuerdo con los principios generales y disposiciones legales aplicables en esta materia. La señora Ministra y 
los señores Ministros Franco González Salas, Piña Hernández y Laynez Potisek votaron en contra. 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 

En relación con el pie de los puntos resolutivos: 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Pérez 
Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado VII, relativo a los efectos, consistente en: 
4) determinar que, para el eficaz cumplimiento del fallo, también deberá notificársele al titular del Poder 
Ejecutivo, a la Procuraduría General de Justicia y al Tribunal Superior de Justicia del Poder Judicial del Estado 
de Baja California Sur, así como a los Tribunales Colegiado y Unitario del Vigésimo Sexto Circuito, al Centro 
de Justicia Penal Federal y a los Juzgados de Distrito en el Estado de Baja California Sur. La señora Ministra 
y los señores Ministros Franco González Salas, Piña Hernández y Laynez Potisek votaron en contra. 

El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea declaró que el asunto se resolvió en los términos 
precisados. Doy fe. 

Ministro Presidente, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Ministro Ponente, Luis 
María Aguilar Morales.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Rafael Coello Cetina.- 
Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de diecisiete fojas útiles, concuerda fiel y 
exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la acción de 
Inconstitucionalidad 104/2019, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, dictada por el 
Pleno de este Alto Tribunal en su sesión del dieciocho de enero de dos mil veintiuno. Se certifica con la 
finalidad que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a once de mayo de dos mil 
veintiuno.- Rúbrica. 
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA CARRANCÁ EN 
RELACIÓN CON LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 104/2019 

I. Antecedentes 
1. En la sesión virtual de dieciocho de enero de dos mil veintiuno, el Pleno de esta Suprema Corte de 

Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad 104/2019, promovida por la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos, quien demandó la invalidez de los artículos 6 y 54, fracción VIII, de 
la Ley en Materia de Desaparición Forzada de Personas y Desaparición Cometida por Particulares 
para el Estado de Baja California Sur.1 

II. Razones de la sentencia 
2. En primer lugar, la ejecutoria determinó la invalidez del artículo 54, fracción VIII, de la Ley 

impugnada. Para llegar a esta determinación, se argumentó que dicha disposición es contraria al 
contenido del artículo 16 constitucional. Lo anterior, pues la facultad para solicitar la intervención de 
comunicaciones privadas le corresponde únicamente a la autoridad federal facultada por la ley o al 
titular del ministerio público de la entidad federativa correspondiente y no así a la fiscalía 
especializada del Estado. 

3. En el análisis realizado, se retomaron las consideraciones expuestas al resolver las acciones de 
inconstitucionalidad 77/2018 y 5/2019. En dichos precedentes se analizaron disposiciones de la Ley 
en Materia de Desaparición de Personas para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave y de la 
Ley en Materia de Desaparición Forzada de Personas del Estado de Coahuila de Zaragoza. El 
contenido de dichas disposiciones impugnadas resultaba similar al de la norma impugnada en el 
presente proceso y el parámetro de control también resultó el artículo 16 de la Constitución Federal. 

4. Asimismo, en la sentencia se declaró la invalidez del artículo 6 de la Ley antes mencionada, en la 
porción normativa que indica “la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, 
Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas, el Código 
Nacional de Procedimientos Penales”. Esto, al considerar que el legislador local carece de 
competencia para decidir en torno al régimen de supletoriedad de normas generales en tanto su 
aplicación se encuentra prefijada constitucionalmente y no son disponibles para el legislador local. 

5. Por último, por contener idéntico vicio de inconstitucionalidad, por extensión de efectos, también se 
declaró la invalidez de las porciones normativas “el Código Penal Federal” y “y los Tratados 
Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte” del artículo 6 impugnado. 

III. Razones de la concurrencia 
6. El motivo de mi disenso es en relación con lo que se determinó respecto del artículo 54, fracción VIII, 

de la Ley de Desaparición Forzada del Estado de Baja California Sur. En mi criterio, tal y como lo 
señalé al resolverse la acción de inconstitucionalidad 77/2018, hay una violación constitucional de 
índole competencial cuyo estudio es preferente respecto del planteamiento de la Comisión Nacional 
de Derechos Humanos. Lo anterior, en virtud de que el legislador estatal legisló en materia 
procedimental penal, sin tener competencia para ello. 

7. En efecto, la solicitud para la intervención de comunicaciones privadas se enmarca dentro de un 
contexto penal que implica el inicio del desarrollo de una técnica o de un acto de investigación 
derivado de conductas que potencialmente puedan concluir en la configuración de un delito. Es decir, 
la norma impugnada, al regular cuestiones propias del ámbito procesal penal, es inválida al resultar 
violatoria del artículo 73, fracción XXI, inciso c), constitucional. A mi juicio, la competencia debe tener 
un estudio preferencial respecto a un vicio sustantivo, por lo que debía resultar de estudio previo a la 
confronta frente al artículo 16 de la Constitución Federal. 

8. Al ser una facultad reservada completamente al Congreso de la Unión, de ningún modo puede ser 
regulada por las legislaturas estatales, ni siquiera en forma de reiteración. Desde la entrada en vigor 
de la reforma al artículo 73 mencionado, las entidades federativas ya no podían expedir legislación 
en materia procesal penal, sino que únicamente están facultadas para seguir aplicando la legislación 
estatal, hasta que entrara en vigor el Código Nacional de Procedimientos Penales, pero no podían 
expedir legislación que involucrara el procedimiento penal. 

9. Por otro lado, lo previsto en el artículo impugnado no involucra regulación complementaria necesaria 
para la implementación del código referido, sino la facultad para solicitar a la autoridad judicial 
competente la autorización para ordenar la intervención de comunicaciones privadas, dentro de un 
contexto penal, que implica necesariamente el desarrollo de una técnica de investigación. 

10. En conclusión, aunque de manera general voté a favor del sentido de la resolución que nos ocupa, la 
razón de la falta de competencia para legislar en una materia exclusiva del Congreso de la Unión es 
la que considero debió sostenerse en las consideraciones de la sentencia. 

Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de 
Acuerdos, Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de dos fojas útiles, concuerda fiel y 
exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente formulado por el señor Ministro 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, en relación con la sentencia de dieciocho de enero de dos mil 
veintiuno, dictada por el Pleno de este Alto Tribunal en la acción de inconstitucionalidad 104/2019, promovida 
por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad que se publique en el Diario 
Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a once de mayo de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 

 
1 Reformados mediante Decreto publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el dieciséis de agosto de dos mil diecinueve. 
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VOTO CONCURRENTE 

QUE FORMULA EL MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO EN LA ACCIÓN DE 

INCONSTITUCIONALIDAD 104/2019 

En sesión ordinaria que se celebró el dieciocho de enero de dos mil veintiuno, el Pleno de este Alto 
Tribunal, al resolver la acción de inconstitucionalidad, declaró la invalidez de los artículos 54, fracción VIII, y 6, 
en sus porciones normativas “la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición 
Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas” y “el Código Nacional de 
Procedimientos Penales”, de la Ley en Materia de Desaparición Forzada de Personas y Desaparición 
Cometida por Particulares para el Estado de Baja California Sur, que se expidió en Decreto 2621, publicado 
en el Boletín Oficial de la entidad federativa el dieciséis de agosto de dos mil diecinueve. 

Resolución que, en cuanto al fondo de asunto, se comparte la ejecutoria por reflejar íntegramente las 
consideraciones que fueron objeto de discusión y voto. 

No obstante, en cuanto al apartado de efectos, en el proyecto que en su momento se presentó se 
proponía declarar la invalidez por extensión respecto del artículo 54, fracción VIII, y 6, en sus porciones 
normativas “el Código Penal Federal” y “los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
parte”, del mismo ordenamiento legal, pero reformados en Decreto 2698, que se publicó en el Boletín Oficial 
del Gobierno del Estado de Baja California Sur, el veinte de enero de dos mil veinte. 

Sin embargo, la propuesta no alcanzó la mayoría requerida y, en consecuencia, se desestimó. 

Al respecto, el Ministro Presidente puntualizó que no había extensión de invalidez y el resto del apartado 
quedaba aprobado. Luego, preguntó al Secretario General de Acuerdos si hubo modificación alguna a los 
puntos resolutivos; a lo que el Secretario respondió: “Dado que en el segundo resolutivo la extensión de 
invalidez quedara implícita en la parte final, no es necesario modificar que era una remisión a la parte 
considerativa. No es necesario modificar.” 

Y en esos términos, por unanimidad de once votos se aprobaron los puntos resolutivos. 

No obstante lo anterior, en la ejecutoria se adicionó el siguiente párrafo en el apartado de efectos: 

III. Ahora bien, por contener idéntico vicio de inconstitucionalidad, por extensión de efectos también se 
declara la invalidez de las porciones normativas “el Código Penal Federal” y “y los Tratados 
Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte” del artículo 6 impugnado. 

Al respecto, con independencia de que esa declaratoria de invalidez que se hace es congruente con lo 
resuelto por el Tribunal Pleno en la Acción de Inconstitucionalidad 79/2019,32 que sirvió de base a la presente 
ejecutoria por atender a normas esencialmente iguales a las analizadas, y de que, incluso, voté a favor en la 
parte correspondiente de ese precedente; lo cierto es que, para el presente asunto, esa declaratoria de 
extensión de efectos realmente no fue sometida a consideración del Tribunal Pleno ni votada. 

Consecuentemente, me separo del párrafo de referencia, al no haber sido objeto de estudio y aprobación 
por las Ministras y los Ministros de este Alto Tribunal. 

Por las razones expuestas es que respetuosamente me permito emitir el presente voto concurrente. 

Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Lic. 
Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de dos fojas útiles, concuerda fiel y 
exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente formulado por el señor Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, en relación con la sentencia de dieciocho de enero de dos mil veintiuno, dictada 
por el Pleno de este Alto Tribunal en la acción de inconstitucionalidad 104/2019, promovida por la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad que se publique en el Diario Oficial de la 
Federación.- Ciudad de México, a once de mayo de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 

 
32 Resuelta en sesión de veintitrés de abril de dos mil veinte, aprobada en su resolutivo “TERCERO. Se declara la invalidez del artículo 6, en 
sus porciones normativas “la Ley General, el Código Nacional de Procedimientos Penales, el Código Penal Federal”, “la Ley General 
de Víctimas” y “así como los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte”, de la Ley en Materia de Desaparición 
Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema de Búsqueda de Personas para el Estado de Tabasco, expedida 
mediante Decreto 102, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el doce de junio de dos mil diecinueve, de conformidad 
con lo establecido en el apartado VII, subapartado B, de esta determinación, la cual surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos 
resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Tabasco, en los términos precisados en el apartado VIII de esta resolución”, por 
unanimidad de once votos.  
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SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 
Inconstitucionalidad 127/2019, así como el Voto Concurrente del señor Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 127/2019 

PROMOVENTE: COMISIÓN NACIONAL DE LOS 
DERECHOS HUMANOS 

PONENTE: JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA CARRANCÁ 

SECRETARIOS: OMAR CRUZ CAMACHO 

FERNANDO SOSA PASTRANA 

COLABORARON: BRUNO ALEJANDRO ACEVEDO NUEVO 

 JUAN IGNACIO ALVAREZ 

Ciudad de México. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión correspondiente al 
día trece de octubre de dos mil veinte emite la siguiente: 

SENTENCIA 

Por la que se resuelve la acción de inconstitucionalidad 127/2019 promovida por la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos en contra del Decreto número 209, publicado el catorce de octubre de dos mil 
diecinueve, en el periódico oficial de la localidad, por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de 
la Ley de Derechos y Cultura Indígena para el Estado de Hidalgo1. 

I. TRÁMITE 

1. Presentación de la demanda y autoridades demandadas. El trece de noviembre de dos mil 
diecinueve, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (en adelante, la “promovente”) presentó 
acción de inconstitucionalidad, y señaló como autoridades demandadas a los Poderes Ejecutivo y 
Legislativo del Estado de Hidalgo. 

2. Conceptos de invalidez. La promovente expuso diversos conceptos de invalidez, en los que, en 
síntesis, señaló lo siguiente. 

3. En primer lugar, expuso que existió un vicio en el procedimiento legislativo, pues considera que la 
medida legislativa que impugna afecta directamente a las comunidades indígenas del Estado de 
Hidalgo y, sin embargo, no medió consulta para su aprobación. 

4. En un segundo apartado, la promovente expone diversos conceptos de invalidez dirigidos a 
demostrar la inconstitucionalidad de los artículos adicionados o modificados de la Ley de Derechos y 
Cultura Indígena de manera individual por vulnerar el derecho a la consulta indígena. 

5. Lo anterior, en los siguientes términos: 

A. Falta de consulta indígena 

6. Las reformas y adiciones a la Ley de Derechos y Cultura Indígena para el Estado de Hidalgo se 
relacionan directamente con la regulación para el ejercicio del derecho a la consulta indígena porque: 
a) se define legalmente la consulta indígena, b) se establecen dos supuestos de procedencia de la 
consulta, a saber, la solicitud de una autoridad o el 2% de la población indígena directamente 
afectada, c) se establece un catálogo de supuestos de las medidas que pueden ser objeto de 
consulta, d) se incrementaron los supuestos de procedencia de la consulta, pues se excluye la 
materia fiscal, hacendaria y aquellas medidas que reconozcan derechos humanos, e) se establecen 
las fases en las que se dividirá la consulta indígena y f) se establece que la decisión que resulte de la 
consulta será vinculante para la autoridad cuando haya participado en la consulta al menos el 40% 
de la población indígena directamente afectada. 

7. Por ello, la promovente señala que la medida legislativa impacta de manera significativa la vida, 
entorno y derechos de los pueblos y comunidades indígenas, toda vez que la reforma impugnada se 
relaciona directamente con el derecho a la consulta de los pueblos y comunidades originarias. 

8. Agrega que el Poder Legislativo del Estado de Hidalgo debió realizar una consulta previa, libre, 
informada, culturalmente adecuada y de buena fe, para que manifestaran su conformidad con las 
propuestas legislativas. Sin embargo, de la revisión del procedimiento legislativo que dio origen a la 
reforma publicada el catorce de octubre de dos mil diecinueve a través del Decreto número 209, se 

 
1 El artículo único del Decreto señala lo siguiente: “SE REFORMA el artículo 12; el primer párrafo, los incisos b y c de la fracción I, del artículo 
14, los incisos b y c de la fracción II, del artículo 14, el último y penúltimo párrafo (SIC) del artículo 14; el artículo 15; artículo 16 y el artículo 
20. SE ADICIONA el artículo 12 Bis; un inciso d) a la fracción I y un inciso d) a la fracción II y una fracción III al artículo 14 de la Ley de 
Derechos y Cultura Indígena para el Estado de Hidalgo, para quedar como sigue: (...)” 
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aprecia que no se llevó a cabo la consulta indígena teniendo la obligación de realizarla de 
conformidad con el parámetro de regularidad constitucional y, por lo tanto, dicha omisión constituye 
una vulneración a los derechos de los pueblos y comunidades indígenas. 

B. Vulneraciones específicas al derecho de consulta de los pueblos y comunidades 
indígenas. 

9. La promovente señala que el artículo 12 Bis de la Ley de Derechos y Cultura Indígena para el Estado 
de Hidalgo impugnado2 alude a la consulta indígena como un instrumento a través del cual se 
somete a previa consideración de ese sector las acciones legislativas y administrativas que tengan 
un impacto directo en los distintos ámbitos temáticos y territoriales de la comunidad indígena. Sin 
embargo, no es acorde con los estándares nacionales e internacionales en la materia, establecer que 
exista un impacto directo en los distintos ámbitos de la comunidad indígena. 

10. Lo anterior porque conforme a los precedentes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos existe la necesidad de verificar si las acciones de las 
autoridades estatales pueden ser susceptibles de afectarles directamente y si las mismas importan 
un derecho significativo en sus derechos, vida y entorno, a efecto de determinar la procedencia de la 
consulta. 

11. Además, añade la promovente, el artículo 12 Bis establece que la consulta indígena se hará por 
medio de los mecanismos de participación ciudadana reconocidos en el Estado de Hidalgo, o por los 
propios de la comunidad, lo que tergiversa los principios que rigen la consulta. 

12. Ello, porque permite a las autoridades encargadas de practicar las consultas a los pueblos y 
comunidades indígenas optar por cumplir con ese mandato por dos vías disyuntivas, ya sea 
mediante los procedimientos establecidos por la legislación en materia de mecanismos de 
participación ciudadana, o bien, siguiendo aquellos que la propia comunidad reconoce de acuerdo a 
sus sistemas normativos. Lo anterior puede contravenir el principio de que la consulta debe ser, en 
todos los casos, culturalmente adecuada. 

13. Por otra parte, la promovente señala que el artículo 143 prevé dos condiciones para que la consulta 
indígena pueda llevarse a cabo. La primera es que se solicite por una autoridad directamente 
involucrada y la segunda es que la petición provenga del 2% de la población indígena directamente 
afectada. Lo que va en contra de los estándares nacionales e internacionales en la materia, toda vez 
que impone condiciones que obstaculizan el ejercicio del derecho a la consulta, pues condiciona que 
deba ser solicitada por los sujetos facultados por la ley. 

14. Lo anterior, tomando en consideración que el artículo 6 del Convenio 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes dispone que 
es deber de los gobiernos consultar a las comunidades interesadas cada vez que se prevean 
medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente, y no solo a través de 
una solicitud. 

 
2 “Artículo 12 Bis.- La consulta indígena es el instrumento por el cual, la o el titular del Poder Ejecutivo, las instancias de la Administración 
Pública del Estado de Hidalgo, el Congreso del Estado, los Ayuntamientos Municipales por sí o en colaboración, por medio de los 
mecanismos de participación ciudanía (sic) reconocidos en el Estado de Hidalgo, o por los propios de la comunidad, someten a previa 
consideración de la población indígena, acciones legislativas y/o administrativa que tengan un impacto directo en los distintos ámbitos 
temáticos y territoriales de la comunidad indígena.  Atendiendo la diversidad cultural de los pueblos y comunidades indígenas, la autoridad 
estatal y municipal competente en materia de atención a la población indígena, contará con un protocolo de consulta que garantice un 
proceso libre, sin coerción, intimidación o manipulación de ningún tipo, informada, de buena fe, sistemática y transparente, considerando sea 
comprensible y en el idioma del pueblo o comunidad.” 
3 “Artículo 14.- Serán objeto de consulta, a solicitud de la autoridad directamente involucrada o, a petición de cuando menos el dos por ciento 
de la población indígena directamente afectada, las medidas siguientes: 
I.- En materia Estatal: a) El Plan Estatal de Desarrollo; b) Los planes y programas de desarrollo estatal relacionados a pueblos y comunidades 
indígenas; c) Las propuestas de reformas institucionales de los organismos públicos especializados en la atención de asuntos indígenas; y d) 
Las reformas de ley que afecten directamente la organización interna de las comunidades. 
II.- En materia Municipal: a) El Plan Municipal de Desarrollo; b) Los planes y programas de desarrollo municipal relacionados a pueblos y 
comunidades indígenas; c) Las propuestas de reformas institucionales de los organismos públicos especializados en la atención de asuntos 
indígenas; y d) Las reformas a los reglamentos municipales que afecten directamente la organización interna de las comunidades. 
III.- En materia de desarrollo económico y social que compete al ámbito estatal y/o municipal: 
a) Los actos de autoridad relativos a proyectos comerciales públicos y/o privados de empresas nacionales y/o extranjeras que pretendan 
instalarse en el territorio de la comunidad indígena; 
b) Los actos de autoridad relativos a proyectos públicos y/o privados de empresas nacionales y/o extranjeras que busquen extraer materias 
primas y/o recursos naturales del territorio de la comunidad indígena; 
Los actos de autoridad relativos a proyectos privados y/o gubernamentales de infraestructura carretera, y aérea que se pretendan realizar en 
el territorio de la comunidad indígena; y 
d) Los actos de expropiación que se pretendan realizar en el territorio de la comunidad indígena.   
Las autoridades indígenas en las comunidades contarán con la asistencia técnica y financiera, por parte de las autoridades, para proponer al 
Municipio y al Estado los planes y programas de desarrollo comunitario, mismo que deberá contener las acciones y estrategias con una 
proyección de 20 a 30 años. 
Quedan exceptuadas de consulta, la creación o reforma al marco jurídico que deriven de los mandatos de la Constitución Federal y Local. 
Igualmente queda exceptuada la materia fiscal o hacendaria y presupuestaria y las que reconozcan derechos humanos.” 
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15. Además, agrega que el artículo 14 contiene un catálogo de supuestos concretos y específicos que 
ameritarán una consulta indígena en la entidad. Lo que se opone al objetivo del derecho a la 
consulta, el cual busca garantizar la participación efectiva de las comunidades en la toma de 
decisiones respecto de actos estatales que pueda significarles una posible afectación, cualquiera que 
estos sean, para que sus derechos no resulten perjudicados. 

16. Agrega, que la disposición establece expresamente cuáles son las materias que quedan 
exceptuadas de la consulta previa, en contravención a los fines de dichos derechos, pues la 
calificación de su procedencia es casuística. Al hacerlo, el Congreso local perdió de vista que las 
consultas deben llevarse a cabo cuando se trate de cuestiones susceptibles de afectar a las 
comunidades, sea cual sea la materia de que se trate. 

17. Por otra parte, señala que los artículos 15 y 164 establecen fases o etapas para la realización de las 
consultas que las autoridades estatales y municipales deberán seguir para practicar la consulta, lo 
que incluye realizar acciones o jornadas de información. La lectura conjunta de estos artículos 
genera confusión porque no es claro si el primero de ellos, que contiene el deber de realizar las 
actividades de información requeridas, detalla lo que debe ocurrir en la etapa de convocatoria o en 
las jornadas de información a las que alude la fracción II del artículo 16. De esa manera, no es 
posible afirmar si lo previsto en el artículo 15 es previo a la etapa de la convocatoria y, por tanto, a 
todas las etapas establecidas en el artículo 16, o bien, forma parte de algunas de éstas. 

18. Por último, señala que el artículo 205 que establece las condiciones en que los resultados de la 
consulta serán vinculantes es inconstitucional, porque el propósito de las consultas es que se 
obtenga un consenso respecto de las medidas propuestas, pues no se trata de que una parte u otra 
imponga sus intereses por encima de la minoría o una colectividad. Por ello, cuando el legislador de 
Hidalgo establece que las consultas podrían tener efectos vinculantes en atención al porcentaje de 
participación, modifica y tergiversa su propósito, pues permite que una de las partes se imponga 
sobre la otra. 

19. Artículos constitucionales violados. Los artículos constitucionales que la promovente señala como 
violados son los artículos 1, 2, 14 y 16 de la Constitución Federal, así como los artículos 4, 5, 6, 7 y 8 
del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en 
Países Independientes. 

20. Admisión y trámite6. El catorce de noviembre de dos mil diecinueve, el Ministro Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente relativo a la acción de 
inconstitucionalidad 127/2019, y lo turnó al Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá para que 
fungiera como instructor en el procedimiento y formulara el proyecto de resolución respectivo. 

21. El Ministro instructor admitió la demanda el tres de diciembre siguiente y dio vista a los Poderes 
Legislativo y Ejecutivo del Estado de Hidalgo para que rindieran su informe dentro del plazo de 
quince días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surtiera efectos la notificación del 
citado acuerdo, y requirió al Poder Legislativo del Estado de Hidalgo para que enviara una copia 
certificada de los antecedentes legislativos del Decreto en el que se modificaron las normas 
impugnadas. Además, requirió al Poder Ejecutivo exhibir un ejemplar del Periódico Oficial de la 
entidad en el que se publicó el Decreto. Por último, ordenó dar vista al Fiscal General de la República 
y a la Consejería Jurídica del Gobierno Federal para que manifestaran lo que correspondiera7. 

 
4 “Artículo 15.- En la realización de las consultas las autoridades estatales y municipales deberán difundir ampliamente el evento para tales 
efectos, a más tardar con treinta días naturales de anticipación, durante este periodo las autoridades estatales y municipales deberán realizar 
las actividades de información requeridas para asegurar que la población conozca, de especialistas y testimonios, las ventajas y desventajas 
del tema sujeto a consulta, ello con el fin de garantizar la participación informada y la no manipulación.” 
“Artículo 16.- El proceso de consulta contará por lo menos, con los siguientes puntos:   
I.- Emisión de la convocatoria; II.- Jornadas de información; III.- Realización de la consulta; IV.- Sistematización de los resultados; V.- Análisis 
y elaboración de documento ejecutivo de los resultados; VI. - Entrega a las comunidades consultadas de los resultados; y VII.- Difusión de los 
resultados de la consulta.   
Dicho proceso será guiado por el protocolo de consulta que diseñen las instancias estatales y municipales de atención a la población 
indígena.” 
5 “Artículo 20.- Cuando la participación total corresponda, al menos, al cuarenta por ciento de la población indígena directamente 
involucrada, el resultado será vinculatorio y las autoridades estatales, municipales y/o competentes que hayan realizado la consulta, 
considerarán los resultados de la opinión mayoritaria que derive de la misma, en la elaboración de políticas públicas, programas, 
otorgamiento de permisos, reformas institucionales en materia indígena o de ley, que hayan sido objeto de la misma.” 
6 Visible en la hoja 77 del cuaderno principal del expediente en el que se actúa. 
7 Visible en la hoja 78 del cuaderno principal del expediente en el que se actúa. 
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22. Informe del Poder Ejecutivo del Estado de Hidalgo8. El Poder Ejecutivo del Estado manifestó, en 
síntesis, que de conformidad con los artículos 51 y 71, fracción I de la Constitución Política del 
Estado de Hidalgo, promulgó y ordenó la impresión, publicación y circulación del Decreto número 
209, por medio del cual se reformaron diversos artículos de la Ley de Derechos y Cultura Indígena 
para el Estado de Hidalgo. 

23. Además, adjuntó a su Informe un ejemplar del Periódico Oficial del Estado, de fecha catorce de 
octubre de dos mil diecinueve, que contiene el mencionado Decreto 209. 

24. Informe del Congreso del Estado de Hidalgo9. El Poder Legislativo del Estado manifestó, a través 
de la Presidenta de la Diputación Permanente, que la Ley de Derechos y Cultura Indígena para el 
Estado de Hidalgo se sustenta en la autonomía y soberanía estatal que concede la Constitución 
Política del Estado de Hidalgo al Poder Legislativo local. Asimismo, señaló que la reforma obedeció a 
la necesidad de fortalecer el marco local en materia de derechos indígenas y de ningún modo fue 
atentar contra los principios de la Constitución Federal y “omitir dolosamente llevar a cabo una 
consulta previa, libre, informada, con pertinencia cultural y de buena fe, a los pueblos y comunidades 
indígenas”. Por ello, solicita que la Suprema Corte se pronuncie a favor de la constitucionalidad de 
las normas combatidas por la promovente. 

25. Opinión de la Fiscalía General de la República y de la Consejería Jurídica del Gobierno 
Federal. No formularon opiniones en relación con el presente asunto. 

26. Cierre de instrucción10. El cinco de marzo de dos mil veinte, habiéndose llevado a cabo el trámite 
legal correspondiente y al advertir que había concluido el plazo para formular alegatos, se declaró 
cerrada la instrucción del asunto y se envió el expediente al Ministro instructor para la elaboración del 
proyecto de resolución. 

II. COMPETENCIA 

27. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la 
presente acción de inconstitucionalidad, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, 
fracción II, inciso g)11, de la Constitución Federal y 10, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación12, y, finalmente, en términos del Punto Segundo del Acuerdo General 
5/2013, ya que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos plantea la posible contradicción 
entre distintos artículos de la Ley de Derechos y Cultura Indígena para el Estado de Hidalgo con lo 
dispuesto en la Constitución Federal y diversos instrumentos internacionales. 

III. OPORTUNIDAD 

28. La presente acción de inconstitucionalidad se presentó de manera oportuna. 

29. El Decreto número 209 que contiene las normas impugnadas fue publicado el catorce de octubre de 
dos mil diecinueve en el Periódico Oficial del Estado de Hidalgo. 

30. Conforme al artículo 60 de la Ley Reglamentaria en la materia13, el plazo para promover la acción de 
inconstitucionalidad es de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la publicación de 
la norma. En el caso, el plazo de treinta días para presentar la acción de inconstitucionalidad 
transcurrió del quince de octubre al trece de noviembre de dos mil diecinueve. 

 
8 Visible en las hojas 123 a 125 del cuaderno principal del expediente en el que se actúa. 
9 Visible en las hojas 169 a 170 del cuaderno principal del expediente en el que se actúa. 
10 Visible en la hoja 545 del cuaderno principal del expediente en el que se actúa.  
11 “Artículo 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes: [...] 
II.- De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta 
Constitución. 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, 
por: [...] 
g).- La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de 
tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de 
los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas; [...] 
12 “Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno: 
I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; [...]”. 
13 “ARTÍCULO 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a 
la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese 
inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente.” 
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31. Por lo tanto, si la demanda se presentó el trece de noviembre del mismo año en la Oficina de 
Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte14, entonces debe concluirse que la 
demanda es oportuna. 

IV. LEGITIMACIÓN 

32. De conformidad con el artículo 105, fracción II, inciso g), constitucional, la promovente cuenta con 
legitimación para interponer la acción de inconstitucionalidad porque plantea la posible contradicción 
entre la ley de una entidad federativa y distintos derechos humanos consagrados en la Constitución y 
en tratados internacionales de los que México es parte. Por un lado, hace valer la falta de consulta en 
la emisión de las normas impugnadas, y en otro aspecto impugna la operatividad del entendimiento 
que el Estado de Hidalgo tiene respecto a la figura de la consulta. 

33. El Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos acudió a este Alto Tribunal en su 
carácter de representante legal, de conformidad con el primer párrafo del artículo 11, en relación al 
diverso artículo 59, ambos de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 
Constitución Federal15. 

34. La representación legal del Presidente de la Comisión está prevista en el artículo 15, fracciones I y XI 
de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como en el artículo 18 del 
Reglamento Interno de la misma Comisión16. 

35. En consecuencia, al ser la Comisión Nacional de los Derechos Humanos un órgano legitimado para 
ejercer la acción de inconstitucionalidad en este supuesto y habiéndose promovido por quien cuenta 
con facultades para representar a dicho órgano, debe reconocerse la legitimación activa en este 
medio de control constitucional. 

V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO 

36. Lo referente a la procedencia de la acción de inconstitucionalidad es de estudio preferente, por lo que 
es necesario examinar las causas de improcedencia y sobreseimiento planteadas por las autoridades 
responsables. Sin embargo, los Poderes Ejecutivo y Legislativo, ambos del Estado de Hidalgo, no 
hicieron valer ninguna causal de improcedencia o sobreseimiento y, por su parte, esta Suprema 
Corte tampoco advierte de oficio que se actualice alguna. Por lo tanto, se procede al estudio de los 
conceptos de invalidez formulados por la promovente. 

VI. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS 

37. La Comisión Nacional de Derechos Humanos hace valer, en primer lugar, la inconstitucionalidad del 
Decreto número 209 por medio del cual se reformaron, adicionaron y publicaron diversos artículos de 
la Ley de Derechos y Cultura Indígena del Estado de Hidalgo, porque en su emisión se omitió llevar a 
cabo la consulta indígena como parte del proceso legislativo que garantiza el derecho a la consulta 
indígena. 

38. En segundo lugar, expuso diversos conceptos de invalidez tendentes a demostrar vulneraciones 
específicas al derecho de consulta de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas en los 
artículos modificados o adicionados de la Ley de Derechos y Cultura Indígena del Estado de Hidalgo. 

39. En consecuencia, la metodología del presente estudio consiste en analizar, en primer lugar, si existió 
el vicio en el procedimiento legislativo que señala la Comisión consistente en la falta de consulta 
previa en la emisión de las normas impugnadas que, según la promovente, afectan directamente los 
derechos de las comunidades indígenas del Estado de Hidalgo. Este concepto de invalidez es de 
estudio preferente puesto que, de resultar fundado, conllevaría a la invalidez de la totalidad del 
Decreto impugnado17. 

 
14 Visible al reverso de la hoja 69 del cuaderno principal del expediente en el que se actúa. 
15 El Presidente de la Comisión acreditó su personería con copia simple del acuerdo de designación del Senado de la República. 
16 “ARTÍCULO 15. El Presidente de la comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones: I. Ejercer la representación legal de 
la Comisión Nacional; [...] XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito 
Federal, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aproados por el Senado de la República, que vulneren los 
derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte, [...]” 
“ARTÍCULO 18. (Órgano Ejecutivo). La Presidencia es el órgano ejecutivo de la Comisión Nacional. Está cargo de un presidente, al cual le 
corresponde ejercer, de acuerdo con lo establecido en la Ley, las funciones directivas de la Comisión Nacional y su representación legal.” 
17 Resultan aplicables, por identidad de razón, los razonamientos contenidos en el criterio número P./J. 32/2007 de rubro: “ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD EN MATERIA ELECTORAL. LAS VIOLACIONES PROCESALES DEBEN EXAMINARSE PREVIAMENTE A 
LAS VIOLACIONES DE FONDO, PORQUE PUEDEN TENER UN EFECTO DE INVALIDACIÓN TOTAL SOBRE LA NORMA IMPUGNADA, 
QUE HAGA INNECESARIO EL ESTUDIO DE ÉSTAS.” Novena Época. Pleno. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Diciembre 
de 2007. Tomo XXVI. Página 776. 
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Falta de consulta indígena 

40. En el estudio de este concepto de invalidez es necesario establecer el parámetro de control que rige 
la consulta indígena y conforme al cual deben estudiarse las medidas legislativas que afecten 
derechos indígenas y, posteriormente, se analizará si el Decreto número 209 se ajusta al parámetro 
que rige la obligación de llevar a cabo la consulta indígena. 

41. Este Tribunal Pleno, con base en lo dispuesto por los artículos 1°, párrafo primero y 2 de la 
Constitución Federal y 6 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, ha concluido 
reiteradamente que los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanos tienen el derecho humano 
a ser consultados en forma previa, informada, culturalmente adecuada a través de sus 
representantes o autoridades tradicionales, y de buena fe, con la finalidad de llegar a un acuerdo, 
cuando las autoridades pretendan emitir una norma general o adoptar una acción o medida 
susceptible de afectar sus derechos e intereses de manera directa. 

42. Tales consideraciones han sido reiteradas, de manera más reciente, en la acción de 
inconstitucionalidad 108/2019 y su acumulada 118/201918 y en la acción de inconstitucionalidad 
116/2019 y su acumulada 117/201919. 

43. Las características señaladas han sido desarrolladas de la siguiente manera: 

a) La consulta debe ser previa. Debe realizarse durante las primeras etapas del plan o proyecto 
de desarrollo o inversión o de la concesión extractiva y no únicamente cuando surja la necesidad 
de obtener la aprobación de la comunidad. 

b) La consulta debe ser culturalmente adecuada. El deber estatal de consultar a los pueblos 
indígenas debe cumplirse de acuerdo con sus costumbres y tradiciones, a través de 
procedimientos culturalmente adecuados y teniendo en cuenta sus métodos tradicionales para la 
toma de decisiones. Lo anterior, exige que la representación de los pueblos sea definida de 
conformidad con sus propias tradiciones. 

c) La consulta informada. Los procesos de otorgamiento exigen la provisión plena de información 
precisa sobre la naturaleza y consecuencias del proyecto a las comunidades consultadas, 
previamente y durante la consulta. Debe buscarse que tengan conocimiento de los posibles 
riesgos, incluidos los riesgos ambientales y de salubridad, a fin de que acepten el plan de 
desarrollo o inversión propuesto de forma voluntaria. 

d) La consulta debe ser de buena fe, con la finalidad de llegar a un acuerdo. Se debe garantizar, 
a través de procedimientos claros de consulta, que se obtenga su consentimiento previo, libre e 
informado para la consecución de dichos proyectos. La obligación del Estado es asegurar que 
todo proyecto en área indígena o que afecte su hábitat o cultura, sea tramitado y decidido con 
participación y en consulta con los pueblos interesados con vistas a obtener su consentimiento y 
eventual participación en los beneficios. 

44. Las actividades que pueden afectar de manera eventual a los pueblos originarios pueden tener 
diversos orígenes, uno de los cuales puede ser el trabajo en sede legislativa. Al respecto, esta 
Suprema Corte ha señalado que conforme a los artículos 6 y 7 del Convenio 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, es necesario 
que los órganos legislativos de las entidades federativas incluyan períodos de consulta indígena 
dentro de sus procesos legislativos. Por tanto, las legislaturas locales tienen el deber de prever una 
fase adicional en el proceso legislativo con el objetivo de garantizar el derecho a la consulta de los 
pueblos y comunidades indígenas20. 

 
18 Resuelta el 5 de diciembre de 2019. Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras y señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, 
González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto al estudio de fondo del proyecto. El Ministro Laynez Potisek votó en contra. 
19 Resuelta el día 12 de marzo de 2020. Se aprobó por mayoría de nueve votos a de las señoras y señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, 
González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto al estudio de fondo del proyecto. Los señores Ministros Laynez Potisek y Pérez Dayán votaron 
en contra.  
20 Acción de inconstitucionalidad 31/2014, fallada el 8 de abril de 2016; aprobada por mayoría de ocho votos de las señoras y señores 
Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Pérez 
Dayán y Aguilar Morales. Los Ministros Medina Mora I. y Laynez Potisek votaron en contra. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, 
Cossío Díaz y Zaldívar Lelo de Larrea anunciaron sendos votos concurrentes; así como la controversia constitucional 32/2012, fallada el 29 
de mayo de 2014, aprobada por mayoría de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Zaldívar 
Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Aguilar Morales, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Pérez Dayán, y Silva Meza. El 
señor Ministro Franco González Salas votó en contra. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Zaldívar Lelo de Larrea, 
Aguilar Morales, Valls Hernández y Sánchez Cordero de García Villegas reservaron su derecho de formular sendos votos concurrentes. 
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45. Asimismo, en uno de los criterios más recientes en la materia, por ejemplo, la acción de 
inconstitucionalidad 81/201821, este Tribunal Pleno ha sostenido que la consulta previa, libre, 
culturalmente adecuada, de buena fe, con la finalidad de llegar a un acuerdo, debe realizarse 
previamente a la emisión de la medida legislativa que afecta a pueblos y comunidades indígenas. 

46. Así, las legislaturas locales tienen el deber de prever una fase adicional en el proceso de creación de 
las leyes para consultar a los representantes de los pueblos y comunidades indígenas y 
afromexicanas, cuando se trate de medidas legislativas susceptibles de afectarles directamente. 

47. Además, en todo caso, es necesario que los procesos de participación a través de la consulta –
previo a la presentación de la iniciativa o una vez que ello ha sido realizado- permitan incidir en el 
contenido material de la medida legislativa correspondiente. 

48. Así pues, establecido lo anterior, lo procedente es analizar si en el caso concreto el legislador del 
Estado de Hidalgo observó este mandato constitucional. 

49. En primer lugar, es necesario determinar si en el caso concreto el Decreto número 209 que reformó y 
adicionó disposiciones a la Ley de Derechos y Cultura Indígena para el Estado de Hidalgo es 
susceptible de afectar directamente a los derechos de los pueblos y comunidades indígenas y 
afromexicanos de la entidad federativa, pues de esto depende la procedencia o improcedencia de la 
consulta a la que habría estado obligado el órgano legislativo local. En segundo lugar, de ser el caso, 
será necesario analizar si el Poder Legislativo del Estado previó una fase adicional en su proceso 
legislativo con el fin de consultar a los pueblos y comunidades originarios del Estado. 

50. El Poder Legislativo del Estado de Hidalgo reformó y adicionó los artículos 12, 12 bis, 14, 15, 16 y 20 
de la Ley de Derechos y Cultura Indígena para el Estado de Hidalgo mediante el Decreto 209. El 
contenido de los artículos impugnados se sintetiza a continuación, con la finalidad de determinar si 
procedía o no llevar a cabo la consulta a los pueblos originarios del Estado de Hidalgo. 

● El artículo 12 de la Ley establece que las disposiciones de ese capítulo tienen como finalidad 
establecer los mecanismos para la consulta de los habitantes de los pueblos y comunidades 
indígenas, mismas que deberán ser previas, culturalmente adecuadas, de buena fe e 
informadas. 

● El artículo 12 Bis propone una definición de lo que debe entenderse por “consulta indígena”. 

● El artículo 14 establece las materias susceptibles de ser sometidas a consulta indígena, ya sea 
en función del ámbito de gobierno involucrado (municipal o estatal), o bien en cuanto a la 
materia de desarrollo económico (y que puede involucrar a uno u otro ámbito de gobierno). 

● El artículo 15 establece la obligación de que las autoridades difundan la realización inminente de 
una consulta por lo menos con treinta días naturales de anticipación, periodo en el cual deberán 
informar a la población de las ventajas y desventajas que traería consigo el tema sujeto a 
consulta. 

● El artículo 16 establece requerimientos mínimos al proceso de consulta, que van desde la 
emisión de la convocatoria hasta la difusión de los resultados. 

● El artículo 20 establece el carácter vinculante de la consulta si la participación alcanza un 
mínimo porcentual del cuarenta por ciento del total de la población indígena, tomándose en 
consideración, adicionalmente, la opinión mayoritaria para la elaboración de diversas políticas 
públicas, programas, permisos o reformas. 

51. Tal como se advierte, los artículos sintetizados regulan el ejercicio del derecho a la consulta 
indígena, en al menos las siguientes temáticas: a) se define legalmente la consulta indígena, b) se 
establecen dos supuestos de procedencia de la consulta, a saber, la solicitud de una autoridad o el 
2% de la población indígena directamente afectada, c) se establece un catálogo de supuestos de las 
medidas que pueden ser objeto de consulta, d) se incrementaron los supuestos de procedencia de la 
consulta, pues se excluye la materia fiscal, hacendaria y aquellas medidas que reconozcan derechos 
humanos, e) se establecen las fases en las que se dividirá la consulta indígena y f) se establece que 
la decisión que resulte de la consulta será vinculante para la autoridad cuando haya participado en la 
consulta al menos el 40% de la población indígena directamente afectada. 

 
21 Fallada el 20 de abril de 2020 por unanimidad de once votos en este punto, de las señoras y señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, 
González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, 
Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 
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52. Como se observa, la regulación que se hace en los artículos impugnados sí es susceptible de afectar 
directamente los derechos de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas de la entidad, 
pues regulan el acceso a un derecho que este Alto Tribunal ha considerado fundamental por su 
relación con el derecho a la autodeterminación, esto es, el derecho a la consulta. 

53. Por tanto, el legislador del Estado de Hidalgo estaba obligado a prever una fase adicional en el 
proceso legislativo para consultar a los pueblos y comunidades indígenas del Estado, aunque se 
trate de la regulación de la consulta en esa entidad, pues lo cierto es que esa normatividad tiene una 
repercusión en aquéllos pueblos y comunidades. 

54. Así, para este Alto Tribunal, la consulta indígena a los pueblos originarios de Hidalgo era procedente 
porque la actividad del Poder Legislativo local que desembocó en el Decreto 209 versó precisamente 
acerca del derecho a la consulta indígena. Por lo que corresponde ahora analizar si el Poder 
Legislativo consultó a los individuos, pueblos o comunidades indígenas y afromexicanos. 

55. De la revisión de las documentales que remitió el Poder Legislativo del Estado de Hidalgo junto con 
el informe solicitado, que dan cuenta del proceso legislativo que dio origen al Decreto número 209, 
no existe evidencia alguna de que ese Poder haya previsto una fase adicional en su proceso 
legislativo con el fin de consultar de manera previa, informada, culturalmente adecuada y de buena 
fe, a los individuos, pueblos o comunidades indígenas y afromexicanas del Estado de Hidalgo. 

56. Lo que se corrobora con el informe que rindió el Poder Legislativo del Estado de Hidalgo ante esta 
Suprema Corte, en el que la representante del Congreso local reconoció que no se llevó a cabo la 
consulta indígena, aunque argumentó que el ánimo de la legislatura de ningún modo fue atentar 
contra los principios de la Constitución Federal y “omitir dolosamente llevar a cabo una consulta 
previa, libre, informada, con pertinencia cultural y de buena fe, a los pueblos y comunidades 
indígenas”. 

57. En efecto, de la revisión del procedimiento legislativo y, además, de que la propia representación del 
Congreso del Estado de Hidalgo reconoció explícitamente la omisión de garantizar el derecho a la 
consulta en su respectivo informe, esta Suprema Corte concluye que el Poder Legislativo local no 
cumplió con su deber de llevar a cabo una consulta previa, libre, culturalmente adecuada y de buena 
fe a las comunidades indígenas de esa entidad federativa, antes de reformar y adicionar diversas 
disposiciones de la Ley de Derechos y Cultura Indígena para el Estado de Hidalgo relativos al acceso 
al derecho fundamental de la consulta. 

58. Por lo que, ante la falta de consulta previa a las comunidades indígenas, lo procedente es declarar la 
invalidez del Decreto número 209, publicado el catorce de octubre de dos mil diecinueve en el 
Periódico Oficial del Estado de Hidalgo, precisamente por contravenir el derecho a la consulta 
indígena y afromexicana prevista en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el 
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en 
Países Independientes, ratificado por México en agosto de mil novecientos noventa. 

59. Finalmente, al resultar fundado este concepto de invalidez, que condujo a la invalidez del Decreto 
número 209 por vicios en el procedimiento legislativo, es innecesario el estudio de los restantes 
conceptos de invalidez que planteó la Comisión Nacional de los Derechos Humanos22. 

VII. EFECTOS 

60. De conformidad con el artículo 73, en relación con el artículo 45, ambos de la Ley Reglamentaria de 
la materia23, la declaratoria de invalidez a la que se llegó en la presente sentencia surtirá sus efectos 
a partir del día siguiente al que surta efectos la notificación de los puntos resolutivos al Congreso del 
Estado de Hidalgo. 

61. Asimismo, el legislador local deberá realizar la consulta y legislar para subsanar el vicio de 
constitucionalidad detectado, observando, como mínimo, los lineamientos establecidos en la acción 
de inconstitucionalidad 81/2018,24 en la que se determinó: 

 
22 Ver el criterio contenido en la tesis número P./J. 37/2004 de rubro y texto: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ESTUDIO 
INNECESARIO DE CONCEPTOS DE INVALIDEZ. Si se declara la invalidez del acto impugnado en una acción de inconstitucionalidad, por 
haber sido fundado uno de los conceptos de invalidez propuestos, se cumple el propósito de este medio de control constitucional y resulta 
innecesario ocuparse de los restantes argumentos relativos al mismo acto”. Novena Época. Pleno. Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo XIX. Junio de 2004. Pág. 863. 
23 “ARTÍCULO 73. Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los artículos 41, 43, 44 y 45 de esta ley. 
ARTÍCULO 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación.” 
24 Fallada en sesión pública de 20 de abril de 2020. 
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“48. Así, este Tribunal Pleno ha concluido de manera reiterada que, en términos de lo dispuesto por 
los artículos 1°, párrafo primero y 2, de la Constitución Federal y 6 y 7 del Convenio 169 de la OIT, 
los pueblos indígenas tienen el derecho humano a ser consultados. 

49. Esa consulta a los pueblos indígenas debe realizarse mediante procedimientos culturalmente 
adecuados, libres, informados y de buena fe con la finalidad de llegar a un acuerdo a través de sus 
representantes, cada vez que se prevean medidas legislativas susceptibles de afectarles 
directamente. 

50. El criterio de este Tribunal Pleno ha sido consistente en señalar que la consulta indígena se 
activa cuando los cambios legislativos son susceptibles de afectar directamente a los pueblos y/o 
comunidades indígenas, reconociendo que, en parte, el objetivo de esa consulta es valorar qué es o 
qué no es lo que más les beneficia. Se ha considerado entonces que basta que se advierta que la 
normativa impugnada contiene reformas o modificaciones legislativas que inciden en los derechos de 
los pueblos y comunidades indígenas para exigir constitucionalmente como requisito de validez que 
se haya celebrado una consulta indígena. 

51. Esa consulta debe cumplirse bajo las características reconocidas en el parámetro de regularidad 
constitucional siguiente: 

- La consulta debe ser previa. Antes de adoptar y aplicar las medidas legislativas que les afecten, 
por lo que las comunidades afectadas deben ser involucradas lo antes posible en el proceso.  Debe 
realizarse durante las primeras etapas del plan o proyecto de desarrollo o inversión o de la concesión 
extractiva y no únicamente cuando surja la necesidad de obtener la aprobación de la comunidad. 

- Libre. Busca asegurar condiciones de seguridad y transparencia durante la realización de los 
procesos de consulta. Ello implica llevarse a cabo sin coerción, intimidación ni manipulación. 

- Informada. Los procesos de otorgamiento exigen la provisión plena de información precisa sobre la 
naturaleza y consecuencias del proyecto a las comunidades consultadas, previo y durante la 
consulta. Debe buscarse que tengan conocimiento de los posibles riesgos, incluidos los riesgos 
ambientales y de salubridad, a fin de que acepten el plan de desarrollo o inversión propuesto, de 
forma voluntaria. 

- Culturalmente adecuada. El deber estatal de consultar a los pueblos indígenas debe cumplirse de 
acuerdo con sus costumbres y tradiciones, a través de procedimientos culturalmente adecuados y 
teniendo en cuenta sus métodos tradicionales para la toma de decisiones. Lo anterior, exige que la 
representación de los pueblos sea definida de conformidad con sus propias tradiciones. 

- De buena fe, con la finalidad de llegar a un acuerdo. Se debe garantizar, a través de 
procedimientos claros de consulta, que se obtenga su consentimiento previo, libre e informado para 
la consecución de dichos proyectos. La obligación del Estado es asegurar que todo proyecto en área 
indígena o que afecte su hábitat o cultura, sea tramitado y decidido con participación y en consulta 
con los pueblos interesados con vistas a obtener su consentimiento y eventual participación en los 
beneficios. 

52. Además, este Pleno ya ha concluido en diversos precedentes sobre consulta indígena en el 
marco de procesos legislativos —citados en párrafos previos— que si bien la decisión del 
Constituyente Permanente de incorporar la consulta a los pueblos y comunidades indígenas ha sido 
materializada en distintas leyes secundarias, como la Ley de Planeación , la Ley General de 
Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas , la Ley de la Comisión Nacional para el Desarrollo 
de los Pueblos Indígenas (ya abrogada) , o la nueva Ley del Instituto Nacional de los Pueblos 
Indígenas  lo cierto es que el ejercicio del derecho de consulta no debe estar limitado a esos 
ordenamientos, pues las comunidades indígenas deben contar con tal prerrogativa, también cuando 
se trate de procedimientos legislativos, cuyo contenido verse sobre derechos de los pueblos 
indígenas. Así, las legislaturas locales tienen el deber de prever una fase adicional en el proceso de 
creación de las leyes para consultar a los representantes de ese sector de la población, cuando se 
trate de medidas legislativas susceptibles de afectarles directamente. 

[…] 

82.  Este Tribunal Pleno debe verificar si la consulta a comunidades indígenas sobre las medidas 
legislativas se realizó conforme a lo requerido por el Convenio 169 de la Organización Internacional 
del Trabajo. 

83. Para ello es importante analizar el proceso de consulta a la luz de las características o principios 
rectores internacionalmente reconocidos —y que han sido consolidados bajo una línea 
jurisprudencial constante por este Alto Tribunal— relativos a las características ya desarrolladas en el 
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apartado (A) de ser previa, libre, informada, culturalmente adecuada, de buena fe con la finalidad de 
llegar a un acuerdo. Por otra parte, es transcendental que este Tribunal Pleno se pronuncie sobre la 
necesidad de que los procesos de consulta se establezcan metodologías, protocolos o planes de 
consulta que permitan llevar a buen término las mismas bajo los principios rectores característicos. 

84. Es decir, por una parte, esta Suprema Corte ha desarrollado una línea jurisprudencial sólida 
relativa a los elementos de la consulta previa, sin embargo, es importante un pronunciamiento sobre 
los parámetros generales —a falta de un marco regulatorio— para la realización de los procesos de 
consulta. 

85. El Informe del Relator Especial sobre la situación  de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los indígenas, de quince de julio de dos mil nueve,  reiteró que el deber de celebrar 
consultas aplica siempre que una decisión del Estado pueda afectar a los pueblos indígenas en 
modos no percibidos por otros individuos de la sociedad; la decisión se relaciona con intereses o las 
condiciones específicas de determinados pueblos indígenas, incluso si la decisión tiene efectos más 
amplios como es el caso de ciertas leyes. Además, de manera contundente, el Relator Especial 
afirmó: 

42. En general las decisiones del Estado deben adoptarse mediante un proceso democrático en 
que los intereses del público estén debidamente representados. Los procedimientos para 
notificar al público en general y recibir sus observaciones refuerzan a menudo en forma 
apropiada los procesos democráticos representativos de adopción de decisiones del Estado. No 
obstante, cuando las decisiones del Estado afectan los intereses particulares de los 
pueblos indígenas, se requieren procedimientos especiales y diferenciados de consultas, 
procedimientos especiales que se justifican por la naturaleza de esos intereses 
particulares, que derivan del carácter distinto de los modelos e historias culturales de los 
pueblos indígenas, y porque los procesos democráticos y representativos corrientes no 
suelen bastar para atender a las preocupaciones particulares de los pueblos indígenas, 
que por lo general están marginados en la esfera política. El deber de los Estados de 
celebrar consultas con los pueblos indígenas, así como los diversos componentes normativos de 
dicho deber, se basan en el reconocimiento generalizado, como se manifiesta en la Declaración, 
de las características distintivas de los pueblos indígenas y de la necesidad de medidas 
especiales que permitan corregir sus condiciones desfavorecidas. 

86. Igualmente, el Relator Especial en el referido informe dio cuenta de que, para lograr un clima de 
confianza y respeto mutuo en las consultas, el procedimiento consultivo debe ser en sí resultado del 
consenso, ya que en muchas ocasiones los procedimientos de consulta no son efectivos ni gozan de 
confianza de los pueblos indígenas porque éstos no son incluidos debidamente en las deliberaciones 
que dan lugar a la definición y aplicación de los procedimientos de consulta. 

87. Además, recomendó en su informe lo siguiente: 

65. Las características específicas de los procedimientos de consulta requeridos variarán según 
la naturaleza de la medida propuesta, el alcance de su impacto en los pueblos indígenas y la 
naturaleza de los intereses o derechos de los pueblos indígenas que estén en juego. Sin 
embargo, en todos los casos en que se aplique el deber de celebrar consultas su finalidad 
deberá ser obtener el consentimiento o el acuerdo de los pueblos indígenas afectados. De ahí 
que las consultas deban realizarse en las primeras etapas de la elaboración o 
planificación de la medida propuesta a fin de que los pueblos indígenas puedan 
verdaderamente participar e influir en el proceso de adopción de decisiones. 

66. El principio de que el consentimiento de los pueblos indígenas deberá ser la finalidad de las 
consultas no implica que la obtención del consentimiento sea un requisito absoluto en todas las 
situaciones. En todos los casos, es fundamental que el Estado haga un esfuerzo de buena fe 
para llegar a un acuerdo. Los pueblos indígenas también deben procurar de buena fe alcanzar el 
consenso sobre las medidas propuestas y evitar las posiciones inflexibles cuando las medidas 
propuestas se basen en intereses públicos legítimos. 

67. No obstante el carácter necesariamente variable de los procedimientos de consulta en los 
diversos contextos, los Estados deben definir en la ley los procedimientos de consulta requeridos 
para determinadas categorías de actividades, como las de extracción de recursos naturales, que 
se realizan en territorios indígenas o que los afectan. Dichos procedimientos, previstos en leyes 
o reglamentos o en mecanismos especiales de consulta, deben por su parte ser elaborados en 
consulta con los pueblos indígenas. 
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68. La celebración de consultas con los pueblos indígenas sobre los elementos mismos del 
procedimiento de consulta que habrá de emplearse no solo ayuda a garantizar que el proceso 
sea eficaz, sino que, además, es una medida de fomento de confianza importante y necesaria. 
Se necesitan además otras medidas de fomento de la confianza. 

69. A este respecto, los Estados deben hacer todo lo posible para que los pueblos indígenas 
puedan organizarse y determinar libremente sus representantes para las deliberaciones de 
consulta, y deben propiciar un clima de respeto y apoyo a la autoridad de esos representantes. 
Por su parte, los pueblos indígenas deben trabajar, cuando se requiera, para aclarar y consolidar 
sus estructuras y organizaciones representativas para que puedan funcionar eficazmente en 
relación con los procedimientos de consultas. 

70. Los Estados deben hacer además análisis y evaluaciones apropiadas de las repercusiones 
de las medidas legislativas o administrativas propuestas y ponerlos a disposición de los pueblos 
indígenas afectados, junto con toda la información pertinente, mucho antes de las 
negociaciones. Los Estados deben también procurar que los pueblos indígenas tengan la 
capacidad técnica adecuada y los recursos financieros suficientes para participar efectivamente 
en las consultas, sin utilizar dicha asistencia para influir en las posiciones de los indígenas en las 
consultas. 

88. De lo referido es importante destacar que desde los organismos internacionales se ha advertido 
que los procesos de consulta deben ser especiales y diferenciados con la finalidad de atender las 
preocupaciones particulares de los pueblos indígenas; consensar con los pueblos los elementos 
mismos del procedimiento de consulta; la determinación libre por parte de los pueblos indígenas de 
sus representantes en las deliberaciones de la consulta; tener siempre a disposición toda la 
información pertinente sobre las repercusiones de la medida legislativa, mucho antes de las 
negociaciones. 

[…] 

103. Este Tribunal Pleno estima que los procedimientos de consulta deben preservar las 
especificidades culturales y atender a las particularidades de cada caso según el objeto de la 
consulta. Si bien deben ser flexibles, lo cierto es que deben prever necesariamente algunas fases 
que —concatenadas— impliquen la observancia del derecho a la consulta y la materialización de los 
principios mínimos de ser previa, libre, informada, de buena fe, con la finalidad de llegar a un acuerdo 
y culturalmente adecuada. 

104. Así, este Tribunal Pleno considera que los procesos de consulta de medidas legislativas 
susceptibles de afectar a pueblos y comunidades indígenas, deben observar, como mínimo, las 
siguientes características y fases: 

a) Fase preconsultiva que permita la identificación de la medida legislativa que debe ser objeto 
de consulta, la identificación de los pueblos y comunidades indígenas a ser consultados, así 
como la determinación de la forma de llevar a cabo el proceso, la forma de intervención y la 
formalización de acuerdos lo cual se deberá definir de común acuerdo entre autoridades 
gubernamentales y representantes de las comunidades indígenas. 

b) Fase informativa de entrega de información y difusión del proceso de consulta, con la 
finalidad de contar con información completa, previa y significativa sobre las medidas 
legislativas. Ello puede incluir, por ejemplo, la entrega por parte de las autoridades de un análisis 
y evaluación apropiada de las repercusiones de las medidas legislativas. 

c) Fase de deliberación interna. En esta etapa —que resulta fundamental— los pueblos y 
comunidades indígenas, a través del diálogo y acuerdos, evalúan internamente la medida que 
les afectaría directamente. 

d) Fase de diálogo entre los representantes del Estado y representantes de los pueblos 
indígenas con la finalidad de generar acuerdos. 

e) Fase de decisión, comunicación de resultados y entrega de dictamen. 

[…] 

132. Es importante precisar que este Alto Tribunal ha establecido en su jurisprudencia reiterada que 
la consulta previa, libre, culturalmente adecuada, de buena fe con la finalidad de llegar a un acuerdo, 
debe realizarse previo a la emisión de la medida legislativa que afecta a pueblos y comunidades 
indígenas. Por ello, debe preverse una etapa adicional en el proceso legislativo, lo cual debe ocurrir 
en las primeras etapas del proceso. Es decir, de nada serviría realizar una consulta indígena cuando 
ya se tiene un decreto previo a ser enviado para su publicación al ejecutivo pues ello prácticamente 
anula la posibilidad de incidir en el contenido del mismo. 
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133. La consulta a pueblos y comunidades indígenas supone un diálogo intercultural, en igualdad de 
derechos, a fin de poder presentar las necesidades y objeciones, atendiendo a la cosmovisión 
indígena de quienes participan en ese diálogo. Por ello la consulta se debe realizar en las primeras 
etapas del debate legislativo a fin de que las propuestas puedan ser incorporadas en un diálogo 
democrático entre iguales que permita atender a los derechos y a las especificidades culturales, 
organizativas y formas de vida de los pueblos y comunidades indígenas. Así, el derecho a la consulta 
es un mecanismo de participación y defensa de la integridad cultural de las comunidades indígenas. 

134. Este Pleno ha sido enfático en señalar que, para que una consulta esté acorde con los 
estándares nacionales e internacionales, debe responder a un proceso de diálogo verdadero entre 
todas las partes involucradas. 

135. En todo caso es necesario que los procesos de participación a través de la consulta —previo a 
la presentación de la iniciativa o una vez que ello ha sido realizado— permitan incidir en el contenido 
material de la medida legislativa correspondiente. Por ello, podría considerarse cumplido si existieron 
espacios de participación adecuados con el pleno conocimiento de las comunidades sobre el alcance 
y contenido de la medida legislativa a través de una consulta indígena bajo todas las características y 
procedimientos requeridos. 

136. Por último, este Tribunal Pleno destaca que la consulta deberá realizarse también a las 
comunidades y pueblos afromexicanos del Estado de Guerrero. 

137. Conforme a una reforma reciente al artículo 2° de la Constitución Federal,   el constituyente 
reconoció a las comunidades y pueblos afrodescendientes en los siguientes términos: 

Artículo 2°. 

[…] 

A. 

[…] 

B. 

[…] 

C. Esta Constitución reconoce a los pueblos y comunidades afromexicanas, cualquiera que sea 
su autodenominación, como parte de la composición pluricultural de la Nación. Tendrán en lo 
conducente los derechos señalados en los apartados anteriores del presente artículo en los 
términos que establezcan las leyes, a fin de garantizar su libre determinación, autonomía, 
desarrollo e inclusión social. 

138. La exposición de motivos de la reforma al artículo 2° constitucional señala —siguiendo datos del 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI)— que en México existen alrededor de 1.4 
millones de afrodescendientes, de los cuales 229,514 radican en el Estado de Guerrero, lo que 
representa un 6.5% de la población afrodescendiente. 

139. Además, la exposición de motivos consideró “necesaria la inclusión de la africanía mexicana a 
nivel constitucional, pues sentaría un precedente significativo en el orden jurídico para exigir 
derechos y una nueva percepción social de la conformación nacional…”. Asimismo, el documento 
reconoce a los pueblos mexicanos y afrodescendientes su participación en la conformación de la 
identidad nacional, sus aportes a la cultura y a la historia del país. 

140. Según el Dictamen de la Cámara de Senadores, la denominación afromexicano debe dar lugar 
a un enfoque jurídico para el ejercicio de los derechos que habrán de materializarse en normas 
jurídicas en los ámbitos federal y local. La categoría de afromexicanos para describir al conjunto de 
personas bajo cualquier autodenominación —afrodescendientes , jarochos, tribu de los negros 
Mascogos, negro/negra, moreno/morena, costeño, negro-indio, indio-negro, afromestizos, 
afroindígenas, entre otras— constituye la denominación genérica del conjunto de una o más 
comunidades afrodescendientes que comparten elementos culturales propios, culturalmente 
diferenciados de otros pueblos, constituido por libre voluntad de sus integrantes, en un acto 
informado, libre y consentido. 

141. Por su parte, el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (CERD), en sus 
observaciones finales sobre los informes de México saludó la reforma constitucional del artículo 2°. 
Sin embargo, manifestó su preocupación que las comunidades afromexicanas continúan siendo 
objeto de discriminación, de un alto grado de marginación y exclusión social. Por ello recomendó 
adoptar medidas especiales necesarias para garantizar el goce efectivo de los derechos de la 
población afromexicana a fin de promover su inclusión activa en la vida pública y política. 
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142. Además, el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, en su Recomendación 
General número 34 sobre Discriminación racial contra afrodescendientes destacó que el racismo y la 
discriminación racial contra afrodescendientes se expresan en muchas formas, entre otras 
estructurales y culturales. Por ello, fue enfática en señalar que las personas afrodescendientes tienen 
derecho a ejercer, sin discriminación alguna, individual o colectivamente con otros miembros del 
grupo, según proceda, los siguientes derechos concretos: 

“4. […]: 

a) El derecho a la propiedad y el derecho al uso, la conservación y la protección de tierras que 
hayan ocupado tradicionalmente y de recursos naturales, en caso de que sus modos de vida y 
su cultura estén vinculados a la utilización de esas tierras y recursos; 

b) El derecho a su identidad cultural y a mantener, salvaguardar y promover su modo de vida y 
sus formas de organización, cultura, idiomas y expresiones religiosas; 

c) El derecho a la protección de sus conocimientos tradicionales y su patrimonio cultural y 
artístico; 

d) El derecho a que se les consulte previamente cuando se tomen decisiones que puedan 
afectar a sus derechos, de conformidad con las normas internacionales”. (Énfasis añadido). 

143. En tanto que el Convenio 169 de la OIT también resulta aplicable a pueblos tribales, los cuales 
son caracterizados como aquellos pueblos “cuyas condiciones sociales, culturales y económicas les 
distingan de otros sectores de la colectividad nacional y que estén regidos total o parcialmente por 
sus propias costumbre o tradiciones o por una legislación especial. 

144. La OIT ha determinado una serie de elementos subjetivos para considerar a un grupo como 
tribal: 

1. Estilos tradicionales de vida. 

2. Una cultura, organización social, condiciones económicas y forma de vida distintos a los de 
otros segmentos de la población nacional. 

3. Tradiciones y costumbres propias, leyes tradicionales propias y/o un reconocimiento jurídico 
especial. 

145. Así, las personas afrodescendientes se amparan bajo el concepto de pueblos tribales. En esa 
línea, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sido consistente en señalar que los 
estándares sobre los derechos de los pueblos indígenas también son aplicables a los pueblos 
tribales. 

146. Por ejemplo, ha determinado que los miembros de un pueblo que no eran originarios de la 
región que lo habitaban, sino que fueron llevados durante la época de la colonización a un país (en 
ese caso Surinam) como esclavos provenientes de África, donde sus ancestros escaparon a las 
regiones del interior del país y establecieron comunidades autónomas y organizadas. Ahí, el tribunal 
interamericano interpretó que se trataba de una comunidad tribal con características sociales 
culturales y económicas propias y diferentes a otras secciones de la comunidad nacional. 

147. Bajo esas consideraciones, este Tribunal Pleno estima que las comunidades y pueblos 
afrodescendientes también debían ser consultadas de manera previa, libre, informada, de buena fe y 
culturalmente adecuada, con la finalidad de llegar a un acuerdo, a fin de escuchar su parecer sobre 
las reformas propuestas y establecer un diálogo a fin de que sean estas comunidades las que 
manifiesten lo que les beneficia o no de las medidas legislativas que se pretenden adoptar”. 

62. Por lo expuesto y fundado, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

RESUELVE 

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad. 

SEGUNDO. Se declara la invalidez del Decreto Número 209, que reforma diversos artículos de la Ley de 
Derechos y Cultura Indígena para el Estado de Hidalgo, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad 
federativa el catorce de octubre de dos mil diecinueve, en atención al apartado VI de esta decisión. 

TERCERO. La declaratoria de invalidez decretada en este fallo surtirá efectos a partir de la notificación de 
estos puntos resolutivos al Congreso del Estado de Hidalgo, para los efectos precisados en el apartado VII de 
esta determinación. 
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CUARTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del 
Estado de Hidalgo, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente 
como asunto concluido. 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 
Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez 
Potisek, Pérez Dayán y Presidente en funciones Franco González Salas, respecto de los apartados I, II, III, IV 
y V relativos, respectivamente, al trámite, a la competencia, a la oportunidad, a la legitimación y a las causas 
de improcedencia y sobreseimiento. 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 
Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez 
Potisek, Pérez Dayán y Presidente en funciones Franco González Salas, respecto del apartado VI, relativo a 
las consideraciones y fundamentos, consistente en declarar la invalidez del Decreto Número 209, que reforma 
diversos artículos de la Ley de Derechos y Cultura Indígena para el Estado de Hidalgo, publicado en el 
Periódico Oficial de dicha entidad federativa el catorce de octubre de dos mil diecinueve. 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Esquivel Mossa, 
Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente en 
funciones Franco González Salas, respecto del apartado VII, relativo a los efectos, consistente en: 1) 
determinar que la declaratoria de invalidez decretada surtirá sus efectos a partir de la notificación de los 
puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Hidalgo. El señor Ministro González Alcántara 
Carrancá votó en contra. 

Se aprobó por mayoría de siete votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Esquivel Mossa, 
Aguilar Morales, Piña Hernández, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente en funciones Franco González 
Salas, respecto del apartado VII, relativo a los efectos, consistente en: 2) determinar que el legislador local 
deberá realizar la consulta y legislar para subsanar el vicio de constitucionalidad detectado, observando, como 
mínimo, los lineamientos establecidos en la acción de inconstitucionalidad 81/2018. Los señores Ministros 
González Alcántara Carrancá, Pardo Rebolledo y Ríos Farjat votaron en contra. 

En relación con el punto resolutivo cuarto: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 
Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez 
Potisek, Pérez Dayán y Presidente en funciones Franco González Salas. 

El señor Ministro Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea no asistió a la sesión de trece de octubre de 
dos mil veinte por desempeñar una comisión oficial. 

El señor Ministro Presidente en funciones Franco González Salas declaró que el asunto se resolvió en los 
términos precisados. 

Firman los señores Ministros Presidente en funciones y Ponente con el Secretario General de Acuerdos 
que da fe. 

Ministro Presidente en Funciones, José Fernando Franco González Salas.- Firmado electrónicamente.- 
Ministro Ponente, Juan Luis González Alcántara Carrancá.- Firmado electrónicamente.- Secretario General 
de Acuerdos, Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de veinte fojas útiles, concuerda fiel y 
exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la acción de 
inconstitucionalidad 127/2019, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, dictada por el 
Tribunal Pleno en su sesión del trece de octubre de dos mil veinte. Se certifica con la finalidad de que se 
publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a trece de mayo de dos mil veintiuno.- 
Rúbrica. 
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL SEÑOR MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO EN LA 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 127/2019 

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de trece de octubre de dos mil 

veinte, resolvió la acción de inconstitucionalidad citada al rubro, donde se determinó declarar la invalidez del 

Decreto Número 209, que reforma diversos artículos de la Ley de Derechos y Cultura Indígena para el Estado 

de Hidalgo, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el catorce de octubre de dos mil 

diecinueve. 

Ahora, si bien comparto el sentido de la resolución, pues considero que, efectivamente, las normas 

impugnadas inciden y tienen una relación directa con la forma y organización de las comunidades indígenas 

en tanto regulan diversos aspectos sobre la consulta indígena en el Estado de Hidalgo, por lo que ante esa 

situación el Poder Legislativo de dicha entidad federativa estaba obligado a prever una fase adicional en su 

proceso legislativo a efectos de consultar a los pueblos indígenas y comunidades afromexicanas de dicho 

Estado; por lo que al no haberse realizado procede declarar su inconstitucionalidad. 

No obstante me separo de los efectos propuestos en el párrafo sesenta y uno del engrose que obligan 

al legislador local a realizar la consulta y legislar para subsanar el vicio de constitucionalidad detectado; pues 

como lo expresé en mi voto concurrente en el precedente de la acción de inconstitucionalidad 81/2018 que se 

cita en la ejecutoria, considero que los méritos de cada proceso deben analizarse en el caso concreto, ya que 

un estándar inflexible y único para todos los casos podría resultar inadecuado para las particularidades de 

cada situación. 

En ese sentido, si bien es cierto que en la citada acción de inconstitucionalidad 81/2018 que se toma como 

precedente para fijar los efectos, resuelta el veinte abril de dos mil veinte, se declaró la invalidez del Decreto 

778 por el que se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Ley Número 701 de 

Reconocimiento, Derechos y Cultura de los Pueblos y Comunidades Indígenas y de la Ley Número 777 del 

Sistema de Seguridad Pública, ambos del Estado de Guerrero, por lo que ante la situación de inseguridad 

jurídica que se generaría con la declaratoria se determinó que la invalidez surtiría efectos a más tardar a los 

doce meses contados a partir del día siguiente de la publicación de esta sentencia en el Diario Oficial de la 

Federación, de tal suerte que el Congreso podría hacer la consulta a los pueblos indígenas y comunidades 

afromexicanas, como lo ordena la Constitución y el Convenio 169 de la Organización Internacional del 

Trabajo, y legislará lo correspondiente con los ajustes que se estimaran pertinentes, sin perjuicio de que, en 

un tiempo menor, la legislatura local pudiera expedir una nueva ley en la que efectivamente se realizara una 

consulta en términos de dicha sentencia. 

No menos cierto es que en el presente caso la invalidez del Decreto Número 209, que reforma diversos 

artículos de la Ley de Derechos y Cultura Indígena para el Estado de Hidalgo, no genera la incertidumbre e 

inseguridad jurídica que se ocasionó con la invalidez del Decreto 778 analizado en el precedente de la acción 

de inconstitucionalidad 81/2018; razón por la que no comparto los efectos de invalidez en los términos 

propuestos. 

Así, por las razones expresadas es que comparto las determinaciones tomadas en este asunto, 

separándome de la consideración que se precisa en el cuerpo del presente voto. 

Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Lic. 

Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de dos fojas útiles en las que se cuenta 

esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente 

formulado por el señor Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, en relación con la sentencia del trece de 

octubre de dos mil veinte, dictada por el Pleno de este Alto Tribunal en la acción de inconstitucionalidad 

127/2019. Se certifica con la finalidad que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de 

México, a trece de mayo de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 
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TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA 
FEDERACION 

INFORMACIÓN relativa a los saldos al 30 de junio de 2021 de los fideicomisos en los que el Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación participa. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación.- Sala Superior. 

INFORMACIÓN SOBRE EL FIDEICOMISO EN EL QUE PARTICIPA EL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER 

JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN COMO BENEFICIARIO. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 12, párrafo primero, de la Ley Federal de Presupuesto y 

Responsabilidad Hacendaria, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de marzo de 2006, se dan a 

conocer los ingresos, rendimientos, egresos, destino y saldos del fideicomiso en el que participa como 

beneficiario el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

CIFRAS AL 30 DE JUNIO DE 2021 

Fideicomiso "Fondo Mixto de Cooperación Técnica y Científica México-España" 

BANJERCITO 

Subcuentas núm. 

80, 81, 102, 103, 

107, 109 y 114 (1) 

SALDO AL 31 DE 

MARZO DE 2021 

INGRESOS 

EGRESOS 

SALDO AL 

30 DE JUNIO 

DE 2021 INGRESOS RENDIMIENTOS 

M. N. $2,790,226.99 0.00 $3,256.77 $2,793,483.76 (2) $0.00 

 

La participación en este Fideicomiso denominado Fondo Mixto de Cooperación Técnica y Científica 

México-España, fue autorizada por la Comisión de Administración mediante el Acuerdo 004/S104(18-I-06), 

contribuyendo al Programa sobre Cooperación Electoral entre el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación y la Agencia Española de Cooperación Internacional. 

(1) Mediante el Convenio de Sustitución Fiduciaria y Modificatorio del Contrato de Fideicomiso 

denominado Fondo Mixto de Cooperación Técnica y Científica México-España de fecha 11 de 

diciembre de 2009, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público se constituye como el único 

Fideicomitente y el Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, S.N.C. (BANJERCITO) 

sustituye a Nacional Financiera, S.N.C. como Fiduciario. Asimismo, este Tribunal Electoral participa 

en ese fideicomiso únicamente como beneficiario. Derivado de lo anterior y con objeto de mantener 

agrupados los recursos disponibles para los proyectos aprobados, BANJERCITO abrió las 

subcuentas contables números 80, 81, mismas que se encuentran sin saldo, así como las 102, 103, 

107, 109 y 114 en las cuales presenta los recursos en moneda nacional, destinados a los proyectos 

que en conjunto desarrollan este Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, la Agencia 

Española de Cooperación Internacional y la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional  para el 

Desarrollo. 
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(2) Los egresos que se reportan corresponden a los traspasos de los recursos remanentes en cada una 

de las subcuentas operadas a la cuenta operativa #112 “Saldos y Remanentes” del propio 

fideicomiso, realizados en el mes de abril del 2021, cumpliendo con lo instruido por el Comité Técnico 

del Fondo Mixto de Cooperación Técnica y Científica México-España mediante diversos acuerdos 

emitidos en sesiones celebradas el 25 de febrero de 2021. 

INFORMACIÓN SOBRE EL FIDEICOMISO EN EL QUE PARTICIPA EL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER 

JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN COMO FIDEICOMITENTE. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 12, párrafo primero, de la Ley Federal de Presupuesto y 

Responsabilidad Hacendaria, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de marzo de 2006, se dan a 

conocer los ingresos, rendimientos, egresos, destino y saldos del fideicomiso en el que participa como 

fideicomitente el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

CIFRAS AL 30 DE JUNIO DE 2021 

“Fideicomiso de Apoyos Médicos Complementarios y de Apoyo Económico Extraordinario para los 

Servidores Públicos del Poder Judicial de la Federación, con excepción de los de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación” 

NACIONAL 

FINANCIERA Contrato 

de Fideicomiso 80694 

SALDO AL 31 DE 

MARZO DE 2021 

INGRESOS 

EGRESOS 
SALDO AL 30 DE 

JUNIO DE 2021 INGRESOS RENDIMIENTOS 

(1)    (2)  

M. N. $14,085,455.94 0.00 $141,067.36 $11,416.49 $14,215,106.81 

 

La participación en este Fideicomiso de Apoyos Médicos Complementarios y de Apoyo Económico 

Extraordinario para los Servidores Públicos del Poder Judicial de la Federación, con excepción de los de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, fue autorizada por la Comisión de Administración mediante el 

Acuerdo 340/S12(10-XII-2013), con el fin de administrar e invertir los recursos líquidos para solventar un 

sistema de apoyos médicos complementarios y de apoyo económico para los beneficiarios de los 

fideicomitentes. 

(1) Mediante el Contrato 80694, Nacional Financiera, S.N.C. se constituye como Fiduciario y en calidad 

de Fideicomitentes el Consejo de la Judicatura Federal y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación. Derivado de lo anterior y con el objeto de mantener agrupados los recursos del TEPJF, 

disponibles para los apoyos aprobados, Nacional Financiera, S.N.C abrió el contrato de inversión 

1064811 y en el mes de agosto de 2014 el contrato 1064890, en los cuales se presentan los recursos 

invertidos en moneda nacional por parte del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

Con fecha 13 de mayo de 2014, se contrataron los servicios de Operadora de Fondos Nafinsa, S.A. 

de C.V., para la administración y gestión de activos del fideicomiso, para lo cual, se apertura la 

cuenta 2-3301. 

(2) Los egresos reportados corresponden a los honorarios por la administración del Fideicomiso 

pagados a Nacional Financiera, S.N.C., y los honorarios por la administración y gestión de activos 

pagados a Operadora de Fondos Nafinsa, S.A. de C.V. 

Ciudad de México, a 8 de julio de 2021.- El Secretario Administrativo y de la Comisión de Administración 

del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Maestro Andrés Álvarez Kuri.- Rúbrica. 
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BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la República 
Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA EXTRANJERA PAGADERAS EN 

LA REPÚBLICA MEXICANA 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos; 35 de la Ley del Banco de México, así como 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 
México, y según lo previsto en el Capítulo V del Título Tercero de su Circular 3/2012, informa que el tipo de 
cambio obtenido el día de hoy fue de $20.1348 M.N. (veinte pesos con un mil trescientos cuarenta y ocho 
diezmilésimos moneda nacional) por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 
que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 
haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 
de crédito del país. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 20 de julio de 2021.- BANCO DE MÉXICO: Directora de Disposiciones de Banca 
Central, Lic. María Teresa Muñoz Arámburu.- Rúbrica.- Director de Operaciones Nacionales, Lic. Juan 
Rafael García Padilla.- Rúbrica. 

 

 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

TASAS DE INTERÉS INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en moneda nacional (TIIE) a plazos de 
28 y 91 días obtenidas el día de hoy, fueron de 4.4922 y 4.5785 por ciento, respectivamente. 

Las citadas Tasas de Interés se calcularon con base en las cotizaciones presentadas por las siguientes 
instituciones de banca múltiple: Banco Santander S.A., HSBC México S.A., Banco Nacional de México S.A., 
Banco J.P. Morgan S.A., Banco Credit Suisse (México) S.A., Banco Azteca S.A. y ScotiaBank Inverlat, S.A. 

Ciudad de México, a 20 de julio de 2021.- BANCO DE MÉXICO: Directora de Disposiciones de Banca 
Central, Lic. María Teresa Muñoz Arámburu.- Rúbrica.- Director de Operaciones Nacionales, Lic. Juan 
Rafael García Padilla.- Rúbrica. 

 

 

TASA de interés interbancaria de equilibrio de fondeo a un día hábil bancario. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

TASA DE INTERÉS INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO DE FONDEO A UN DÍA HÁBIL BANCARIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE) de Fondeo a un día hábil bancario en 
moneda nacional determinada el día de hoy, fue de 4.24 por ciento. 

Ciudad de México, a 19 de julio de 2021.- BANCO DE MÉXICO: Directora de Disposiciones de Banca 
Central, Lic. María Teresa Muñoz Arámburu.- Rúbrica.- Director de Operaciones Nacionales, Lic. Juan 
Rafael García Padilla.- Rúbrica. 
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INSTITUTO NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 
INFORMACION Y PROTECCION DE DATOS PERSONALES 

ANEXO Síntesis de Acuerdo de la Segunda Sesión Ordinaria de 2021, del Consejo Nacional del Sistema Nacional 
de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, celebrada el 09 de julio de 
2021, de manera virtual. 

Al margen un logotipo, que dice: Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Protección de Datos Personales.- Consejo Nacional. 

ANEXO 

SÍNTESIS DE ACUERDO DE LA SEGUNDA SESIÓN ORDINARIA DE 2021, DEL CONSEJO NACIONAL DEL 
SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS 
PERSONALES, CELEBRADA EL 09 DE JULIO DE 2021, DE MANERA VIRTUAL, EN LA QUE SE APROBARON, ENTRE 
OTROS, EL SIGUIENTE PUNTO: 

El Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección 
de Datos Personales, con fundamento en lo establecido por los artículos 31 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública; 10 y 12 de la Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados; y artículos 10, fracciones II y VII y 44 del Reglamento del 
Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de 
Datos Personales, tiene dentro de sus atribuciones establecer reglamentos, lineamientos, criterios y demás 
instrumentos normativos necesarios para cumplir con los objetivos del Sistema Nacional, la Plataforma 
Nacional y la Ley; así como emitir acuerdos para dar cumplimiento a las funciones del Sistema Nacional 
establecidas en la Ley General antes citada. 

Dichos reglamentos, lineamientos, criterios y demás instrumentos normativos necesarios deberán 
publicarse en el Diario Oficial de la Federación, así como en el mecanismo tecnológico que utilice el Consejo 
Nacional y el que utilicen los Organismos Garantes e Instituciones que conforman el Sistema Nacional para la 
publicidad respectiva. 

En el Orden del Día de la Segunda Sesión Ordinaria del Consejo Nacional, celebrada el nueve de julio de 
dos mil veintiuno, fue presentado, sometido a discusión y aprobado, entre otros, el punto que a continuación 
se especifica: 

● CONAIP/SNT/ACUERDO/ORD02-09/07/2021-04.- Acuerdo mediante el cual se modifican los 
Lineamientos Técnicos Generales para la publicación, homologación y estandarización de la 
información de las obligaciones establecidas en el Título Quinto y en la fracción IV del artículo 31 de 
la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que deben de difundir los sujetos 
obligados en los portales de Internet y en la Plataforma Nacional de Transparencia, en lo referente a 
la fracción II del artículo 73 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Disponible para su consulta en: www.dof.gob.mx/2021/INAI/CONAIP-SNT-ACUERDO-ORD02-09-07-
2021-04.pdf y 

http://snt.org.mx/images/doctos/CONAIP-SNT-ACUERDO-ORD02-090721-04.pdf 

Así lo acordó el Pleno del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales, en su Segunda Sesión Ordinaria de dos mil veintiuno, celebrada el 
nueve de julio del presente año, de manera virtual, lo que se certifica y se hace constar, con fundamento en los 
artículos 31, fracción XI de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 12, fracción XII 
y 13, fracción VII del Reglamento del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Protección de Datos Personales. 

Presidenta del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública 
y Protección de Datos Personales, Mtra. Blanca Lilia Ibarra Cadena.- Secretario Ejecutivo del Consejo 
Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos 
Personales, Federico Guzmán Tamayo.- Rúbrica. 

FEDERICO GUZMÁN TAMAYO, EN MI CARÁCTER DE SECRETARIO EJECUTIVO DEL SISTEMA NACIONAL DE 
TRANSPARENCIA, CON FUNDAMENTO EN LOS ARTÍCULOS 31, FRACCIÓN XI DE LA LEY GENERAL DE 
TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y 13, FRACCIONES VII Y VIII DEL REGLAMENTO DEL 
CONSEJO NACIONAL DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES; ASÍ COMO EN LO ORDENADO EN EL PUNTO DE ACUERDO SEGUNDO, 
DEL ACUERDO CONAIP/SNT/ACUERDO/ORD02-09/07/2021-04; CERTIFICO: QUE EL PRESENTE DOCUMENTO ES 
FIEL Y EXACTA REPRODUCCIÓN DE LA SÍNTESIS DE ACUERDO APROBADOS EN LA SEGUNDA SESIÓN 
ORDINARIA DE 2021, DEL CONSEJO NACIONAL DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES, CELEBRADA EL 09 DE JULIO DE 2021, MISMO 
QUE SE EXPIDE EN UN TOTAL DE 2 FOJAS ÚTILES.- MÉXICO, CIUDAD DE MÉXICO, A 13 DE JULIO DE DOS MIL 
VEINTIUNO.- Rúbrica. 

(R.- 508926) 
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ANEXO Síntesis de Acuerdos de la Primera Sesión Extraordinaria de 2021, del Consejo Nacional del Sistema 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, celebrada el 26 de 
mayo de 2021, de manera virtual. 

Al margen un logotipo, que dice: Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Protección de Datos Personales.- Consejo Nacional. 

ANEXO 

SÍNTESIS DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SESIÓN EXTRAORDINARIA DE 2021, DEL CONSEJO NACIONAL DEL 

SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS 

PERSONALES, CELEBRADA EL 26 DE MAYO DE 2021, DE MANERA VIRTUAL, EN LA QUE SE APROBARON, ENTRE 

OTROS, EL SIGUIENTE PUNTO: 

El Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección 

de Datos Personales, con fundamento en lo establecido por los artículos 31 de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública; 10 y 12 de la Ley General de Protección de Datos 

Personales en Posesión de Sujetos Obligados; y artículos 10, fracciones II y VII y 44 del Reglamento del 

Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de 

Datos Personales, tiene dentro de sus atribuciones establecer reglamentos, lineamientos, criterios y demás 

instrumentos normativos necesarios para cumplir con los objetivos del Sistema Nacional, la Plataforma 

Nacional y la Ley; así como emitir acuerdos para dar cumplimiento a las funciones del Sistema Nacional 

establecidas en la Ley General antes citada. 

Dichos reglamentos, lineamientos, criterios y demás instrumentos normativos necesarios deberán 

publicarse en el Diario Oficial de la Federación, así como en el mecanismo tecnológico que utilice el Consejo 

Nacional y el que utilicen los Organismos Garantes e Instituciones que conforman el Sistema Nacional para la 

publicidad respectiva. 

En el Orden del Día de la Primera Sesión Extraordinaria del Consejo Nacional, celebrada el veintiséis de 

mayo de dos mil veintiuno, fueron presentados, sometidos a discusión y aprobados, entre otros, los puntos 

que a continuación se especifican: 

● CONAIP/SNT/ACUERDO/EXT01-26/05/2021-03.- Acuerdo mediante el cual se aprueba la 

Recomendación para que el INAI y los Organismos Garantes Locales, promuevan e impulsen 

acciones o mecanismos de Transparencia Proactiva sobre los procesos electorales a celebrarse este 

año, mediante la creación de micrositios, a fin de garantizar y fortalecer la transparencia y la 

rendición de cuentas en los procesos electorales. 

Disponible para su consulta en: www.dof.gob.mx/2021/INAI/CONAIP-SNT-ACUERDO-EXT01-26-05-2021-

03.pdf y 

http://snt.org.mx/images/doctos/CONAIP-SNT-ACUERDO-EXT01-260521-03.pdf 

● CONAIP/SNT/ACUERDO/EXT01-26/05/2021-04.- Acuerdo por el que se emite el Decálogo para el 

Fortalecimiento del Enfoque de Derechos Humanos, Igualdad de Género e Inclusión Social, así como 

para realizar acciones de prevención de la violencia de género en las actividades de los Organismos 

Garantes del país como integrantes del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 

Pública y Protección de Datos Personales. 

Disponible para su consulta en: www.dof.gob.mx/2021/INAI/CONAIP-SNT-ACUERDO-EXT01-26-05-2021-

04.pdf y 

http://snt.org.mx/images/doctos/CONAIP-SNT-ACUERDO-EXT01-260521-04.pdf 

Así lo acordó el Pleno del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 

Pública y Protección de Datos Personales, en su Primera Sesión Extraordinaria de dos mil veintiuno, celebrada 

el 26 de mayo del presente año, de manera virtual, lo que se certifica y se hace constar, con fundamento en los 
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artículos 31, fracción XI de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 12, fracción XII 

y 13, fracción VII del Reglamento del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Protección de Datos Personales. 

Presidenta del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública 

y Protección de Datos Personales, Mtra. Blanca Lilia Ibarra Cadena.- Secretario Ejecutivo del Consejo 

Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos 

Personales, Federico Guzmán Tamayo.- Rúbrica. 

FEDERICO GUZMÁN TAMAYO, EN MI CARÁCTER DE SECRETARIO EJECUTIVO DEL SISTEMA NACIONAL DE 

TRANSPARENCIA, CON FUNDAMENTO EN LOS ARTÍCULOS 31, FRACCIÓN XI DE LA LEY GENERAL DE 

TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y 13, FRACCIONES VII Y VIII DEL REGLAMENTO DEL 

CONSEJO NACIONAL DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y 

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES; ASÍ COMO EN LO ORDENADO EN EL PUNTO DE ACUERDO TERCERO, 

DEL ACUERDO CONAIP/SNT/ACUERDO/EXT01-26/05/2021-03, Y PUNTO DE ACUERDO TERCERO, DEL ACUERDO 

CONAIP/SNT/ACUERDO/EXT01-26/05/2021-04; CERTIFICO: QUE EL PRESENTE DOCUMENTO ES FIEL Y EXACTA 

REPRODUCCIÓN DE LA SÍNTESIS DE ACUERDOS APROBADOS EN LA PRIMERA SESIÓN EXTRAORDINARIA  DE 

2021, DEL CONSEJO NACIONAL DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES, CELEBRADA EL 26 DE MAYO DE 2021, MISMO QUE SE  EXPIDE 

EN UN TOTAL DE 2 FOJAS ÚTILES.- MÉXICO, CIUDAD DE MÉXICO, A 9 DE JULIO DE DOS MIL  VEINTIUNO.- 

Rúbrica. 

(R.- 508922) 

 

 

ANEXO Síntesis de Acuerdos de la Primera Sesión Ordinaria de 2021, del Consejo Nacional del Sistema Nacional 
de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, celebrada el 30 de abril de 
2021, de manera virtual. 

Al margen un logotipo, que dice: Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Protección de Datos Personales.- Consejo Nacional. 

ANEXO 

SÍNTESIS DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SESIÓN ORDINARIA DE 2021, DEL CONSEJO NACIONAL DEL 

SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS 

PERSONALES, CELEBRADA EL 30 DE ABRIL DE 2021, DE MANERA VIRTUAL, EN LA QUE SE APROBARON, ENTRE 

OTROS, EL SIGUIENTE PUNTO: 

El Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección 
de Datos Personales, con fundamento en lo establecido por los artículos 31 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública; 10 y 12 de la Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados; y artículos 10, fracciones II y VII y 44 del Reglamento del 
Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de 
Datos Personales, tiene dentro de sus atribuciones establecer reglamentos, lineamientos, criterios y demás 
instrumentos normativos necesarios para cumplir con los objetivos del Sistema Nacional, la Plataforma 
Nacional y la Ley; así como emitir acuerdos para dar cumplimiento a las funciones del Sistema Nacional 
establecidas en la Ley General antes citada. 

Dichos reglamentos, lineamientos, criterios y demás instrumentos normativos necesarios deberán 
publicarse en el Diario Oficial de la Federación, así como en el mecanismo tecnológico que utilice el Consejo 
Nacional y el que utilicen los Organismos Garantes e Instituciones que conforman el Sistema Nacional para la 
publicidad respectiva. 

En el Orden del Día de la Primera Sesión Ordinaria del Consejo Nacional, celebrada el treinta de abril de 
dos mil veintiuno, fueron presentados, sometidos a discusión y aprobados, entre otros, el punto que a 
continuación se especifica: 
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● CONAIP/SNT/ACUERDO/ORD01-30/04/2021-03.- Acuerdo por el que se aprueba reformar los 

numerales décimo sexto, vigésimo tercero, vigésimo octavo, trigésimo tercero, trigésimo octavo, 

trigésimo octavo bis, trigésimo octavo ter, trigésimo noveno y cuadragésimo segundo de los 

Lineamientos para la Elaboración, Ejecución y Evaluación del Programa Nacional de Transparencia y 

Acceso a la Información; así como los numerales décimo, décimo tercero, décimo noveno, vigésimo, 

trigésimo séptimo, cuadragésimo segundo bis, cuadragésimo tercero, cuadragésimo cuarto y 

quincuagésimo primero de los lineamientos para la Elaboración, Ejecución y Evaluación del 

Programa Nacional de Protección de Datos Personales, así como sus anexos. 

Disponible para su consulta en: www.dof.gob.mx/2021/INAI/CONAIP-SNT-ACUERDO-ORD01-30-04-

2021-03.pdf y 

http://snt.org.mx/images/doctos/CONAIP-SNT-ACUERDO-ORD01-30-04-21-03.pdf 

● CONAIP/SNT/ACUERDO/ORD01-30/04/2021-04.- Acuerdo por el que se aprueba reformar los 

artículos 27, fracción XI, 38 y 85 de los Lineamientos para la Organización, Coordinación y 

Funcionamiento de las Instancias de los Integrantes del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso 

a la Información Pública y Protección de Datos Personales. 

Disponible para su consulta en: www.dof.gob.mx/2021/INAI/CONAIP-SNT-ACUERDO-ORD01-30-04-

2021-04.pdf y 

http://snt.org.mx/images/doctos/CONAIP-SNT-ACUERDO-ORD01-30-04-21-04.pdf 

● CONAIP/SNT/ACUERDO/ORD01-30/04/2021-05.- Acuerdo mediante el cual se emite el Protocolo 

para el uso de la imagen Institucional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Protección de Datos Personales (SNT). 

Disponible para su consulta en: www.dof.gob.mx/2021/INAI/CONAIP-SNT-ACUERDO-ORD01-30-04-

2021-05.pdf y 

http://snt.org.mx/images/doctos/CONAIP-SNT-ACUERDO-ORD01-30-04-21-05.pdf 

Así lo acordó el Pleno del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 

Pública y Protección de Datos Personales, en su Primera Sesión Ordinaria de dos mil veintiuno, celebrada el 

treinta de abril del presente año, de manera virtual, lo que se certifica y se hace constar, con fundamento en los 

artículos 31, fracción XI de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 12, fracción XII 

y 13, fracción VII del Reglamento del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Protección de Datos Personales. 

Presidenta del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública 

y Protección de Datos Personales, Mtra. Blanca Lilia Ibarra Cadena.- Secretario Ejecutivo del Consejo 

Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos 

Personales, Federico Guzmán Tamayo.- Rúbrica. 

FEDERICO GUZMÁN TAMAYO, EN MI CARÁCTER DE SECRETARIO EJECUTIVO DEL SISTEMA NACIONAL DE 

TRANSPARENCIA, CON FUNDAMENTO EN LOS ARTÍCULOS 31, FRACCIÓN XI DE LA LEY GENERAL DE 

TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y 13, FRACCIONES VII Y VIII DEL REGLAMENTO DEL 

CONSEJO NACIONAL DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y 

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES; ASÍ COMO EN LO ORDENADO EN EL PUNTO DE ACUERDO CUARTO, DEL 

ACUERDO CONAIP/SNT/ACUERDO/ORD01-30/04/2021-03, PUNTO DE ACUERDO TERCERO, DEL ACUERDO 

CONAIP/SNT/ACUERDO/ORD01-30/04/2021-04 Y PUNTO DE ACUERDO TERCERO, DEL ACUERDO 

CONAIP/SNT/ACUERDO/ORD01-30/04/2021-05; CERTIFICO: QUE EL PRESENTE DOCUMENTO ES FIEL Y EXACTA 

REPRODUCCIÓN DE LA SÍNTESIS DE ACUERDOS APROBADOS EN LA PRIMERA SESIÓN ORDINARIA DE 2021, DEL 

CONSEJO NACIONAL DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y 

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES, CELEBRADA EL 30 DE ABRIL DE 2021, MISMO QUE SE EXPIDE EN UN 

TOTAL DE 2 FOJAS ÚTILES.- MÉXICO, CIUDAD DE MÉXICO, A 10 DE JUNIO DE DOS MIL VEINTIUNO.- Rúbrica. 

(R.- 508915) 
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